Motivación de la prisión preventiva en los juzgados de investigación preparatoria de Juliaca (año 2013–2014) y su vinculación con los derechos fundamentales ¿medida cautelar o pena anticipada? by Jove Caceres, Petril Bernardo
UNIVERSIDAD ANDINA “NÉSTOR CÁCERES VELÁSQUEZ” 
FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y POLÍTICAS 





MOTIVACIÓN DE LA PRISIÓN PREVENTIVA EN LOS JUZGADOS DE 
INVESTIGACIÓN PREPARATORIA DE JULIACA (AÑO 2013–2014) Y 
SU VINCULACIÓN CON LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 






PRETIL BERNARDO JOVE CACERES 
 









 UNIVERSIDAD ANDINA “NÉSTOR CÁCERES VELÁSQUEZ” 
FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y POLÍTICAS 
CARRERA ACADÉMICO PROFESIONAL DE DERECHO 
 
TESIS 
MOTIVACIÓN DE LA PRISIÓN PREVENTIVA EN LOS JUZGADOS DE 
INVESTIGACIÓN PREPARATORIA DE JULIACA (AÑO 2013–2014)  
Y SU VINCULACIÓN CON LOS DERECHOS FUNDAMENTALES  
¿Medida cautelar o Pena Anticipada? 
 





PRESIDENTE DEL JURADO:……………………………………………………….      




1ER. MIEMBRO DEL JURADO:……………………………………………………..   
     Dr. José Domingo Choquehuanca  Calcina 
 
      
 
2DO. MIEMBRO DEL JURADO:……………………………………………………..  
      Dr. Jesús Manuel Cruz Cervantes 
      
 
 
ASESOR DE TESIS:……………………………………………………………………        












Siempre me he sentido maravillado por la linda familia que tengo, se han preocupado 
de mí desde el momento en que llegué a este mundo, me han formado para saber 
cómo luchar y salir victorioso ante las diversas adversidades de la vida. Muchos años 
después, sus enseñanzas no cesan, y aquí estoy, con un nuevo logro exitosamente 
conseguido, mi tesis. 
Por ello quiero dedicar esta tesis a mi bella familia, no me alcanzan las palabras para 






















Mi eterno agradecimiento a la facultad de Derecho de la Universidad Andina Néstor 
Cáceres Velásquez, a mis Maestros que coadyuvaron en mi formación profesional, a 
mis hermanos por ser parte importante de mi vida y representar la unidad familia. A mi 
padre por ser un ejemplo de desarrollo profesional a seguir. A mi enamorada por llenar 
mi vida de alegrías y amor cuando más lo he necesitado. Gracias Dios, gracias padres 







































Resumen          IX 
Abstrac          X 
Introducción          XI 
 
CAPÍTULO I 
BASES TEÓRICAS DEL TEMA DE INVESTIGACIÓN 
I.  EL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN      01 
1.1. TÍTULO DE LA INVESTIGACIÓN...    ………..01 
1.2. EXPOSICIÓN DEL PROBLEMA     01 
1.3. Interrogante  del problema general      06 
1.4. Interrogantes  del problema específico     06 
II. OBJETIVOS         06 
2.1. Objetivo general        07 
2.2. Objetivos específicos       07 
III. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN     07 
IV. MARCO TEÓRICO INICIAL       08 
4.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN    08 
V. HIPÓTESIS DE INVESTIGACIÓN      10 
5.1. Hipótesis general        10 
5.2. Hipótesis especificas       09 
5.3. VARIABLES E INDICADORES      11 
VI. METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN     12 
6.1. Método de la investigación       12 
6.2. Tipología de la investigación      12 
6.3. Nivel de investigación       14   
6.4. Enfoque de la investigación      14 
6.5. Fuentes,  instrumentos y técnicas      14  
6.6. Determinación de la población y muestra de la investigación  16 
VII.  ADMINISTRACION DE PROYECTO DE INVESTIGACION    16 
V 
 
7.1. Recursos         16 
7.2. Humanos         16 
7.3. Económicos        17 
7.4. Mano de Obra        17   
7.5. Presupuesto        17 
 
CAPÍTULO II 
DESARROLLO DEL MARCO TEÓRICO 
 
1. CONCEPCIONES BÁSICAS DE LA  PRISIÓN PREVENTIVA   18 
1.1. CONCEPTO DE LA PRISIÓN PREVENTIVA    18 
1.2. DIFERENCIAS CON LA DETENCION     18 
1.3. LAS MEDIDAS COERCITIVAS      19 
1.3.1. De naturaleza coercitiva     21  
1.3.2.  De naturaleza cautelar y precautoria    21 
1.3.3. De naturaleza provisoria     21 
2. CONSTITUCIÓN Y PRISION PREVENTIVA     24 
3. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS DE LA PRISION PREVENTIVA  28 
3.1.  En el Código de Procedimientos penales de 1940   28 
3.2.  En el Código Procesal Penal de 1991     28 
3.3.  En el Código Procesal Penal de 2004     30 
4. PRESUPUESTOS DE LA PRISION PREVENTIVA    31 
5. AUDIENCIA Y RESOLUCION DE LA PRISION PREVENTIVA   36 
5.1. La duración de la prisión preventiva     37 
5.2. Computo del plazo de la prisión preventiva     39 
5.3. La impugnación de la prisión preventiva     40 
5.4. Cesación de la prisión preventiva      41 
6. LA PRISIÓN PREVENTIVA EN PERÚ      42 
6.1. El Contexto Peruano       43 
VI 
 
7. LA JURISPRUDENCIA EN LA PRISIÓN PREVENTIVA    50 
7.1. La libertad  y  su  restricción  excepcional    50 
7.2. La prisión preventiva: medida coercitiva cautelar personal  51 
7.3. Principios que demarcan la aplicación de la prisión preventiva  53 
7.4. La prisión preventiva en el Código Procesal Penal actual  55 
7.4.1. Peligro de fuga       56 
7.4.2. Peligro de obstaculización     57 
7.4.3. Plazo máximo de la prisión preventiva   57 
 7.4.3.1. ¿Desde cuándo se computa la privación de la  
Libertad?         57 
 7.4.3.2 ¿El ministerio publico convalida una detención  
Policial?          57 
7.5. La solicitud de prisión preventiva: una atribucion-obligacion del  
Ministerio  publico        58 
7.6. El tribunal constitucional sobre el  peligro procesal   59 
7.7. La importancia de los antecedentes o de la historia personal  
del imputado         59 
7.8. Trámite procesal de la prisión preventiva     59 
7.9. ¿Es requisito para solicitar la prisión preventiva: que el imputado se 
encuentre detenido?         62 
7.10 ¿Es imprescindible la presencia del imputado en la audiencia  
de prisión preventiva?        62 
8. LA PRISIÓN PREVENTIVA EN AMERICA LATINA – UNA NUEVA 
 MIRADA          63 
8.1. Importancia del tema y agotamiento del discurso tradicional  65 
8.2. Los déficits del proceso de implementación    68 
8.3. Las medidas alternativas a la prisión preventiva   69 
8.4. La protección de la legitimidad del sistema en las decisiones  
Judiciales         71 
VII 
 
8.5. El diálogo entre el sistema de justicia penal y la comunidad  72 
9. LA PRISIÓN PREVENTIVA EN LA LEGISACIÓN COMPARADA  74 
9.1. En España        74   
9.2. En Francia         76 
9.3. En México         76 
10. DERECHOS HUMANOS, GARANTISMO PROCESAL, ACTIVISMO JUDICIAL 
 Y SU RELACIÓN CON LA APLICACIÓN DE LA PRISIÓN PREVENTIVA  80 
10.1. El “Garantismo Procesal”       80   
10.1.1. Bilateralidad       80 
10.1.2. Modelo Constitucional     80 
10.1.3. Cualidades del Juez      81 
10.1.4. Recusación       81  
10.1.5. Estado de inocencia      81  
10.1.6. Verdad Formal      81   
10.1.7. Carga de la Prueba      82 
10.1.8. Facultades Probatorias del Juez    82  
10.1.9. Iura Novit Curia      82 
10.1.10. Norma Procesal      82 
10.1.11. Formalismo       82 
10.1.12. Celeridad vs. Seguridad     83 
10.2. ¿Cuál es la principal distinción entre el activismo y el garantismo?  82 
10.3. ¿Por qué entendemos que corresponde hacer referencia a activismo   
judicial o, también, jurisdiccional?       83  
10.4. ¿Y por qué hablamos de garantismo procesal?    84 
10.5. ¿Cuáles son las consecuencias, desde una perspectiva estrictamente 
procesal, que emanan del activismo y del garantismo?    84 
10.6. ¿Puede trazarse algún correlato entre cada una de estas tendencias  
y los sistemas políticos actuales?       85 
10.7. ¿En qué se diferencian una y otra corriente acerca de la razón de  
VIII 
 
ser del proceso?         86 
11. NECESIDAD DE UNA DEBIDA MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES 
JUDICIALES          86 
11.1. Necesidad de motivación      86 
11.2. Motivación fáctica y jurídica      89 
11.3. Motivación no exhaustiva      89 
11.4. Diferencia entre motivación e incongruencia: relación con la incongruencia 
omisiva          90 
11.5. Que la falta de motivación provoque indefensión   90 
11.5.1. Motivación fáctica y jurídica     90  
11.6. Falta de motivación o motivación no lógica relacionado con la  
Apreciación de la prueba       91 
12. LA MOTIVACION DE LAS RESOLUCIONES JUDICIALES EN EL PERÚ 91 
12.1. Contenido esencial y finalidad      92 
 
CAPÍTULO III 
EXPOSICIÓN DE LOS RESULTADOS 
1. Análisis y discusión         95 
2. Exposición y Explicación de los resultados     97 
3. Propuestas Jurídicas         104 
CONCLUSIONES         105 
SUGERENCIAS         106 
BIBLIOGRAFÍA         107 
APÉNDICES          110 
Apéndice Nro. 01 (Ficha de entrevista)      113   
Apéndice Nro. 02 (proyecto de ley que modifica del art. 268 del código 
 procesal penal)                        116 
Apéndice Nro. 03 (Matriz de consistencia)      119 















El presente trabajo de investigación tiene por objetivo realizar un análisis 
fundamentado acerca de un tema conflictivo en este nuevo sistema Procesal 
Acusatorio, me refiero a la indebida motivación de las resoluciones de prisión 
preventiva en la legislación peruana, el mismo que   busca garantizar que las 
resoluciones judiciales que realicen los jueces y magistrados, estén acorde al 
derecho y que existan en ellos una coherencia y conexión lógica con los 
hechos y el derecho; como se refleja en el  artículo 135 de la Constitución 
Política del Perú, que consagra como Principio de la función jurisdiccional el 
derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales, el que está 
destinado a garantizar a los justiciables la obtención de una respuesta 
razonada motivada y congruente con las pretensiones oportunamente 
formuladas en cualquier tipo de proceso, de tal manera que puedan conocer 
cuál ha sido el proceso mental, es decir la deliberación que ha seguido 
internamente, para arribar a una decisión que resuelva la controversia, decisión 
que no puede estar sustentada en le libre albedrio del juez sino en datos 
objetivos tanto de los hechos, como del ordenamiento jurídico. Pero la gran 
interrogante es, porque en los juzgados de investigación preparatoria de la 
ciudad de Juliaca los jueces de investigación preparatoria no cumplen con los 
presupuestos establecidos para dictar la prisión preventiva, es más, ellos dictan 
la medida a criterio de un solo presupuesto, con lo que atentan con ello la 
presunción de inocencia y de demás garantías Constitucionales, lo que 




















 This research aims to make a reasoned analysis about a contentious 
issue in the new accusatorial system, I mean the improper motivation of 
resolutions remand in Peruvian law, the same which seeks to ensure that 
decisions performing judges and magistrates, are according to the law and that 
they exist in coherence and logical connection to the facts and the law; as 
reflected in Article 135 of the Constitution of Peru which enshrines as Principle 
of judicial functions the right to adequate motivation of judicial decisions, which 
is intended to ensure that litigants obtaining a reasoned response motivated 
and consistent with the claims duly made in any process, so they can know 
what was the thought process, that is the discussion that followed internally, to 
arrive at a decision to resolve the dispute, a decision that cannot be supported 
in her free will of the judge but on objective data on both the facts and the law. 
But the big question is, because in the Judicial District of Puno preliminary 
investigation judges do not meet the budgets established for determining 
pretrial detention, indeed, they dictate the extent to criteria of a single budget, 
which thereby threaten the presumption of innocence and other constitutional 




















Ya desde los comienzos del estado, desde su nacimiento como tal, 
como persona jurídica pública, es decir, sujeto de derecho, tiene la facultad de 
regular y reglamentar el derecho en las relaciones de los individuos entre sí, y 
también en las relaciones de los individuos con el mismo estado, pero éste a su 
vez se encuentra limitado por las garantías de los particulares; quedando en 
consecuencia el proceso dirigido por una serie de garantías consagradas tanto 
en la fuente constitucional como en el derecho internacional; sometiéndolo a 
ciertas normas específicas que hacen al debido proceso. 
"Históricamente el derecho penal ha fluctuado entre dos intereses 
opuestos: el del estado de castigar los delitos, y el del justiciable en relación 
con los derechos y garantías que le son debidos". 
La máxima es buscar un equilibro entre las prerrogativas del estado, su 
facultad punitiva y las garantías y derechos de los individuos, la cual se ha 
logrado con la garantía del debido proceso 
Si la libertad, es un derecho inherente a la persona humana, existen 
diversos instrumentos jurídicos internacionales que reconocen a la libertad 
como un derecho fundamental. La Declaración Universal, El Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, el Pacto de San José 
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de Costa Rica de 1969, declararon que todo individuo tiene derecho a la 
libertad y nadie puede ser sometido a detención o prisión arbitraria, siendo el 
límite de la arbitrariedad las causas y condiciones fijadas de antemano por las 
Constituciones Políticas de los Estados o por leyes dictadas conforme a ellas.  
El proceso penal es la única vía legitimada para qué el Estado pueda 
imponer su pretensión punitiva, que solo puede materializarse a través de 
un procedimiento con todas las garantías establecidas en la Constitución y 
las leyes. La justicia material para lograr su consolidación debe imponer las 
sanciones conforme al ordenamiento jurídico-punitivo caso contrario se 
constituiría en un mero simbolismo que en nada coadyuvaría al fortalecimiento 
de un Estado de Derecho Constitucional. El proceso penal se orienta a la 
concretización de la pena y a la satisfacción de la exigencia económica de 
reparar los daños causados en los bienes jurídicos de la víctima. De tal manera 
que el proceso penal realmente garantista debe orientar su funcionalidad para 
acoger ambas pretensiones con celeridad y eficacia a efecto de lograr 
la tutela jurisdiccional. En este contexto la legislación procesal penal, prevé una 
serie de medidas cautelares que tienen por objetivo esencial garantizar la 
materialización efectiva de la condena y de la reparación civil; lo que constituye 
un fenómeno de ejecución anticipada para obtener los medios de prueba 
necesarios para reconstruir los hechos acaecidos en la realidad. 
La libertad individual garantizada constitucionalmente, encuentra su limitación 
en la figura de la prisión preventiva cuya finalidad, no está en sancionar al 
procesado por la comisión de un delito, pues está visto que 
tal responsabilidad sólo surge con la sentencia condenatoria, sino en la 
necesidad de garantizar la comparecencia del imputado al proceso o para 
asegurar el cumplimiento de la pena, por lo que el derecho a la 
libertad personal, no obstante ser reconocido como elemento básico y 
estructural del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, no alcanza dentro 
del mismo ordenamiento jurídico un carácter absoluto. En  nuestra legislación 
peruana —y sobre todo en el Código Procesal penal de 2004 (que ingresa en 
Octubre de 2009 al distrito Judicial de Puno - Juliaca) se instauran nuevas 
formas de pensar en Derecho, nuevas formas de actuaciones para los sujetos 
procesales y nuevas formas de administración de justicia. Una de esas formas 
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es la correcta motivación de las resoluciones Judiciales frente un caso en 
concreto. Por ello este Código Procesal penal vigente (2004) busca garantizar 
que todas las resoluciones que realicen los jueces y magistrados, estén acorde 
al derecho y con él la coherencia y conexión lógica con los hechos y el 
derecho; así lo muestra el  artículo 135 de la Constitución Política del Perú —
que consagra como Principio de la función jurisdiccional el derecho a la debida 
motivación de las resoluciones judiciales, el mismo que busca garantizar a los 
justiciables la obtención de una respuesta razonada motivada y congruente con 
las pretensiones oportunamente formuladas, en cualquier tipo de proceso. De 
la misma forma el Tribunal Constitucional ha ratificado esta posición en Exp. N° 
05401-2006-PA/TC, FJ. 3 señalando que “toda decisión que carezca de una 
motivación adecuada, suficiente y congruente, constituirá una decisión 
arbitraria y, en consecuencia, será inconstitucional”, de igual forma en el Exp. 
N.º 03283-2007-PA/TC, FJ.3 reitera su criterio jurisprudencial al determinar que 
“la motivación de una decisión no solo consiste en expresar la norma legal en 
la que se ampara, sino fundamentalmente en exponer suficientemente las 
razones de hecho y el sustento jurídico que justifican la decisión tomada”. 
Por lo tanto este criterio constitucional debe ser garantizado en todos los 
procesos jurisdiccionales que se desarrollen. Por ello —y habiendo hecho un 
pequeño relato de la debida motivación de las resoluciones judiciales; en la 
presente investigación será objeto de estudio justamente los procesos penales, 
más directamente la indebida motivación que realizan los jueces de 
investigación preparatoria en el distrito Judicial de Puno.  
Sabemos (hace unos años) que en el Nuevo Código Procesal Penal 
(promulgado el  28 de julio del 2004) es de corte acusatorio, garantista y 
adversarial —en su forma modo y forma de actuación en el proceso, de las 
misma forma, ocurren todas las medidas de coerción procesal como la prisión 
preventiva. El mismo que en su artículo 268 reza los presupuestos que 
establecen para dictar el mandato de detención por 9 meses, los mismos 
presupuestos que están obligados a cumplir por los jueces de investigación 
preparatoria para dictar la resolución. Pero la pregunta cabe,  ¿la cumplen? 
¿Los jueces motivan correctamente las resoluciones de prisión preventiva? ¿La 
prisión preventiva es una medida cautelar? ¿Es un juicio anticipado? ¿Es una 
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medida para asegurar los altos fines del proceso? ¿Es un juicio anticipado? 
¿Conculca la presunción de inocencia? Todas están interrogantes, responden 
a una apreciación crítica del deber de cuidado por parte de los jueces al 
momento de resolver un requerimiento de prisión preventiva los mismos que 
son solicitados por el fiscal Y el deber y cumplimiento de motivar bien es la del 
Juez.  
Por ello, el artículo 253° del Código Procesal Penal establece que las 
medidas que limiten los derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución Política del Perú  y los Tratados de Derechos Humanos ratificados 
por el Perú, solo podrán ser aplicadas, en el marco del proceso penal, si la ley 
lo permite  y con las garantías previstas. Con lo cual se establece que el Perú 
forma parte de muchos tratados de Derechos Humanos, los mismos que 
manifiestan que toda actuación Judicial deberá estar acorde a la Garanticas 
constitucionales y debidamente motivadas. 
En el Código Procesal Penal de 2004 el Juez encargado de la 
Investigación Preparatoria está facultado de otorgar o denegar cualquier 
requerimiento del fiscal o de la parte civil para limitar o restringir los derechos 
del imputado, con la finalidad  que no se afecte la actividad procesal que se 
realiza  para descubrir la verdad concreta y aplicar la ley penal sustantiva que 
puede verse obstaculizada por actos del imputado o de terceros que pretenden 
rehuir el juicio o distorsionar la actividad probatoria, ante este peligro procesal 
el Estado con la finalidad de garantizar la actividad procesal pone en 
movimiento la actividad cautelar. Por lo tanto, estas medidas de coercitivas son 
medios de naturaleza provisional y excepcional para asegurar los fines del 
proceso penal, su duración está en función del peligro procesal y para 
concretarlas se puede recurrir al empleo de la fuerza pública; para la adopción 
de estas medidas tendrán que respetarse estrictamente los principios 
consagrados en el debido proceso de nuestra Constitución Política del Perú. 
Por ello la libertad es un derecho reconocido en las declaraciones universales y 
en los textos constitucionales, no es menos cierto que está sujeta a una serie 
de restricciones en la medida en que la conducta de las personas pueda 
relacionarse con el delito, es por ello que el tema se torna debatible al tratar de 
definirse los límites a esas restricciones para que no se conviertan en 
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arbitrarias ni afecten las garantías de un debido proceso, uno de los pilares 
más importantes de un Estado de Derecho. 
En las presente investigación, se  dará énfasis en  el presente proyecto 
de investigación a la prisión preventiva que es una de las medidas de coerción 
procesal, que está dispuesta en el artículo 268 del Código procesal Pernal, la 
cual prescribe que será dispuesta por el Juez de la Investigación Preparatoria, 
previo requerimiento del fundamentado y formulado por el Ministerio Publico; 
para su imposición. 
Por ser la libertad uno de los más importantes derechos de las persona, 
ya que solo puede ser restringida por disposición judicial, por ello el mandato 
debe ser escrito y motivado, es decir, una resolución judicial con exposición de 
los fundamentos de hecho y de derecho que justifiquen la detención. Esta 
orden indubitable  la cumplirá la Policía Nacional que está obligado a poner al 
detenido a disposición del Juez. La aplicación de esta medida de coerción es 
ampliamente cuestionada por estar en contradicción con el principio 
constitucional de la presunción de inocencia. 
Es por ello que el objeto de la investigación se orientará  a identificar el 
criterio real  de los Jueces Penales de Puno por ser la debida motivación un 
requisito ineludible en la imposición de la prisión preventiva, debido a que  
limita uno de los derechos fundamentales del ser humano, como es el derecho 
de la libertad; con referencia a los diferentes delitos en el periodo del 2013 -
2014,  ya que al no contemplarse  los requisitos que exige este tipo de medida 
de coerción procesal se vulnera el sistema jurídico peruano, por  ende dichos 
mandatos de prisión preventiva vendrían hacer inconstitucionales. 
La presente investigación se justifica jurídicamente debido a la 
complejidad del ente dañado, que puede verse vulnerado por una falta de 
motivación y respeto a los requisitos señalados en el artículo 268º, del código 
procesal penal, que en este caso es la persona que será limitada en su libertad 
individual y ambulatoria, para asegurar los fines del proceso penal por 
consiguiente los mandatos de prisión preventiva que no se encuentren 
debidamente motivados estarían violando derechos constitucionales y 
agravando así los problemas penitenciarios 
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Desde el punto de vista académico y metodológico el trabajo de 
investigación sobre la motivación de los jueces penales al momento de dictar el 
mandato de  prisión preventiva por el delito de robo agravado, buscara  aclarar 
la motivación que debe existir en lo mandatos de prisión preventiva, en tanto 
será necesario precisar la doctrina aplicable tanto nacional y comparada y de 
igual forma se identificara las deficiencias que presenta el sistema jurisdiccional 
penal del departamento de Puno. 
La realización de este trabajo en el ámbito social, se justifica porque se 
podrá precisar cómo garantizar la integridad de la libertad de los procesados 
que serian afectados por una falta de motivación en los mandatos de prisión 
preventiva y de esta manera evitar limitar arbitraria e irracionalmente la libertad 
ambulatoria del inculpado mediante el ingreso en un centro penitenciario, 
durante la substanciación de un proceso penal sin mediar una sentencia penal 
firme que la justifique y para llegar a soluciones humanas, razonables 
utilizaremos la doctrina del irrestricto respeto de los derechos fundamentales de 
la persona y la Constitución Política del Estado, que busca un modelo de Juez, 
idóneo eficaz e imparcial, al cual se refiere el Maestro Argentino Adolfo 
Alvarado Velloso en la trilogía Procesal. 
Por ello en el presente trabajo de investigación acarrea TRES capítulos y 
se encuentra dividida en: 
CAPÍTULO I.- Denominado bases teóricas de la investigación; la misma que 
mantiene en su contenido: el problema de investigación, los objetivos, 
justificación, marco teórico, hipótesis, metodología de la investigación y el 
tratamiento de la información. 
CAPÍTULO II.- Denominado consideraciones Históricas de la prisión 
preventiva, la misma que trata de las acepciones de carácter histórico a través 
del tiempo, y tratará de: evolución histórica, sistemas jurídicos más 
importantes, sistema inquisitivo, sistema mixto, sistema acusatorio Moderno, de 
la misma forma, en el presente capítulo se referirá denominado nociones 
generales de la prisión preventiva, definición, objeto y naturaleza, clasificación, 
pertinencia, oportunidad, principios, La prisión preventiva en el Código Procesal 
Penal de 2004, restricción de Derechos fundamentales, valoración, la 
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imparcialidad judicial. Así mismo se verá la prisión preventiva en la legislación 
Comparada y por último hablaremos acerca del  denominado Garantismo 
Procesal, activismo Judicial y debido Proceso. 
CAPÍTULO III.-  En el capítulo tres presentaremos en análisis y discusión de la 
investigación, la exposición de los resultados, la explicación de los resultados, 
la valoración jurídica de los resultados y las propuestas jurídicas. 
 Por último la tesis presenta las conclusiones, sugerencias y los respectivos 
anexos y apéndices. 
Consideramos que el presente trabajo reúne las características de una 
investigación MIXTA,  como es propio para a la carrera de Derecho. Se espera 
los aportes, críticas y sugerencias de los miembros del jurado y de las 










CAPÍTULO I  
BASES TEÓRICAS DEL TEMA DE INVESTIGACIÓN  
 
I. EL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
1.1. TÍTULO DE LA INVESTIGACIÓN1 
 
“Motivación de la Prisión preventiva en los juzgados de 
investigación preparatoria de Juliaca (Año 2013-2014) y su 
vinculación con los derechos fundamentales” 
¿Medida Cautelar o Pena anticipada? 
  
 
1.2. EXPOSICIÓN DEL PROBLEMA2 
                                                            
1 En su libro del Dr. Lino ARANZAMENDI NINACONDOR “Guía Metodológica de Investigación 
Jurídica, en su Pág. 55 refiere acerca del título, que es la tarjeta de presentación de la 
investigación, debe ser original, novedoso, vigente, sugerente, atractivo y redactado con 
estética; el titulo identifica y diferencia a la investigación de las demás, aunque el tema 
genérico sea similar, traduce con absoluta fidelidad el contenido particular del investigador; el 
titulo extrae del problema o la hipótesis, en todo caso debe contener cuanto menos una de las 
principales variables. 
2 El problema surge de la incertidumbre y conflicto de intereses, las lagunas y vacíos de la ley 
y el Derecho, de las diferentes corrientes filosóficas, epistemológicas, teorías científicas y 
metafísicas, principios y enunciados jurídicos que contrastados unas de otras hallamos 
diferencias. Plantear correctamente el problema, depende de tres criterios de calificación: el 
primero es su relevancia científica, ¿Qué nuevos conocimientos aportan a la solución del 
problema? El segundo, es la relevancia social, ¿Qué significado va a tener para la comunidad? 
Y el tercero, la relevancia contemporánea. El investigador debe preguntarse si el problema 
seleccionado servirá para resolver problemas actuales. Los problemas tienen su evidencia en 
hechos facticos o ideales. 
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La importancia del estudio de la Prisión Preventiva obedece a que su uso 
ha sido un problema histórico en nuestro país; esta ha sido una de 
las instituciones procesales que ha recibido una critica muy intensa en la 
mayoría de las normativas procesales penales contemporáneas a lo largo y 
ancho del mundo. 
El profesor Eugenio Raúl Zaffaroni sostuvo en el prologo de la obra de 
Domínguez, Virgolini y Annicchiarico que: "la prisión preventiva es la expresión 
más clara de represión a la llamada criminalidad convencional, su descarada y 
hasta expresa función penal punitiva lleva a que el auto de prisión preventiva 
sea en nuestra realidad la sentencia condenatoria y la sentencia definitiva 
cumpla el papel de un recurso de revisión." 
Asimismo Ferrajoli afirma "la prisión preventiva constituye una fase del 
proceso ordinario y es decidida por un juez. Así, en razón de sus presupuestos, 
de sus modalidades y de las dimensiones que ha adquirido, se ha convertido 
en el signo más evidente de la crisis de la jurisdiccionalidad, de la 
administrativización tendencial del proceso penal y, sobre todo, de su 
degeneración en un mecanismo directamente punitivo." También sostiene que 
"La prisión preventiva obligatoria es verdaderamente una contradicción en sus 
términos. La prisión preventiva se justifica solamente en casos graves de 
peligro de falsificación de las pruebas o de fuga del imputado. Debería tratarse 
de una medida absolutamente excepcional y acotada. No debería ir más allá de 
alguna semana. Pero naturalmente eso implica un costo, porque el imputado 
podría ser culpable. Pero la democracia implica ciertos peligros. Si la prisión 
preventiva es obligatoria funciona como una pena anticipada y, por lo tanto, 
totalmente ilegítima." 
La prisión preventiva sólo se puede aplicar en la medida en que tenga fines 
procesales, esto es, que pretenda resguardar la averiguación de la verdad y la 
aplicación de la ley penal. Por ello, los únicos criterios válidos para imponerla 
son el entorpecimiento de la investigación y el peligro de fuga, probados en el 
caso concreto. De este modo, la detención cautelar únicamente puede 
tener carácter excepcional; por supuesto, esta coerción no puede ser más 
gravosa, ni durar más, que la propia pena. Debe existir una sospecha relevante 
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sobre el imputado y tener carácter provisional. Además, la medida es legítima 
mientras se mantengan sus presupuestos de justificación. Por último, el Poder 
Judicial debe garantizar un adecuado control de la legitimidad de las 
detenciones. 
Con respecto al Perú: La Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos sostuvo hace casi diez años que incumplía la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos por no respetar los estándares internacionales que 
habilitan la aplicación de una medida privativa de la libertad, porque la 
protección de la seguridad ciudadana y el ejercicio de las libertades públicas 
constituyen un binomio inseparable, y ambos conceptos son requisitos básicos 
de la convivencia en una sociedad democrática. Una de las conquistas más 
importantes de la sociedad, en su búsqueda de hitos fundamentales para 
regular la convivencia tanto a nivel nacional como internacional, ha sido sin 
duda, el consenso alcanzado respecto a la noción de Derechos Humanos y 
plasmada en la Declaración Universal de 1948. Pero no es menos cierto que, 
junto a solemnes y amplios textos internacionales que los reconocen, la historia 
ha conocido y aún conoce brutales violaciones e incumplimientos de los 
mismos. Es por ello, la importancia de establecer mecanismos jurídicos 
idóneos para garantizarlos, a través de un proceso denominado: positivación 
de los Derechos Humanos. Ya Beccaria, en su obra “Tratado de los delitos y 
las penas” expresó que: “El fin de la pena no es otro que impedir al reo causar 
nuevos daños a los ciudadanos y retraer a los demás de la comisión de otros 
iguales, luego deberán ser escogidas aquellas penas y aquel método de 
imponerlas que, guardada la proporción, hagan una impresión más durable 
sobre los ánimos de los hombres, y la menos dolorosa sobre el cuerpo del reo”. 
Debemos tener presente que la noción de medida cautelar, en cuanto concepto 
genérico bajo que el cual se engloban una serie de medidas que presentan 
similares características y presupuestos, fue una noción que surgió de la mano 
de la moderna ciencia procesal y que alcanzó en la Escuela italiana de 
Derecho Procesal, de la primera mitad del Siglo XX, su más brillante expresión. 
Las medidas cautelares de carácter personal han sido concebidas como un 
instrumento idóneo para contrarrestar el riesgo de que durante el transcurso del 
proceso el sujeto pasivo pueda realizar actos o adoptar conductas que impidan 
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o dificulten gravemente la ejecución de la sentencia. Una característica común 
a todas las medidas cautelares es su carácter excepcional. Esto significa que 
sólo proceden cuando resultan estrictamente necesarias para asegurar la 
ejecución de la sentencia. Por ello, la limitación del derecho a la libertad 
personal del imputado, sólo ha de ser aplicado cuando concurran los 
presupuestos establecidos en las leyes y, es por ello, que el ius puniendi se 
encuentra sujeto a una serie de principios que como recuerda Cobo del Rosal y 
Vives Antón en su obra “Derecho Penal” son: “El de legalidad, el de prohibición 
de exceso o de proporcionalidad en sentido amplio, el principio ne bis in idem, 
el principio de igualdad y la presunción de inocencia”. 
 
Nuestra Constitución propugna como uno de los valores superiores del 
ordenamiento jurídico, la libertad, como bien jurídico protegido y esta 
consagrada en nuestra carta magna como derecho fundamental. Por ello, para 
cumplimentar el mandato constitucional que nos encomienda esta norma 
suprema y garantizar la seguridad ciudadana, los Cuerpos y Fuerzas de la 
Seguridad del Estado —bajo la dependencia del Gobierno, han de cercenar en 
ocasiones ese bien tan preciado que es la libertad, sin que, ello suponga una 
vulneración del ordenamiento jurídico, siempre que se haga en los supuestos 
que la Ley establece y de acuerdo a los principios de proporcionalidad, 
racionalidad y necesidad que debemos valorar aún someramente previamente 
a cualquier detención. Además, junto al Derecho a la libertad se encuentra 
también, el de la presunción de inocencia del imputado, derecho y garantia que 
le asiste a todo ciudadano en un proceso que respeta las garantias 
constitucionales y solamente desaparece esta condición cuando el estado a 
travez de sus organos de administración de justicia ha comprobado 
fehacientemente la responsabilidad  de un procesado con medios idoneos de 
pruebas  y que estos hayan sido debidamente confirmadas en un Juicio 
verdaderamente Repúblicano inspiradas en el respeto irrestricto a la garantias 
fundamentales y el debido proceso. Y para ello necesariamente las 
resoluciones judiciales que realicen los jueces y magistrados , tienen que estar 
acorde al derecho, la coherencia y conexión lógica con los hechos y el derecho; 
Así lo refleja el  artículo 139 de la Constitución Política del Perú, que consagra 
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como Principio de la función jurisdiccional el derecho a la debida motivación de 
las resoluciones judiciales, el que está destinado a garantizar a los justiciables 
la obtención de una respuesta razonada motivada y congruente. Así mismo lo 
establece el Tribunal Constitucional ha ratificado esta posición en Exp. N° 
05401-2006-PA/TC, FJ. 3 señalando que “toda decisión que carezca de una 
motivación adecuada, suficiente y congruente, constituirá una decisión 
arbitraria y, en consecuencia, será inconstitucional”, de igual forma en el Exp. 
N.º 03283-2007-PA/TC, FJ.3 reitera su criterio jurisprudencial al determinar que 
“la motivación de una decisión no solo consiste en expresar la norma legal en 
la que se ampara, sino fundamentalmente en exponer suficientemente las 
razones de hecho y el sustento jurídico que justifican la decisión tomada”.  
 
Por ello la prisión preventiva —o el sometimiento por parte del Estado de 
una persona sospechosa de haber cometido un delito a una medida de 
privación de libertad previa a la comprobación judicial de culpabilidad— suele 
describirse como un enfrentamiento entre dos intereses igualmente valiosos: 
por un lado, la defensa del principio de presunción de inocencia, por el cual 
nadie puede ser considerado ni tratado como culpable hasta que sea 
comprobada su responsabilidad; por el otro, la responsabilidad del Estado de 
cumplir su obligación de perseguir y castigar la comisión de hechos delictivos y 
la violación de valores jurídicos protegidos mediante la garantía de que el 
imputado estará presente durante el juicio en su contra, de que la investigación 
se llevará a cabo sin obstaculizaciones indebidas y de que aquellos que sean 
encontrados penalmente responsables cumplirán con la pena impuesta. Los 
riesgos son claros en ambos sentidos: una persona sometida a prisión 
preventiva que resulta siendo inocente verá su derecho a la libertad seriamente 
restringido, además de que sus relaciones familiares, sociales y laborales 
sufrirán inevitablemente un daño. Por otro lado, una persona que enfrenta un 
proceso en libertad con intención de boicotearlo podría, con relativa facilidad, 
frustrar la obtención de justicia, sea mediante la fuga o la manipulación y/o 
obstaculización de la actividad probatoria. 
 
Este conflicto se produce en Juliaca en muchos Juzgados Penales de 
investigación preparatoria y se ha podido observar la debida motivación de las 
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resoluciones Judiciales en el marco de la resolución de la prisión preventiva en 
los juzgados de investigación preparatoria de Juliaca y con él la afectación al 
bien juridico mas presiado de las personas que es “el de la libertad” y como no 
tambien “el de la presunción de inocencia” ¿Pero en que medida efecta la 
libertad, la presunción de inocencia y la debida motivación? Ello se concibe 
cuando los Jueces al dictar prisión preventiva no cumplen con lo establecido en 
el art. 268 del Código Procesal Penal de 2004, la falta de preparación en temas 
de argumentación jurídica que hagan posible una debida motivación y la 
escasa capacitación de los Jueces en Motivación de resoluciones Judiciales.    
 
1.3. INTERROGANTE  DEL PROBLEMA GENERAL3 
 ¿En los juzgados de investigación preparatoria de Juliaca la prisión 
preventiva es una medida cautelar o una pena anticipada?  
 
1.4. INTERROGANTES  DEL PROBLEMA ESPECÍFICO 
 
 ¿Es una medida de precaución debidamente motivada para otorgar una 
sanción eminentemente efectiva o es una medida cautelar que vulnera la 
presunción de inocencia?   
 ¿Hasta qué punto el estado de Libertad de una persona se puede ver 
vulnerado por la prisión preventiva y este es aplicada como regla general 
de condena que en momentos solo busca el castigo previo a la 
determinación judicial de la culpa y la pena? 
 
II. OBJETIVOS4 
                                                            
3 El problema es simbolizado a través de interrogantes planteados acerca de hechos o 
fenómenos concretos cuyo conocimiento aún no ha sido aclarado y necesitan solución, se 
formulan a partir de una duda respecto del conocimiento general y especifico, ante dificultades 
que no pueden resolverse automáticamente con la sola acción del razonamiento o los reflejos 
instintivos, sino que exigen ser investigados empírica y racionalmente; en la investigación 
jurídica los interrogantes se asemejan a las cuestiones de hecho expuestos en las preguntas y 
respuestas que se hacen los magistrados del poder Judicial para referir el fallo. En ese sentido, 
deben ser respondidas tentativamente con un sí o un no. Cuantas más preguntas sean 
respondidas positivamente, significara que se está en un buen derrotero. No somos del criterio 
de hacer preguntas abstractas que queden en la nebulosa. 
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2.1. OBJETIVO GENERAL5 
 
“Comprobar si en los juzgados de investigación preparatoria de 
Juliaca la prisión preventiva es una medida cautelar o es una pena 
anticipada” 
 
2.2. OBJETIVOS ESPECIFICOS6 
 
 
- “Verificar si al momento de emitir una resolución de prisión 
preventiva el Juez de Garantias cumple en motivar debidamente 
su desición asegurando la presunción de inocencia”.   
- “Verificar hasta qué punto el estado de Libertad de una persona 
se puede ver vulnerado por la aplicación de la prisión preventiva 




III. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN7 
                                                                                                                                                                              
4 Los objetivos son los enunciados que se pretende alcanzar o la aspiración que orienta la 
acción ordenada para su consecución y expresados con precisión para evitar desviaciones en 
el proceso de investigación. Los objetivos señalados determinaran las estrategias y los 
procedimientos metodológicos. Empero, los objetivos no son intocables, pues, como en el 
famoso principio de los tres príncipes de Serendip: “si estás buscando una cosa buena y 
encuentras otra mejor, deja la primera por la segunda”.  
5 Los objetivos generales contienen los grandes lineamientos teleológicos de lo que 
finalmente queremos conseguir con la investigación. Este objetivo no establece soluciones 
concretas, sino generales. “es el logro mediato de la actividad científica. Sus resultados son 
más amplios. Para conseguirlos se tiene en cuenta los resultados de los objetivos específicos 
que le dan debida consistencia”, en otros términos, son “los logros terminales, que el 
investigador los ha de conseguir al final de su actividad investigativa”.  
6 Los objetivos específicos son los concretos y definidos, las metas inmediatas a las cuales 
arribara el investigador, sus resultados son singulares. A partir de estos logros parciales o por 
etapas se pretende dar cumplimiento a los objetivos generales. Estos buscan crear, innovar, 
modificar, perfeccionar o critican una institución o figura jurídica que incide sustancialmente en 
el cumplimiento del objetivo general. 
 
7 Una investigación no se origina como consecuencia de las buenas intenciones o capricho de 
las personas, surge con un propósito definido y ese propósito debe ser suficientemente 
importante que justifique su realización. Los móviles de la investigación jurídica son: 
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La presente investigación se justifica jurídicamente debido a la complejidad 
del ente dañado, que puede verse vulnerado por una falta de motivación y 
respeto a los requisitos señalados en el articulo 268º, del código procesal 
penal, que en este caso es la persona que será limitada en su libertad 
individual y ambulatoria, para asegurar los fines del proceso penal por 
consiguiente los mandatos de prisión preventiva que no se encuentren 
debidamente motivados estarían violando derechos constitucionales y 
agravando así los problemas penitenciarios. 
 
Desde el punto de vista académico y metodológico el trabajo de 
investigación sobre la motivación de los jueces penales al momento de dictar el 
mandato de  prisión preventiva, buscara  aclarar la motivación que debe existir 
en lo mandatos de prisión preventiva, en tanto será necesario precisar la 
doctrina aplicable tanto nacional y comparada y de igual forma se identificara 
las deficiencias que presenta el sistema jurisdiccional penal Peruano. 
 
La realización de este trabajo en el ámbito social, se justifica porque se 
podrá precisar cómo garantizar la integridad de la libertad de los procesados 
que serian afectados por una falta de motivación en los mandatos de prisión 
preventiva y de esta manera evitar limitar arbitraria e irracionalmente la libertad 
ambulatoria del inculpado mediante el ingreso en un centro penitenciario, 
durante la substanciación de un proceso penal sin mediar una sentencia penal 
firme que la justifique. 
  
IV. MARCO TEÓRICO INICIAL8 
                                                                                                                                                                              
normativos, teóricos, epistemológicos, filosóficos, metodológicos o procesales. Por esas 
razones una tesis tiene aceptación en el mundo académico, por lo novedoso, relevante y útil. 
8 La teoría se concibe como el conjunto de construcciones conceptuales, definiciones y 
proposiciones relacionadas entre sí que ofrecen un punto de vista sobre fenómenos de la 
naturaleza, seres humanos, aspectos culturales, ciencias formales, etc. En Derecho, las teorías 
explican los fenómenos jurídicos desde ópticas divergentes; en otros existen similitudes o 
sufren mutaciones. La investigación jurídica se realiza en el marco de una teoría o corriente 
epistemológica que establece los límites y la orientación de la investigación, señala las pautas 
del modelo referencial que se pretenda: preservar, describir, innovar, desarrollar, interpretar, 
cuestionar o transformar un aspecto del mundo jurídico. Los referentes teóricos representan un 
elemento fundamental para el inicio, el desarrollo y la culminación de cualquier proyecto de 
investigación jurídica; se afirma “donde no hay teoría no hay ciencia”. La actividad científica 
más importante, las más profunda y la más fecunda, se centra en torno a teorías, empero la 
teoría científica perfecta (completa y enteramente precisa) no existe ni existirá nunca. Como no 
9 
 
4.1 ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
De la indagación previa a la información científica sobre estudios realizados 
al tema de investigación encontramos: 
 
Se encontró el articulo en la Revista Peruana de Derecho Procesal VI, 
sobre “LA NECESARIA REFORMA DE LA PRISION PROVISIONAL” del 
español  Gimeno V. (1990), infiere la necesidad de proteger el derecho a la 
tutela se convierta en un bien constitucionalmente relevante a fin de que, en 
una futura reforma de la prisión provisional, se consagre por delitos graves 
expresamente determinados.  
 
De igual forma, se encontró con el Informe Practico Procesal Penal de 
Actualidad Jurídica  de Febrero del 2007, sobre la “Prisión preventiva en el 
nuevo Código Procesal Penal” autor  Gonzalo Del Rio Labarthe, en este 
articulo se expresa que la motivación es un requisito ineludible en la imposición 
de la prisión preventiva, precisamente por que condiciona la validez del 
presupuesto de proporcionalidad, por que la ausencia o insuficiencia de dicha 
motivación convierte a la medida en ilegitima prima facie impidiendo que el 
juicio se pueda analizar la razonabilidad de la decisión. 
 
Sin embargo en el presente trabajo de investigación se hará una 
profundización a nivel legal, jurisprudencial y doctrinario no solo en el ámbito 
del derecho nacional si no también en el comparado siguiendo las pautas del 
método científico- jurídico que permitan identificar la real motivación de los 





                                                                                                                                                                              
puede haber teoría perfecta, debemos intentar construir cada vez mejores, o sea, contribuir al 
progreso teorético, lo cual sería imposible se la perfección fuera alcanzable. No existe práctica 
científica alguna sin teoría. La construcción teorética es una ardua tarea del investigador, es el 
fundamento y razón de ser de la investigación jurídica.  
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V. HIPÓTESIS DE INVESTIGACIÓN9 
5.1. HIPÓTESIS GENERAL10 
 
“En los juzgados de investigación preparatoria de juliaca la prisión preventiva 
es una pena anticipada” 
  
5.2. HIPÓTESIS ESPECIFICAS11 
 
                                                            
9 La hipótesis es considerada el punto medular del proyecto, la clave para el éxito de la 
investigación; surge de la correcta formulación del problema. “son las guías para una 
investigación o estudio. Las Hipótesis indican lo que tratamos de probar y se definen como 
explicaciones tentativas del fenómeno investigado”, “el centro de la actividad cognoscitiva de 
los seres humanos son las Hipótesis (…) pero frecuentemente se ignora el papel central de la 
hipótesis en la ciencia a causa de que, en el lenguaje común, hipótesis sigue usándose en un 
sentido peyorativo, a saber, como suposición sin fundamento ni contrastación, como conjetura 
dudosa y probablemente falsa que no tiene lugar alguno en la ciencia”. Jorge WITKER, afirma: 
“la formulación de la Hipótesis constituye el corazón de la tesis” es formulada de acuerdo al 
material teórico disponible, con ayuda de los datos empíricos inicialmente obtenidos y a través 
del acercamiento con la problemática analizada mediante la observación y el razonamiento 
lógico jurídico. Empero, no todas las investigaciones plantean hipótesis. El hecho de que 
formulemos o no hipótesis depende de un factor esencial: el alcance inicial del estudio.  En el 
presente trabajo como es natural se formula la siguiente hipótesis plausible, basado en 
proposiciones fundamentadas teóricamente, pero sin medición ni contratación empírica, sino en 
conjeturas razonables9 lógicas y validas teóricamente. 
10 Los estudios cualitativos, por lo regular, no formulan Hipótesis antes de recolectar datos 
(aunque no siempre es el caso). Su naturaleza es más bien inducir las hipótesis por medio de 
la recolección y el análisis de los datos. En este enfoque, las hipótesis, más que para probar, 
sirven para incrementar el conocimiento de un contexto o situación particular. Su simple 
planteamiento le da mayor sentido al fenómeno o hecho jurídico analizado. “en la metodología 
cualitativa tampoco se formula una hipótesis que se va a verificar, ya que está abierto a todas 
las hipótesis plausibles y se espera que la mejor emerja del estudio de los datos y se imponga 
por su fuerza convincente” 
 
11 Los estudios cualitativos, por lo regular, no formulan Hipótesis antes de recolectar datos 
(aunque no siempre es el caso). Su naturaleza es más bien inducir las hipótesis por medio de 
la recolección y el análisis de los datos. En este enfoque, las hipótesis, más que para probar, 




- “La motivación que efectuaron los jueces de investigación 
preparatoria de Juliaca (en el mandato de  prisión preventiva), incidió 
negativamente en la presunción de inocencia y  la  debida aplicación  
de la medida de coerción procesal, debido a que en su gran mayoría 
no demostraron la concurrencia de los requisitos señalados en el 
artículo 268º, del código procesal penal”. 
- “La decisión del mandato de prisión preventiva afecto gravemente el 
estado de Libertad de una persona por cuanto este solo es aplicada 
por los jueces de investigación preparatoria de Juliaca como regla 
general de condena". 
 
 
5.3. VARIABLES12 E INDICADORES13 
Primera variable independiente14: 
                                                            
12 La variable es una característica, atributo o factor conformante de un objeto o fenómeno de 
investigación, en este caso, de la hipótesis inicialmente propuesto por el investigador. “Es una 
propiedad que puede fluctuar y cuya variación es susceptible de medirse u observarse”. Como 
unidad de medición se operacionaliza descomponiéndolo en sus elementos integradores. A 
estos elementos de denominan indicadores, como sub unidades de medición, indican o dan 
indicios de otros conceptos deducidos de las más generales. Las variables e indicadores son 
extraídas de las Hipótesis correctamente planteadas. Designan una propiedad o una institución 
jurídica que puede adquirir diferentes  valores. El enunciar una hipótesis significa la 
identificación de variables e indicadores que resultan de su correcta formulación. Una variable 
“es susceptible de cambio o modificación, que podemos estudiar, confrontar, o medir en una 
investigación” constituye todo rasgo, cualidad o característica cuya magnitud puede variar en 
los casos individuales, “es un aspecto especifico de la realidad referido a la unidad de análisis o 
elemento de la población de estudio”. Por su naturaleza, las variables son cualitativas, si sus 
elementos no son cuantificables numéricamente. Ejemplos: “identidad de la nacionalidad colla”; 
“la justicia como valor en la administración Pública”. Y son cuantitativas si sus elementos de 
variación tienen un carácter cuantitativo y numérico. Ejemplo: “determinar la edad promedio de 
la población en los andes del Sur”; “el nivel de ingreso económico de las personas dedicadas al 
contrabando en desaguadero”.  
13 Los indicadores son componentes de ambas variables pudiendo medirse mediante índices, 
itemso preguntas que diseñan la recopilación de la información requerida. 
14 Aunque el Derecho no es necesariamente causalista, eventualmente, se trabaja con dos 
tipos de variables: variables independientes y dependientes.  La variable independiente es 
la causa de la variable dependiente, es la acción o el antecedente, son los manipulados por el 
investigador y a menudo (aunque no siempre) la variable de control, a la cual pueden atribuirse 
valores (o cambiarlos) a voluntad dentro de ciertos límites. Los cambios en los valores de la 
variable independiente se llaman efectos. 
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 La Indebida motivación que efectuaron los jueces de investigación 
preparatoria al momento de dictar el mandato de  prisión preventiva 
en la ciudad de Juliaca.   
 
Indicadores: 
a) Afectación a la presunción de inocencia   
b) Afectación a la libertad 
c) Afectación a a la motivación de las resoluciones judiciales 
d) Resolución de prisión preventiva por regla general inconstitucional. 
e) Resolución que no cumple con lo establecido en el art. 268 del Código 
Procesal Penal de 2004. 
 
Primera variable Dependiente: 
 La correcta aplicación del art. 268. del Código Procesal Penal y su 
relación con el respeto a los derechos fundamentales.  
 
Indicadores: 
a) Proceso que respeta las Garantias Constitucionales 
b) Prisión preventiva de forma excepcional 
c) Cumplimiento de la Carta Magna 
d) Criterios de Ponderación, proporcionalidad y razonabilidad  
e) Respeto al principio de inocencia y la libertad. 
 
VI. METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN15 
 
6.1. MÉTODO16 DE LA INVESTIGACIÓN 
                                                            
15 Metodo es el conjunto de procedimientos que permiten abordar los problemas de 
investigación con el fin de lograr los objetivos trazados. El Método científico es un rasgo 
esencial y característico de la ciencia, tanto de la pura como de la aplicada: “donde no hay 
método, no hay ciencia”. Gracias al método, es posible la investigación científica. Empero, no 
son recetarios infalibles, reglas de aplicación mecánica, son falibles pero perfectibles. En el 
Derecho, Los métodos marcan diferencias con las de otras ciencias.   
16 El en enfoque metodológico en el Derecho tiene una escencia cualitativa, pues, casi siempre 
la investigación esta dirigida a desentrañar estructuras dinámicas o sistemas, que no se 
componen de elementos homogéneos ni son unánimes en sus resultados y aplicación. Esta 




El método es Dogmático17. Con este método la investigación jurídica y en la 
presente investigación se busca analizar los criterios de la Dogmática Procesal 
Contemporánea a efecto de buscar las nuevas formas de pensar en Derecho y 
mas exactamente a buscar el porque de la prisión preventiva, su motivación y 
su aplicación.  
 
El método es Sociológico18. Con este método se pretende esclarecer  la 
realidad social de la prisión preventiva en los juzgados de investigación 
preparatoria en la ciudad de Juliaca, y de que manera influye las resoluciones 
de los jueces en la Sociedad. Así mismo se busca analizar si con la imporsición 
de la medida vulnera la presunción de inocencia, la debida motivación. Etc. 
 
6.2. TIPOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN19 
El término diseño se utiliza para describir la estrategia o plan de acción 
que ha concebido el investigador para alcanzar los objetivos 
El tipo de investigación  es: 
 
Es  Causal correlacional,  porque  que busca  explicar determinadas 
características del objeto de estudio; sin embargo, con mucha frecuencia, el 
                                                                                                                                                                              
métodos en Derecho son: El método Exegético, Dogamático, Sociológico, Funcionalista, 
dialéctico materialista, Análisis Económico del Derecho, Jusnaturalista, Histórico, 
Argumentación Jurídica, La interpretación Jurídica, Fenomenológico, Etnográfico y métodos 
Genereales (Método Inductivo, Deductivo, De Análisis y de Síntesis).       
17 El método dogmático en el Derecho, tiene aplicación, generalmente, en el estudio del 
Derecho positivo y conceptualmente construido. Según este método, el Derecho debe ser 
interpretado en función de los conceptos que forman redes teóricas en sus sistema integrado 
y,en consideración, a que no se hallan desconectadas, sino como conformantes de un sistema 
normativo cerrado, unitario y autosuficiente estableciendo entre ellas relaciones lógico-
normativas que le dan coherencia y jerarquía interna.  
18 Cuyo método y objetivo es investigar la creación, las transformaciones y la aplicación del 
Derecho a la realidad Social. 
19 Determinar la tipología y diseño es de vital importancia en la investigación jurídica, en tanto 
permite identificar el procedimiento metodológico a seguir. La tipología se clasifica en 
consideración al objeto y objetivos de la investigación. Indistintamente se utilizan tipologías 
Cerras o abiertas. La cerrada supone enmarcarse dentro de una determinada tipología; la 
abierta, cuando se utilizan dos o más tipologías. Los tipos más comunes de investigación en el 
Derecho son: Las tipologías: Histórico, comparativo, descriptivo, exploratoria, propositiva, 
proyectiva, causal correlacional, explicativo. 
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propósito del investigador; consiste en describir situaciones, eventos y hechos; 
esto es, decir cómo es y cómo se manifiesta determinado fenómeno.  
 
 Es Descriptivo, porque  la investigación se efectuó en un momento dado, tal 
como se presenta en la realidad. 
En tal sentido, en la investigación  se evidenció que  la adecuada  educación  
para la inexistencia del   aborto  en las mujeres dentro de la etapa de la 
adolescencia. Es muy imprescindible. 
 
Es Propositiva, Porque se analiza la ausencia de una norma o se cuestiona 
una existente, determinando sus límites y deficiencias para proponer una 
nueva, la derogación o reforma. Por ello en la presente investigación 
cuestionaremos el art. 268 de Código Procesal Penal de 2004.    
 
6.3. NIVEL DE INVESTIGACIÓN  
El nivel de la investigación es básico o fundamental ya que tiene como 
propósito  un fin puramente cognoscitivo  es decir busca el incremento del 
conocimiento,  en tal sentido busca los diferentes hechos que suceden en una 
determinada muestra representativa. 
 
6.4. ENFOQUE DE LA INVESTIGACIÓN 
 
La presente investigación tiene un enfoque cuantitativo y cualitativo, pues es 
mixto en tanto se recogen datos para ser tabulados y sometidos a un 
tratamiento estadístico, por otro lado también un enfoque cualitativo, pues se 
analizan los datos a fin de conllevar a un análisis integral 
 
6.5. FUENTES,20 INSTRUMENTOS Y TÉCNICAS  
                                                            
20 Las fuentes de información son aquellas elementos o instrumentos que el investigador ha 
logrado obtener para efectuar la investigación. Estas fuentes pueden ser hechos observados 
en la vida real y registrados metódicamente, o documentos, esto es, toda la información escrita 
en sus diversas modalidades. Para ello define e identifica previamente el tipo de información 
requerido y donde obtenerlos. En el derecho recurrimos generalmente a la doctrina jurídica, 
jurisprudencia, información legislativa y a los acontecimientos extraídos de la realidad social, es 
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a) fuentes: para darle un sustento a la investigación realizada     recurriremos 
a las fuentes primarias y secundarias. Las fuentes primarias son 
aquellas   que se presentan directamente el hecho o el fenómeno en su 
origen mismo. Por ello en la presente investigación se utilizara información 
de adquirida de primera mano, ya sea por experiencia propia o que la 
obtenida no fue utilizada suficientemente en otras investigaciones.21 Las 
fuentes secundarias  es la literatura selectiva y relevante. Se incluirán en 
la presente investigación: libros, antologías, publicaciones periódicas, 
ensayos, monografías, tesis, documentos oficiales, reportes; conclusiones 
de seminarios y congresos; testimonios de expertos, enciclopedias, 
diccionarios, abstracts22, películas, documentales, internet y base de datos 
(CD ROM), librerías virtuales, etc. Esta información se obtiene en 
bibliotecas, hemerotecas, videotecas, filmotecas y centros de cómputos. Es 
la más usual en la investigación jurídica y requiere de ciertas técnicas 
fichas bibliográficas: registro de citas textuales, fichas de registro de trabajo 
de campo, etc. 
 
b) Instrumentos: El instrumento que se empleará para recoger los datos es 
la guía o ficha de entrevista23.  
 
                                                                                                                                                                              
decir, no excluye el análisis de hechos de las vidas reales y expresadas en muestras obtenidas 
en el trabajo de campo, información preciada por ser fuente de primera mano, por tanto 
originales, todo dependerá  del enfoque, sea cualitativo o cuantitativo. “ir a la caza de la 
información es todo un operativo decisivo en el proceso de la investigación. Solo así la 
investigación cumplirá con sus funciones: describir, explicar, controlar y predecir hechos” 
21 La observación, puede definirse como el uso sistemático de nuestros sentidos en la 
búsqueda de los datos o muestras que requerimos para resolver el problema. La observación 
es directa cuando el investigador forma parte activa del grupo observado y asume sus 
comportamientos; recibe el nombre de observación participante. Cuando el observador no 
pertenece al grupo y solo se hace presente con el propósito de obtener la información, ella 
recibe el nombre de no participante o simple. También se clasifican en observación 
estructurada, aquella que se realiza con la ayuda de elementos técnicos apropiados: fichas, 
cuadros, tablas, etc. Etc., y la observación no es estructurada, es aquella que se realiza sin 
la ayuda de elementos técnicos especiales.  
22 En la literatura de las ciencias sociales y jurídicas, los abstracts son publicaciones 
periódicas que contienen resúmenes de artículos publicados en revistas especializadas. 
23 Este es un conjunto de preguntas previamente elaboradas, en función de los objetivos e 
indicadores de la variable a investigarse. Estas preguntas deben ser formuladas oralmente por 
el investigador al investigado para registrar sus respuestas también orales. Por esta razón el 




c) Técnicas24: La técnica que se utilizará en la presente investigación será, la 
ficha de entrevista y uso de fichas bibliográficas de recolección de datos -  
trabajo de laboratorio (bibliotecas privadas y públicas). 
 
6.6. DETERMINACION DE LA POBLACIÓN Y MUESTRA DE LA 
INVESTIGACIÓN 
a) Población, el ámbito de investigación corresponde a los juzgados de 
investigación preparatoria de la ciudad de Juliaca.  
 
b) Muestra, el muestreo cuantitavo tiene la rigurosidad de un muestreo de 
tipo estadístico que utiliza la investigación cuantitativa, Por ello en la 
presente tesis se aplicara un muestreo cuantitativo y cualitativo. Ello 
permite escoger los proyectos de muestra que puedan producir el 
mayor rendimiento teórico y práctico. Ergo la Muestra son las 10 
resoluciones dictadas por los jueces de investigación preparatoria 
de la ciudad de Juliaca y una entrevista a 20 operadores del 
Derecho (entre Jueces, fiscales y abogados). 
 
VII.  ADMINISTRACION DE PROYECTO DE INVESTIGACION 
 
7.1. Recursos.- Los recursos que serán utilizados para el desarrollo del 
estudio, están comprendidos: expertos en el área tributaria, finanzas, recursos 
materiales (equipos de computación, papelería, equipos de oficina, etc.); 
Recursos financieros (pago de fotocopias, transporte, trascripción, adquisición 
de materiales y suministros). 
 
7.2. Humanos.- No solo el esfuerzo o la actividad humana quedan 
                                                            
24 La técnica se entiende por medios o instrumentos empleados y diseñados por el investigador 
para recoger la información deseada; los diversos procedimientos metodológicos, estrategias y 
análisis documentales para acopiar para procesar información necesaria, se recurrirá a la ficha 
de análisis documental, fichas de entrevista y uso de fichas bibliográficas de recolección de 





comprendidos en este grupo, sino también otros factores que dan diversas 
modalidades a esa actividad: conocimientos, experiencias, motivación, 
intereses vocacionales, aptitudes, actitudes, habilidades, potencialidades, 
salud, etc. 
 
7.3. Económicos.- A pesar de lo que pueda parecer, los datos de ésta 
no son aún concluyentes, y debe ir seguida, en caso de que la valoración 
económica sea positiva, de un estudio de viabilidad, que contemple todos los 
factores informales del mineros sociales, ambientales, etc., que pueden permitir 
(o no) que una explotación se lleve a cabo. 
 
7.4. Mano de Obra.- representa el factor humano de la producción, sin 
cuya intervención no podría realizarse la actividad manufacturera, 
independientemente del grado de desarrollo mecánico o automático de los 
procesos transformativos. 
 
7.5. Presupuesto.- Los recursos que serán utilizados para el desarrollo 
del estudio, están comprendidos: expertos en el área tributaria, finanzas, 
recursos materiales (equipos de computación, papelería, equipos de oficina, 
etc.); Recursos financieros (pago de fotocopias, transporte, trascripción, 













CAPÍTULO II  
DESARROLLO DEL MARCO TEÓRICO 
 
En la presente tesis: se desarrollaran los siguientes temas para 
sustentar la propuesta que se  plantea:  
 
1. CONCEPCIONES BÁSICAS DE LA  PRISIÓN PREVENTIVA 
 
1.1.  CONCEPTO DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
La prisión preventiva es una medida excepcional que debe practicarse 
en el ámbito del proceso penal. La inseguridad jurídica que se vive en el Perú 
permite que esta medida sea frecuentemente recurrible, hecho que con la 
aplicación del nuevo modelo procesal debe convertirse en una medida 
excepcional y que obligara al persecutor del delito a solicitar esta medida 
resguardado de un acervo probatorio y por su parte al Juez de la Investigación 
Preparatoria a dictarlo debidamente fundamento y cumpliendo 
exhaustivamente con los requisitos establecidos en ley procesal penal. 
Aún en países con sistemas procesales penales avanzados se sigue 
recurriendo a la aplicación de la prisión preventiva como medio asegurador de 
la ejecución de la pena, pero se ha previsto de medidas coercitivas que están 
sustituyendo paulatinamente esta medida, como son los monitoreos 
electrónicos como políticas criminales reduccionistas, puesto que parten de la 
premisa que el derecho penal y el procesal penal no es el instrumento principal 
para reducir o contener la criminalidad, sino que es el desarrollo social el que 
posibilitará la capacidad para resolver los conflictos sociales. 
1.2. DIFERENCIAS CON LA DETENCION. 
La detención a nivel policial y judicial de un individuo, supone una grave 
afectación a la libertad personal impidiendo su capacidad de locomoción y su 
desplazamiento de un lugar a otro; importa una injerencia directa a la esfera de 
la libertad de un ciudadano, por parte de las agencias de persecución penal. 
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El Código de Procedimientos Penales no recogía taxativamente esta 
institución procesal, el Código Procesal penal de 1991 respecto a su 
articulación vigente solo hace mención a la detención preventiva, cuya 
naturaleza se asimila a la "prisión preventiva" que prevé el nuevo Código 
Procesal Penal del año 2004 y que además este cuerpo legislativo hace una 
clara diferencia entre la detención (policial, arresto ciudadano y preliminar 
judicial) y la prisión preventiva como medidas coercitivas del proceso penal.. 
La detención se diferencia de la prisión preventiva tanto por su duración, 
como por su finalidad en el marco de la persecución penal estatal25 la 
detención es una medida de coerción penal que se adapta ni bien se inician los 
primeros actos de investigación, cuya finalidad esencial es viabilizar las 
diligencias que se orientan al recojo y acopio de pruebas; debe entenderse por 
detención toda privación de la libertad de movimientos que no consista en la 
ejecución de una pena o en el cumplimiento de la medida cautelar de prisión 
preliminar adoptada en el marco de un proceso penal abierto o por abrir. 
La prisión preventiva a diferencia de la detención propiamente dicha, 
goza de una mayor aplicabilidad y vigencia, en razón de sus efectos más 
duraderos en el tiempo y de su legitimidad por emanar fundamentalmente de 
una resolución de orden jurisdiccional. No obstante en la medida que al igual 
que la detención también ha de cumplir con las exigencias del principio de 
proporcionalidad y de legalidad, de donde se infiere que solo procede en casos 
graves y tasados por el legislador. 
 
1.3. LAS MEDIDAS COERCITIVAS. 
El proceso penal es la única vía legitimada para qué el Estado pueda 
imponer su pretensión punitiva, que solo puede materializarse a través de 
un procedimiento con todas las garantías establecidas en la Constitución y 
las leyes. La justicia material para lograr su consolidación debe imponer las 
sanciones conforme al ordenamiento jurídico-punitivo caso contrario se 
                                                            




constituiría en un mero simbolismo que en nada coadyuvaría al fortalecimiento 
de un Estado de Derecho Constitucional. 
El proceso penal se orienta a la concretización de la pena y a la 
satisfacción de la exigencia económica de reparar los daños causados en 
los bienes jurídicos de la victima. De tal manera que el proceso penal 
realmente garantista debe orientar su funcionalidad para acoger ambas 
pretensiones con celeridad y eficacia a efecto de lograr la tutela jurisdiccional. 
En este contexto la legislación procesal penal, prevé una serie de 
medidas cautelares que tienen por objetivo esencial garantizar la 
materialización efectiva de la condena y de la reparación civil; lo que constituye 
un fenómeno de ejecución anticipada para obtener los medios de prueba 
necesarios para reconstruir los hechos acaecidos en la realidad. 
Tanto la pretensión penal y civil deben ser resguardados y cautelados 
para que al final del procedimiento penal puedan ser materializados en los 
bienes jurídicos del imputado, quién puede verse sometido a restricciones de la 
mas variable índole. En efecto, la persecución penal amerita la imposición de 
ciertas medidas, que tienden a cautelar sus fines esenciales, esto es, la 
imposición de la condena y la satisfacción económica del agraviado (reparación 
civil).26 Es difícil que el imputado acepte libremente someterse a una 
persecución que afectara sus intereses particulares, puesto que conocido el 
requerimiento por parte de la justicia tratara de sustraerse de aquella eludiendo 
su llamamiento. Antes que beneficiar al proceso, la inasistencia del procesado 
provoca graves perjuicios a la actividad probatoria, no por constituir fuente de 
prueba sino por que su presencia condiciona la validez de las diligencias de 
conformidad con un sistema adversarial-acusatorio, así como la prohibición 
constitucional de condena en ausencia. Por otro lado es muy probable que trate 
de enajenar sus bienes con el consiguiente perjuicio a la victima. 
La tutela cautelar puede tener carácter personal (restricción de 
la libertad del imputado) o carácter real (sujeción de bienes patrimoniales). 
Durante el proceso penal la coerción penal estatal recae exclusivamente sobre 
                                                            
26 PEÑA CABRERA, Alonso Raúl, en "EXEGESIS DEL NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL", 
Primera Edición, Editorial RODHAS, Lima 2007, p.680. 
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el imputado; y respecto a la reparación civil puede incidir tanto sobre el 
imputado como en los bienes del tercero civilmente responsable. 
Las medidas de coerción procesal tienen por finalidad asegurar la 
eficacia de los fines del proceso, las que no se pueden imponer de manera 
arbitraria, en vista de ello su imposición esta condicionada a una serie 
de presupuestos con las garantías presentes en a Constitución y las leyes. 
La adopción de las medidas de coerción del nuevo código procesal 
penal se somete a dos presupuestos fundamentales: El FUMUS BONI IURIS; 
que se refiere a la verisimilitud de haberse cometido un delito mediante indicios 
manifestados objetivamente y el PERICULUM IN MORA que se refiere al 
peligro que se puede producir con el paso ineludible del tiempo. 
Las medidas cautelares son: 
1.3.1. De naturaleza coercitiva.- en vista de que afectan sustancialmente 
derechos fundamentales, de forma limitatica y restrictiva. 
1.3.2.  De naturaleza cautelar y precautoria.-  evitan un daño jurídico; y 
1.3.3. De naturaleza provisoria.- Su duración se subordina a los fines que con 
ella pretende alcanzar. 
Las medidas de coerción se convierten en una suerte de anticipación del 
pago de la condena y que pese al principio de presunción de inocencia se 
justifica en su exagerada protección de la seguridad colectiva, justificada en su 
necesidad, relevancia, pertinencia y urgencia. 
Las medidas de coerción no pueden afectar al imputado en su dignidad y 
su adopción deberá estar sujeta a las garantías previstas constitucionalmente 
en el orden jurídico internacional por ser parte del derecho positivo nacional, en 
este entender solo pueden afectar, limitar o restringir los derechos humanos en 
la dimensión estrictamente necesaria para alcanzar sus fines. 
Las restricciones contenidas en las medidas coercitivas responden 
siempre e inexcusablemente a principios de justicia, seguridad y certeza de 
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proporcionalidad como garantías frente a los medios de interdicción a la 
arbitrariedad judicial. 
La restricción de un derecho fundamental requiere expresa autorización 
legal en base al principio de proporcionalidad y siempre en la medida y 
exigencia necesaria así como existir suficientes elementos de convicción, 
conforme lo estipula el artículo 253. Inciso 2 del Nuevo Código Procesal Penal. 
El Principio de Proporcionalidad, conocido también como el Principio de 
Prohibición de Exceso, supone correlación entre la medida y la finalidad, se 
aplica una vez aceptada la idoneidad y necesidad de una medida. Consiste en 
la utilización de técnicas de contrapeso de bienes o valores y la ponderación de 
intereses según las circunstancias del caso concreto que importa el sacrificio 
de los intereses individuales para dar prioridad al interés estatal que se 
pretende salvaguardar. La finalidad que se pretende alcanzar es la realización 
de la justicia que implica el sacrificio legítimo de otros bienes entre ellos 
la libertad del imputado. 
Por su parte el Principio de Idoneidad se refiere a que toda intervención 
a los derechos fundamentales debe ser adecuada para contribuir a la obtención 
de un fin constitucionalmente legítimo. 
Respecto al Principio de Necesidad Toda medida de intervención en los 
derechos fundamentales debe ser la más benigna con el derecho intervenido; 
entre otras aquellas que revisten por los menos la misma idoneidad para 
contribuir a alcanzar el objetivo propuesto. 
La medida debe durar lo estrictamente necesario, en función a los fines 
que se persigue; por ello son provisorios. La permanencia de la medida esta 
subordinada al riesgo de la fuga, de ocultamiento de bienes o de insolvencia 
sobrevenida, siempre y cuando se manifiesten indicios objetivamente 
verificables que el imputado pretende sustraerse de la justicia o de depredar 
su patrimonio. 
Cuando no existen otros medios lesivos idóneos para asegurar los fines 
del procedimiento el juzgador deberá evaluar las características y 
particularidades del caso concreto a efecto de determinar la idoneidad y 
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necesidad de la medida y considerando la gravedad del delito perseguido, 
la calidad de los autores, los elementos de la convicción, las pruebas que se 
pretende recoger, etc. 
La restricción de un derecho fundamental solo tendrá lugar cuando fuera 
indispensable, en la medida y por el tiempo estrictamente necesario, para 
prevenir, según los casos, los riesgos de fuga, de ocultamiento de bienes o de 
insolvencia sobrevenida; así como para impedir la obstaculización de la 
averiguación de la verdad y evitar el peligro de reiteración delictiva que incluye 
que la medida sea indispensable para los fines de la investigación y para la 
determinación de una actividad probatoria concreta; basado principalmente en 
el principio de idoneidad que se mide con la sospecha vehemente que se tenga 
de la comisión de un delito. 
Los requisitos para tramitar judicialmente las medidas coercitivas son: 
- Solicitud del sujeto procesal legitimado: están legitimados el Fiscal, el 
actor civil o querellante particular (estos dos últimos solo en el caso de las 
medidas de coerción real). La solicitud indicara las razones en que se 
fundamente el pedido acompañando de ser el caso los actos de investigación o 
los elementos de convicción pertinentes. 
Los autos que se pronuncien sobre estas medidas son reformables aún de 
oficio, cuando varíen los supuestos que motivaron su imposición o rechazo de 
acuerdo al Art.255. inciso 2 del NCPP. 
El Ministerio Público y el imputado pueden solicitar al Juez la 
reforma, revocatoria o sustitución de las medidas de carácter personal, el Juez 
deberá resolver en tres días en la audiencia correspondiente; la solicitud de 
embargo y la administración provisional de posesión corresponden únicamente 
al actor civil. 
Los autos que se impongan, desestimen, reformen, sustituyan o acumulen las 
medidas previstas en la sección tercera del Código Procesal Penal son 




2. CONSTITUCIÓN Y PRISION PREVENTIVA. 
El Articulo 2 inciso 24 parágrafo "b" de 
la Constitución Política del Estado señala que no se permite ningún tipo de 
restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos en la ley; por lo 
tanto la ley fundamental reconoce la libertad personal como un derecho 
fundamental, pero al mismo tiempo consagra su carácter relativo, a legitimizar 
su afectación por causales previstas en el marco estricto de la legalidad, una 
de estas restricciones es la prisión preventiva, que es esencialmente una 
medida cautelar de naturaleza personal, pues, recae directamente sobre la 
libertad del sujeto pasivo de la relación jurídico-procesal, cuya incidencia 
jurídica pretende garantizar la condena del presunto culpable. 
La libertad es un bien jurídico que permite la autorrealización 
del individuo y que posibilita su intervención en concretas actividades 
socioeconómicas.27 La libertad en el antiguo régimen inquisitivo era un bien 
jurídico devaluado, su aceptación era la regla y su confirmación la excepción y 
era utilizada como medida cautelar destinada a asegurar los efectos positivos 
de la condena así como para propiciar suplicios y dolores al detenido. En 
el modelo procesal mixto la libertad individual únicamente se limitaba a razones 
de necesidad y urgencia, la justicia penal debía realizarse en presencia del 
imputado, de acuerdo con una actividad probatoria y de acuerdo a las reglas 
del contradictorio y el derecho de defensa. 
Debe advertirse que la condena es la culminación del procedimiento, 
la eficacia de la investigación depende del desarrollo probatorio que se pueda 
alcanzar mediante la intervención de los sujetos procesales; y es fundamental 
la presencia del imputado, puesto que lejos de considerarlo un objeto de 
prueba, su participación es necesaria para la actuación de ciertos medios 
probatorios. La ausencia del imputado en algunas diligencias puede provocar la 
ineficacia probatoria, en consecuencia hay excepciones en las que se hace 
necesaria la intervención estatal para que durante el procedimiento se asegure 
la actuación de ciertas pruebas que faciliten el esclarecimiento de su objeto. 
                                                            
27 Ob.cit. p.710. 
25 
 
La prisión provisional para Fenech28 es un acto cautelar por el que se 
produce una limitación de la libertad individual de una persona en virtud de una 
resolución judicial y que tiene por objeto el ingreso de esta en un 
establecimiento público, destinado al efecto, con el fin de asegurar los fines 
del proceso y la eventual ejecución de la pena. 
La prisión preventiva es una medida de coerción procesal valida, cuya 
legitimidad esta condicionada a la concurrencia de 
ciertos presupuestos (formales y materiales), que debe tomar en cuenta el 
Juzgador al momento de decidir la medida, que se encuentran taxativamente 
previstos en las normas que modulan su aplicación.29 
La prisión preventiva se equipara a la "detención preventiva" introducida 
en nuestro ordenamiento legal en el Art.137 del Código Procesal penal de 
1991. Es una institución jurídica que en el proceso penal significa la privación 
de la libertad del imputado con el fin de asegurar el proceso de conocimiento o 
la ejecución de la pena. 
Ella sirve a tres objetivos: 
a.- Pretende asegurar la presencia del imputado en el procedimiento penal. 
b.- Pretende garantizar una investigación de los hechos, en debida forma, por 
los órganos de persecución penal. 
c.- Pretende asegurar la ejecución penal.30 
La prisión preventiva es una medida coercitiva que tiene por objeto 
asegurar a la persona del imputado a los fines del cumplimiento de la pena 
privativa de libertad. El aseguramiento de una pena corporal, traducido en la 
detención judicial intenta justificar una medida preventiva que tiene su génesis 
en la inseguridad que genera la criminalidad para la sociedad que 
necesariamente se plasma en primer lugar en el imputado. Este razonado 
                                                            
28 FENECH, M., El Proceso Penal, cit, p.161, citado por Alonso Raúl Peña cabrera Freyre en 
EXEGESIS DEL NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL, Primera Edición, Editorial RODHAS, 
Lima 2007, p.712. 
29 PEÑA CABRERA, Alonso Raúl, en EXEGESIS DEL NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL, 
Primera Edición, Editorial RODHAS, Lima 2007, p.712. 
30 Roxin, Claus; "DERECHO PROCESAL PENAL", Traducción de la 25ª edición alemana de 
Gabriela E. Cordova y Daniel R. Pastor, Editores del Puerto, Buenos Aires 2000, p.257. 
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temor e inseguridad que genera la criminalidad en la sociedad aumenta en 
nuestro país debido a los altos índices de criminalidad que registra en la 
actualidad. 
Toda sociedad busca su seguridad jurídica, entendida esta última como 
un supuesto esencial para la vida de los pueblos, el desenvolvimiento normal 
de los individuos e instituciones que los integran31, en virtud a ella el mandato 
de detención aparece como una respuesta del sistema penal frente a la 
potencialidad delictiva del imputado; la aplicación de dicha medida 
transitoriamente asegurará a la sociedad frente al presunto culpable y es 
admisible en cualquier estado del procedimiento. 
Las características esenciales o notas identificativas de la prisión 
preventiva son su provisionalidad preventiva, instrumentalidad y cautelar, 
sometida su aplicación al principio de jurisdiccionalidad, y para Binder, existiría 
un tercer principio: el de proporcionalidad: la violencia que se ejerce como 
medida de coerción nunca puede ser mayor que la violencia que se podrá 
eventualmente ejercer mediante la aplicación de una pena, en caso de 
probarse el delito en cuestión.32 
Entre las medidas que aseguran el procedimiento, la prisión preventiva 
es la injerencia mas grave en la libertad individual; por otra parte, ello es 
indispensable en algunos casos para una administración de justicia penal 
eficiente.33 El principio constitucional de proporcionalidad exige restringir la 
medida y los limites de la prisión preventivas lo estrictamente necesario. 
El derecho internacional de los derechos humanos protege 
extremadamente el principio de inocencia que asiste al imputado, lo que impide 
que se trate como culpable a la persona sospechosa de haber cometido un 
delito mientras no haya sido declarada judicialmente su culpabilidad, en 
consecuencia los efectos de la prisión preventiva de ninguna manera pueden 
                                                            
31 DICCIONARIO JURÍDICO FUNDAMENTAL, Flores Polo, Pedro, 2ª Edición, Editorial Grijley, 
Lima-Perú, año 2002, p.721. 
32 BINDER, A.M.: Introducción al derecho penal, p.200, citado por Alonso Raúl Peña cabrera 
Freyre en EXEGESIS DEL NUEVO CODIGO PROCESAL PENAL, Primera Edición, Editorial 
RODHAS, Lima 2007, p.714. 
33 Roxin, Claus; "DERECHO PROCESAL PENAL", Traducción de la 25ª edición alemana de 
Gabriela E. Cordova y Daniel R. Pastor, Editores del Puerto, Buenos Aires 2000, p.256. 
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ser equiparados a los efectos de una pena. Resulta completamente ilegitimo 
detener preventivamente a una persona con fines retributivos o preventivos 
propios de la pena, ahí radica la importancia de que la duración de la prisión 
preventiva se extienda a un tiempo razonable, puesto que al excederse de la 
razonabilidad temporal esta medida deviene en arbitraria e ilegitima, por tanto 
la razonabilidad temporal de la medida se fundamenta en los principios de 
celeridad y eficacia procesal. 
Ni la función de aseguramiento de la pena corporal puede otorgar 
legitimidad a la intromisión estatal en la esfera de la libertad de la persona sin 
que exista una declaración de culpabilidad. Cualquier fundamento resulta 
inconsistente, ni la justificación que la detención judicial tiene por objeto 
"adelantar las funciones de la pena a la declaración de culpabilidad" puede 
legitimizar la facultad del Estado para privar la libertad a los individuos de una 
sociedad. 
El problema se potencializa en países en que las tasas de criminalidad 
son altas y el sistema procesal penal no es suficiente para luchar contra ese 
fenómeno, uno de esas sociedades es la peruana que tiene altos índices de 
criminalidad y su sistema democrático aún es débil, por lo que la aplicación de 
esta medida de seguridad resulta necesaria y la colisión de derechos libertad-
seguridad son aún muy discutibles. 
Justamente por que afecta un derecho fundamental la prisión preventiva 
debe constituir una medida de ultima ratio, que solo debe aplicarse ante 
circunstancias plenamente justificadas, que deben condecirse con un estado de 
cosas que revele graves indicios de criminalidad, considerando al imputado 
renuente a someterse libremente a la coacción estatal o que manifiesta 
una conducta poco colaboradora para el esclarecimiento de los hechos, o 
obstruya la actividad probatoria. 
El orden interno de un Estado se revela en el modo en que esta regulada 
esa situación de conflicto: los estados totalitarios, bajo la antítesis errónea 
Estado-ciudadano, exagerarán fácilmente la importancia del interés estatal en 
la realización, lo más eficaz posible, del procedimiento penal. En un estado de 
Derecho, en cambio, la regulación de esa situación de conflicto no es 
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determinada a través de la antítesis Estado-ciudadano;el Estado mismo está 
obligado por ambos fines –aseguramiento del orden a través de la persecución 
penal y protección de la esfera de libertad del ciudadano.34 
Con ello el principio constitucional de proporcionalidad (...) exige 
restringir la medida y los limites de la prisión preventiva a lo estrictamente 
necesario (...)35 que será posible con la instauración de un debido sistema 
penal y procesal penal que ha estado evolucionando en el Perú, a partir de la 
dación de la Ley 24833, la entrada en vigencia del Art.135 del Código Procesal 
Penal de 1991, sus respectivas modificatorias y con la entrada en vigencia del 
nuevo Código Procesal Penal del 2004. 
 
3. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS DE LA PRISION PREVENTIVA 
3.1. En el Código de Procedimientos penales de 1940.- El Art. 79 del Código 
de Procedimientos Penales de 1940, hacia mención al mandato de detención y 
comparecencia, este fue modificado por la Ley 24388, en la que indicaba 
expresamente los delitos en que se podía aplicar el mandato de detención; 
pero no alcanzo una definición respecto a la existencia de suficiencia 
probatoria. Posteriormente este artículo fue derogado tácitamente por el Art.2 
del D. Leg.638 del 27 de Abril de 1991, que daba lugar a la entrada en vigencia 
el Art.135 del Código Procesal Penal de 1991. 
3.2. En el Código Procesal Penal de 1991.- El Artículo 135 del Código 
Procesal de 1991 textualmente refiere "El Juez puede dictar mandato de 
detención si atendiendo a los primeros recaudos acompañados por el Fiscal 
Provincial sea posible determinar: 
a) Que existen suficientes elementos probatorios de la comisión de un delito 
que vincule al imputado como autor o partícipe del mismo. 
                                                            
34 Roxin, Claus; "DERECHO PROCESAL PENAL", Traducción de la 25ª edición alemana de 
Gabriela E. Cordova y Daniel R. Pastor, Editores del Puerto, Buenos Aires 2000, p.258. 




No constituye elemento probatorio suficiente la condición de miembro de 
directorio, gerente, socio, accionista, directivo o asociado cuando el delito 
imputado se haya cometido en el ejercicio de una actividad realizada por una 
persona jurídica de derecho privado. 
b) Que la sanción a imponerse o la suma de ellas sea superior a un año de 
pena privativa de libertad o que existan elementos probatorios sobre la 
habitualidad del agente al delito. 
c) Que existen suficientes elementos probatorios para concluir que el imputado 
intenta eludir la acción de la justicia o perturbar la acción probatoria. No 
constituye criterio suficiente para establecer la intención de eludir a la justicia, 
la pena prevista en la Ley para el delito que se le imputa. 
En todo caso, el juez penal podrá revocar de oficio el mandato de 
detención previamente ordenado cuando nuevos actos de investigación pongan 
en cuestión la suficiencia de las pruebas que dieron lugar a la medida." 
Este texto desde su dación fue modificado por la Ley 27226 del 17 de 
diciembre de 1999 y la Ley 27753 del 09 de junio del 2002, esta modificatoria 
estableció el hecho de que "no constituía elemento probatorio suficiente la 
condición de miembro de directorio, gerente, socio, accionista, directivo o 
asociado cuando el delito imputado se haya cometido en el ejercicio de una 
actividad realizada por una persona jurídica de derecho privado", y lo que en 
realidad se buscó con esta norma era determinar la responsabilidad penal 
personalísima, siendo que miembro de directorio, gerente, socio, accionista, 
directivo o asociado, serán responsables en la medida que tengan una 
participación criminal en el hecho delictivo, solo si existen otros elementos que 
vinculen al imputado con la autoría del hecho delictivo; así mismo cerró el 
marco de amplitud respecto al peligro procesal, exigiendo en la determinación 
del peligro de fuga la existencia de "suficientes elementos probatorios que lo 
determinen", eliminando del texto originario "otras circunstancias"; finalmente la 
Ley 28726, publicada el 09 de mayo del 2006 que modifico el Inc. 2 del Art.135 
del Código Procesal de 1991; en el que -para ordenar una detención 
preventiva- la pena probable debe superar a un año de pena privativa de 
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libertad y ya no cuatro años; o que existan elementos probatorios sobre la 
habitualidad del agente del delito. 
3.3. En el Código Procesal Penal de 2004.- Por su parte el Código Procesal 
Penal del 2004 en su Art. 268, refiriéndose a los presupuestos materiales de la 
prisión preventiva manifiesta "(…) 1. El Juez, a solicitud del Ministerio Público, 
podrá dictar mandato de prisión preventiva, si atendiendo a los primeros 
recaudos sea posible determinar la concurrencia de los siguientes 
presupuestos”: 
a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o 
partícipe del mismo. 
b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de 
libertad; y 
c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del 
caso particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción 
de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad 
(peligro de obstaculización). 
También será presupuesto material para dictar mandato de prisión 
preventiva, sin perjuicio de la concurrencia de los presupuestos establecidos en 
los literales a) y b) del numeral anterior, la existencia de razonables elementos 
de convicción acerca de la pertenencia del imputado a 
una organización delictiva o su reintegración a la misma, y sea del caso advertir 
que podrá utilizar los medios que ella le brinde para facilitar su fuga o la de 
otros imputados o para obstaculizar la averiguación de la verdad" . 
Como vemos este artículo exige la presencia de "fundados y graves elementos 
de convicción para estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule 
al imputado como autor o participe del mismo; así mismo vuelve a 
la redacción original del Art.135 del Código Procesal Penal de 1991; empero 
introduce en los Arts.269 y 270, pasos para determinar claramente en cada 




4. PRESUPUESTOS DE LA PRISION PREVENTIVA 
El Juez a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión 
preventiva si atendiendo a los primeros recaudos sea posible determinar la 
concurrencia de los siguientes presupuestos: 
a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o 
partícipe del mismo. 
Es el presupuesto del fumus boni iuris, que se refiere a que los primeros 
actos de investigación que se realizan ni bien conocida la noticia criminal deben 
revelar una sospecha vehemente de criminalidad, que deben advertir indicios 
razonables de la comisión de un delito, que puedan ser confrontadas de forma 
objetiva, no bastan entonces las meras conjeturas o presunciones sin 
fundamento. 
La apreciación de los indicios razonables de criminalidad en la fase de 
investigación significa la existencia de motivos razonables que permitan afirmar 
la posible comisión de un delito por el eventual destinatario de la medida, que 
supongan una relación directa con el imputado, la que puede consistir e una 
relación de autoría, coautoría u otro grado de participación, injusto que pude 
ser a titulo de dolo o culpa. Deben concurrir varios elementos de convicción e 
indicios que construyan una base de cognición solida. 
La suficiencia probatoria esta referida a los elementos razonables sobre 
la vinculación como autor o participe del delito. Podemos apreciar dos 
aspectos, uno de ellos referido al objeto de la suficiencia probatoria, que a 
parte de que exige una razonable fundamentación probatoria sobre la 
existencia del delito, también exige la vinculación del imputado con el hecho 
delictivo atribuido. Posiblemente en un caso concreto exista suficiencia 
probatoria, sobre la realización de un hecho delictivo; pero es necesario 
también que existan suficientes elementos probatorios respecto a la 
participación delictiva del procesado en ese hecho concreto. Es preciso que la 
suficiencia probatoria considere la participación del imputado en el hecho 
32 
 
delictivo,36 individualizando de ser el caso el grado de participación de cada 
uno de los imputados si son varios sujetosactivos, que es además concordante 
con la función de seguridad que en la realidad tiene la detención judicial. 
Otro aspecto de este primer requisito se refiere al estado o grado de 
conocimiento exigido sobre los hechos, que es el cierto grado de verisimilitud 
sobre la participación del imputado en el hecho, por lo que es necesario que se 
llegue a determinar la existencia de suficiencia probatoria en el caso concreto 
en atención de las circunstancias del hecho. 
Los Jueces Penales para iniciar el proceso requieren únicamente de la 
existencia de elementos que permitan una sospecha fundada sobre la 
participación punible del imputado en el hecho delictivo, suponiendo que para 
el inicio de una relación procesal, bastará la simple imputación de la existencia 
del delito y la participación del imputado en el hecho; empero este grado de 
conocimiento sobre los hechos no bastara para constituir el presupuesto de la 
suficiencia probatoria, descartándose que el estado o grado de conocimiento 
que se tenga sobre los hechos sea el mismo que el grado de conocimiento que 
basta para vincular a una persona al proceso. 
El grado de conocimiento exigido por el presupuesto es uno superior al 
requerido para iniciar el proceso; pero sin llegar al grado de certeza, de suerte 
que dentro de este margen pueden caber estados o grados de conocimiento 
como la "probabilidad" y la "duda"37 Por ello Ascencio Mellado38 acota, que: 
"Debe exigirse algo más que una posibilidad y menos que la certeza (...) no 
basta una mera sospecha sobre la culpabilidad del imputado. 
b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de 
libertad; y 
                                                            
36 VASQUEZ VASQUEZ, Mario; Articulo Especial "DETENCIÓN Y LIBERTAD EN EL 







La prisión preventiva esta condicionada a la conminación legal en abstracto 
que se determina como consecuencia jurídica a cada tipo legal, por lo que se 
deberá efectuar una prognosis de pena, no basta que la pena sea mayor 
superior a los cuatro años, en tanto la determinación de la pena esta sujeta a 
una serie de variables, entre estas las circunstancias concomitantes a la 
realización del hecho punible. 
Las modificatorias introducidas al texto original del Art.135 del C.P.P de 
1991 y aún el Art.268º del CPP del 2004, fue la exigencia de que sea posible 
determinar que la sanción a imponerse será superior a los cuatro años de pena 
privativa de libertad; empero conforme a la modificatoria por la Ley 28726 de 
fecha 09 de mayo del 2006 y en los lugares en que se encuentra en vigencia 
los artículos pertinentes del Código Procesal penal de 1991, es suficiente que 
la sanción a imponerse (o la suma de ella) sea superior a un año de pena 
privativa de libertad o que existan elementos probatorios sobre la habitualidad 
del agente del delito, medida desacertada por el legislador atendiendo a los 
altos indicies de criminalidad con el que cuenta nuestro país, y que genera una 
desigualdad en a aplicación de esta medida coercitiva en relación a lo lugares 
donde y opera el Nuevo Código Procesal Penal. 
Erróneamente se entendió a la entrada en vigencia del Art.135 del 
Código Procesal Penal de 1991, que la existencia de este presupuesto se 
basaba sólo en el limite superior de la pena fijada por la ley para el delito objeto 
de proceso, empero hoy existe unanimidad en afirmar que este presupuesto no 
esta referido a la pena fijada por ley para el delito, sino a la pena probable que 
el juzgador impondrá en su sentencia condenatoria, que supone una prognosis 
de la pena, lo que implica un acercamiento, un calculo a esa determinación 
conforme a los actuados existentes en la oportunidad en que corresponda 
dictar la medida y que será la regla al momento de aplicar la prisión preventiva 
en el nuevo modelo procesal. 
c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del 
caso particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción 
de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad 
(peligro de obstaculización). 
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Este presupuesto hace alusión al periculum in mora, es decir cuando 
existen indicios o evidencias razonables, de que el imputado no esta dispuesto 
a someterse voluntariamente a la persecución penal estatal, y se advierten 
ciertas particularidades y características personales del imputado 
(reincidencia, líder, cabecilla de una banda, por ejemplo), la flagrancia, las altas 
posibilidades de fuga, la gravedad del delito, entre otros. 
El Peligro procesal, presenta dos supuestos: La intención del imputado a 
sustraerse de la acción de la justicia; y la intención de perturbar la actividad 
probatoria. Potencialidad razonable de fuga o perturbación de la actividad 
probatoria. 
Peligro de fuga: Según apreciación de las circunstancias del caso 
particular existe el peligro de que el imputado no se someta al procedimiento 
penal ni a la ejecución, presumiéndose también de que el sujeto activo se 
pondrá en una situación de incapacidad procesal.39 
Para calificar el peligro de fuga el Juez tendrá en cuenta el arraigo en el 
país del imputado, determinado por el domicilio, residencia habitual, asiento 
de la familia y de sus negocios o trabajo o las facilidades para abandonar 
definitivamente el país o permanecer oculto, vínculos de carácter familiar, 
amical y de negocios, grado de influencia que pueda ejercer en determinados 
ámbitos socio-políticos, situación económica, lazos familiares en el exterior, de 
ser el caso su doble nacionalidad, etc. 
Predecir la gravedad de la pena a inicios del proceso es algo muy 
subjetivo, puesto que las circunstancias valorativas que rodearon el proceso 
pueden variar en las etapas posteriores al realizarse la actividad probatoria, 
salvo que el procesado haya sido intervenido en flagrancia y se cuente con los 
elementos de juico suficientes para formar un juicio de esta naturaleza en la 
etapa preliminar del procedimiento. Por lo que los primeros elementos que se 
recojan para adoptar la prisión preventiva, no son de ningún modo definitivos ni 
concluyentes, como para estimar cerradamente una sanción determinada. 
                                                            
39 Roxin, Claus; "DERECHO PROCESAL PENAL", Traducción de la 25ª edición alemana de 




Peligro de Entorpecimiento: (Peligro de Obstaculización) Exige que 
el comportamiento del imputado funde la sospecha vehemente de que él: 
Destruirá, modificará ocultará, suprimirá o falseará medios de prueba. 
Influirá de manera desleal con co-inculpados, testigos o peritos (por 
tanto, no es suficiente que el imputado le pida que no declare a un testigo 
autorizado a abstenerse de declara testimonialmente) 
Inducirá a otros a realizar tales comportamientos y si, por ello, existe el 
peligro de que él dificultara la investigación de la verdad.40 
El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro 
procedimiento anterior, en la medida que indique su voluntad de someterse a la 
persecución penal. Conducta que se manifiesta en interés de aquel para 
esclarecer el objeto de la investigación, no necesariamente confesando su 
culpabilidad, sino a partir de una participación positiva en cuanta diligencia u 
acto procesal que fuese llamado a intervenir por la Instancia Judicial. 
Para calificar el peligro de obstaculización, conforme al Artículo 270 del 
Nuevo Código Procesal Penal, se tendrá en cuenta el riesgo razonable que el 
imputado: 
Destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falsificará elementos de 
prueba (Art. 270.1), en este caso, el imputado es portador de elementos de 
prueba importantes para acreditar la imputación delictiva. 
Influirá para que los computados, testigos o peritos informen falsamente 
o se comporten de manera desleal o reticente (Art. 270.2), las maniobras más 
usuales para desvirtuar una acusación de forma ilícita, es comprando testigos o 
peritos, esto es, corrompiendo voluntades, a fin de que se tuerza la verdad de 
los hechos. Claro está, que la influencia puede ser también ejercida bajo 
violencia o amenaza. 
Inducirá a otros a realizar tales comportamientos (Art. 270º.3). La 
influencia hacia otros sujetos procesales, la puede ejercer el imputado de forma 
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personal o mediando otra persona. La inducción puede ser directa o por medio 
de interpósita personal. 
De acuerdo al artículo 268 del Nuevo Código Procesal Penal también 
será presupuesto material para dictar mandato de prisión preventiva, sin 
perjuicio de la concurrencia de los presupuestos establecidos en el mencionado 
artículo, la existencia de razonables elementos de convicción acerca de la 
pertenencia del imputado a una organización delictiva o su reintegración a la 
misma, y sea del caso advertir que podrá utilizar los medios que ella le brinde 
para facilitar su fuga o la de otros imputados o para obstaculizar la averiguación 
de la verdad".41 
5.   AUDIENCIA Y RESOLUCION DE LA PRISION PREVENTIVA. 
El artículo 271º del Nuevo Código de Procedimiento prevé todo lo pertinente 
respecto a la Audiencia y Resolución de la Prisión Preventiva. El Juez de la 
Investigación Preparatoria, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes al 
requerimiento del Ministerio Público realizará la audiencia para determinar la 
procedencia de la prisión preventiva. La audiencia se celebrará con la 
concurrencia obligatoria del Fiscal, del imputado y se defensor. El defensor del 
imputado que no asista será reemplazado por el defensor de oficio. La 
necesidad de actuar, en una audiencia pública, los sustentos (en contra y a 
favor), que deberá tomar en cuenta el Juzgador para resolver el pedido de 
prisión preventiva, estas deben adoptarse con todos los elementos de juicio 
que sean necesarios para garantizar su legalidad. Elementos de juicio que 
deben ser confrontados con los principios que dinamizan el acusatorio como 
son los de inmediación, debate y contradicción entre las partes. Poniendo 
énfasis en el derecho irrestricto de defensa del imputado.42 
La resolución debe ser pronunciada en la audiencia sin necesidad de 
postergación alguna. El Fiscal y su abogado defensor serán sancionados 
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disciplinariamente si por su causa se frustrara la audiencia. Si el imputado se 
niega por cualquier motivo a estar presente en la audiencia, será representado 
por su abogado o el defensor de oficio, según sea el caso. En este último 
supuesto deberá ser notificado con la resolución que se expida dentro de las 
cuarenta y ocho horas siguientes a la conclusión de la audiencia. 
El auto de prisión preventiva será especialmente motivado, con 
expresión sucinta de la imputación, de los fundamentos de hecho y de derecho 
que lo sustenta, y la invocación de las citas legales correspondientes. 
La motivación de la resolución es imprescindible para sujetar la medida de 
coerción al marco de la legalidad, exponiendo las razones que justifican la 
prisión preventiva, a partir de una ponderación valorativa de los intereses que 
se pretenden amparar, de los fines que se pretende alcanzar, así como la 
obligación de exponer correlativamente la concurrencia de los presupuestos-
formales y materiales-previstos en los Arts. 268 - 267, adecuándolos 
debidamente a las circunstancias que rodean el caso concreto. Todos estos 
puntos se comprenden en la proposición lógico-jurídica que conlleva un auto de 
esta naturaleza, esto es, describiendo la imputación delictiva en su 
consideración fáctica y en su dimensión jurídico-penal, exponiendo los 
fundamentos de hecho y derecho, y los dispositivos legales que correspondan 
(procesales y materiales). La sujeción de estas formalidades permite una 
adecuada tutela jurisdiccional efectiva para los justiciables.43 
5.1.  LA DURACION DE LA PRISION PREVENTIVA. 
La legitimidad material (constitucional) de la prisión preventiva está 
condicionada a la concurrencia de presupuestos materiales (funus bonus iuris y 
periculum in mora), formales (jurisdiccionalidad, motivación) y que se adopte la 
medida bajo las reglas del principio acusatorio. Empero, la legitimidad 
sustancial de la prisión preventiva supone también someter su duración en el 
tiempo al principio de provisionalidad. Los fines de la detención preventiva son 
de asegurar la pretensión punitiva estatal, que se materializan a través de la 
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condena, así como de realizar una actividad probatoria que pueda reconstruir el 
hecho punible tal y como aconteció en realidad. 
La prisión preventiva, entonces, para no vulnerar el principio de legalidad 
debe durar lo estrictamente necesario para alcanzar los fines propuestos en el 
proceso. Si esta rebasa e tiempo estrictamente razonable, la medida se 
convierte en arbitraria e inconstitucional.44 
El carácter provisorio de la prisión preventiva está relacionado 
directamente con el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, es decir, el 
derecho que tiene todo justiciable a que su situación jurídica sea resuelta en un 
plazo razonable, de acuerdo a lo estipulado en los Convenios Internacionales. 
El artículo 272º del Nuevo Código Procesal establece que la prisión 
preventiva no durará más de nueve meses, tratándose de procesos complejos, 
el plazo límite de la prisión preventiva no durará más de dieciocho meses. 
Al vencimiento del plazo sin haberse dictado sentencia de primera 
instancia, el Juez de oficio o a solicitud de las partes decretará la libertad del 
imputado, sin perjuicio de dictar concurrentemente las medidas necesarias para 
asegurar su presencia en diligencias judiciales. Habiendo transcurrido los 
plazos previstos en los artículos 272. Inciso 1 y 272. Inciso 2, el Juez de la 
causa, deberá ordenar la inmediata excarcelación del imputado, bajo 
responsabilidad. La orden de excarcelación puede decretarse de oficio o a 
solicitud del imputado y del Ministerio Público.45 
En estos casos, el juzgador, en el mismo auto que decreta la libertad del 
imputado, deberá adoptar las medidas de coerción personal que aseguren la 
comparecencia del procesado a la instancia, vía comparecencia con 
restricciones. 
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Por otro lado cuando concurran circunstancias que importen una 
especial dificultad o prolongación de la detención, y que el imputado pudiera 
sustraerse a la acción de la justicia, la prisión preventiva podrá prolongarse por 
un plazo no mayor a fijado en el numeral 2 del Artículo 272. El Fiscal deberá 
solicitarla al Juez antes de su vencimiento (Art. 274.1). La prolongación de la 
prisión preventiva podrá ser solicitada por el Fiscal, quien deberá motivar 
debidamente su pedido, en razón a los presupuestos antes mencionados. 
El Juez de la Investigación Preparatoria se pronunciará previa 
realización de una audiencia, dentro dl tercer día de presentado el 
requerimiento. Esta se llevará a cabo con la asistencia del Ministerio Público, 
del imputado y su defensor. Una vez escuchados los asistentes y a la vista de 
los autos, decidirá en ese mismo acto o dentro de las setenta y dos horas 
siguientes, bajo responsabilidad (Art. 274.2). Bajo las reglas del contradictorio y 
de la oralidad bilateral, el Juez deberá resolver la solicitud de prolongación de 
la prisión preventiva, en el mismo acto de la audiencia o dentro de las setenta y 
dos horas siguientes, como plazo perentorio.46 
La resolución que se pronuncie sobre requerimiento de prolongación de 
la detención preventiva podrá ser objeto de recurso de apelación. 
Una vez condenado el imputado, la presión preventiva podrá 
prolongarse hasta la mitad de la pena impuesta, cuando ésta hubiera sido 
recurrida (Art.274.4). 
5.2.  COMPUTO DEL PLAZO DE LA PRISION PREVENTIVA. 
No se tendrá en cuenta para el computo de los plazos de prisión preventiva, el 
tiempo en que la causa sufriere dilaciones maliciosas atribuibles al imputado o 
a su defensa (Art. 275. inciso 1). Importa entonces, una conducta procesal 
maliciosa del imputado que no puede convalidar una situación jurídica a favor 
de sus intereses. Debe quedar claro que las dilaciones son producto de una 
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defensa obstruccionista, para no reconocer como válida, dilaciones 
exclusivamente jurisdiccionales.47 
El cómputo del plazo, cuando se hubiera declarado la nulidad de todo lo 
actuado y dispuesto se dicte un nuevo auto de prisión preventiva, no 
considerará el tiempo transcurrido hasta la fecha de emisión de dicha 
resolución (Art. 275. Inciso 2).48 
5.3.  LA IMPUGNACION DE LA PRISION PREVENTIVA: 
Contra el auto de prisión preventiva procede recurso de apelación. El 
plazo para la apelación es de tres días. El Juez de la investigación preparatoria 
elevara los actuados dentro de las 24 horas, bajo responsabilidad. La apelación 
se concede con efecto devolutivo (Art. 278. inciso 1). La apelación como 
recurso impugnatorio ordinario, será de conocimiento de la Sala Penal 
Superior, pero lo resuelto en esta instancia, deberá ser devuelto al Tribunal A 
quo para lo que corresponda según ley.49 
La Sala Penal se pronunciara previa vista de la causa, que tendrá lugar, 
dentro de las 72 horas de recibido el expediente, con citación del Fiscal 
Superior y del Defensor del imputado. La decisión debidamente motivada, se 
expedirá el día de la vista de la causa o dentro de las 48 horas, bajo 
responsabilidad (Art. 278. Inciso 2) La resolución que expida la Sala Penal 
Superior, esta condicionada a la realización de una audiencia, bajo las reglas 
de la oralidad y de la bilateralidad, primando a estos efectos, el principio de 
celeridad y economía procesal. 
Si la Sala declara la nulidad del auto de prisión preventiva, ordenara que 
el mismo u otro Juez dicte la resolución que corresponda con arreglo a lo 
dispuesto en el Art. 271 (Art. 278. Inciso 3), siendo así, la Sala Superior no 
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podrá actuar como un Tribunal de instancia, al limitarse su competencia a la 
declaratoria de nulidad. Situación que no se condice con el principio de 
economía procesal, pues, si el Tribunal advierte ciertos defectos o 
vulneraciones a la legalidad procesal debería en ese mismo acto, aplicar el 
derecho que corresponda revocando el auto de prisión preventiva, y ordenando 
en ese mismo extremo, la libertad del imputado. 
5.4.  CESACION DE LA PRISION PREVENTIVA. 
La duración de la prisión preventiva esta limitada a un tiempo prudencial 
y razonable. El imputado podrá solicitar la cesación de la prisión preventiva y 
su sustitución por una medida de comparecencia las veces que la considera 
pertinente. El Juez de la Investigación preparatoria decidirá siguiendo el trámite 
previsto e el Art. 274 respecto a la prolongación de la prisión preventiva.50 
La cesación de la medida procederá cuando nuevos elementos de 
convicción demuestren que no concurren los motivos que determinaron su 
imposición y resulte necesario sustituirla por la medida de comparecencia. Para 
la determinación de la medida sustitutiva, el Juez tendrá en consideración, 
adicionalmente, las características personales del imputado, el tiempo 
transcurrido desde la prisión preventiva de la libertad y el estado de la causa. 
El Juez impondrá las correspondientes reglas de conducta necesaria 
para garantizar la presencia del imputado o para evitar que lesione la finalidad 
de la medida.51 
El imputado y el Ministerio Público podrán interponer recurso de 
apelación dentro del tercer día de notificado. La apelación no impide la 
excarcelación del imputado a favor de quién se dictó auto de cesación de la 
prisión preventiva (Art.284.1); la impugnación que se interponga contra el auto 
de cesación favorable, se concederá sin efectos suspensivos, garantizándose 
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de esta forma la libertad del imputado. Rige en lo pertinente lo referente a la 
impugnación de la prisión preventiva establecido en el Art.278 numerales 1 y 2. 
La cesación de la prisión preventiva será revocada si el imputado 
infringe las reglas de conducta o no comparece a las diligencias del proceso sin 
excusa suficiente o realice preparativos de fuga o cuando nuevas 
circunstancias exijan se dicte auto de prisión preventiva en su contra, así como 
perderá la caución, si la hubiera pagado. El hecho de que el imputado haya 
cobrado su liberad no lo exime de seguir cumpliendo los mandatos 
jurisdiccionales y de comparecer a la instancia cuantas veces sea requerido. 
 
6. LA PRISIÓN PREVENTIVA EN PERÚ 
La prisión preventiva -o el sometimiento por parte del Estado de una 
persona sospechosa de haber cometido un delito a una medida de privación de 
libertad previa a la comprobación judicial de culpabilidad- suele describirse 
como un enfrentamiento entre dos intereses igualmente valiosos: por un lado, 
la defensa del principio de presunción de inocencia, por el cual nadie puede ser 
considerado ni tratado como culpable hasta que sea comprobada su 
responsabilidad; por el otro, la responsabilidad del Estado de cumplir su 
obligación de perseguir y castigar la comisión de hechos delictivos y la 
violación de valores jurídicos protegidos, mediante la garantía de que el 
imputado estará presente durante el juicio en su contra, la investigación se 
pueda llevar a cabo sin obstaculizaciones indebidas y que aquellos que sean 
encontrados penalmente responsables cumplan con la pena impuesta.52 
Los riesgos son claros en ambos sentidos: una persona sometida a 
prisión preventiva que resulta siendo inocente verá su derecho a la libertad 
seriamente restringido, además del daño inevitable a sus relaciones familiares, 
sociales y laborales. Por otro lado, una persona que enfrenta un proceso en 
libertad con intención de boicotearlo podría con relativa facilidad frustrar la 
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obtención de justicia, sea mediante la fuga o la manipulación y/o 
obstaculización de la actividad probatoria. 
6.1. El Contexto Peruano 
En Perú este conflicto se da en un contexto particular: en julio del año 
2006 se inició un proceso de reforma procesal penal a través de la 
implementación de un nuevo Código Procesal Penal, aprobado en 2004 (en 
adelante, NCPP 2004). El mismo ha sido implementado a lo largo del país de 
manera progresiva y para junio de 2012 era aplicado ya en 21 distritos 
judiciales, quedando pendientes los distritos de Loreto, Ucayali, Lima y Callao. 
La entrada en vigencia del nuevo código en un distrito judicial ha 
implicado la instauración de numerosos cambios en materia de justicia penal, 
dirigidos a encontrar el equilibrio entre una mayor eficiencia procesal -por un 
lado-, y el pleno respeto a las garantías judiciales-constitucionales de sus 
actores, por el otro. En este sentido, la principal característica de dicha reforma 
procesal penal es el reemplazo del modelo inquisitivo por el modelo acusatorio: 
se establece una metodología basada en la oralidad como garantía principal 
del proceso penal para la obtención y el procesamiento de la información para 
adoptar decisiones jurisdiccionales.1 Además se establece la clara separación 
de funciones de investigación entre la policía y la fiscalía, en virtud de la cual el 
fiscal es quien dirige la investigación durante el proceso, trabajando conjunta y 
coordinadamente con la policía nacional, quien provee de una investigación 
técnico-operativa; y la igualdad de armas, estableciendo que la defensa ejerza 
un rol activo con su presencia en todas las instancias del proceso penal, a 
manera de debates contradictorios ante la presencia del Juez. De ahí que en el 
propio texto del NCPP 2004 se reconozca el carácter acusatorio, oral, público y 
contradictorio del nuevo proceso.53 
Con esto en mente,el IDL se planteó como objetivo general aportar luces 
sobre una pregunta elemental: ¿es la prisión preventiva en Perú una medida 
cautelar o una pena anticipada? En otras palabras, ¿es una medida de 
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precaución para garantizar un juicio y sanción efectivos; o es un castigo previo 
a la determinación judicial de culpa y pena? 
Para responderla nos planteamos once cuestiones o sub-temas que 
consideramos relevantes, entre ellos: ¿Es la prisión preventiva una medida de 
uso excepcional?¿A quién se le impone comúnmente prisión preventiva? ¿Se 
aplica la prisión preventiva con las garantías procesales mínimas? Y ¿Cómo se 
sustenta la existencia de un peligro procesal y la necesidad de cautela, y 
especialmente, qué importancia tienen el arraigo y la gravedad de la pena? 
A esto siguió un extenso trabajo de recopilación de data: trabajando en 
los distritos judiciales de Arequipa, La Libertad y Lima, entrevistamos a 
numerosas autoridades y operadores judiciales, fiscales, defensores y jueces; 
realizamos una encuesta a 150 presos en tres penales; estudiamos el rol de los 
medios y la Oficina de Control de la Magistratura; y observamos y analizamos 
más de 250 audiencias y expedientes, creando una base de datos con más de 
150 criterios de búsqueda. El trabajo y materiales, que estarán 
disponiblesonline y de acceso libre, es un paso más en los esfuerzos de la Red 
para la Justicia Previa al Juicio en América Latina por promover el uso racional 
y excepcional de la prisión preventiva como medida cautelar.54 
Las conclusiones extraídas de cada una nos permitieron crear un 
panorama más claro, si bien complejo, de la naturaleza y características de la 
aplicación de la prisión preventiva en Perú. 
Características comunes a los casos y detenidos en prisión preventiva 
Encontramos, por ejemplo, que el Ministerio Público solicita la imposición de 
prisión preventiva únicamente enalrededor de un tercio (entre 32 y 35%) de los 
casos en etapa de investigación preparatoria, considerando suficiente la 
información que vincula a la persona imputada con la comisión de un delito y 
necesario contrarrestar un importante grado de riesgo de que se fugue o 
manipule la investigación. 
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Dicho imputado, en la mayoría de oportunidades, tendrá entre 20 y 30 
años de edad y primaria o secundaria como máximo grado de instrucción (en 
casi el 90% de casos). Asimismo,tendrá un trabajo de corte manual, ya sea 
como obrero o transportista, o técnico como asistente en un taller. En más del 
50% de las veces, el imputado habrá sido acusado de haber cometido un delito 
contra el patrimonio, generalmente en calidad de robo agravado – lo que quiere 
decir robo con uso de armas de fuego, o conjuntamente con otras personas y/o 
de noche. En su defecto, habrá sido acusado de delitos contra la vida o tráfico 
ilícito de drogas. 
El imputado será detenido por la policía en flagrancia, o lo que es lo 
mismo: durante o inmediatamente después de la comisión del delito y hasta 24 
horas después bajo ciertas circunstancias. Una vez capturado y llevado a la 
comisaría,en más del 50% de las veces no tendrá acceso a un abogado 
durante el primer interrogatorio con el o los oficiales de la PNP y rara vez frente 
al fiscal de turno que se acerque a tomarle declaración. En esos casos 
declarará lo que considere más conveniente o lo que la autoridad del momento 
pueda extraerle sin contar con algún tipo de consejo legal. 
Un abogado le explicaría, por ejemplo, que para imponerse prisión 
preventiva en Perú el fiscal debe probar la concurrencia de tres requisitos: 
tener motivos razonables para creer que el imputado ha cometido un acto 
delictivo; que dicho delito, de ser castigado, acarree más de cuatro años de 
prisión; y que es razonable inferir que existe un peligro real de que el imputado 
fugue o intente manipular la investigación judicial. También le haría saber que 
no existen delitos por los que se aplique prisión preventiva de forma obligatoria 
o automática – los llamados delitos inexcarcelables – y que una vez impuesta 
la medida cautelar el juez únicamente revisará la decisión de mediar un pedido 
expreso de la defensa.55 
Alo largo de la audiencia frente a un juez de investigación preparatoria, 
llevada a cabo usualmente alrededor de 24 horas después de la detención, 
tanto el fiscal como el juez motivarán y justificarán los supuestos materiales y 
                                                            




de cautela necesarios para imponer prisión preventiva al imputado, y el 
abogado defensor los refutará, pero en ningún momento se cuestionará 
durante dicha audiencia si lacaptura y/odetención del imputado fue llevada a 
cabo siguiendo las más elementales garantías de un debido proceso, 
incluyendo si la Policía cumplió con notificarle al imputado de sus derechos de 
defensa; como tampoco se debatiráen casi el 75% de los casos la necesidadde 
un plazo específico de prisión preventiva a imponerse – el cual puede 
extenderse hasta los nueve meses para casos ordinarios – sin importar las 
características o complejidad del caso en cuestión.56 
Evidentemente, la detención en flagrancia, certificada mediante un acta 
de intervención policial, será la prueba y argumento más importante en casi el 
60% de casos, a fin de cumplir con el primer requisito material mediante el cual 
el fiscal debe mostrar y convencer al juez de la existencia de un vínculo 
razonable entre el imputado y la comisión de un delito penal. Encontramos que 
mientras en el 73% de casos donde hubo flagrancia el juez impuso la medida 
de prisión, ahí donde no hubo flagrancia la cifra descendió a 34%. Es imposible 
no destacar, sin embargo, que, aún siendo importante, la existencia de 
flagrancia no fue determinante en casi 30% de casos. 
Por su parte, el peligro procesal – el elemento crucial para la imposición 
de una medida cautelar – se verá basado en casi 90% de casos en el peligro 
de fuga, esto es, en la posibilidad de que el imputado se esconda de la justicia 
y evada así la responsabilidad de afrontar el proceso penal. La posibilidad de 
que el imputado obstaculice la investigación rara vez se toma en cuenta para 
estos casos.Este peligro de fuga será justificado por el fiscalprincipalmente en 
la falta de arraigo, a través de casi un 60% del totalde argumentos utilizados. 
En estos casos se entenderáconcretamente por falta de arraigo comoun grado 
importante de precariedad laboral o domiciliaria, por lo cual el juez entenderá 
que el imputado no tiene vínculos suficientemente fuertes con su comunidad 
como para creer razonablemente que permanecerá disponible y acatará las 
citaciones. 
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Esta precariedad, vale acotar, es lamentablemente característica común 
en las personas de los estratos sociales más desfavorecidos – lo que los pone 
en una situación de especial vulnerabilidad de verse obligados a enfrentar una 
audiencia de prisión preventiva – o proceso penal en general. De hecho, en un 
país en el que el INEI ha consignado que aproximadamente el 27% de 
viviendas a nivel nacional tiene una sola habitación, y dónde el subempleo 
bordea el 42% de la población económicamente activa, se revela un criterio y 
consideraciones de la Fiscalía ajenas a la realidad.Esto obliga a cuestionar la 
marcada preferencia judicial por determinar el peligro de fuga basándose en 
esos elementos casi exclusivamente. 
Contrario a ciertas hipótesis iniciales, la extensión o gravedad de la 
posible pena a imponerse por el delito en cuestión no tendrá mayor importancia 
en la decisión sobre peligro de fuga, apareciendo en un lejano tercer lugar en la 
lista y utilizada sólo en la tercera parte de las audiencias analizadas. 
Si bien el imputado tendrá siempre asignado un abogado durante la 
audiencia, en un 40% de casoslo habrá conocido a la hora misma de la 
citación, lo cual impedirá cualquier tipo de preparación del caso, así como la 
recolección de pruebas o documentos que permitan refutar la versión del fiscal. 
Entendiblemente,la opinión de más de la mitad delos imputados será que el 
fiscal hizo un mejor trabajo que su defensor frente al juez. De hecho, durante la 
audiencia la defensa presentaráno más de tres o cuatro argumentos a favor de 
su patrocinado, la mitad de argumentos o pruebas presentadas por el fiscal.57 
Todo el proceso se llevará a cabo en medio de un clima de alta presión 
social, exacerbada por los medios de comunicación, que clama por “mano 
dura” contra la delincuencia. En casos extremos habrá la posibilidad de 
interferencias puntuales de autoridades o de parte de la Oficina de Control de 
la Magistratura. 
Finalmente, en más de tres cuartas partes del total de audiencias el 
imputado será enviado a prisión preventiva y en 70% de casos se le impondrá 
el máximo legal de 9 meses para casos ordinarios.La posibilidad de utilizar 
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medidas alternativas a la prisión, como la obligación de acercarse a firmar cada 
semana, será considerado en una minoría de casos, y luego imposible de 
monitorear afectivamente. 
Contra la medidade prisión sólo el 28% apelará.De llegar a apelaren casi 
90% de casos no servirá para revocar la decisión, la que será confirmada por la 
Sala de Apelaciones. Una vez en prisión, permanecerá como procesado no 
más del plazo legal (entre 7 y 9 meses), tras lo cual se determinará finalmente 
su responsabilidad penal y consecuente estatus procesal. 
La Prisión Preventiva y su efecto en la Resolución del Caso Penal 
Como vimos, el principio de instrumentalidad establece que las medidas 
coercitivas o cautelares sólo serán aplicadas para garantizar los fines del 
proceso penal. En lo que concierne a la prisión preventiva específicamente, su 
instrumentalidad se encuentra en asegurar el correcto desenvolvimiento del 
proceso penal garantizando la presencia del imputado y la correcta actividad 
probatoria. No necesariamente derivará en la consecución de una condena. 
Siguiendo con el recorrido del proceso penal, nuestra investigación 
también nos mostró que, de un total de 122 casos,el imputado fue encontrado 
culpable en primera instancia en el 76% de ocasiones. Del 100% de casos en 
que el imputado llevó el proceso en prisión preventiva, se impuso una 
sentencia condenatoria el 89% de las veces. Cuando el imputado llevó el caso 
en libertad, el porcentaje de condena bajó a 48%. De ese 89%, sólo el 24% 
apeló la sentencia. Esa proporción de apelaciones se repite a grandes rasgos 
entre aquellos que llevaron el proceso en libertad y fueron absueltos (25% 
apelaron la sentencia) o condenados (19%), o aquellos que llevaron el proceso 
en prisión pero fueron absueltos (33%)58  
Podría decirse que el altísimo porcentaje de personas en prisión 
preventiva que fueron luego encontradas culpables sería reflejo del éxito del 
principio de instrumentalidad de la medida cautelar, en el sentido de que 
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cumplió su propósito de permitir una correcta investigación de los hechos59 (sin 
obstaculizaciones indebidas), y aseguró a su vez la presencia del imputado 
hasta el momento de condena. Esto podría encontrar confirmación en el bajo 
número de apelaciones. 
Sin embargo, el resultado también es preocupante en que, tal como ha 
sido extensamente documentado,4 la prisión preventiva suele ser interpretada 
durante el juicio oral como un indicio o evidencia adicional respecto de la 
culpabilidad del imputado. En efecto, la imposición de la medida de prisión 
preventiva puede surtir un efecto perjudicial en la objetividad y decisión del juez 
de condena. Cuando esto ocurre el carácter instrumental de la medida cautelar 
se pierde y se convierte en un catalizador de condenas.60 
En suma, encontramos que la aplicación de la prisión preventiva como 
medida cautelar en el Perú ha sufrido grandes cambios a partir de la 
implementación del nuevo código procesal penal de 2004. Por un lado, 
encontramos como altamente alentador que fiscales estén utilizando un alto 
grado de discrecionalidad a la hora de solicitar se imponga la medida –si bien 
también vemos que, si la solicita, será altamente probable que el juez la 
otorgue - así como que la decisión se tome en una audiencia pública y 
contradictoria, donde el imputado tiene siempre un abogado a su lado. Es 
igualmente positivo que se esté cumpliendo con los plazos máximos 
establecidos, en especial el referente a la obligación de presentar al imputado 
frente a un juez prontamente. Saludamos, asimismo, el hecho de que el marco 
legal peruano respete completamente el principio de discrecionalidad del juez, 
y no imponga prisión preventiva de forma obligatoria a cierta calidad de delitos. 
Por el otro, vemos con preocupación cómo en estas audiencias difícilmente 
se cuestionará la legalidad de la captura o detención policial, así como la 
necesidad de imponer el plazo máximo de 9 meses de prisión como regla 
general. Dado el precario trabajo de la defensa, resulta altamente 
recomendable que el juez de investigación esté obligado a revisar la necesidad 
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y pertinencia de una prisión preventiva impuesta con cierto grado de 
periodicidad. Muy especialmente, consideramos un desafío urgente 
contrarrestar la dependencia de fiscales y jueces en un concepto 
excesivamente formal de lo que significa arraigo domiciliario y laboral – 
concepto que, como vimos, cubre y deja especialmente vulnerables a los 
sectores más desfavorecidos. 
 
7. LA JURISPRUDENCIA EN LA PRISIÓN PREVENTIVA 
7.1. La libertad  y  su  restriccion  excepcional. 
El ser humano tiene ciertos derechos fundamentales, esenciales, que 
son inherentes a la naturaleza humana. Tales derechos constituyen por ello 
mismo, igualmente: BIENES y valores jurídicos, que son protegidos por el 
ordenamiento jurídico penal, por ser los más necesarios e importantes para la 
existencia humana.61 
- Uno de dichos bienes y valores es  la LIBERTAD; derecho fundamental del 
ser humano; solo superado por la VIDA como bien máximo; sin olvidar que la 
libertad se encuentra hondamente ligada y se corresponde con todo lo que 
significa una existencia plena y digna. 
- Pero, ese derecho, valor y bien jurídico máximo, que es la LIBERTAD, no es 
absoluto ni omnipotente, puesto que puede ser restringido válida y 
proporcionalmente, en forma excepcional, cuando colisiona o es incompatible 
radicalmente, con otros derechos e intereses públicos fundamentales; en los 
casos que así lo determine o lo mande la ley, expresamente. 
- En tal sentido, el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL en repetidas sentencias, 
como las dictadas en el EXP. N.° 05975-2008-PHC/TC de fecha 12 de mayo 
del 2010 o en el EXP. 0265-2011-PHC/TC de fecha 11 de abril del 2011,  ha 
recordado ello, señalando que el derecho a la libertad puede ser restringido en 
determinados casos excepcionales: 
                                                            




EXP. N° 05975-2008-PHC/TC  Sentencia de fecha 12 de mayo del 2010. 
(Fundamento) 7.-  Al respecto, este Tribunal Constitucional debe reiterar 
que ningún derecho fundamental tiene carácter absoluto, sino que por el 
contrario, se encuentran limitados, no sólo por su propio contenido, sino por su 
relación con otros bienes constitucionales (Cfr. Exp. N.º 1091-2002-HC/TC). Es 
así que en ciertas situaciones de conflicto y, de acuerdo a las circunstancias 
del caso concreto, un derecho fundamental puede ceder ante otro bien de 
relevancia constitucional. En tales casos, el conflicto deberá resolverse a través 
de una ponderación. 
EXP Nº  0265-2011-PHC/TC  Sentencia de fecha 11 de abril del 2011, 
(Fundamento) 2.- El Tribunal Constitucional en reiterada jurisprudencia 
ha precisado que el derecho a la libertad personal no es un derecho absoluto. 
Ello quiere decir que es susceptible de ser limitado en su ejercicio. No obstante, 
es claro que las eventuales restricciones que se puedan imponer no están 
libradas a la entera discrecionalidad de la autoridad que pretende limitar su 
ejercicio. En ese sentido, la legitimidad de tales restricciones radica en que 
ellas deben ser dispuestas con criterios objetivos de razonabilidad y 
proporcionalidad, a través de una resolución judicial motivada. 
. 
7.2. La prision preventiva: medida coercitiva cautelar personal. 
La PRISION PREVENTIVA es una medida coercitiva cautelar personal, 
prevista  por nuestro nuevo Código Procesal Penal, que eventualmente se 
puede imponer a una persona sujeta a una Investigación Preparatoria, en los 
casos en que así lo requiera el proceso, para los fines de asegurar el desarrollo 
de la investigación, la vinculación del imputado a la misma y al Juzgamiento, 
que de ser el caso constituirá la culminación del proceso. En tal sentido, es: 
Una medida coercitiva, es decir  que restriñe, limita, coerciona la libertad. Una 
medida cautelar: cuyos fines son previsionales, garantistas del proceso penal y 
de sus fines. Personal: que se dicta respecto a una persona específica, 
determinada, es decir debidamente individualizada. Sólo se podrá aplicar, 
siempre y cuando se cumplan concurrentemente los requisitos establecidos por 
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la ley, por la norma procesal penal para su imposición. La PRISION 
PREVENTIVA no es pues en modo alguno una condena adelantada, sino una 
medida cautelar procesal, excepcional y provisional. Es en esencia la medida 
coercitiva personal más intensa que puede sufrir una persona. Castañeda Otsu 
siguiendo a tratadistas como Sanguine, señala: que es una medida de coacción 
que representa la injerencia más grave  que puede ejercer el poder estatal en 
la libertad individual.62 
“En efecto, la imposición, por ejemplo,  de la prisión  preventiva,  no 
implica  adelantar un juicio  en torno al fondo del asunto, esto es considerar 
culpable al imputado, sino que la medida coercitiva es la respuesta que da el 
sistema de justicia  penal ante los riesgos o peligros procesales que la 
conducta del imputado puede generar.”  (BENAVENTE  CHORRES, Hesbert: 
LA PRESUNCION DE INOCENCIA, en: EL DEBIDO PROCESO- Estudios 
sobre derechos y garantías procesales;. GACETA CONSTITUCIONAL,  Edit. 
GACETA JURIDICA, Lima, diciembre del 2010, pp. 137.) 
No olvidemos, el marco general, establecido en nuestro nuevo proceso 
penal, con relación a las medidas cautelares que restringen derechos 
fundamentales, por el Artículo  253 numeral 3 del CPP; que a la letra dice: 
“La restricción de un derecho fundamental  sólo tendrá lugar  cuando 
fuere indispensable, en la medida y por el tiempo estrictamente necesario, para 
prevenir, según los casos, los riesgos de fuga, de ocultamiento  de bienes o de 
insolvencia  sobrevenida, así como para impedir la obstaculización  de la 
averiguación de la verdad y evitar el peligro de reiteración delictiva.” 
. 
7.3. Principios que demarcan la aplicación de la prision preventiva. 
El Tribunal Constitucional, en diferentes sentencias,  siguiendo la 
doctrina vigente internacionalmente en nuestros tiempos,  como la dictada por 
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, ha señalado, que una medida 
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como esta, se encuentra sujeta a diversos principios de observancia estricta, 
como son entre otros,  los siguientes: 
Principio de legalidad:  La privación de la libertad solo se puede dar en los 
casos expresa y taxativamente previstos por la Ley y siempre y cuando se 
cumplan los presupuestos, los requisitos y/o las condiciones expresamente 
establecidos por la misma. Y con las garantías que la ley concede a toda 
persona detenida.63 
Principio de jurisdiccionalidad:  La privación de la libertad necesariamente 
debe ser dispuesta por un Juez competente. Solo la autoridad judicial, en un 
debido proceso y por resolución suficientemente motivada, puede disponer una 
medida así.   Ver:  SENTENCIA  EXP. Nª 2050-2002-HC/TC. Esta sentencia 
también distingue la privación de la libertad, de la restricción de la libertad, 
señalando  que el arresto es una restricción de la libertad pero no una privación 
de la libertad. 
Principio de excepcionalidad:  Se aplica solo en casos  excepcionales, 
extremos, en que se hace necesaria para poder llevar a cabo y asegurar los 
fines del proceso de investigación. Este principio va ligado al PRINCIPIO DE 
NECESIDAD que señala que solo se podrá aplicar cuando no baste aplicar otra 
medida menos gravosa, para conseguir los mismos fines,  como podría ser una 
comparecencia restringida. 
Principio  de proporcionalidad:  Se aplica en forma proporcional a la 
concurrencia de los requisitos que la ley prevé, solo en los casos que la ley 
prescribe y en forma proporcional a la presunta responsabilidad del autor del 
hecho, así como al desvalor del suceso y teniendo en cuenta los fines de la 
medida que no son otros que  garantizar la investigación, pero más aùn el 
proceso en su integridad. La prisión preventiva debe encontrarse 
proporcionalmente justificada en relación al fin que se pretende obtener. 
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ORE GUARDIA, grafica intensamente el Principio de Proporcionalidad, 
en la forma siguiente: 
“Consideramos que resulta desproporcionado que ante delitos de menor 
gravedad o poca dañosidad  social se restrinja la libertad ambulatoria de los 
procesados, por cuanto ello implica desconocer los efectos criminógenos  de 
las privaciones de la libertad de corta duración, la desnaturalización de una 
medida  excepcional de naturaleza procesal, asì como la  entronización  de la 
detención como verdadero anticipo de la pena.” (Oré Guardia, ARSENIO: LAS 
MEDIDAS CAUTELARES PERSONALES en el PROCESO PENAL PERUANO; 
Edit. Reforma, Lima, Primera Edición, 2011, pp. 34) 
Al respecto, asumimos que lo expuesto en el párrafo precedente, 
resultaría absolutamente válido para el caso de imputados noveles, primerizos, 
sin ningún tipo de antecedentes; pero no resulta igual, en el caso de imputados 
que sean habituales o reincidentes en tales delitos relativamente menores, es 
decir que tuvieran diversos antecedentes penales por iguales delitos, 
considerados menos dañosos, como podría ser: sucesivos hurtos o comisión 
de lesiones leves en el tiempo; pues en tales casos operarían los incrementos 
de penalidad previstos por nuestra ley procesal penal. En este último supuesto: 
¿cuál sería el criterio a tomar, razonablemente? Indudablemente, que sería el 
de considerar, si se diera la existencia copulativa  de los presupuestos 
previstos por el Artículo 268 del CPP, la imposición de la medida de coerción 
procesal de prisión preventiva que corresponde. 
Del mismo modo ocurriría, en el supuesto, en que a un imputado se le 
incriminen varios delitos, todos de relativamente menor gravedad o dañosidad, 
con suficientes elementos de convicción que lo vinculen con la presunta autoría 
de todos ellos; cuyos grados de penalidad sumados o incrementados, en un 
eventual concurso real o ideal de delitos, superasen largamente los cuatro años 
de privación. 
Principio de provisionalidad:  Es una medida provisional, no significa una 
prisión definitiva ni un adelanto de la condena.  Por ley es una medida 
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provisional,  temporal, que solo se dicta para asegurar los actos de 
investigación y el proceso penal.64 
El TC ha reiterado  que la PRISION PREVENTIVA para que sea 
reconocida como constitucional debe cumplir tales principios, precisando que 
las causas que justifican esta medida son: a) La presunción (sólida) de que el 
imputado habría cometido un delito,  b) El peligro de fuga y  la posibilidad de 
perturbación de la actividad probatoria. (EXP. Nº 1091-2002-HC/TC, criterio 
reiterado en el EXP. Nº2915-2004-HC-/TC) 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos en diversas sentencias, 
como el Caso Bayarri contra Argentina, párrafo 69, o el Caso Acosta Calderón 
contra Ecuador, párrafo 74, igualmente ha señalado que la PRISION 
PREVENTIVA es la medida más severa que se puede aplicar a una persona a 
la cual se le imputa un delito,  por lo cual su aplicación debe tener carácter 
excepcional, limitado por el Principio de Legalidad, la presunción de inocencia, 
la necesidad y proporcionalidad, de acuerdo con lo que es estrictamente 
necesario en una sociedad democrática, agregando  que: “es una medida 
cautelar, no punitiva”. 
. 
7.4. La prision preventiva en el Código Procesal Penal actual 
El ARTICULO 268 del nuevo CPP ha establecido los presupuestos materiales 
para poder solicitar la medida coercitiva personal de PRISION PREVENTIVA, 
la cual solo la puede dictar el JUEZ a pedido del Ministerio Público; cuando se 
den en forma conjunta las siguientes condiciones o requisitos:65 
1)      Que existan fundados y graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado  como autor o 
partícipe del mismo. (Lo que la doctrina denomina FUMUS BONUS JURIS) 
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2)      Que la sanción o pena probable de privación de la libertad a imponerse, 
eventualmente, al imputado,  sea superior a los cuatro años de pena privativa 
de la libertad. Ello implica, un análisis preliminar de la pena concreta que habría 
de imponerse al procesado si fuere el caso, no solo a partir de la pena básica o 
conminada por la ley penal, sino  la que podría aplicársele realmente, teniendo 
en cuenta los eventuales atenuantes y/o agravantes que hubieren, así como los 
elementos personales señalados por los artículos 45 y 46 del Código Penal. 
3)    Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del 
caso particular permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción 
de la justicia (peligro de fuga)  o de  obstaculizar la averiguación de la verdad 
(peligro de obstaculización). Lo que se conoce también como la existencia de 
PELIGRO PROCESAL o PERICULUM IN MORA. 
7.4.1. Peligro de fuga: 
El peligro de fuga, implica la existencia de elementos concretos que 
llevan a presumir el riesgo muy probable de que el imputado pretenderá 
sustraerse al proceso penal,  a la acción de la justicia y a su responsabilidad.66 
Para poder tener indicadores objetivos de ello: el Artículo 269 del CPP, señala 
tener en cuenta aspectos muy puntuales, como son: nuevamente  la gravedad 
de la pena establecida por ley, pero esta vez en relación a que una pena mayor 
significa un más alto riesgo de fuga o sustracción del imputado al proceso, la 
existencia o no de arraigo de parte del imputado, (entendida como 
asentamiento familiar, laboral, existencial), el comportamiento del imputado 
durante el procedimiento o en otro proceso anterior, la gravedad del hecho 
cometido (elemento nuevo, introducido por modificatoria reciente del CPP que 
viene a reemplazar en forma mucho más clara y objetiva al anteriormente 
denominado:  daño resarcible) 
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7.4.2. Peligro de obstaculizacion. 
El peligro de obstaculización, se entiende como la posibilidad real y 
objetiva de que el imputado interfiera, dificulte, entorpezca, ponga trabas, 
imposibilite o trate de imposibilitar el desarrollo de las diligencias o actos de 
investigación. De tal modo, que su permanencia en libertad constituya un 
peligro para la investigación, pues existen indicadores de riesgo razonable de 
ello. La conjunción de palabras RIESGO RAZONABLE nos remite no a 
cualquier tipo de supuesto, sino a una probabilidad sustentable en hechos, o 
antecedentes concretos, de conductas verificables que hubiera realizado el 
imputado en otros procesos o en la misma investigación en curso. Por ello, este 
tipo de riesgo es relativamente, más difícil de evidenciar o sustentar, según 
cada caso particular.67 
. 
7.4.3. Plazo maximo de la prision preventiva 
 Hasta  9 MESES – Artículo 272 del CPP. 
Procesos complejos: No más de 18 meses. 
7.4.3.1. ¿Desde cuando se computa la privacion de la libertad? 
Conforme al Tribunal Constitucional, el plazo se computa desde el 
primer momento en que el procesado es intervenido policialmente, a partir de la 
fecha en que fue privado materialmente de su libertad. Sobre ello: EXP. 
Nº00915-2009-PHC/TC sentencia del 24 de junio del 2009- Caso Córdova 
Aguirre y EXP. Nº 03631-2009-PHC/TC sentencia del 24 de noviembre del 
2009, Caso Guillermo Villar Egúsquiza. 
7.4.3.2 ¿El ministerio publico convalida una detencion policial? 
Es importante saber, para los casos en que se produce una detención 
policial, que: 
                                                            




“El hecho de que haya participado en la investigación policial un 
representante del Ministerio Pùblico  no convierte en legítima la detención 
producida, pues dicha autoridad no está facultada para convalidar actos de 
detención fuera de las hipótesis previstas por la norma fundamental”- EXP. 
Nº01107-99-HC/TC CA – Caso Silvestre Uscamayta  Estafonero- FF.JJ. Nª 4 y 
5 publicada el 26 de julio del 2000. 
Mas bien, el Fiscal, en su calidad de defensor de la legalidad, en los 
casos que así corresponda,  no puede seguir permitiendo una detención policial 
arbitraria, sino evitar que ésta se siga prolongando y proceder conforme a sus 
atribuciones respecto a la persona arbitrariamente detenida (es decir detenida 
al margen de los casos que ampara la ley) y asimismo respecto a los 
responsables de una eventual arbitrariedad. 
7.5. La solicitud de prision preventiva: una atribucion-obligacion del 
ministerio publico. 
Teniendo  el Ministerio Público la calidad de defensor de la legalidad, del 
debido proceso y de la sociedad; tiene la obligación de verificar en cada caso, 
como parte de sus funciones establecidas,  si se hace necesaria o no,  la 
medida de PRISION PREVENTIVA. Es obvio, que en los casos que no 
confluyan o no se perciban los tres prerrequisitos demarcados por la ley: esto 
es, que no existan suficientes elementos de convicción respecto a la presunta 
responsabilidad del imputado (fumus bonus comissi), que la pena probable no 
sea superior a 4 años y que no haya peligro procesal: peligro de fuga o de 
entorpecimiento a la investigación (periculum in mora); el Ministerio Público no 
podrá ni deberá solicitar la imposición de una medida cautelar tan gravosa y 
extrema.  Por el contrario, en los casos en que sí se aprecie  la existencia de 
las tres condiciones mencionadas: el Ministerio Público tiene no solo la 
facultad, sino el deber, la obligación, de solicitar la imposición de la prisión 
preventiva en cumplimiento de sus funciones, con la finalidad de garantizar el 
desarrollo del proceso y la sujeción de los imputados al mismo, así como 
asegurar la debida tutela jurisdiccional. Al solicitar esta medida, el MINISTERIO 
PUBLICO se atiene no solo a cumplir lo que manda la ley procesal, sino 
también a los criterios vertidos por el supremo intérprete de nuestra 
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Constitución y Legalidad, el TC, que entre otros, en la Sentencia Nº  1567-
2002-HC – Fundamentos Jurídicos 3 a 6, ha reiterado respecto a este género 
de medidas cautelares, que: su “objetivo es resguardar la eficiencia plena de  la 
labor jurisdiccional.” 
7.6. El tribunal constitucional sobre el  peligro procesal. 
El presupuesto más importante de la coerción personal es el peligro 
procesal. Así lo ha establecido el TC en la sentencia recaída en el EXP. Nº 
1091-2002- HC/TC Caso: Silva Checa F.J. Nº 15, sentencia publicada el 16 de 
agosto del 2002. 
7.7. La importancia de los antecedentes o de la historia personal del 
imputado. 
EL Tribunal Constitucional, en la sentencia  Nº 010-2002 AI/TC, citando 
el Informe  02-97 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos,  
consideró como criterio válido para ponderar la  existencia de peligro procesal: 
“la historia personal…. Del acusado.” Ello, podría parecer a muchos polémico, 
pero sin embargo resulta plenamente objetivo y lógico, para los fines de la 
previsión procesal a la que propende la Prisión Preventiva;  debido a que una 
persona que ha tenido un historial de antecedentes penales, por no decir de 
reincidencia o habitualidad en el delito, será  mucho más proclive a fugar de la 
justicia o a entorpecer el proceso, por ello mismo la presunción de peligro 
procesal que genera dicha persona,  no solo es razonable sino objetiva. Lo cual 
debe ser apreciado también, en acatamiento y concordancia con los elementos 
de juicio previstos expresamente por los artículos 45 y 46 del Código Penal. 
7.8. Tramite procesal de la prision preventiva. 
1)    Si el Ministerio Público considera, conforme a sus atribuciones, que en un 
determinado caso se cumplen los presupuestos señalados por el Artículo 268 
del CPP para tener que solicitar la medida de PRISION PREVENTIVA, así lo 
requerirá al señor Juez de Investigación Preparatoria o Juez de Garantías, 
mediante un escrito debidamente fundamentado, denominado 
REQUERIMIENTO de PRISION PREVENTIVA (Artículo 268 del CPP).  Ello, en 
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la práctica, en los casos de detención policial por presunto delito flagrante, 
 debe cumplirse antes de las 24 horas de la detención policial de un imputado. 
2)      El Requerimiento del Ministerio Pùblico, si bien es solo una acción 
postulatoria, sin embargo, debe justificarse en sí mismo; exponiendo los 
fundamentos de hecho y derecho que sustentan su pedido; para ello, debe 
cumplir con detallar en forma razonada y fundamentada, la forma en que 
concurren o confluyen los requisitos establecidos por la norma procesal y que 
obligan a solicitar la medida cautelar personal.68 
3)      El Juez de la Investigación  Preparatoria, recibido el requerimiento de 
Prisión Preventiva, llamará a una AUDIENCIA para determinar la procedencia 
de la prisión preventiva solicitada  (Artículo 270 del CPP). Esta audiencia debe 
realizarse dentro de las 48 horas siguientes a la presentación del requerimiento 
escrito del Fiscal. Es una audiencia de carácter obligatorio para el Juez, el 
Fiscal, el abogado defensor del imputado, bajo responsabilidad disciplinaria. El 
imputado podría no concurrir y es representado de todos modos por su 
defensor. La Audiencia de Prisión Preventiva, como todas las del modelo 
procesal, se rige y se lleva a cabo con sujeción a los Principios de Oralidad, 
Contradicción, Publicidad, Inmediación, Igualdad de Armas entre las partes, 
Derecho a la Prueba y Debido Proceso en general. 
4)      El auto que resuelva el pedido de PRISION PREVENTIVA, debe ser 
 especialmente motivado, (Artículo  271 del CPP). Esto significa que la 
resolución del Juez debe estar a la altura de un tema tan trascendental, que 
atañe: no solo a la eventual limitación o restricción de un derecho fundamental 
como es la libertad personal del imputado, sino que alude a la  misma 
seguridad y al desarrollo del proceso; pero que igualmente concierne a la 
necesidad de garantizar la legítima potestad jurisdiccional y punitiva del 
Estado,  y la debida tutela jurisdiccional y el derecho de la víctima a obtener un 
justo amparo y resarcimiento. 
                                                            




5)      En caso de que el Juez no considerara fundado el pedido de Prisiòn 
Preventiva deberá optar por la medida de Comparecencia Restrictiva o 
Comparecencia Simple, según corresponda; motivando esta decisión 
debidamente, se entiende. 
6)      DURACION: Conforme al Artículo 272 del Código Procesal Penal, la 
PRISION PREVENTIVA que se establezca,  no durará más de 9 meses.  Ello 
ha llevado, a que se entienda que la ley establece un máximo pero no un 
mínimo de tiempo en meses, lo que ha generado no pocas controversias. 
Prevaleciendo en todo caso, el argumento del llamado PLAZO RAZONABLE, 
es decir que la prisión preventiva se debe extender solamente por el término 
necesario para poder realizar los actos de investigación y el juzgamiento del 
procesado, sin excederlo y con la debida actuación y cuidado de los órganos 
procesales en no propiciar o generar un alargamiento indebido del proceso que 
afecte el imputado privado de su libertad. Debiendo anotarse, que asegurar el 
proceso no solo puede significar asegurar la investigación, sino también la 
debida culminación del proceso, esto es: el desarrollo exitoso del juicio oral 
respectivo.// En los casos denominados COMPLEJOS, con pluralidad de 
delitos, diversidad de actos de investigación, múltiples agraviados, o procesos 
que importen la revisión de la gestión de entidades del Estado, etc, la ley 
señala un plazo de hasta 18 meses. 
7)      APELACION: El auto que resuelve el Requerimiento de Prisión 
Preventiva, es apelable, dentro del término de 3 días de emitido en audiencia. 
(ARTS. 278 y  413 numeral 2, 414 numeral 1 literal C y 416 numeral 1 literal E 
del CPP).69 
8)      TRAMITE DE LA APELACION EN LA SALA: La Sala debe pronunciarse 
sobre la apelación formulada, previa vista de la causa, dentro del término de 72 
horas de elevado el expediente respectivo. A la audiencia asisten: el Fiscal 
Superior y el Defensor del imputado. La decisión debidamente motivada se 
expide el mismo día de la audiencia o en el plazo de 48 horas, bajo 
responsabilidad. Si la Sala Superior  declara la nulidad del auto de prisión 
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preventiva, ordenará que  el mismo Juez u otro, dicte la resolución que 
corresponda, conforme a lo previsto por el Artículo 271, es decir previa NUEVA 
AUDIENCIA.70 
7.9. ¿Es requisito para solicitar la prision preventiva:que el imputado se 
encuentre detenido? 
No lo es, en modo alguno. Sobre ello, ya se pronunció la  SENTENCIA 
CASATORIA Nº 01-2007- HUAURA, la  cual en su Fundamento Cuarto nos 
recordó que: Los presupuestos materiales para la imposición de esta medida 
de coerción se encuentran expresamente establecidos por los artículos 268 a 
271 del Código Procesal Penal y “no constituye presupuesto material de dicha 
medida personal, como claramente fluye del artículo 268 del Nuevo Código 
Procesal Penal, que el imputado se encuentre sujeto a la medida 
provisionalísima de detención, en cualquiera de sus modalidades.” La ley solo 
exige que se haya dictado la Disposición de Formalización de la Investigación 
Preparatoria  y la concurrencia de los presupuestos establecidos por el Artículo 
268 del Nuevo Código Procesal Penal. 
7.10 ¿Es imprescindible la presencia del imputado en la audiencia de 
prision preventiva? 
No lo es, tampoco. Conforme lo resaltó la ya referida SENTENCIA 
CASATORIA Nº 01-2007-HUAURA, en su Fundamento Séptimo: La Audiencia 
de Prisión Preventiva se encuentra regulada por el Artículo 271 del Nuevo 
Código Procesal Penal, el cual señala las siguientes exigencias para la 
audiencia de Prisión Preventiva: a) Requerimiento o solicitud del Ministerio 
Público, b) Realización de la Audiencia dentro del plazo de las 48 horas 
siguientes a su requerimiento y c)Concurrencia a la Audiencia del Fiscal 
requirente, del imputado y de su defensor, si éste último no asiste o el imputado 
no lo tiene, se le reemplaza en el acto o interviene el defensor de oficio. 
Siendo, que el mismo Artículo 271 establece la siguiente salvedad: “Si el 
imputado se niega por cualquier motivo a estar presente en la audiencia, será 
representado por su abogado o el defensor de oficio, según sea el caso.”  Por 
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lo cual dicha sentencia casatoria puntualiza: “No es pues, absoluta la 
necesidad de la presencia del imputado en la audiencia de prisión preventiva; 
es sí necesaria, su debida citación en su domicilio real o procesal, -si lo hubiera 
señalado-, o su conducción al Juzgado cuando esté efectivamente 
detenido…Si el imputado se niega a asistir, sea porque huyó, porque no es 
habido -lo que denota imposibilidad material del Juez para emplazarlo -o 
porque sencillamente no quiere hacerlo- en ejercicio de su derecho material de 
defensa, a su propia estrategia procesal o por simple ánimo de sustracción o 
entorpecimiento procesal-, la audiencia se lleva a cabo con la representación 
técnica del abogado defensor de confianza o de oficio.” 
En suma, también es posible,  solicitar o requerir, la medida de Prisión 
Preventiva, respecto a un imputado que no se encuentra detenido, siempre y 
cuando concurran los presupuestos establecidos por el ARTICULO 268 del 
Código Procesal Penal. Siendo que a dicha audiencia puede o no concurrir el 
imputado, según convenga a sus intereses; debiendo en todo caso, ser 
representado por su abogado particular o público. 
8. LA PRISIÓN PREVENTIVA EN AMERICA LATINA – UNA NUEVA 
MIRADA 
En las tres últimas décadas en América Latina ha existido una amplia 
discusión acerca de la cuestión de la prisión preventiva. Simplificando las 
cosas, se podría plantear que el inicio de esa discusión tuvo lugar con la 
publicación de los estudios de ILANUD que plantearon con mucha claridad el 
problema de los presos sin condena1. El dato más llamativo consistía en la 
constatación de que en todos los países latinoamericanos la mayoría de 
quienes se encontraban privados de libertad lo hacían sin que existiera una 
condena que lo justificara71 
Un segundo momento clave del debate está constituido por los nuevos 
códigos procesales penales que en la amplia mayoría de los países se han 
aprobado e implementado en la región, fundamentalmente durante las últimas 
                                                            




dos décadas. Todas estas legislaciones han supuesto reformar los antiguos 
regímenes de prisión preventiva basados en diversos casos de 
inexcarcelabilidad o de automatismo de la prisión preventiva, en reemplazo de 
los cuales se han introducido sistemas cautelares de acuerdo con los cuales la 
prisión preventiva sólo se puede decretar cuando existen peligros procesales. 
Estos nuevos códigos han supuesto la introducción de medidas de control 
alternativas a la prisión preventiva además de un cambio del contexto procesal 
en la que ésta se resuelve, destinado a favorecer una aplicación más restrictiva 
de la misma. 
La implementación de estas nuevas legislaciones ha sido bastante 
problemática y el impacto que han tenido sobre la realidad de la prisión 
preventiva en cada uno de los países ha sido muy heterogéneo según 
muestran los datos comparativos de que disponemos. 
En general, las reformas normativas han tenido efectos más importantes 
en la racionalización del uso de la prisión preventiva en la medida en que han 
ido acompañadas de procesos de implementación más vigorosos, en especial, 
vinculados a variables como la introducción de audiencias orales en las etapas 
preliminares y a una efectiva reducción de los tiempos de los procesos. Me 
parece que una tercera etapa fundamental en el debate sobre la prisión 
preventiva en América Latina está constituida por el proceso de contrarreforma 
normativa. Esto es, en muchos de los países que introdujeron nuevos códigos 
con regulaciones más liberales, con indiferencia de que hayan tenido o no real 
impacto en la reducción del uso de la prisión preventiva, se han producido 
reformas legales destinadas a ampliar las posibilidades del uso de la prisión 
preventiva4. Este último desarrollo ha estado vinculado a la fuerte presión que 
se ha generado en contra del sistema de justicia penal desde la percepción 
pública en cuanto a una generalizada sensación de inseguridad ciudadana y un 
“excesivo garantismo” del sistema judicial que devendría en impunidad y a la 
exigencia de más “mano dura”.72 
                                                            




La evolución de la prisión preventiva en América Latina aparece contada 
con mucho mayor detalle en el artículo que encabeza la publicación Prisión 
Preventiva y Reforma Procesal Penal en América Latina: evaluación y 
perspectivas6, denominado “La Reforma Procesal Penal en América Latina y 
su impacto en el uso de la prisión preventiva”. Lo que en este artículo 
pretendemos es ir un paso más allá, planteando cuál debiera ser a partir del 
escenario actual una nueva agenda para la discusión acerca de la prisión 
preventiva.73 
8.1. Importancia del tema y agotamiento del discurso tradicional 
El uso de la prisión preventiva en el proceso penal es probablemente el 
elemento que de manera más clara da cuenta de su buen o mal 
funcionamiento. Prácticamente todas las distorsiones que el sistema de justicia 
penal suele generar, se expresan en el funcionamiento de este particular 
aspecto. Esto ya fue identificado con mucha claridad desde los primeros 
estudios que criticaron la práctica tradicional en esta materia. No obstante, 
durante mucho tiempo la propuesta de solución a todos estos problemas 
estuvo centrada en la cuestión normativa y se tradujo en las reformas de las 
que ya hemos hablado así como en numerosas críticas a la legislación 
tradicional, en invocaciones de estándares establecidos en instrumentos 
internacionales y a un trabajo dogmático importante orientado a construir un 
nuevo modelo basado en los principios básicos del debido proceso tales como 
la presunción de inocencia y el derecho a ser juzgado en un plazo razonable. 
La experiencia del proceso de reforma y la posterior contrarreforma 
muestra en nuestra opinión los límites de la forma tradicional de plantear el 
tema de la prisión preventiva desde la perspectiva de aquellos que aspiran a 
limitar al máximo su uso en el proceso penal. No pretendemos decir que no 
siga valiendo la pena justificar y defender la vigencia de las legislaciones más 
liberales o al menos los aspectos liberales de aquellas donde han existido 
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retrocesos importantes. Lo que pretendemos resaltar más bien son los límites 
de ese planteamiento.74 
El desarrollo del planteamiento crítico de la prisión preventiva y la 
difusión de una propuesta liberal basada en la presunción de inocencia, en la 
excepcionalidad de la prisión preventiva y en su autorización por motivos 
estrictamente cautelares ha tenido gran éxito en la región latinoamericana. 
La mayoría de las legislaciones han acogido dichos postulados y 
probablemente la gran mayoría de los operadores de nuestros sistemas de 
justicia penal los han incorporado en su bagaje profesional y valórico. El 
problema es que los cuestionamientos a su vigencia no se dan en el terreno del 
debate legal, sino desde fuera del mismo y desde lugares donde la 
argumentación de principios pareciera no tener mayor efecto o tener uno bien 
limitado. 
Los retrocesos que de hecho se han producido no provienen de un 
debilitamiento de esas concepciones en la comunidad legal, no de la 
reivindicación de los paradigmas tradicionales. Por el contrario, los retrocesos 
legislativos se han producido en un período de tiempo en que me parece que 
se podría afirmar que las concepciones legales liberales más bien se han 
difundido y afirmado en la región. 
Si miramos la literatura legal, por ejemplo, sólo muy excepcionalmente 
se encuentran hoy defensas de sistemas de inexcarcelabilidad y en la mayoría 
de los países aparecen diversas expresiones de la teoría cautelar o incluso 
visiones abolicionistas de la prisión preventiva. Pienso que un resultado 
parecido se encontraría si revisáramos los programas de las diversas 
facultades de Derecho. Podríamos también pasar revista a la jurisprudencia 
tanto interna de los países de la región como internacional y me parece que 
estos últimos años han sido prolíficos en cuanto a la recepción de los principios 
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cautelares por parte de los jueces latinoamericanos, a lo menos en cuanto a su 
discurso formal.75 
La explicación de esta aparente paradoja está en que el impulso de los 
cambios orientados a aumentar el uso de la prisión preventiva provienen desde 
fuera de la cultura legal y se imponen a ésta por medio de decisiones 
legislativas que obedecen a una mirada que podríamos llamar intuitiva acerca 
del funcionamiento de la justicia penal. Esta mirada es formulada desde los 
actores políticos y desde algunos medios de comunicación y recibe un gran 
respaldo popular debido a que resulta consistente con algunas intuiciones muy 
elementales compartidas por la mayoría de los ciudadanos. 
Los actores del sistema legal por su parte, a pesar de poder compartir 
una noción legal que concibe a la prisión preventiva de manera restrictiva, se 
ven muy presionados por los cambios legislativos pero sobre todo por el control 
social que se ejerce sobre ellos desde los medios políticos y los medios de 
comunicación y en su mayoría terminan comportándose mayoritariamente de 
acuerdo con esas presiones, a pesar de sus convicciones jurídicas.76 
En consecuencia, sin perjuicio de la importancia de seguir consolidando 
una doctrina legal consistente con la presunción de inocencia y las demás 
garantías básicas, ese camino no conduce a resolver el problema central que 
ha sido la causa principal de los retrocesos ocurridos en la regulación legal y en 
la práctica de la prisión preventiva. 
En mi opinión se requiere complementar los avances de la doctrina legal 
con una serie de otros desarrollos, al conjunto de los cuales podemos 
denominar como una nueva agenda para el avance hacia un sistema de uso de 
la prisión preventiva que sea consistente con los valores del debido proceso.  
La agenda a la que nos referimos debe, en mi opinión integrar diversos 
aspectos de los que pasamos a ocuparnos a continuación. 
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8.2. Los déficits del proceso de implementación 
El primer componente de la nueva agenda que proponemos está 
constituido por el hacerse cargo en muchas jurisdicciones nacionales de 
enormes déficits del proceso de implementación de los Códigos Acusatorios. 
Uno de los ámbitos que más severamente limita la vigencia de los 
principios que las reformas proclamaron en materia de restricciones al uso de 
la prisión preventiva es en el de las prácticas de los sistemas de justicia penal. 
Las enormes limitaciones y en algunos casos la completa falta de un proceso 
de implementación sistemático ha permitido que en muchos países, la 
legislación de la reforma haya convivido con prácticas operativas propias del 
viejo sistema que en la práctica hacen que, mas allá de lo declarado en las 
nuevas leyes, persista la forma en que de hecho se resuelve la prisión 
preventiva en cada caso. 
Las prácticas más problemáticas que pueden observarse en diversos 
países son por ejemplo las debilidades en el ejercicio de la defensa, la excesiva 
duración de los procesos y la persistencia del método escrito para la resolución 
de las cuestiones que se plantean en las etapas previas. 
En algunos países gran parte de estos aspectos básicos han tendido a 
superarse y es posible constatar que cada caso es defendido por un abogado 
en una audiencia pública y que la expectativa de que cada persona mantenida 
en prisión preventiva sea juzgada en un plazo razonable, se cumple de manera 
relativamente consistente. Pero aún en esos casos existe una tendencia fuerte 
hacia el automatismo de las decisiones, esto es, a resolver los casos con 
padrones rígidos vinculados por ejemplo a la gravedad del delito sin que exista 
una discusión realmente individualizada acerca de las necesidades específicas 
de cada caso. Este último problema se vincula a su vez con la carencia de 
información acerca de las circunstancias que pueden permitir evaluar con cierta 
profundidad el riesgo que se pretende precaver y las posibles alternativas al 
encarcelamiento con el fin de conjurarlo.77 
                                                            




En consecuencia, dependiendo de cuál sea la situación específica de 
cada país, es necesario identificar con claridad las prácticas que están 
dificultando la aplicación concreta de la regulación contenida en la legislación 
introducida en el proceso de reforma. 
En algunos países es central el fortalecimiento de la defensa en sus 
diversas formas, en otros la cuestión más crítica es la falta de oralidad en el 
momento de la decisión sobre la prisión preventiva, en tanto que en aquellos 
que ya la tienen será necesario buscar que el debate sea más intenso y 
específico. Probablemente, en todos los casos será necesario buscar el control 
de la duración del proceso, dado que este factor es siempre relevante puesto 
que hace que la prisión preventiva se alargue, pero además la tardanza en la 
decisión definitiva del caso hace que la percepción de respuesta al probable 
delito se concentre con más fuerza en esta medida de control.  
8.3. Las medidas alternativas a la prisión preventiva 
Parte del programa que los nuevos sistemas procesales penales 
proclamaron estuvo constituido por un conjunto bastante amplio de medidas de 
control alternativas a la prisión preventiva. En todos los países, estas medidas 
se han establecido en la ley y los jueces suelen utilizarlas con bastante 
frecuencia.78 
Pero a diferencia del mundo anglosajón, de donde estas medidas 
alternativas fueron tomadas, su introducción no estuvo acompañada de los 
mecanismos operativos destinados a determinar en cada caso su adecuación a 
las necesidades de cautela que se plantean ni a controlar su cumplimiento por 
parte de la persona que es objeto del control alternativo que se resuelve. 
En la práctica, en el contexto latinoamericano las medidas a la prisión 
preventiva son resueltas sobre la base de información bien limitada, la que en 
general no permite hacer una evaluación seria acerca de la capacidad real que 
cada una de las formas de control alternativo tiene para evitar los riesgos que 
                                                                                                                                                                              
 





le dan fundamento. Por otra parte, esta decisión, la de otorgar medidas 
alternativas, está bastante cruzada por objetivos distintos de los cautelares, 
como son, por ejemplo, consideraciones de justicia material o de 
proporcionalidad, que llevan justificadamente a los jueces a evitar el uso de la 
prisión pero que no necesariamente debieran vincularse a sistemas de control 
que tienen objetivos cautelares específicos. 
Por otro lado, el cumplimiento de las medidas de restricción que se 
imponen en cada caso no es controlado de manera sistemática, sino, en el 
mejor de los casos, de modo anecdótico, cuando las violaciones se hacen 
evidentes como producto de un reclamo de la víctima o de una detención 
policial posterior. 
Por último, los sistemas de justicia penal de nuestra región no tienen la 
capacidad de hacer un aprendizaje acerca de cuáles medidas son capaces de 
evitar qué tipos de riesgos, ni de identificar las características específicas de 
los casos que las hacen más o menos efectivas. 
Por todas estas razones es posible afirmar que el único método seguro y 
probado con que el sistema cuenta con el fin de garantizar que el imputado no 
huya del juicio, que atente contra las víctimas o testigos o realice otras 
conductas que se considera necesario evitar, consiste en mantenerlo en prisión 
durante la duración del juicio. Esta carencia del sistema refuerza la percepción 
pública de impunidad frente a los casos en que una persona es puesta en 
libertad a la espera del juicio, la que a su vez constituye el basamento político 
de todos los intentos legislativos por volver a sistemas de inexcarcelabilidad u 
otras formas de reforzamiento del uso de la prisión preventiva. 
Por lo tanto, parece indispensable abordar sistemáticamente estos 
desafíos, es decir, buscar respuestas institucionales que se hagan cargo de 
cada una de las tareas descritas y que tengan la capacidad de desarrollar un 
proceso de aprendizaje acerca de los métodos más convenientes para 
realizarlas. 
Afortunadamente, los países anglosajones ofrecen una variada cantidad 
de modelos alternativos y de experiencias debidamente evaluadas para la 
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realización de estas tareas, las que es necesario conocer para luego formular 
opciones apropiadas a nuestra realidad.79 
Una de las ventajas que tiene el abordaje sistemático de sistemas de 
control de las medidas alternativas a la prisión preventiva consiste en que es 
posible examinar de manera comparativa y específica a la prisión preventiva en 
relación con los mecanismos alternativos, que pueden ser muy variados y 
diversos en su contenido e intensidad. Esa comparación permite, de acuerdo 
con lo observado en la experiencia comparada, justificar por una parte la 
eficiencia de los métodos alternativos, su menor costo para el Estado, pero 
también la conveniencia de su uso en algunas situaciones para las que en 
nuestro medio la prisión preventiva parece como prácticamente ineludible como 
son delitos de cierta gravedad o en los que el imputado presenta antecedentes 
criminales anteriores. 
8.4. La protección de la legitimidad del sistema en las decisiones 
judiciales 
En varios de los países que han experimentado procesos de 
contrarreforma o al menos una fuerte presión pública a favor de un aumento del 
uso de la prisión preventiva, es posible reconocer que además de factores 
como el desconocimiento del funcionamiento del sistema de justicia penal o la 
existencia de una información de prensa orientada al escándalo, han existido 
resoluciones judiciales, a veces anecdóticas, que han producido un enorme 
impacto negativo e incluso algunas de ellas han estado directamente 
vinculadas a la promoción de reformas restrictivas destinadas a limitar las 
facultades de los jueces para no otorgar prisiones preventivas.80 
El problema que se plantea es complejo puesto que la función judicial es 
por definición contra mayoritaria y la independencia del juez está justificada 
precisamente por su capacidad para resistir la presión de grupos o aun de la 
mayoría de la población y ser capaz de resolver los casos en su propio mérito, 
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protegiendo los valores permanentes del sistema legal. No obstante, parece 
necesario aprender de la experiencia en el sentido que la función contra 
mayoritaria tiene un límite en cuanto su ejercicio puede derivar en situaciones 
tan complejas como la supresión por vía de la ley de las mismas facultades que 
el juez está ejerciendo o la generación de una opinión pública tan negativa que 
de hecho inhiba a los jueces a resolver los demás casos de manera apropiada 
a sus características individuales.81 
Me parece que el camino aquí es el de incorporar este tema en la 
reflexión y en la capacitación judicial, sobre todo con miras a sensibilizar a los 
jueces acerca de la relevancia institucional de sus decisiones en materia de 
prisión preventiva, en especial aquellas de mayor visibilidad. En algunas 
jurisdicciones fuera de la región, este tema ha tenido expresiones normativas 
que en general se han traducido en el reconocimiento de causales especiales 
de prisión preventiva vinculadas a conceptos como la alarma pública o la 
protección de la legitimidad del sistema. Su introducción en nuestro medio no 
parece probable porque las propuestas legislativas están orientadas hacia 
fórmulas de inexcarcelabilidad bastante directas. No obstante, creo que el 
contenido de estas cláusulas sirve para promover la reflexión sobre el punto.  
 
8.5. El diálogo entre el sistema de justicia penal y la comunidad 
Por último, pienso que un tema central del próximo tiempo dice relación 
con las capacidades de los sistemas de justicia penal para desarrollar un 
sistema más complejo de vínculos con la comunidad y sobre todo con su 
capacidad para transmitirle la complejidad de su tarea y la importancia de los 
valores que está llamada a cautelar.82 
El primer paso para esa comunicación consiste en poder responder 
apropiadamente a las más básicas preguntas que los ciudadanos podrían 
hacer, esto es, poder afirmar que las personas que no son puestas en prisión 
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preventiva son sometidas a un régimen de control que razonablemente 
garantiza su comportamiento en libertad. 
Además, es necesario generar estrategias destinadas a que algunos 
agentes del sistema sean capaces de explicar al público su funcionamiento y 
los valores que éste debe preservar. Esto requiere de a creación de instancias 
especializadas en esa tarea que desarrollen una estrategia comunicacional 
persistente en el tiempo, pero que además se hagan cargo de explicar las 
decisiones en todos aquellos casos en que éstas aparezcan debatidas o 
cuestionadas en el debate público. 
Me parece que la cuestión central en cuanto a la comunicación está en 
explicar que a diferencia de lo que la intuición común pareciera indicar, la 
información sobre los casos judiciales que aparece en los medios de 
comunicación está constituida por versiones iniciales de valor muy limitado y 
que el proceso penal está destinado precisamente a verificar o falsear esas 
versiones por medio de métodos confiables. 
Por lo tanto, lo que se resuelve respecto del imputado en el tiempo 
intermedio no es una respuesta al delito sino sólo un método para lograr que el 
proceso avance y poder llegar a una decisión cierta.83 
Pero además de la comunicación institucional pienso que es 
indispensable que los organismos oficiales del sistema de justicia penal 
busquen desarrollar relaciones de colaboración y de lealtad en esta materia, 
tanto entre ellos como con actores externos al sistema. Entre los actores del 
sistema es indispensable evitar que unos busquen legitimarse a costa de los 
otros. Todos ellos deben compartir a lo menos una visión general acerca del 
funcionamiento y los valores que el sistema de justicia penal busca cautelar, 
así como de la legitimidad de los diversos roles que intervienen en su actividad. 
Por otra parte es necesario establecer relaciones de comunicación 
permanente con diversas entidades externas al sistema, que interactúan con el 
mismo y que contribuyen a generar opiniones y percepciones acerca de su 
funcionamiento. También es necesario tratar de compartir con ellas algunas 
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nociones básicas acerca del funcionamiento del sistema y una lealtad mínima 
para la protección de sus valores básicos. 
 
9.- LA PRISIÓN PREVENTIVA EN LA LEGISLACIÓN COMPARADA 
9.1. EN ESPAÑA. La prisión provisional se halla regulada en la legislación 
española por: 
1) La Constitución española en su artículo 17.4, que establece el mandato 
constitucional de que la Ley deberá establecer un plazo máximo. 
2) La Ley de Enjuiciamiento Criminal, artículos 502 y siguientes. Caben resaltar 
el artículo 503 que establece unos requisitos mínimos para poder decretarse y 
el 505 que establece la duración máxima:84 
Requisitos: 
Que conste la existencia de hechos delictivos con penas máximas igual o 
superiores a 2 años (o inferior si el imputado tiene antecedentes). 
Que aparezcan motivos bastantes para creerlo responsable criminalmente del 
delito. 
Que se persigan determinados fines: 
 Asegurar la presencia del imputado en el proceso cuando haya riesgo de 
fuga 
 Evitar la ocultación, alteración o destrucción de pruebas 
 Evitar que el imputado pueda actuar contra bienes jurídicos de la víctima 
 Evitar el riesgo de que pueda cometer otros hechos delictivos (siempre 
que se trate de la inculpación por un delito doloso) 
Duración máxima: 
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-Durará el tiempo imprescindible para alcanzar los fines (a, b, c) 
a) Asegurar la presencia del imputado en el proceso cuando haya riesgo de 
fuga 
b) Evitar la ocultación, alteración o destrucción de pruebas 
c) Evitar que pueda actuar contra bienes jurídicos de la víctima 
Si los fines son (a-evitar el riesgo de fuga) o (c-evitar los daños contra bienes): 
máximo 1 año (para delitos penados máximo 3 años) prorrogable hasta 6 
meses 
máximo 2 años (para delitos penados con más de 3 años) prorrogable hasta 2 
años 
Si ya ha sido condenado en un proceso pero recurre la sentencia, [en 
tanto en cuanto no recaiga una nueva sentencia firme, el preso será 
considerado igualmente en prisión provisional, y en este caso] su duración 
nunca podrá exceder la mitad de la pena a la que haya sido condenado, 
[debiendo en todo caso, antes de dicha fecha, celebrarse el nuevo juicio o ser 
puesto en libertad]. 
No debe confundirse la prisión provisional con la detención preventiva, 
que es la retención que puede efectuar la policía (o la Guardia Civil) en sus 
instalaciones (comisarías) antes de la puesta a disposición del detenido ante un 
juez. El detenido no se halla en este caso preso, sino tan sólo retenido y, «no 
podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las 
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en 
el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en 




9.2. En Francia. En Francia, la prisión provisional (détention provisoire en 
francés) es una medida de privación de libertad de carácter excepcional, para 
el ingreso en prisión de un acusado en espera de un juicio.85 
La prisión provisional, llamada preventiva hasta 1970 (détention 
préventive en francés), se rige por los artículos 143 y siguientes del Código de 
Procedimiento Penal y por los artículos 131 y 135 del Código de Justicia 
Militar de Francia. 
El legislador ha visto a menudo como un abuso la utilización que han 
hecho de la prisión provisional los tribunales penales: En 1997, 
aproximadamente el 41% de la población carcelaria en Francia estaba 
compuesta por presos provisionales, llegando hasta un 52% en 1984. Por ello, 
desde 1970 se han hecho sucesivas reformas legales, haciendo más 
restrictivos los casos de detención, con el fin de garantizar una aplicación más 
estricta de la ley, que haga que sea realmente una medida excepcional. Entre 
las reformas, destacan tres: 
- 10 de junio de 1983 
- 30 de diciembre de 1996 
- 15 de junio de 2000 Ley de la presunción de inocencia 
El informe anual de 2005 de la Comisión de seguimiento de la prisión 
preventiva denunció que la duración media de la prisión provisional aumentó de 
6,4 meses en 2002 a 7,1 meses en 2005. La insuficiencia de de motivos y las 
malas condiciones de las cárceles, también se criticaron en el infome. 
9.3. En Mexico. La prisión preventiva se halla regulada en la legislación 
mexicana por:86 
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1) La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículos 18 y 19, 
que establecen que: 
«Art.18.- Sólo por delito que merezca pena privativa de libertad habrá 
lugar a prisión preventiva. El sitio de ésta será distinto del que se destinare 
para la extinción de las penas y estarán completamente separados.(...) Para la 
reclusión preventiva (...) se destinarán centros especiales». 
«Art.19.- (...) El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión 
preventiva cuando otras medidas cautelares no sean suficientes para 
garantizar la comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de la 
investigación, la protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad, así 
como cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado 
previamente por la comisión de un delito doloso. El juez ordenará la prisión 
preventiva, oficiosamente, en los casos de delincuencia organizada, homicidio 
doloso, violación, secuestro, delitos cometidos con medios violentos como 
armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra de 
la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la 
salud.(...)» 
2) El Código Federal de Procedimientos Penales 
“LA PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA, VIOLENTA EL ESPÍRITU DE 
LA REFORMA PENAL Y EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA” 
(PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTICULO 19 CONSTITUCIONAL, EN EL 
SISTEMA ACUSATORIO UNA PROPUESTA DEL ANÁLISIS DE 
PRINCIPIOS.) En la reforma penal que se promulga el 18 de junio del 2008, 
donde da inicio el nuevo sistema de corte acusatorio adversarial y oral, 
específicamente, en los artículos 19 y 20 constitucional, que iniciara 
paulatinamente conforme cada entidad federativa vaya haciendo sus 
modificaciones internas y actualizando sus propios códigos procedimentales y 
el federal en su caso teniendo una vacatio legis de ocho años para su 
implementación. Esta reforma es propuesta al caos existente en el sistema 
penal y presiones internacionales, de que el sistema penal mexicano es 
obsoleto y emergido en retraso y corrupto, por lo se analiza el cambio, que da 
origen a esta evolución jurídica, que en su artículo 20 constitucional nos da los 
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principios rectores del nuevo proceso penal. Que en su primer párrafo nos dice: 
Artículo 20 constitucional.- “El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá 
por los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e 
inmediación.” Principios rectores que no deben ser violentados durante proceso 
penal, ya que nos brinda la igualdad entre las partes y un juzgador con libertad 
de decisión sin que medir ninguna presión o carga procesal en sus decisiones. 
Más dentro de la reforma el artículo 19 constitucional en su segundo párrafo 
nos dice: Artículo 19 Constitucional (…) “El ministerio público solo podrá 
solicitar al juez la prisión preventiva cuando otras medidas cautelares no sean 
suficientes para garantizar la comparecencia del imputado en el juicio, el 
desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, de los testigos o de la 
comunidad, así cuando el imputado este siendo procesado o haya sido 
sentenciado previamente por la comisión de un delito doloso. El juez ordenara 
la prisión preventiva, oficiosamente, en los casos de delincuencia organizada, 
homicidio doloso, violación, secuestro, trata de personas delitos cometidos con 
medios violentos como armas y explosivos, así como los delitos graves que 
determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la 
personalidad y de la salud.” … En el nuevo sistema de corte acusatorio 
adversarial y oral, en estos dos artículos se advierte el anacronismo 
constitucional, donde unos garantiza la equidad de las partes, y el segundo nos 
coarta la decisión, contraponiéndose a los derechos humanos que consagra de 
igual manera el artículo primero constitucional en sus tres primeros párrafos 
que dicen: Artículo Primero Constitucional.-“ En los estados unidos mexicanos 
todas las personas gozaran de los derechos humanos reconocidos en esta 
constitución y en los tratados internacionales de los que el estado mexicano 
sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no 
podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones 
que esta constitución establece. Las normas relativas a los derechos humanos 
se interpretaran de conformidad con esta constitución y con los tratados 
internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la 
protección más amplia. Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar 
los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. en consecuencia, el estado 
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deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos 
humanos, en los términos que establezca la ley.” Para resolver este conflicto de 
intereses, podría acudirse al contenido del artículo 1º de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales y la 
jurisprudencia que emitan tanto la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, ya que si ponderamos de manera 
lógica el espíritu de la reforma penal, es hacer un juicio justo imparcial sin 
menoscabar al inculpado, quedar plenamente establecido que no se es 
culpable hasta que un juez valora todos los medios que le son allegados de 
forma libre, sin violentar la presunción de inocente que es inalienable dentro del 
procedimiento, caso que no puede ser violentado este principio un juzgador al 
estar obligado oficiosamente, a determinar la prisión preventiva sin valorar los 
medios de prueba, aunado que se contraviene los principios de igualdad 
jurídica de las partes, ya que es de oponerse a la prisión preventiva en delitos 
graves que indique el legislador, mas es función del ministerio público 
atendiendo a la igualdad procesal pedir al juzgador que se imponga la prisión 
preventiva fundando esta petición en medios de prueba que así lo acredite 
como imputado de delitos graves, mas hoy observamos que el juez es parte 
dentro de estos delitos, ya que con el solo hecho de ser allegarse por la fiscalía 
de una carpeta de investigación donde el imputado tenga las características de 
delitos graves que indica el artículo 19 constitucional de oficio se le impone 
esta medida de seguridad, sin mediar defensa, violentando sus esfera jurídica, 
sin previa valoración o raciocinio natural de la carpeta investigadora. Por la 
simple mención de cualquier delito grave se hará acreedor el inculpado de esta 
prisión preventiva. Sin embargo, la interpretación conforme al principio de 
constitucionalidad favoreciendo la protección más amplia a los titulares de los 
derechos humanos, generara este anacronismo, una Litis constitucional para 
determinar el derecho humano que prevalece sobre el otro, pues por un lado se 
encuentra el derecho a la libertad, a las garantías judiciales y por el del estado 
que ordena a un juez una actuación en contra de los principios esenciales del 
proceso penal, por lo que es de pedir dentro de esta tesis doctoral que se 
modifique este artículo 19 constitucional, modificando la prisión preventiva 
oficiosa, y que se obligue al ministerio público pedirla de oficio, y dejar esta 
petición al árbitro neutral del juzgador que conozca la causa, con esta no se 
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contrapondría la misma constitución, si salvaguardarían los principios rectores 
del proceso penal, y derechos humanos. Pues, es de vital importancia que el 
juzgador en el sistema acusatorio sea lo más imparcial posible sin que se 
impongan cargas procesales que son función de una las partes que 
intervienen, aunado que la ley indica claramente cuales son delitos que por su 
gravedad no pueden gozar de beneficios, cosa que ya se encuentra 
establecido, y al ponerle esta carga procesal es de violentar el principio de 
inocencia que debe guardar el juez. JJCASTROVELAZQUEZ — en Palmilla.87 
 
10. DERECHOS FUNDAMENTALES, GARANTISMO PROCESAL, 
ACTIVISMO JUDICIAL Y SU RELACIÓN CON LA APLICACIÓN DE 
LA PRISIÓN PREVENTIVA.  
10.1. El “Garantismo Procesal”88 como otra corriente procesal de 
pensamiento, esencialmente opuesta al activismo que busca el ueso irrestricto 
respeto de la Constitución de los estados y respeto a la garantías en un 
proceso Penal, básicamente sus características son:  
10.1.1. Bilateralidad: En primer lugar, podemos decir que propicia un proceso 
de corte netamente bilateral, en el que las partes son las únicas protagonistas, 
quedando el juez relegado en un papel totalmente secundario y muy limitado. 
En este sentido, si bien reconoce que es el director del proceso, su función 
estaría esencialmente limitada a la de aplicar la norma positiva y prácticamente 
nada más. 
10.1.2. Modelo Constitucional: Esta línea de pensamiento, sostiene que el 
modelo de proceso inserto en nuestra constitución, no es compatible con el que 
predomina en los códigos procesales provinciales, ya que en su opinión, este 
último sería de corte inquisitivo, por atribuírsele al juez, un papel más 
predominante, más activo, que el que la corriente considera apropiado. De esta 
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manera, Alvarado Velloso, autor santafesino que se constituye en el máximo 
exponente de la corriente en Argentina, sostiene que el modelo procesal que 
deberíamos seguir, es el previsto en el common law o sistema de derecho 
anglosajón, donde el juzgador tiene un rol bastante menos activo. Así, 
manifiesta el autor no estar de acuerdo con el sistema judicial imperante en 
Argentina por considerar que en él, el juez tiene un rol protagónico muy similar 
al de un héroe que sale a defender a la parte más débil.   
10.1.3. Cualidades del Juez: De esta forma, ésta corriente propicia tres 
cualidades básicas en todo juzgador: la impartialidad, la imparcialidad y la 
independencia de las partes. La primera, significa que el juez no es parte, es 
decir, no reclama ni resiste una pretensión. La segunda, significa que el juez 
debe olvidarse de sí mismo y no tener interés personal ni en las partes, ni en el 
objeto del proceso. Y, la tercera, deriva en la idea de no encontrarse el 
juzgador, bajo la influencia ni del actor, ni del demandado, ni de ningún órgano 
o poder público.  
10.1.4. Recusación: Como causa necesaria de lo dicho, surge que esta 
doctrina asigna gran importancia al instituto de la recusación, ya que es un 
instrumento que les permite a las partes la sustitución del juzgador cuando 
sospechen o duden sobre su imparcialidad. 
10.1.5. Estado de inocencia: Sostiene que el punto de partida en el proceso, 
es la pre-suposición de un estado de inocencia del demandado, que sólo 
podría ser destruido por el actor, sin ninguna injerencia judicial. Injerencia, que 
no estaría permitida, ni aun en el caso, por ejemplo, en que el juzgador se 
percatare de que al no fallar en favor del actor, estaría cometiendo una 
injusticia.  
10.1.6. Verdad Formal: Considera además, que en el desarrollo del proceso, 
no corresponde la búsqueda de la verdad jurídica objetiva, como propicia la 
doctrina moderna, sino la de la verdad formal, que es aquella que se traduce en 
una mayor o menor conformidad entre el hecho alegado por las partes y los 
elementos probatorios aportados para acreditarlo.  
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10.1.7. Carga de la Prueba: Con relación a la carga de la prueba, consideran 
que en ningún caso es dable modificar la regla según la cual quien alega debe 
probar sus afirmaciones, sin importar quien se encuentre en mejores 
condiciones de hacerlo, salvo que una norma disponga lo contrario. Consideran 
que de permitirse la posibilidad de que cada parte pruebe según las mejores 
condiciones para hacerlo, se está vulnerando la defensa en juicio, porque las 
partes no conocerían sino hasta el dictado de la sentencia, cual de ellas está 
en mejor situación de probar.  
10.1.8. Facultades Probatorias del Juez: En cuanto a las facultades 
probatorias del juez, consideran que las medidas para mejor proveer atentan 
contra su imparcialidad, ya que en tal supuesto se comprometería con el 
resultado de la prueba ordenada, al disponer la producción de un medio de 
prueba determinado por medio del cual persigue obtener conocimiento sobre 
algún hecho que no consideró acabadamente demostrado. 
10.1.9. Iura Novit Curia: En el sentido expresado, tampoco están del todo de 
acuerdo con el principio del iura novit curia, adagio romano según el cual como 
el juez conoce el derecho, debe aplicarlo aun a falta o en contra del invocado 
por las partes, ya que de esta forma el juez estaría ayudando a la parte cuyo 
letrado no conocía la norma que debía aplicarse al caso.89  
10.1.10. Norma Procesal: Con relación a la norma procesal, sostiene que esta 
integrada de tal forma que el juez solo debería limitarse a aplicarla tal y como 
ella esta escrita, sin mayor interpretación. Es decir, sostiene que la estructura 
de la norma es la siguiente: “si es H ( donde H es el hecho hipotetico previsto 
en la norma) entonces debe ser C (siendo C, la consecuencia jurídica prevista 
en la norma). Otorgan mayor importancia a la norma positiva, que a la procesal, 
por considerar que ésta última es un mero instrumento de aplicación de 
aquella. Cualquier interpretación judicial, distinta a la interpretación literal de la 
norma positiva, es una interpretación fuera de sus atribuciones.  
10.1.11. Formalismo: Asimismo, asignan gran importancia al formalismo, 
porque consideran que es la mejor forma de asegurar el derecho de defensa, y 
                                                            
89 ALVARADO VELLOSO, Adolfo; "El Juez, sus deberes y facultades", Primera Edición, Buenos 
Aires, Editorial Depalma, 1982. 
83 
 
obtener mayor seguridad jurídica. Las formas previstas para el desarrollo y 
orden del proceso, permiten que este respete las garantías del debido proceso, 
de aquí el nombre galantismo procesal. Por ello, mientras se respeten las 
formas, no interesa el resultado del proceso, aun cuando éste fuere injusto.  
10.1.12. Celeridad vs. Seguridad: En lo atinente a la celeridad procesal, 
sostienen que es un valor que siempre debe ceder ante la seguridad, y que de 
esta forma existe una relación inversamente proporcional entre ambos valores, 
a mayor seguridad menor celeridad, y a mayor celeridad menor seguridad.  
Para finalizar ésta breve explicación del Garantismo Procesal, podemos 
agregar que esta doctrina de pensamiento ve a toda innovación procesal como 
una amenaza a las garantías constitucionales del debido proceso, es decir que 
se aparta del derecho moderno progresista, considerando que la seguridad del 
derecho conservador debe prevalecer.  
10.2. ¿Cuál es la principal distinción entre el activismo y el garantismo? 
Sencillamente, su punto de partida, que permite el desarrollo de concepciones 
nítidamente diferentes sobre el mismo fenómeno. Así como intelectivamente 
podemos construir un sistema político, jurídico y social privilegiando al Estado 
o, caso contrario, a la persona humana, también es posible trasladar este 
dilema en la edificación de un modelo de justicia ―o sistema de enjuiciamiento, 
que funcionalmente se comporta como un subsistema del macrosistema 
político y social―. Por consiguiente, podremos estructurarlo atendiendo en 
mayor medida a la autoridad que resolverá heterocompositivamente los litigios, 
o enfocándonos en las personas alcanzadas por éste. Recordemos que por 
litigio entendemos la afirmación en el plano jurídico de la existencia de un 
conflicto intersubjetivo de intereses. Entonces, es factible diseñar un sistema de 
justicia más preocupado por la persona que debe recurrir a él que por la 
autoridad que la imparte. En definitiva, la plataforma de lanzamiento podrá ser 
situada ora en el hombre que actuará como parte procesal, ora en la autoridad 
que hará las veces de juez o árbitro. 
Lo apuntado ayudará para explicar a continuación la completa denominación 





10.3. ¿Por qué entendemos que corresponde hacer referencia a activismo 
judicial o, también, jurisdiccional? 
Porque en él, la figura del juez o árbitro, o sea la actividad del órgano 
jurisdiccional, adquiere un grado de preponderancia tal, que en algunas 
ocasiones no es difícil traspasar el límite ―que indica que la autoridad, al igual 
que todos, debe obedecer el derecho― y desembarcar en el decisionismo 
voluntarista. El rol del juez es protagónico, y es el encargado de hacer justicia, 
su justicia, en el caso concreto. La influencia de ideas publicísticas muy en 
boga en la primera mitad del siglo pasado se hace patente. 
 
10.4. ¿Y por qué hablamos de garantismo procesal? 
Porque en él, el irrestricto respeto de los derechos y garantías reconocidas por 
las constituciones nacionales y los instrumentos que conforman el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos se cristalizan en el proceso, que 
representa la garantía de garantías y constituye el instrumento por 
antonomasia para hacer efectivizar todos y cada uno de los derechos 
reconocidos explícita o implícitamente por el macrosistema político y social. 
 
10.5. ¿Cuáles son las consecuencias, desde una perspectiva 
estrictamente procesal, que emanan del activismo y del garantismo? 
La aludida influencia ejercida por el pensamiento publicista instaló la 
apreciación de que el derecho procesal era mera técnica volcada a normas de 
procedimiento, desprovista de todo trasfondo ideológico y político. Este intento 
fue, de alguna manera, desdibujando el objeto de estudio a fuerza de confusión 
conceptual: no se exhibían las claras diferencias entre el proceso y el 
procedimiento. Al punto que Eduardo COUTURE, en algún momento y con la 
profundidad y sencillez que lo caracterizaba, puso las cosas en su lugar 
exclamando que el mismísimo nombre de nuestra disciplina ―derecho 
procesal― señala que el objeto de conocimiento no es otro que el proceso. 
El activismo judicial, fiel al protagonismo de la autoridad que propaga, conduce 
a la procedimentalización y al intervencionismo judicial, fomentando mayor 
poder para los jueces a través de facultades probatorias e instructorias para 
buscar la verdad, a efectos de aplicar un criterio de justicia al caso concreto. 
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El garantismo procesal, en cambio, pone el foco en el objeto de estudio del 
derecho procesal, y rescata al proceso como medio de defensa del ser 
humano, que debe ser escuchado antes de ser juzgado. Con la diferencia de 
que la autoridad debe ser imparcial ―tal como lo indica el art. 10 de la DUDH― 
y, por tanto, es llamada sólo para juzgar; por ello se descarta toda posibilidad 
de que acuse y pruebe contra alguna de las partes. 
 
10.6. ¿Puede trazarse algún correlato entre cada una de estas tendencias 
y los sistemas políticos actuales? 
 
Siguiendo a GARCÍA DE ENTERRÍA, desde la caída del Muro de Berlín, en el 
mundo sólo subsisten los regímenes autocráticos y los democráticos. Mal que 
les pese a sus seguidores, el activismo judicial con su esquema de poder 
concentrado en una autoridad jurisdiccional que impone, se siente más cómodo 
en una autocracia. Caben destacarse grandes esfuerzos teóricos para insertar 
el activismo en la democracia, por parte de varios doctrinarios ―algunos de los 
cuales revisten en las filas del neoconstitucionalismo― quienes, luego de 
aplaudir la famosa Corte Warren, tratan de justificar que la última palabra del 
sistema democrático en el siglo XXI la tienen los jueces, proclamándose hasta 
la omnipotencia judicial como solución a los problemas actuales. Si la 
humanidad luchó durante siglos con el afán de limitar y controlar el poder, 
sosteniendo instituciones republicanas, aumentando la representación y 
fomentando el diálogo y el consenso con el objetivo de apuntalar la democracia 
como forma de gobierno, cuesta aceptar que dejar todo en manos de una sola 
persona muy poderosa que tiene la última palabra, llamada juez, sea una idea 
esencialmente democrática.90 
 
A su turno, el garantismo procesal permite construir a partir de las entrañas 
mismas de los derechos humanos ―la dignidad humana― un verdadero 
sistema de enjuiciamiento para la democracia moderna, la cual tiene carácter 
bidimensional ―comprensiva de una faceta procedimental, integrada por los 
mecanismos de elección de representantes, y unasustancial, que constituye la 
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puerta de ingreso de los valores propiamente democráticos―. Esto es posible 
desde que, para el garantismo, el proceso es método de debate en igualdad 
jurídica de condiciones ―es medio y no fin en sí mismo― a través del cual la 
persona humana es escuchada por el tercero imparcial antes de resolver 
observando reglas preexistentes. Valores democráticos tales como la igualdad, 
el consenso, la seguridad, la previsibilidad y el diálogo, se ven reflejados en el 
proceso como método de debate que impulsa el garantismo. 
 
10.7. ¿En qué se diferencian una y otra corriente acerca de la razón de ser 
del proceso? 
Como corolario de las respuestas anteriores, es interesante apuntar este 
aspecto, adelantando una salvedad: el término proceso tiene distintos alcances 
en cada una de las líneas bajo análisis. A partir de la magnífica obra del 
procesalista mexicano Humberto BRISEÑO SIERRA (1914-2003) y el argentino 
Adolfo ALVARADO VELLOSO (n. en 1935) se consolidaron las bases que 
permitieron diferenciar conceptualmente el proceso y el procedimiento, siendo 
el objeto de aquél el debate entre las partes. En la medida que este objeto se 
limite o elimine, es evidente que el fenómeno será otro. Mientras que para el 
activismo judicial la razón de ser del proceso ―mezclado con el 
procedimiento― es alcanzar la justicia en el caso concreto, para el garantismo 
es la paz social. Porque el hombre, en tiempos remotos, al crear el proceso, 
brinda una alternativa pacífica a la habitual práctica de hacer justicia por mano 
propia. Y, casi como por arte de magia, es posible transformar el imperio de la 
fuerza de la razón en el de la razón de la fuerza. 
Muchos, muchísimos más interrogantes podrá hacerse el lector sobre este 
tópico. Nosotros, simplemente, quisimos acompañarlo en los primeros pasos.91  
 
11. NECESIDAD DE UNA DEBIDA MOTIVACIÓN DE LAS 
RESOLUCIONES JUDICIALES 
11.1. Necesidad de motivación: La motivación, de las sentencias constituye 
un elemento básico de la resolución judicial de conformidad con las previsiones 
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contenidas en nuestras normas legales. De ahí que es unánime la doctrina 
Jurisprudencial de las que son de citar las Sentencias del Tribunal 
Constitucional, afirmen que es evidente, que la motivación de las resoluciones 
judiciales encuentra su fundamento en la necesidad de dar una explicación al 
silogismo judicial lo suficientemente aclaratoria como para saber que la 
solución dada al caso, es consecuencia de una interpretación del ordenamiento 
y no el fruto de la arbitrariedad. 
 
La cuestión sobre motivación de resoluciones judiciales ha sido llevada 
en ocasiones ante el Tribunal Constitucional, de ahí la existencia de una 
copiosa doctrina del citado Tribunal que han puesto de manifiesto las 
exigencias que deban reunir las resoluciones judiciales para que pueda tenerse 
por cumplidas. 
 
Cabe resaltar que, la motivación de las resoluciones judiciales, no 
consiste ni debe consistir en una mera declaración de conocimiento y menos 
en una manifestación de voluntad que sería una apodíctica, sino que ésta ha 
de ser la conclusión de una argumentación ajustada al tema o temas en litigio, 
para el interesado, destinatario inmediato pero no único, y demás, los órganos 
judiciales superiores y también los ciudadanos, puedan conocer el fundamento, 
la ratío decidendi de las resoluciones. Se convierte así conforme expresan las 
mentadas resoluciones en "una garantía esencial del justiciable mediante la 
cual, sin perjuicio de la libertad del Juez en la interpretación de las normas, se 
comprobar que la solución dada al caso es consecuencia de opa exégesis 
racional del ordenamiento y no el fruto de la arbitrariedad". 
 
Ahora bien, la obligación de motivar, o lo que es lo mismo, de explicar la 
decisión judicial, no conlleva una simétrica exigencia de extensión, elegancia 
retórica rigor lógico o apoyos académicos, que estarán en función del autor y 
de las cuestiones controvertidas y ello por cuanto la ley de Enjuiciamiento Civil 
(artículo 359) pide al respecto, claridad y precisión. Consecuentemente con ello 
se afirma que, la motivación ha de ser suficiente y este jurídico indeterminado 
nos lleva a cada caso concreto, en función de la importancia intrínseca y de las 




Del mismo modo deberá afirmarse que la exigencia de motivación, no 
constituye una simple formalidad, sino que el citado mandato penetra en la 
esencia misma de las resoluciones judiciales, y expresa un imperativo que 
nace de la función y finalidad de aquéllas. 
 
En este sentido resoluciones han establecido el alcance de esta como 
propia de un Estado de Derecho y, por consiguiente, han diseñado los 
supuestos en los que una aparente falta de motivación no supone una 
vulneración de este derecho fundamental de la parte a quien afecta, como es el 
caso de la motivación por remisión y el de la economía de la argumentación, 
pues si la que se contiene es suficiente cubrir la esencial finalidad que dicha 
motivación persigue, y que no es otra como se afirma, que el Juez explique 
suficientemente el proceso intelectivo que le condujo u decidir de una 
determinada manera. 
 
En conclusión a lo expuesto puede afirmarse: 
en primer lugar que la obligación de motivar las sentencias, comprende entre 
otros el derecho a obtener una resolución fundada en Derecho de los Jueces y 
Tribunales, determina la necesidad que las resoluciones judiciales contengan 
una motivación suficiente. 
 
En segundo termino que el requisito de la motivación de las resoluciones 
judiciales halla su fundamento en la necesidad de conocer el proceso lógico-
jurídico que conduce al fallo, y de controlar la aplicación del Derecho realizada 
por los órganos judiciales a través de los oportunos recursos, a la vez que 
permite contrastar la razonabilidad de las resoluciones judiciales, y tiene como 
fin permitir el más completo ejercicio del derecho de defensa por parte de los 
justiciables, y en tercer y ultimo lugar que la de la motivación no puede ser 
apreciada apriorísticamente con criterios generales, sino que requiere examinar 
el concreto para ver si, a la vista de las circunstancias concurrentes, se ha 
cumplido o no este requisito de resoluciones judiciales, por ello no exige que el 
judicial se extienda pormenorizadamente sobre todos y uno de los argumentos 
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y razones en que las partes fundan sus pretensiones, admitiéndose la validez 
constitucional de la motivación aunque sea escueta. 
 
11.2. Motivación fáctica y jurídica: El ineludible requisito de la motivación 
impone la consignación, tras el racional juicio apreciativo de la prueba, de la 
declaración de hechos probados clara y precisa en la que se han de afrontar, el 
punto de vista fáctico, cuantas cuestiones se hallan enlazadas con las 
cuestiones que han de resolverse en el fallo, equivaliendo la omisión del relato 
histórico, a la falta de motivación al adolecer la sentencia de uno de 
los presupuestos necesarios para su construcción y que el procesal existe no 
solo cuando hay ausencia absoluta hechos probados, sino cuando la sentencia 
se limita a declarar genéricamente que no están probados los hechos. 
 
 
11.3. Motivación no exahustiva: Es múltiple y reiterada la doctrina 
Jurisprudencial que afirma que para que la omisión de adecuada motivación o 
en general para que cualquier irregularidad procesal pueda determinar la 
nulidad de un pronunciamiento judicial se requiere que el mismo origine a las 
partes efectiva indefensión, impidiendo a las mismas el ejercicio del derecho de 
defensa. 
 
La motivación judicial puede ser escueta y concisa, se satisface 
mediante una resolución de fondo que jurídicamente fundada, decida las 
pretensiones controvertidas, pero tal necesidad motivación no excluye la 
posible economía de razonamientos, ni que éstos sean sucintos, pues lo 
importante es que guarden relación y sean proporcionados y congruentes con 
el que resuelve, basta con que cumplan el doble cometido de exteriorizar la 
decisión adoptada explicitando valoración de la prueba y 
la interpretación efectuada y de otro que permita su eventual jurisdiccional a 
través del sistema de recursos previstos en la Ley.92 
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Igualmente y en relación con la denominada incongruencia omisiva, ha 
de advertirse que la amplitud de motivación de las sentencias ha sido matizada 
por la constitucional indicando que no autoriza a exigir un razonamiento judicial 
exhaustivo y pormenorizado de todos aspectos y perspectivas que las partes 
puedan tener de la cuestión que se decide, sino que deben considerarse 
suficientemente motivadas aquellas resoluciones judiciales que vengan 
apoyadas en razones que permitan conocer cuales han sido los criterios 
jurídicos esenciales de la decisión. 
 
11.4. Diferencia entre motivación e incongruencia: relacion con la 
incongruencia omisiva. 
la congruencia se refiere a la relación del suplico de la demanda y el fallo 
de la sentencia, no a los argumentos que se utilizan en los fundamentos de 
derecho. No deben confundirse la congruencia con la motivación de la 
sentencia.93 
 
11.5. Que la falta de motivación provoque indefensión 
11.5.1. Motivación fáctica y jurídica: "Efectivamente se puede definir la 
motivación, desde un punto de vista amplio, como la obligación que tiene todo 
juzgador de exponer las razones y argumentos que llevan o conducen al fallo 
judicial, con base en unos antecedentes de hecho y fundamentos jurídicos que 
lo sustentan. Pero hay que matizar el requisito de la motivación en las 
sentencias civiles. 
 
Cierto es que la constitucional exigencia de motivación de las 
resoluciones judiciales admite una fundamentación concisa, incluso meramente 
estereotipada, siempre que contenga los criterios jurídicos que fundamentaban 
la resolución judicial pero ello no puede llegar al punto en un caso como el 
presente en el que la piedra angular de la defensa radicaba en la excepción de 
cosa juzgada que, como acabamos de ver, entrañaba abundantes problemas e 
interpretaciones varias a tenor de los antecedentes, de legitimar una palmaria 
omisión de todo tratamiento del motivo planteado despreocupándose 
                                                            




absolutamente de su complejidad e incidencia capital para la suerte del litigio y 
solventándolo, con nula dedicación profesional, a través del vacuo alegato 
numérico. 
 
11.6. Falta de motivación o motivación no lógica relacionado con la 
apreciación de la prueba. 
 
En la medida en que toda condena ha de asentarse en pruebas de cargo 
válidas, suficientes y concluyentes, tal suficiencia incriminatoria ha de ser 
racionalmente apreciada por el Juez y explicada en la Sentencia. 
Toda Sentencia condenatoria: a) debe expresar las pruebas en que se sustenta 
la declaración de responsabilidad penal; b) tal sustento ha de venir dado por 
verdaderos actos de prueba conformes a la Ley y a la Constitución; c) 
practicados normalmente en el acto del juicio oral, salvo las excepciones 
constitucionalmente admisibles; d) valorada, y debidamente motivada, por los 
Tribunales con sometimiento a las reglas de la lógica y la experiencia. 
También hemos declarado constantemente que la prueba de cargo ha de estar 
referida a los elementos esenciales del delito objeto de condena, tanto 
de naturaleza objetiva como subjetiva. 
 
12. LA MOTIVACION DE LAS RESOLUCIONES JUDICIALES EN EL 
PERÚ Y JULIACA 
 
Desde el punto de vista del lenguaje enunciativo, viene al caso citar la 
acepción pertinente que el Diccionario De La Lengua Española asigna a la 
palabra Motivación. Esa acepción que elegimos, entre otras, es la de: "Acción y 
efecto de motivar". A su vez, también según el citado Diccionario, la palabra 
Motivar tiene como una de sus significaciones la de: "Dar o explicar la razón o 
motivo que se ha tenido para hacer una cosa"94  
El artículo 135 de la Constitución Política del Perú consagra como 
Principio de la función jurisdiccional el derecho la debida motivación de las 
resoluciones judiciales , el que está destinado a garantizar a los justiciables la 
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obtención de una respuesta razonada motivada y congruente con las 
pretensiones oportunamente formuladas ,en cualquier tipo de proceso , de tal 
manera que puedan conocer cuál ha sido el proceso mental, es decir la 
deliberación que ha seguido internamente, para arribar a una decisión que 
resuelva la controversia, decisión que no puede estar sustentada en le libre 
albedrio del juez sino en datos objetivos tanto de los hechos, como del 
ordenamiento jurídico. 
El deber de motivación es sin duda una expresión de la labor 
jurisdiccional, de allí que la obligación de motivar adecuadamente una 
resolución judicial permita a la ciudadanía realizar un control de la actividad 
jurisdiccional, y a las partes que intervienen en el proceso conozcan las 
razones por las cuales se les concede o deniega la tutela concreta de un 
derecho o un específico interés legítimo; en tal sentido los jueces tienen la 
obligación de expresar el proceso mental que los ha llevado a decidir una 
controversia, asegurando que le ejercicio de impartir Justicia, se haga con 
sujeción a la Constitución y la ley y, así mismo, facilitando un adecuado 
ejercicio del derecho de defensa de los justiciables. 
 
12.1. Contenido esencial y finalidad 
Respecto del contenido esencial del derecho fundamental a la 
motivación de las resoluciones, el tribunal constitucional con motivo de la 
sentencia recaída en el Exp.4348-2005-AA/TC caso Gómez Macahuach, en el 
fundamento jurídico segundo ha precisado que el contenido esencial no 
garantiza una determinada extensión de la motivación, por lo que su contenido 
constitucional se respeta, prima facie, siempre que exista: a) fundamentación 
jurídica, que no implica la sola mención de las normas a aplicar al caso, sino la 
explicación y justificación de por qué tal caso se encuentra o no dentro de los 
supuestos que contemplan tales normas; b) congruencia entre lo pedido y lo 
resuelto, que implica la manifestación de los argumentos que expresarán la 
conformidad entre los pronunciamientos del fallo y las pretensiones formuladas 
por las partes; y c) que por sí misma exprese una suficiente justificación de la 
decisión adoptada, aun si esta es breve o concisa, o se presenta el supuesto 
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de motivación por remisión;95 en consecuencia; su contenido esencial está 
delimitado en tres aspectos cuando el juez únicamente cita las normas legales 
sin efectuar juicio alguno de subsunción o análisis; cuando el juez no emite 
pronunciamiento expreso o implícito sobre las pretensiones de los justiciables, 
y finalmente debe existir la razón suficiente es decir que se explique de manera 
clara le porque se resolvió en determinado sentido, delimitar su contenido 
esencial es muy importante pues permitirá al afectando interponer el proceso 
constitucional de amparo o de habeas corpus siempre que tenga conexidad 
con la libertad individual evitando con ello que su demanda constitucional sea 
declarada improcedente conforme al artículo del Código Procesal 
Constitucional. 
Ahora bien respecto de la finalidad de la motivación de las resoluciones 
judiciales es contribuir a que, en todos los casos, se concretice la obligación de 
poner de manifiesto las razones que sustentan la resolución como uno de los 
medios destinados, a su vez, a garantizar la "recta administración de justicia"; 
también la motivación busca que las partes puedan conocer los fundamentos 
jurídicos empleados para resolver su conflicto de intereses. 
En lo concerniente a la sanción procesal para el órgano jurisdiccional 
que incurra en la omisión de motivar adecuadamente sus resoluciones 
judiciales vulnerando el articulo 139 inciso 5 de la Constitución Política del Perú 
trae como consecuencia la concurrencia de una nulidad absoluta que trae 
consigo la nulidad de la resolución judicial que adolece de motivación 
suficiente. 
 
             El derecho a la motivación de las resoluciones judiciales es un derecho 
expresamente recogido en el articulo 139 inciso 3 de la Carta Magna, su 
contenido esencial está delimitado en tres aspectos; cuando se citan las 
normas sin efectuar juicio alguno de subsunción o análisis; cuando el juez no 
se pronuncia respecto de las pretensiones de las partes, y cuando no explica 
de manera clara por que ha resuelto en determinado sentido. 
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La motivación de las resoluciones judiciales tiene una doble finalidad, 
permite garantizar el derecho de defensa de los sujetos procesales pues a 
través de la motivación se conocerán los fundamentos de la denegatoria o no 
de las pretensiones de las partes, y la ciudadanía puede ejercer control a la 
actividad jurisdiccional. 
La afectación al derecho a la motivación de las resoluciones judiciales, 
trae como sanción procesal la declaratoria de la nulidad de la resolución 












CAPÍTULO III  
EXPOSICIÓN DE LOS RESULTADOS 
1. Análisis y discusión. 
¿Es la prisión preventiva en los juzgados de investigación preparatoria 
de la ciudad de Juliaca es una medida cautelar o una pena anticipada? ¿Los 
jueces de investigación preparatoria de Juliaca motivan correctamente sus 
resoluciones de prisión preventiva? Son algunas interrogantes planteadas. 
Antes de abordar con las respuetas de la investigación, recordemos que 
la prisión preventiva -o el sometimiento por parte del Estado de una persona 
sospechosa de haber cometido un delito a una medida de privación de libertad 
previa a la comprobación judicial de culpabilidad- suele describirse como un 
enfrentamiento entre dos intereses igualmente valiosos: por un lado, la defensa 
del principio de presunción de inocencia, por el cual nadie puede ser 
considerado ni tratado como culpable hasta que sea comprobada su 
responsabilidad; por el otro, la responsabilidad del Estado de cumplir su 
obligación de perseguir y castigar la comisión de hechos delictivos y la 
violación de valores jurídicos protegidos, mediante la garantía de que el 
imputado estará presente durante el juicio en su contra, la investigación se 
pueda llevar a cabo sin obstaculizaciones indebidas y que aquellos que sean 
encontrados penalmente responsables cumplan con la pena impuesta.  
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Los riesgos son claros en ambos sentidos: una persona sometida a 
prisión preventiva que resulta siendo inocente verá su derecho a la libertad 
seriamente restringido, además del daño inevitable a sus relaciones familiares, 
sociales y laborales. Por otro lado, una persona que enfrenta un proceso en 
libertad con intención de boicotearlo podría con relativa facilidad frustrar la 
obtención de justicia, sea mediante la fuga o la manipulación y/o 
obstaculización de la actividad probatoria. 
En Perú este conflicto se da en un contexto particular: en julio del año 
2006 se inició un proceso de reforma procesal penal a través de la 
implementación de un nuevo Código Procesal Penal, aprobado en 2004 (en 
adelante, NCPP 2004). Y en Octubre de 2009 entra en vigencia del nuevo 
código en un distrito judicial de Puno – Juliaca, ello ha implicado la instauración 
de numerosos cambios en materia de justicia penal, dirigidos a encontrar el 
equilibrio entre una mayor eficiencia procesal -por un lado-, y el pleno respeto a 
las garantías judiciales-constitucionales de sus actores, por el otro. En este 
sentido, la principal característica de dicha reforma procesal penal es el 
reemplazo del modelo inquisitivo por el modelo acusatorio: se establece una 
metodología basada en la oralidad como garantía principal del proceso penal 
para la obtención y el procesamiento de la información para adoptar decisiones 
jurisdiccionales.  Además se establece la clara separación de funciones de 
investigación entre la policía y la fiscalía, en virtud de la cual el fiscal es quien 
dirige la investigación durante el proceso, trabajando conjunta y 
coordinadamente con la policía nacional, quien provee de una investigación 
técnico-operativa; y la igualdad de armas, estableciendo que la defensa ejerza 
un rol activo con su presencia en todas las instancias del proceso penal, a 
manera de debates contradictorios ante la presencia del Juez. De ahí que en el 
propio texto del NCPP 2004 se reconozca el carácter acusatorio, oral, público y 
contradictorio del nuevo proceso. 
El análisis y discusión conlleva a realizar las siguientes interrogantes ¿es 
la prisión preventiva es una medida cautelar o una pena anticipada? ¿Los 
jueces de investigación preparatoria motivan correctamente sus resoluciones 
de prisión preventiva? En otras palabras, ¿Los jueces las cumplen? ¿es una 
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medida de precaución para garantizar un juicio y sanción efectivos; o es un 
castigo previo a la determinación judicial de culpa y pena? ¿Cumplen con los 
presupuestos del art. 268 del CPP de 2004? ¿Cómo se sustenta la existencia 
de un peligro procesal y la necesidad de cautela, y especialmente, qué 
importancia tienen el arraigo y la gravedad de la pena? 
A nuestro punto de vista concebimos que la prisión preventiva debería 
darse en forma excepcional siempre y cuando los jueces cumplan con los 
presupuestos del art. 268 del CPP de 2004 (que cumplan indefectiblemente los 
tres presupuestos) Ergo, deberán motivar correctamente, él porque una 
persona irá preso preventivamente mientras duré la investigación. Se entiendo 
que para un sector de la doctrina manifiestan que la prisión preventiva es un 
Juicio anticipado porque vulnera la presunción de inocencia y no se le ha 
probado ninguna autoria del algún delito. Ello esta en lo correcto, pero la única 
forma de que un individuo este presente en algún proceso instado, es mediante 
ella. De pronto surge la interrogante ¿Qué pasa si el denunciado vive en otro 
lugar o es de otro país y no tiene domicilio conocido? Se ve ahí que hay duda 
de su presencia. Ergo, se debería dar la medida en este caso excepcional. 
Pero lo curioso es, que en los juzgados de investigación preparatoria de la 
ciudad de Juliaca, los jueces no motivan correctamente, es más solamente 
requieren de un presupuesto para dictar la medida. Habiendo prsentado la 
parte afectada con el requerimiento domicilio conocido, trabajo conocido. Etc. 
Pero los jueces dictan la medida. En estos casos si surge el afirmación que 
ellos no hacen una debida motivación. Por lo que concluimos que En Puno los 
jueces no motivan bien sus resoluciones de prisión preventiva.    
2. Exposición y Explicación de los resultados. 
Para demostrar nuestras hipótesis se ha realizado un extenso trabajo de 
recopilación de data: trabajando en el distrito judiciale de Puno, entrevistamos a 
Jueces, operadores judiciales, fiscales y defensores; observamos y analizamos 
10 resoluciones de prisión preventiva, creando una base de datos.  
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Las conclusiones extraídas de cada una nos permitieron crear un panorama 
más claro, si bien complejo, de la naturaleza y características de la aplicación 
de la prisión preventiva en la ciudad de Juliaca. 
Características comunes a los casos y detenidos en prisión 
preventiva. Encontramos, por ejemplo, que el Ministerio Público solicita la 
imposición de prisión preventiva (en la entrevista realizada a los operadores del 
Derecho de Puno y juliaca) únicamente en alrededor de un tercio (entre 32 y 
35%) de los casos en etapa de investigación preparatoria, considerando 
suficiente la información que vincula a la persona imputada con la comisión de 
un delito y necesario contrarrestar un importante grado de riesgo de que se 
fugue o manipule la investigación. El imputado, en la mayoría de 
oportunidades, tienen entre 20 y 30 años de edad y primaria o secundaria 
como máximo grado de instrucción (en casi el 90% de casos). Asimismo, tienen 
un trabajo de corte manual, ya sea como obrero o transportista, o técnico como 
asistente en un taller. En más del 50% de las veces, el imputado es acusado de 
haber cometido un delito contra el patrimonio, violación sexual y generalmente 
en calidad de robo agravado – lo que quiere decir robo con uso de armas de 
fuego, o conjuntamente con otras personas y/o de noche. En su defecto, habrá 
sido acusado de delitos contra la vida o tráfico ilícito de drogas (ellos se 
determino en la entrevista realizada y en las 10 resoluciones vistas en la 
presente investigación). 
Así mismo en las 10 resoluciones de prisión preventiva analizados, en la 
mayoría de casos el imputado es detenido por la policía en flagrancia, o lo que 
es lo mismo: durante o inmediatamente después de la comisión del delito y 
hasta 24 horas después bajo ciertas circunstancias. Una vez capturado y 
llevado a la comisaría,en más del 50% de las veces no tiene acceso a un 
abogado durante el primer interrogatorio con el o los oficiales de la PNP y rara 
vez frente al fiscal de turno que se acerque a tomarle declaración. En esos 
casos declarará lo que considere más conveniente o lo que la autoridad del 
momento pueda extraerle sin contar con algún tipo de consejo legal. 
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Así mismo, en las 10 resoluciones analizadas, los abogados discrepan con el 
Ministerio Público sobre la si de debe imponerse o no la prisión preventiva en 
Puno y Juliaca, ergo, manifiestan que los fiscales deben de probar la 
concurrencia de tres requisitos y deben de tener motivos razonables para creer 
que el imputado ha cometido un acto delictivo; que dicho delito, de ser 
castigado y que si es razonable inferir que existe un peligro real de que el 
imputado que fugue o intente manipular la investigación judicial, por lo que en 
este punto los ficales (la gran mayoría no ha podido probar la falta de arraigo y 
el peligro procesal o la obstaculización en el proceso).  
Alo largo de las audiencias analizadas (10 anexos) frente a un juez de 
investigación preparatoria, llevada a cabo usualmente alrededor de 24 horas 
después de la detención, tanto el fiscal como el juez motivarán y justificarán los 
supuestos materiales y de cautela necesarios para imponer prisión preventiva 
al imputado, y el abogado defensor los refutará. En ningún momento se ha 
cuestionado durante dicha las audiencias  lacaptura y/odetención del imputado 
fue llevada a cabo siguiendo las más elementales garantías de un debido 
proceso, incluyendo si la Policía cumplió con notificarle al imputado de sus 
derechos de defensa; y tampoco no se debaten en los casos la necesidad de 
un plazo específico de prisión preventiva a imponerse – el cual puede 
extenderse hasta los nueve meses para casos ordinarios – sin importar las 
características o complejidad del caso en cuestión. 
Evidentemente, las detenciónes en flagrancia, certificada mediante un acta de 
intervención policial, serian la prueba y argumento más importante en casi del 
60% de los 10 casos analizados, los mismos hacen suponer el requisito 
material mediante el cual el fiscal debe mostrar y convencer al juez de la 
existencia de un vínculo razonable entre el imputado y la comisión de un delito 
penal. Encontramos que mientras en el 73% de casos donde hubo flagrancia el 
juez impuso la medida de prisión, ahí donde no hubo flagrancia la cifra 
descendió a 34%. Es imposible no destacar, sin embargo, que, aún siendo 




Por su parte, el peligro procesal – el elemento crucial para la imposición de una 
medida cautelar – en casi 90% de casos (de las 10 resoluciones analizadas) 
casi no lo toman en cuenta y el Fiscal no ha podido probar el no arraigo, la 
obstaculización y el peligro de fuga, ya que la gran mayoría de imputados viven 
en la ciudad de Juliaca Y Puno casi toda su vida y han trabajado en esta zona 
sin salir a otros lugares. Así mismo el peligro de fuga es justificado por el fiscal 
principalmente en la falta de arraigo (lo cual solo afirman mas no confirman con 
medios de prueba) a través de casi un 60% (de los diez casos analizados) del 
total de argumentos utilizados. En estos casos ellos entienden concretamente 
por falta de arraigo como un grado importante de precariedad laboral o 
domiciliaria, por lo cual el juez entenderá que el imputado no tiene vínculos 
suficientemente fuertes con su comunidad como para creer razonablemente 
que permanecerá disponible y acatará las citaciones. Lo cual no estamos de 
acuerdo con los jueces, ergo, no cumplen (en la mayoría de de los 10 casos 
analizados) el tercer presupuesto que es el peligro procesal, vulnerando asíla 
falta de motivación. Pues, esta precariedad, vale acotar, es lamentablemente 
característica común en las personas de los estratos sociales más 
desfavorecidos – lo que los pone en una situación de especial vulnerabilidad de 
verse obligados a enfrentar una audiencia de prisión preventiva – o proceso 
penal en general. De hecho, se ha podido ver también que aproximadamente el 
27% de viviendas a nivel de Puno tiene una sola habitación, y dónde el 
subempleo bordea el 42% de la población económicamente activa, se revela un 
criterio y consideraciones de la Fiscalía ajenas a la realidad. Esto obliga a 
cuestionar la marcada preferencia judicial por determinar el peligro de fuga 
basándose en esos elementos casi exclusivamente. 
Así mismo se ha visto que el imputado (en un 50 por ciento) cuenta siempre 
asignado un abogado durante la audiencia, en un 40% de casos lo habrá 
conocido a la hora misma de la citación, lo cual impedirá cualquier tipo de 
preparación del caso, así como la recolección de pruebas o documentos que 
permitan refutar la versión del fiscal. Entendiblemente,la opinión de más de la 
mitad delos imputados será que el fiscal hizo un mejor trabajo que su defensor 
frente al juez. De hecho, durante la audiencia la defensa presentaráno más de 
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tres o cuatro argumentos a favor de su patrocinado, la mitad de argumentos o 
pruebas presentadas por el fiscal. 
Así mismo todo el proceso lo llevan a cabo en medio de un clima de alta 
presión social, exacerbada por los medios de comunicación, que clama por 
“mano dura” contra la delincuencia. En casos extremos habrá la posibilidad de 
interferencias puntuales de autoridades o de parte de la Oficina de Control de 
la Magistratura. 
Finalmente del análisis de los 10 casos, en más de tres cuartas partes del total 
de audiencias el imputado será enviado a prisión preventiva y en 70% de casos 
se le impondrá el máximo legal de 9 meses para casos ordinarios. La 
posibilidad de utilizar medidas alternativas a la prisión, como la obligación de 
acercarse a firmar cada semana, será considerado en una minoría de casos, y 
luego imposible de monitorear afectivamente. 
Contra la medida de prisión sólo el 28% apela. De llegar a apelar en casi 90% 
de casos no servirá para revocar la decisión, la que será confirmada por la Sala 
de Apelaciones. Una vez en prisión, permanecerá como procesado no más del 
plazo legal (entre 7 y 9 meses), tras lo cual se determinará finalmente su 
responsabilidad penal y consecuente estatus procesal. 
De la misma forma se pudo apreciar que en la entrevista realizada a 20 
personas (entre jueces, fiscales y abogados) trabajadores de la ciudad de 
Juliaca donde ellos manifiestan, que en la aplicación de la prisión preventiva en 
su 90 % falta una adecuada motivación y argumentación, en su 30 % 
manifiestan que es una medida anticipada de Juicio, porque siempre la 
imponen cuando solo existen un presupuesto material para su aplicación, y el 
70 % refieren que vulnera la presuncion de inocencia y demás Garantias 
constitucionales. Por lo que se concluye del trabajo de campo (ficha de 
entrevista – en anexos) que en la ciudad de Juliaca los jueces de investigación 
preparatoria les falta los los conocimientos de arte del deber de motivación de 
sus resoluciones de prisión preventina, de la misma forma que les falta 
conocimiento en arrgumentación jurídica.  
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La Prisión Preventiva y su efecto en la Resolución del Caso Penal 
Como vimos, el principio de instrumentalidad establece que las medidas 
coercitivas o cautelares sólo serán aplicadas para garantizar los fines del 
proceso penal. En lo que concierne a la prisión preventiva específicamente, su 
instrumentalidad se encuentra en asegurar el correcto desenvolvimiento del 
proceso penal garantizando la presencia del imputado y la correcta actividad 
probatoria. No necesariamente derivará en la consecución de una condena. 
Siguiendo con el recorrido del proceso penal, nuestra investigación también 
nos mostró que, los jueces en los 10 casos, el imputado siempre es 
cuestionado sobre su vivienda y lugar de residencia. Por lo que los jueces 
siempre dictan Prisión preventiva. Sin embargo, el resultado también es 
preocupante en que, tal como ha sido extensamente documentado, la prisión 
preventiva suele ser interpretada en Juicio oral como un indicio o evidencia 
adicional respecto de la culpabilidad del imputado. En efecto, la imposición de 
la medida de prisión preventiva puede surtir un efecto perjudicial en la 
objetividad y decisión del juez de condena. Cuando esto ocurre el carácter 
instrumental de la medida cautelar se pierde y se convierte en un catalizador de 
condenas. 
Conclusiones de la investigación  
En suma, encontramos que la aplicación de la prisión preventiva como medida 
cautelar en los juzgados de investigación preparatoria de la ciudad de Juliaca 
ha sufrido grandes cambios a partir de la implementación del nuevo código 
procesal penal de 2004 en octubre del 2009 (fecha que ingreso a nuestro 
departamento). Por un lado, encontramos como altamente alentador que 
fiscales estén utilizando un alto grado de discrecionalidad a la hora de solicitar 
se imponga la medida –si bien también vemos que, si la solicita, será altamente 
probable que el juez la otorgue - así como que la decisión se tome en una 
audiencia pública y contradictoria, donde el imputado tiene siempre un abogado 
a su lado. Es igualmente positivo que se esté cumpliendo con los plazos 
máximos establecidos, en especial el referente a la obligación de presentar al 
imputado frente a un juez prontamente. Asimismo, el hecho de que el marco 
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legal respete completamente el principio de discrecionalidad del juez, y no 
imponga prisión preventiva de forma obligatoria a cierta calidad de delitos. Por 
que lo que en este punto se concluye que en los juzgados de investigación 
preparatoria la prisión preventiva es un juicio anticipado y no una medida 
cautelar. 
Por el otro, vemos con preocupación cómo en estas audiencias difícilmente se 
cuestionará la legalidad de la captura o detención policial, así como la 
necesidad de imponer el plazo máximo de 9 meses de prisión como regla 
general. Dado el precario trabajo de la defensa, resulta altamente 
recomendable que el juez de investigación esté obligado a revisar la necesidad 
y pertinencia de una prisión preventiva impuesta con cierto grado de 
periodicidad. Muy especialmente, consideramos un desafío urgente 
contrarrestar la dependencia de fiscales y jueces en un concepto 
excesivamente formal de lo que significa arraigo domiciliario y laboral – 
concepto que, como vimos, cubre y deja especialmente vulnerables a los 
sectores más desfavorecidos. 
Pero lo mas preocupante es, que los jueces no motivan correctamente sus 
resoluciones de prisión preventiva, así lo demuestran las resoluciones dictadas 
por los jueces de investigación preparatoria, el cual adjuntamos en los anexos 
para su visualización. Porque lo que respondemos las siguientes interrogantes: 
¿Los jueces las motivan bien sus resoluciones de prisión preventiva? 
La respuesta es NO. 
¿Cumplen con los presupuestos del art. 268 del CPP de 2004? 
La respuesta es NO 
¿Es la prisión preventiva es una medida de uso excepcional? 
La respuesta es NO 
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¿A quién se le impone comúnmente prisión preventiva?  
A las personas que cometen delitos en flagrancia delictiva y robo agravado. 
¿Se aplica la prisión preventiva con las garantías procesales mínimas?  
No, es más se conculca con los establecido en la carta Magna (sobre garantías 
procesales) 
¿Cómo se sustenta la existencia de un peligro procesal y la necesidad de 
cautela, y especialmente, qué importancia tienen el arraigo y la gravedad de la 
pena? 
Se ha visto que los jueces no la toman en consideración, solo basta que estén 
en flagrancia y dictan el mandato. Por lo que concluimos que a los jueces les 
falta argumentación Jurídica y una correcta motivación de resoluciones 
Judiciales. 
3. Propuestas Jurídicas.  
De todo lo detallado en los puntos anteriores, nosotros pensamos que la prisión 
preventiva debería de ser de uso EXCEPCIONAL siempre y cuando concurran 
los presupuestos establecidos en el art. 268 del CPP de 2004, por lo que 
concluimos que debería de ser modificado el Art. En mención, estableciendo 
del debido cumplimiento de los tres presupuestos establecidos. Así mismo 
debería agraegarse en el mismo articulo el deber de cuidado y deber de 
motivación por parte de los jueces frente a un hecho en concreto. 
Por lo que concluimos que  la prisión preventiva debe ser en forma excepcional 
siempre y cuando se cumpla con los presupuestos establecidos en la norma y 
para su aplicación los jueces deberán de motivarlas adecuadamente. Por ello 
es necesario la modificación del art. 268 del Código Procesal Penal de 2004. 







De la investigación efectuada en la presente tesis concluimos lo siguiente: 
Pimera.- En los juzgados de investigación preparatoria de la ciudad de 
Juliaca la prisión preventiva es una pena anticipada y vulnera la presunción 
de inocencia porque los jueces imponen la medida contando solo con un 
presupuesto material del art. 268 del Códio Procesal Penal de 2004 
Segunda.- La motivación que efectuan los jueces penales en los juzgados 
de investigación preparatoria son deficientes y poco argumentativos. Los 
mismos que  inciden negativamente a la administración de Justicia, el deber 
de motivación y la libertad (Instituciónes normativas para Procesar)  
Tercera.- En los juzagdos de investigación preparatoria de la ciudad de 
Juliaca, la decisión del mandato de prisión preventiva afecta gravemente al 
estado de Libertad de las personas por cuanto este solo es aplicada como 
















De la investigación efectuada en la presente tesis sugerimos lo siguiente: 
Primera.- Para que la prisión preventiva no sea una pena anticipada y no 
vulnere la presunción de inocencia, planteamos, que los jueces al momento 
de interponder la medida cumplan estrictamente los tres presupuestos 
materiales del art. 268 del Códio Procesal Penal de 2004. Así mismo 
planteamos que la prisión preventiva sea solo una medida EXCEPCIONAL. 
(y sugerimos la modificación del art. 268 del CPP de 2004 en ese extremo). 
Segunda.- Para que haya una debida motivación de los jueces penales en 
los juzgados de investigación preparatoria, planteamos, la capacitación 
permanente por parte del Poder Judicial en temas de argumentación 
Jurídica, resolución de casos concretos y formas de resolución de Conflictos.  
Tercera.- En la aplicación y modificación de la prisión preventiva, debería de 
aplicarse la doctrina del Garantismo Procesal que busca que los Jueces 
esten preparados y que siempre sean imparciales (imparciales e 
independientes) y sobre todo tengan un deber de cuidado en el arte de 
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96 Los apéndices contienen documentos elaborados por el mismo autor de la tesis y sirven de 




IDENTIFICACIÓN DEL TEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
o ÁREA97: Derecho Penal, Derecho Procesal Penal, Derecho 
Procesal y Derecho Constitucional.  
o TEMA: La Prisión preventiva en el Perú y su relación con los 
derechos fundamentales. 









a) GASTOS PERSONALES 
-Asesoramiento especializado 
-Apoyo secretarial 
b) ADQUISICION DE BIENES 
-Material de escritorio 
-Material de impresión 
-Material bibliográfico 
-Corrección y empaste de tesis 





















                                                            
97 Cuando el tema, concebido inicialmente en forma superficial, panorámica y primitiva, se 
convierte en problema científico, podemos decir que se tiene un objeto concreto de 
investigación. Significa que se ha ubicado el área de investigación. Luego seleccionamos el 
tema específico que constituye el punto nodal del conocimiento científico que se inicia 

























1. Diseño de trabajo. 
2. Recolección de     
bibliografía. 
3. Trabajo de campo. 
4. Análisis e 
interpretación. 
5. Redacción preliminar, 
revisión y crítica. 
6. Informe final de 
investigación. 
7. presentación y 
sustentación de tesis  
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APÉNDICE Nro. 01 
UNIVERSIDAD ANDINA NÉSTOR CÁCERES VELÁSQUEZ 
FICHA DE ENTREVISTA 
GUIA DE ENTREVISTA 
Cargo:…………………………………………………………………………………… 
Institución:…………………………………………………………………………….. 
INSTRUCCIONES: Lee  detenidamente  las preguntas y marque con una  (x) la 
alternativa que  crees que es correcta y complete  alguna de ellas  según el 
caso. 
1.- ¿USTED CONSIDERA, QUE LA PRISIÓN PREVENTIVA VULNERA EL 
ESTADO DE INOCENCIA DE UNA DETERMINADA PERSONA? 
a) Sí   b) No  c) A veces. 
Fundamente: 
 
2.- ¿USTED CONSIDERA QUE LA PRISIÓN PREVENTIVA ES UN JUICIO 
ANTICIPADO?.   
a) Sí   b) No  c) A veces. 
3-¿USTED CONSIDERA QUE LA PRISIÓN PREVENTIVA CONCULCA CON 
LOS ESTABLECIDO EN POR LOS PACTOS INTERNACIONALES Y CARTA 
MAGNA DEL PERÚ?  





4.- ¿USTED CREE QUE PARA DICTAR UNA RESOLUCIÓN DE PRISIÓN 
PREVENTIVA DEBE CUMPLIRSE CON LOS TRES REQUISITOS PARA SU 
VAIDEZ? 
a) Sí   b) No  c) A veces. 
Fundamente: 
 
5.- ¿CREE USTED QUE LOS JUECES DE INVESTIGACIÓN PREPATORIA 
NO CUMPLEN CON LOS REQUISITOS ESTABLECIDOS EN EL ART. 268 
DEL CPP DE 2004?  
a) Sí   b) No  c) A veces. 
Fundamente: 
 
6.- ¿CÓMO CREE USTED QUE LA PRISIÓN PREVENTIVA EN UNA MEDIDA 
CAUTELAR QUE BUSCA RESGUARDAR LOS ALTOS FINES DEL 
PROCESO?  
a) Considerablemente     b) No afecta  c) No tiene idea. 
Fundamente: 
 
7.- ¿DIGA  USTED, SI LE PARECE JUSTO QUE A UNA PERSONA CUANDO 
LE HAYAN PRIVADO SU LIBERTAD POR 9 MESES CON PRISIÓN 
PREVENTIVA, DESPÚES SE HAYA COMPROBADO QUE ES INOCENTE??. 





8.- ¿USTED CONSIDERA QUE SE DEBERIA DICTAR SIEMPRE LA 
RESOLUCION DE PRISIÓN PREVENTIVA ASÍ EL FISCAL NO TENGA 
ELEMENTOS DE CONVICCIÓN QUE HAYAN SUPONER LA 
OBSTACULIZACIÓN Y ENTORPECIMIENTO DE LA ACTIVIDAD 
PROBATORIA POR PARTE DEL PROCESADO?  
a) Sí   b) No  c) A veces. 
Fundamente: 
 
9.- ¿USTED CREE QUE UNA DE LAS CAUSAS DE DE LA IMPUNIDAD EN 
LA CIUDAD DE JULIACA ES NO HABER DICTADO LAS MEDIAS 
COERCITIVAS PERTINENTES? 
a) Sí   b) No  c) A veces. 
Fundamente: 
 
10.- ¿USTED CREE QUE LA ADMINSTRACION JUSTICIA SE BASA EN EL 
RESPETO AL DEBIDO PROCESO Y A LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA? 
 a) Si   b) No  c) En momentos 
Fundamente: 
 







APÉNDICE Nro. 02 
PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DEL ART. 268 DEL CÓDIGO 
PROCESAL PENAL 
Conste por el presente proyecto de ley de modificación del art. 268 del CPP de 
2004, a efecto de que la prisión preventiva no sea una medida anticipada de 
Juicio, mas por el contrario sea una medida de aseguramiento y sea 
EXCEPCIONAL siempre y cuando concurran obligatoriamente los tres 
presupuestos para que el juez posteriormente otorgue una correcta motivación.   
LO QUE REFIERÉ EN EL CÓDIGO PROCESAL PENAL ACTUAL: 
TÍTULO III 
LA PRISIÓN PREVENTIVA 
CAPÍTULO I 
LOS PRESUPUESTOS DE LA PRISIÓN PREVENTIVA98 
     Artículo 268 Presupuestos materiales.- 
     1. El Juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión 
preventiva, si atendiendo a los primeros recaudos sea posible determinar la 
concurrencia de los siguientes presupuestos: 
                                                            
98 (*) De conformidad con la Segunda Disposición Complementaria Final de la Ley Nº  30076, 
publicada el 19 agosto 2013, se dispone que los artículos 268 a 271 del Código Procesal 
Penal hagan referencia a los términos “investigación preparatoria”, “expediente fiscal”, “prisión 
preventiva” y “juez de la investigación preparatoria”, se debe interpretar que dichos términos 
hacen referencia, respectivamente, a “instrucción”, “expediente fiscal”, “mandato de detención” 
y “juez penal”. Esta disposición rige en los distritos judiciales en los que el Código Procesal 
Penal no ha entrado en vigencia. 
CONCORDANCIAS:     R.A. Nº 325-2011-P-PJ (Circular sobre Prisión Preventiva) 
               R.N° 3182-2013-MP-FN (Aprueban Directiva Nº 002-2013-MP-FN “Actuación Fiscal 
en la Prisión Preventiva conforme al Código Procesal Penal del 2004, puesto en vigencia 




    a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o 
partícipe del mismo. 
     b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa 
de libertad; y 
     c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del 
caso particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción 
de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad 
(peligro de obstaculización). 
     2. También será presupuesto material para dictar mandato de prisión 
preventiva, sin perjuicio de la concurrencia de los presupuestos establecidos en 
los literales a) y b) del numeral anterior, la existencia de razonables elementos 
de convicción acerca de la pertenencia del imputado a una organización 
delictiva o su reintegración a la misma, y sea del caso advertir que podrá 
utilizar los medios que ella le brinde para facilitar su fuga o la de otros 
imputados o para obstaculizar la averiguación de la verdad.(1)(2) 
LO QUE PLANTEAMOS PARA SU MODIFICACIÓN EN EL CÓDIGO 
PROCESAL PENAL ACTUAL: 
LOS PRESUPUESTOS DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
     Artículo 268 Presupuestos materiales.- 
     1. El Juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión 
preventiva EXCEPCIONALMENTE CUANDO CONCURRAN 
OBLIGATORIAMENTE LOS PRESUPUESTOS PARA SU INTERPOSICIÓN  
siempre y cuando se esté a los primeros recaudos que sea posible determinar 
la concurrencia de los siguientes requisitos y/o presupuestos: 
    a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o 
partícipe del mismo. 
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     b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa 
de libertad; y 
     c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del 
caso particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción 
de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad 
(peligro de obstaculización). 
     2. También será presupuesto material para dictar mandato de prisión 
preventiva, sin perjuicio de la concurrencia de los presupuestos establecidos en 
los literales a) y b) del numeral anterior, la existencia de razonables elementos 
de convicción acerca de la pertenencia del imputado a una organización 
delictiva o su reintegración a la misma, y sea del caso advertir que podrá 
utilizar los medios que ella le brinde para facilitar su fuga o la de otros 













                                                            
99 (1) De conformidad con la Primera Disposición Complementaria Final de la Ley Nº 30076, 
publicada el 19 agosto 2013, se adelante la vigencia del presente artículo, en todo el territorio 
peruano.(2) Artículo modificado por el Artículo 3 de la Ley Nº 30076, publicada el 19 agosto 

















APÉNDICE Nro. 03 
UNIVERSIDAD ANDINA NÉSTOR CÁCERES VELÁSQUEZ 
























                                                            
100 Los anexos contienen documentos insertados en la parte final de la tesis, pero que no 
pertenece su autoría al investigador o titular de la tesis; sirven para respaldar las afirmaciones 
o descubrimientos efectuados por otros autores o instituciones, públicas o privadas. 
 
X. MATRIZ DE CONSISTENCIA 
TÍTULO: “Motivación de la Prisión preventiva en los juzgados de investigación preparatoria de Juliaca (Año 






















¿En los juzgados de 
investigación preparatoria de 
Juliaca la prisión preventiva es 
una medida cautelar o una 








“Comprobar si en los juzgados 
de investigación preparatoria 
de la ciudad de Juliaca la 
prisión preventiva es una 








“En los juzgados de investigación preparatoria 
de la ciudad de Juliaca la prisión  preventiva es 















de dictar el 












a) Afectación a la 
presunción de 
inocencia   
b) Afectación a la 
libertad 
c) Afectación a a la 
motivación de las 
resoluciones 
judiciales 
d) Resolución de 
prisión preventiva 
por regla general 
inconstitucional. 
e) Resolución que no 
cumple con lo 
establecido en el 
art. 268 del 
Código Procesal 












El tipo de investigación 
es el CAUSAL 
CORRELACIONAL y 



















 Ficha de 
Entrevista 
 Resolucione





¿Es una medida de 
precaución debidamente 
motivada para otorgar una 
sanción eminentemente 
efectiva o es una medida 
cautelar que vulnera la 
presunción de inocencia?  
¿Hasta qué punto el estado de 
Libertad de una persona se 
puede ver vulnerado por la 
prisión preventiva y este es 
aplicada como regla general 
de condena que en momentos 
solo busca el castigo previo a 
la determinación judicial de la 




“Verificar si al momento de 
emitir una resolución de 
prisión preventiva el Juez de 
Garantías cumple en motivar 
debidamente su decisión 
asegurando la presunción de 
inocencia”.   
“Verificar hasta qué punto el 
estado de Libertad de una 
persona se puede ver 
vulnerado por la aplicación de 
la prisión preventiva cuando 
este solo es aplicada como 




“La motivación que efectuaron los jueces de 
investigación preparatoria (de la ciudad de 
Juliaca) en el mandato de  prisión  preventiva, 
incidió negativamente en la presunción de 
inocencia y  la  debida aplicación  de la 
medida de coerción procesal, debido a que en 
su gran mayoría no demostraron la 
concurrencia de los requisitos señalados en el 
artículo 268º, del CPP  
“La decisión del mandato de prisión 
preventiva afecto gravemente el estado de 
Libertad de una persona por cuanto este 
solo es aplicada por los jueces de Juliaca 








art. 268. del 
Código Procesal 
Penal y su 
relación con el 






















b) Prisión preventiva 
de forma 
excepcional 
c) Cumplimento de 
la Carta Magna 




e) Respeto al 
principio de 




EXPEDIENTE : 00957-2014-77-2111-JR-PE-3 
ESPECIALISTA DE AUD : JESSICA JACLIN CRUZ LIMA 
ASISTENTE JURIS : XIANETH YESENIA VILA GALLARDO 
 
ÍNDICE REGISTRO DE LA AUDIENCIA DE PRISION PREVENTIVA 
 
 En la ciudad de Juliaca, siendo cuatro de la tarde con cuarenta y un minutos del día 
veinticuatro de julio del año dos mil catorce, se constituye el señor Juez IVAN VICTOR 
ARIAS CALVO a cargo del TERCER JUZGADO PENAL DE INVESTIGACIÓN 
PREPARATORIA DE JULIACA, en la SALA DE AUDIENCIA N° UNO de los Juzgados de 
Investigación Preparatoria de Juliaca, para realizar la audiencia de PRISION PREVENTIVA en 
el presente proceso seguido en contra de WILLIAN TICONA SANCA, por la presunta comisión 
del delito de Estafa Genérica, en agravio de Vicentina Subia Quispe y otros;-------------------------- 
 
Se deja constancia que la audiencia será registrada mediante audio, conforme así lo 
establece el inciso dos del artículo trescientos sesenta y uno del Código Procesal Penal, 
Asimismo, hace constar que la dilación en el inicio de la presente audiencia, se ha debido a 
que el suscrito Magistrado se encontraba llevando otra audiencia de terminación anticipada que 
culminó hace unos minutos; por tanto, se solicita procedan oralmente a identificarse los 
convocados a esta audiencia.---------------------------------------------------------------------------------------- 
 
16:41 hrs. (25´) VERIFICACIÓN DE LOS INTERVINIENTES: 
 
A. MINISTERIO PÚBLICO: Dra. SONIA YOLANDA MITA BARRIONUEVO, con CAP Nº 
2329, Fiscal Provincial de la Primera Fiscalía Provincial Penal Corporativa de San 
Román – Juliaca, con domicilio procesal en la sede del Ministerio Publico ubicado en la 
plaza Zarumilla S/N de esta ciudad, con teléfono celular número 950865552.-------------- 
B. DEFENSA TÉCNICA: SALVADOR CARLOS TORRES RODRIGUEZ, con CAP 3117, 
con domicilio procesal en el Jiron Tumbes No. 610 de la ciudad de Juliaca, abogado de 
la parte agraviada Liberia Marlene Soncco Soncco y otros.--------------------------------------  
C. DEFENSA TÉCNICA: MARIO MIRANDA QUISPE, con CAA 05251, con domicilio 
procesal en el Jiron Apurimac No. 317 de la ciudad de Juliaca, abogado del imputado 
Willian Ticona Sanca.---------------------------------------------------------------------------------------- 
D. IMPUTADO: WILLIAN TICONA SANCA, identificado con DNI N45266826, con 
domicilio procesal en el jirón Almudena 0-11, urbanización santa Adriana de la ciudad 
de Juliaca.------------------------------------------------------------------------------------------------------ 
 
16:42 hrs. (00´) DESARROLLO DE LA AUDIENCIA:  
 
16:42 hrs. (01´) JUEZ: Antes de instalación de audiencia el Juzgado pone a conocimiento de 
todo el público en general, el artículo 364 del Código Procesal Penal, el Juez 
puede disponer mandato de detención por 24 horas, y da por instalada la 
audiencia y solicita a la señora Fiscal que oralice su requerimiento.----------------- 
16:42 hrs. (02´) FISCAL: Procede a oralizar su Requerimiento Prisión Preventiva; De 
conformidad al artículo 268° del Código Procesal Penal, este Primer Despacho 
de Adecuación de la Primera Fiscalía Provincial Penal Corporativa de San 
Román, solicita MANDATO DE PRISION PREVENTIVA para WILLIAN TICONA 
SANCA por la presunta comisión del DELITO DE CONTRA EL PATRIMONIO, 
en la modalidad de ESTAFA Y OTRAS DEFRAUDACIONES, en la forma de 
ESTAFA AGRAVADA, en agravio de Vicentina Subia Quispe y otros. Señor 
Juez voy a dar cuenta de los hechos investigados Se atribuye a WILLIAN 
TICONA SANCA, haber simulado ser representante de la presunta Empresa 
Wings Net Work, y a partir del mes de febrero del 2014, empezó a convocar al 
publico en general de la ciudad de Juliaca, mediante volantes a un supuesto 
lanzamiento de la supuesta empresa a realizarse el 27 de febrero del 2014, en 
el local de eventos "EL VIRREY" de esta ciudad, lugar a donde concurrieron 
aproximadamente 1000 personas, y en esta reunión el imputado William Ticona 
Sanca y ANDREW ARRAMBIDE dan a conocer públicamente que los 
interesados podrán afiliarse efectuando un depósito de mil quinientos sesenta 
dólares americanos, y a cambio de ello como comisión o ganancia obtendrían 
la suma 1100.00 dólares americanos al mes siempre y cuando afiliaban a otras 
dos personas, quienes también serían afiliados con las misma características. 
Se da en el presente caso los elementos concurrentes para que se dicte 
Mandato de Prisión Preventiva, conforme a lo establecido en el artículo 268° 
del Código Procesal Penal, ya que de acuerdo a los primeros recaudos es 
posible determinar lo siguiente: a) Existen fundados y graves elementos de 
convicción para estimar razonablemente la comisión de un delito je vincule a 
los imputado como autor y coautores del mismo, para acreditar la existencia de 
este punto) señor Juez, ofrecemos como elementos de prueba las siguientes 
diligencias: 1. Informe Policial N° 085-2014-DIRNOP/FRENPOL-P/DIVPOS-
/CPNPJ/SID, de fecha 23 de julio del 2014, en ella se encuentra los hechos de 
la presente investigación preliminar, los agraviados refieren haberle entregado 
dinero en dolares americanos y soles a la persona Willian Ticona Sanca, con la 
promesa de que les entregaría ganancias en dinero y paquese, sin embargo no 
recibieron tales promesas. 2. Acta de Incautación de documentos varios de 
fecha 22 de julio del 2014, de la cual se desprende que en el inmueble ubicado 
Jr. Pierola N° 845 de esta ciudad de Juliaca, en este inmueble en el segundo 
nivel se encuentra las oficinas de la supuesta Empresa Net Work Wings, y de 
una de las oficinas se ha incautado, libro reclamos de personas que aportaron 
a la empresa, archiveros con documentos varios, sobres de manila con 
documentos varios entre otros documentos que se relacionan con la presente 
investigación. 3. Acta de lacrado de fecha 22 de julio del 2014, de la cual se 
desprende que en el inmueble ubicado en el Jr. Pierola en el segundo nivel se 
encontraban otros ambientes que funcionaron las oficinas de la supuesta 
Empresa Net Work Wings dirigidos por el imputado y otros, en ellas se 
encuentran documentos de los agraviados y de la supuesta empresa.4. Acta de 
Registro personal del la persona Willian Ticona Sanca, de la cual se desprende 
que dentro de sus pertenencias un pasaporte de la Comunidad Andina, de la 
cual se presume que esta persona con facilidad fugaría del país. 5. Acta de 
Constatación e Intervención Policial de fecha 22 de julio del 2014, de la cual se 
desprende la forma y circunstancias de la intervención a la persona Wilian 
Ticona Sanca, en las oficinas de la Empresa Wings Net Work ubicado en el 
segundo nivel del Jr. Pierola N° 845 de esta ciudad de Juliaca, así mismo en 
dicha diligencia denunciaron a Wilian Ticona Sanca por haberles estafado 
recibiendo dinero en dolares y soles de los agraviados. 6. Declaración del 
agraviado Luciano Estofanero Huancollo, (fs.) de fecha 22 de julio del 2014, de 
la cual se desprende la forma y circunstancias que fue objeto de Estafa por la 
persona Wilian Ticona Sanca. 7. Declaración de Vicentina Subía Quispe, (fs.), 
de la cual se desprende la forma y circunstancias que fue objeto de Estafa, 
entregando su dinero en la suma de S/.12 000.00 nuevos soles a la persona 
Liberia MARLENE Soncco Soncco y esta le entrega este dinero a la persona 
Wilian Ticona Sanca, yhasta el momento no le devuelven su dinero. 8. 
Declaración de Rene Richard Gutierrez Arenas, de fecha 22 de julio del 2014, 
de la cual se desprende que entrego dinero al señor Magno la suma de 
4680.00 dólares americanos dinero de su persona como también de las 
personas Sonia Marisol Huahuacondori Sucari y Rodolfo Mogrovejo Mamani, y 
esta última persona entrego a Willian Ticona Sanca, con la promesa que ivan a 
ganar 750 dolares americanos por mes. 9. Declaración de Liberia Marlene 
Soncco Soncco, (fs.), de fecha 22 de julio del 2014, en ella refiere, que el dia 27 
de febrero le contactaron con la persona Willian Ticona Sanca, quien referia ser 
representante de la Empresa Wings Netwok, en esa oportunidad le dijo que 
podia ganar mil quinientos sesenta dolares americanos por afiliar a dos 
personas y otros bonos atractivos, asi mismo el investigado les capacito a ella y 
otras personas haciéndoles ver videos en las oficinas del 2do nivel del 
inmueble ubicado del Jr. Pierola N° 845 de esta ciudad de Juliaca, en vista que 
entraban varias personas decide afiliarse y esta persona entrego la suma de $ 
1560.00 dólares americanos a la persona de Willian Ticona Sanca en el 
inmueble antes citado. 10. Declaración de Luciano Estofanero Huancollo, (fs.), 
de fecha 22 de julio del 2014, de la cual se desprende que esta persona 
entrego la suma de $ 4,680.00 dólares americanos a la persona de Willian 
Ticona Sanca, en las oficinas del Jr. Pierola N° 845 de esta ciudad, y que hasta 
la fecha no le devuelve sus ganancias ni su capital. 11. Declaración de Willian 
Ticona Sanca, de la cual se desprende que guardo silencio. 12. Declaración de 
Lucia Soncco Mamani, de fecha 22 de julio del 2014, refiere esta persona que 
el día 29 de marzo del 2014, exactamente a las 11 de la mañana junto a su hija 
Yeny Beatriz Mamani Soncco se constituyeron al Jr. Pierola N° 845 ala local 
Empresa Net Work Wings entregandole dinero a la persona Willian Ticona 
Sanca la suma de 13,050.20 nuevos soles, el cual le firmo recibo manuscrito 
simple, dicho dinero nunca le devolvió. 13. Declaración de Florentino Rodríguez 
Añacata, de fecha 22 de julio del 2014, en ella refiere que en fecha 14 de mayo 
del 2014, entrego dinero la suma de $. 3,120.00 a Liberia Marlene Soncco 
Soncco, en el inmueble ubicado del Jr. Pierona N° 845, y esta le entrego a 
Willian Ticona Sanca, les citaron para el 19 de junio del 2014 para la devolución 
y hasta la fecha no les entrego. 14. Declaración de María Rosa Quispe 
Valeriano, de fecha 22 de julio del 2014, de la cual se desprende que el día 10 
de abril del 2014 entregó la suma de 10, 920.00 dólares americanos a Willian 
Ticona Sanca, dinero que hizo entrega en la oficina sito en el Jr. Pierola N° 
845, dinero que no fue devuelto. 15. Declaración de Porfirio Quispe Mendoza, 
de fecha 22 de julio del 2014, quien declara que fue victima de estafa por parte 
de Willian Ticona Sanca entregándole la suma de 10 920.00 dolares 
americanos, dinero que fue entregado el día 10 de abril del 2014, en la oficina 
ubicado en el Jr Pierola N° 845, la misma que no fue devuelto. 16. Declaración 
de Claudia Zully Hualtpa Mamani, de fecha 22 de julio del 2014, refiere que el 
día 07 de abril del 2014, entrego la suma de $. 1 560.00 dolares americanos y 8 
736.00 nuevos soles a te persona de Willian Ticona Sanca representante de la 
Empresa Net Work Wings en el Jr. Pierola N° 845, la misma que no le devolcio 
hasta la fecha, por ello solo le dio una letra de cambio. 17. Declaración Harel 
Gonzales Sosa, de fecha 22 julio del 2014, de ella se desprende que, entrego 
la suma de 1560.00 dolares americanos a la persona de Willian Ticona Sanca 
representante de la Empresa Wings Net Work ubicado en el Jr. Pierona N° 845 
de esta ciudad, la misma que no lo devolvió. 18. Declaración de Roñal Urviola 
Mamani, de fecha 23 de julio del 2014, esta persona refiere, que es 
representante del dueño del inmueble del Jr. Pierola N° 845, cuya propietaria 
es la persona de Rufina Urviola Ccori, asi mismo da cuenta que este inmueble 
alquiló el 12 de marzo de 2014 a la persona de Anghi Nilda Laura lllacutipa dos 
habitaciones en el segundo nivel y a la persona Willian Ticona Sanca tres 
habitaciones en el segundo nivel, que estaban destinas para la venta de 
celulares y programas de software. 19. Relación de personas que entregaron 
dinero a la Empresa Wings Net Work representado por Willian Ticona Sanca y 
otros en folios (08) de distintos lugares de la Región de Puno, que 
supuestamente serian estafados dinero en dolares y soles el imputado. 20.
 Letras de cambio entregados a los agraviados, por Willian Ticona Sanca 
representante de la Empresa Wings Net Work, con la cual se acredita que el 
imputado recibio dinero de los agraviados, las mismas que no fueron devueltos 
en folios (34.). 21. Contrato de arrendamiento, (fs.), de fecha 12 de marzo del 
2014, celebrados entre las personas Roñal Urviola Mamaní como arrendador y 
por otra parte Anghi Nilda Laura lllacutipa como arrendataria de las oficinas con 
la denominación nueve y diez ubicadas en el segundo nivel del jr. Piróla N° 845 
de esta ciudad de Juliaca por el término de seis meses, por un monto de 
1000.00 nuevos soles mensuales. 22. Contrato de arrendamiento (fs.)de fecha 
12 de mayo del 2014, celebrados entre las personas Roñal Urviola Mamani 
como arrendador y por otra parte Willian Ticona Sanca como arrendatario de 
las oficinas con la denominación seis , siete y ocho, ubicadas en el segundo 
nivel del jr Piróla N° 845 de esta ciudad de Juliaca por el término de seis 
meses, por un monto de 1500.00 nuevos soles mensuales. 23. Impresiones de 
la página web de la presunta empresa Net Work Wings recabado el día de la 
fecha a través del internet, de donde se advierte que esta empresa denominada 
WINGS NET WORK de la cual es parte el denunciado WILLIAM TICONA 
SANCA, es presuntamente de carácter internacional conforme se desprende de 
la página web de esta supuesta empresa en la que se visualiza una serie de 
anuncios los que se hallan relacionados a propaganda de obtención y ganancia 
de dinero en dolares americanos, de otro lado se tiene que la persona de 
Andrew Arrambide tendría la condición de Director de esta empresa quien 
aparece en la página web, haciéndose mención a lugares como Lima, Bolivia, 
México, y Barcelona.; asimismo La sanción a imponerse resulta superior a 
cuatro años de pena privativa de liberta;  los hechos imputados a las persona 
de WILLIAN TICONA SANCA, constituyen el DELITO DE CONTRA EL 
PATRIMONIO, en la modalidad de ESTAFA Y OTRAS DEFRAUDACIONES, en 
la forma de ESTAFA AGRAVADA, en agravio de Vicentina Subia Quispe, 
Porfirio Quispe Mendoza, Rene Richard Gutierrez Arenas, Liberia Marlene 
Soncco Soncc, Esteban Mamani Cayllahua, María Rosa Quispe Valeriano, 
Maydbee Huaman Turpo, Mauro Gonzales Yucra, Shirley Laura Condori, Dario 
Portillo Cacina y otros, tiene una pena no menor de cuatro años.  Aunado a 
ello, se debe tomar en cuenta que en la presente investigación existen gran 
cantidad de agraviados en contra de cada uno de ellos, se ha perpetrado los 
hechos objeto de imputación, hecho que merecerá agravación en una eventual 
sentencia condenatoria.; asimismo con relación al peligro de fuga y otras 
circunstancias del caso particular permite y colegir razonablemente que tratarán 
de eludir la acción de la justicia (peligro de fuga)  u obstaculizar la v 
averiguación de la verdad (peligro de obstaculización). En el caso de la 
presente de las primeras diligencias preliminares llevadas a cabo, existen 
elementos 0 fundados que hacen presumir que existe peligro de fuga por parte 
del imputado WILLIAM TICONA SANCA, con la \ finalidad de evadir la acción 
penal, ello en mérito a los siguientes fundamentos: a) DEL ARRAIGO 
DOMICILIARIO de las diligencias preliminares llevadas a cabo se ha podido 
establecer que el WILLIAM TICONA SANCA no cuenta con arraigo domiciliario 
en el país, puesto que de las diligencias llevadas a cabo no lo han acreditado. 
b) DEL ARRAIGO LABORAL: El investigado WILLIAM TICONA SANCA 
tampoco han acreditado contar con oficio, profesión u ocupación conocida de lo 
cual se puede colegir por tanto los imputados tampoco cuenta con arraigo 
laboral. c) DEL ARRAIGO FAMILIAR: El investigado WILLIAM TICONA SANCA 
tampoco han acreditado contar con arraigo familiar pues no ha demostrado 
contar con familiares que dependan de sus personas de lo cual se colige que 
carecen de arraigo familiar.; Por estos fundamentos SOLICITO SE DECLARE 
FUNDADA LA PRISION PREVENTIVA POR EL PLAZO DE NUEVE MESES 
EN CONTRA DE WILLIAN TICONA SANCA.---------------------------------------------- 
17:15 hrs. (25´) DEFENSA TÉCNICA (Salvador Carlos Torres Rodriguez): Señor Magistrado 
voy a presentar a su Despacho elementos de convicción que prueban la forma 
o el modo operandi de este señor Willian Ticona Sanca, quiero hacer entrega 
de la preexistencia de varios documentos.-------------------------------------------------- 
17:15 hrs. (26´) JUEZ: Señor abogado el único que ofrece pruebas es el señor Fiscal, en este 
requerimiento de prisión preventiva.---------------------------------------------------------- 
17:15 hrs. (27´) DEFENSA TÉCNICA (Salvador Carlos Torres Rodríguez): Señor Magistrado 
quiero señalar simplemente que tenemos abundante información de las cuales 
están aquí y le vamos hacer entrega al ministerio publico en su momento, de la 
página web, en las cuales el señor se muestra como gran promotor y líder de 
esta empresa Net Work Wings, detalles quedan registrados en audios.------------
----------------------------------------------------------------------------------------------------------  
17:15 hrs. (33´) DEFENSA TÉCNICA (Mario Miranda Quispe): Señor Magistrado quiero 
solicitar a su judicatura que se declare infundada en todos sus extremos el 
requerimiento de prisión preventiva solicitada por parte de la representante del 
ministerio publico el mismo que ,lo hacemos bajo los siguientes fundamentos 
señor magistrado, si bien es cierto el Ministerio Publico es titular de la acción 
penal, también esta en la facultad de hacer una buena calificación objetiva del 
tipo penal, dado a que señor magistrado, si bien es cierto se ha presentado 
fundados y graves elementos de convicción pues estos se desvanecen puesto 
que no esta de acuerdo al tipo penal exigido por nuestra norma sustantiva, 
señor magistrado la supuesta agraviada Liberia Soncco Soncco, no se adecua 
al verbo rector de que ha sido inducida a un error, en este acto de audiencia 
nosotros como elemento de convicción vamos a presentar que esta señora 
pues esta tratando de sorprender al órgano jurisdiccional si bien es cierto hecho 
que desconocía que en fecha 27 de abril se ha afiliado a esta empresa Net 
Work Wings, señor magistrado eso vamos a demostrar que es totalmente falso, 
señor magistrado están interrumpiendo.----------------------------------------------------- 
17:16 hrs. (05´) JUEZ: Señores se les esta advirtiendo si siguen interrumpiendo el juzgado va 
tener que desalojarlos a todos, por si acaso y se les hace los apremios 
efectivos y se les ruega a todos ustedes mantener silencio.--------------------------- 
17:16 hrs. (06´) DEFENSA TÉCNICA (Mario Miranda Quispe): En ese sentido señor 
magistrado pues la señora supuesta agraviada viene a ser también una líder de 
esta empresa, pero sin embargo señor magistrado esto lo vamos a demostrar 
en este sentido señor magistrado la declaración de la agraviada Vicentina 
Subia, es la persona que ha entregado directamente a la hoy supuesta 
agraviada Liberia Soncco Soncco, directamente a la pregunta cero cuatro 
preguntada diga directamente a que persona usted entrego el dinero en 
efectivo la suma de doce mil nuevos soles, indico señor magistrado coligiendo, 
dice que entregue a la persona Liberia Soncco Soncco, esto a razón señor 
magistrado a que la aludida pues también lideresa que ha capacitado y a 
concientizado a las personas que hoy se sienten agraviadas, en todo caso no 
estamos hablando de inducir a un error, entonces señor magistrado de que 
delito de estafa estaríamos hablando de que supuestamente todos estos 
señores han entrado conscientemente señor magistrado a lo que estaban 
yendo, es asi señor magistrado que nosotros vamos a presentar los paneos 
fotográficos de la señora que supuestamente es agraviada, pues ella incluso ha 
cobrado para que reciba la cogerencia de líder de esa pagina es el señor 
ANDREW ARRAMBIDE, en ese aspecto señor magistrado la calificación del 
tipo penal no se ajusta a la realidad, sin embargo señor magistrado en 
reiteradas jurisprudencia de la corte suprema se ha pronunciado señor 
magistrado sobre el bien jurídico protegido es asi señor magistrado, que 
tenemos en mano pues la ejecutoria suprema 149-2004, que indica claramente 
señor magistrado que el acto para disposición patrimonial de la consumación 
del delito de estafa necesariamente requiere que sujeto pasivo sea pues 
inducido a error en este entendido señor magistrado si estos señores han 
recibido una capacitación sabiendo que están o a que están participando de 
que engaño de que error de que ardid habríamos si máxime que mi patrocinado 
no ha dado ninguna conferencia en cambio si la supuesta agraviada señor 
magistrado, paneos fotográficos que lo vamos introducir en este acto, entonces 
no se configura para nosotros en tipo penal de estafa ni mucho menos 
agravada, si mi patrocinado al contrario es victima por que mi patrocinado 
también asi como los señores que están reclamando un derecho pues ha sido 
objeto de estafa también a deposito dinero, tenemos en mano la solicitud de 
emisión, señor magistrado también estos fundados y graves elementos que 
hace alusión la señora Fiscal, pues a la declaración de Rene Richard Gutierrez 
Arenas, a la pregunta numero tres, que documentos o comprobante te entrego 
al momento que hiso la entrega de dinero que sea afiliado en la empresa, 
contesto que nada, pero posteriormente el dia 30-05-2014 a horas de la tarde 
en la pagina de la empresa Net Work Wings  vi que mi nombre en una 
piramidal, Señor Magistrado estamos hablando de una estafa si es que si bien 
es cierto pero también es objeto  o sujeto pasivo dado a que la misma Fiscal 
nos ha presentado la extracción como veintitrés elementos de convicción de la 
pagina web, en la cual pues el líder o el representante viene a ser ANDREW 
ARRAMBIDE y no aparece el nombre de m i patrocinado para que se le impute 
este tipo, asi señor magistrado tampoco aparece el nombre de la líder que hoy 
ostentan o trata de indicar que se siente agraviada, si bien es cierto señor 
magistrado también este hecho se corrobora pues con la declaración de Liberia 
Marlene Soncco Soncco, pues en la pregunta numero dos enfáticamente trata 
de sorprender no solo a su judicatura si no que ha sorprendido a la Fiscalia, 
dado a que señor magistrado indica pues que ella se ha suscrito a esta 
empresa a medida que la gente se iba suscribiendo resultando ser falso, señor 
magistrado pues ella era una de las capacitadoras, también tenemos en 
paneos fotográficos en la plana que se puede decir especial y no puede ser 
señor magistrado que venga y diga si esto no hubiera sucedido, hubiera estado 
sentado a asi como el publico en lo posterior y no en la plana donde esta los 
ponentes especiales en ese acto señor magistrado, si viene s cierto también se 
ha hecho alusión a que mi patrocinado a firmado pues letras de cambio señor 
magistrado como usted podra notar en este acto de audiencia la gente pues y 
el salvaguarda de su integridad física y de su vida principalmente mi 
patrocinado a firmado efectivamente pero a presión y no lo ha hecho en forma 
voluntaria, por esto señor magistrado las declaración presentamos medios 
probatorios, en este acto voy s presentar el testimonio o la escritura publica y 
mediante su despacho se corra traslado a la fiscalia, también presentaremos la 
cosntancia de trabajo que mi patrocinado se dedicaba al cargo eventual de 
técnico de instalación de televisor satelital en la empresa claro, debidamente 
con el RUG correspondiente, de la misma manera señor magistrado vamos a 
presentar en este acto el certificado de domicilio para corroborar que realmente 
tenia un domicilio conocido cual es, el domicilio signado, también presentarnos 
un comprobante o un recibo de luz, para corroborar que tiene domicilio 
conocido, por otro lado vamos a presentar paneos fotográficos de la pagina 
web, que mi patrocinado también es objeto de este delito, dado a que también 
ha hecho depósitos y no es como se pretende indicar de que el era quien se 
beneficiaba, por otro lado señor magistrado hemos venido sosteniendo que no 
se ha inducido a error para romper la tipificación o reformulen en este caso la 
fiscalía, vamos a presentar los paneos fotográficos en la cual la señora Liberia 
Soncco Soncco esta concientizando o esta utilizando un ardid no lo sabemos 
pero si esta aquí en este paneos fotográficos como lidereza, asi también hemos 
sostenido que estaba en la plana principal y no en los asientos donde la gente 
que va a una capacitación suele sentarse, vamos a presentar en paneos 
fotográficos del mismo evento en el cual el señor ANDREW ARRAMBIDE 
director de la empresa esta capacitando; siendo en total ocho paneos 
fotográficos.------------------------------------------------------------------------------- 
17:35 hrs. (33´) JUEZ: Se corre traslado a la fiscalía sobre los medios probatorios ofrecidos por 
la defensa técnica.---------------------------------------------------------------------------- 
17:35 hrs. (33´) FISCAL: Señor Juez tengo en manos el recibo de luz este documento no es de 
la persona imputada, asimismo se tiene certificado domicilio que expide la 
municipalidad pero es en copia, por tanto no se debe merituarse, también se 
tiene una constancia de trabajo este documento es de fecha 23 de julio del dos 
mil catorce y en su declaración dijo que no tenia trabajo en consecuencia 
tampoco se debe valorarse, se tiene también una copia legalizada de la 
escritura de venta de lote de un terreno en la urbanización, señor juez este 
documento es un lote que no pertenece a la persona imputada, en cuanto a los 
paneos fotográficos no creo que acrediten arraigo de trabajo, ni de familia ni de 
domicilio, en consecuencia pienso que no debe ser valorada salvo mejor 
parecer señor juez y quiero precisar el abogado de la defensa indica la 
calificación no se ajusta a los hechos yo considero que si se ajusta y han 
utilizado las capacitaciones para engañar a los agraviados.--------------------------- 
17:36 hrs. (00´) IMPUTADO (Willian Ticona Sanca): Señor Juez empezado desde el primer 
dia de la empresa, lo cual yo también he sido contactado mediante otras 
personas y vino, esto yo no lo traje vino el mismo señor ANDREW 
ARRAMBIDE de esta empresa, hecho donde el hiso un evento aquí en Juliaca, 
habido mas de mil asistentes en la ciudad de Juliaca y eso lo puede corroborar 
muchas personas, yo he sido contactado un invitado mas, lo cual esto me 
dijieron que si tu traes mas personas vas a ganar, yo entre con la intención de 
ganar, lo mismo contacte yo ha dos personas y a la fecha son afectados, y de 
hay empezo todo, y porque han sido firmados los pagares, señor aquí las 
personas no pueden mentir, las personas son concientes y cuanta presión me 
hicieron firmar los pagares, y asimismo la empresa se cerro desde el 17 de 
mayo no hubo ninguna afiliación y ningún tipo de pago, las personas que están 
viniendo aquí según ellos son afectado, yo trabaje desde el 27 de febrero y ya 
son tres meses, y no solamente yo, hemos trabajo a razón de 400 a 500 
personas en mi grupo, lo cual  ha sido dia a dia se ha estado recaudando el 
dinero, y no dando el dinero directamente a mi persona, yo no les he captado, 
las  personas han venido mediante otras personas, y lo mismo los pagares 
porque había mucha presión de parte de los inscritos hasta la fecha, ellos 
querían su dinero y yo por voluntad propia por tanta insistencia porque ellos me 
amenazaban que te vamos a denunciar y que te vamos a pegar eres un 
delincuente, desde la fecha 19 de junio la única solución por compromiso y 
tengo que cuidar mi integridad y con todo respecto indica el señor abogado de 
los agraviados que yo me fujo a Brasil, a otros países como si nada; asimismo 
cuando la fiscalía me intervino me dijeron documentos y yo le di mi pasaporte y 
eso no lo puede confundir que yo me quiera fugar del país, porque sabiendo 
eso yo lo hubiese hecho hace tiempo, ahora conforme al domicilio yo soy 
juliaqueño, yo soy padre y madre para mi familia y yo tengo dos hermanos 
menores y vivo en esa casa y tengo 26 años y durante esos años yo he vivido 
en esa casa y eso puede corroborar mis vecinos, y porque esas personas me 
buscaban me cateaban y por vergüenza a mi jefe de trabajo yo dije que no 
tenia trabajo.----------------------------------------------------------------------------------------- 
17:42 hrs. (08´) JUEZ: Con lo indicado, procede a emitir la siguiente resolución.--------------------- 
 
RESOLUCIÓN No. 02- 2014 
Juliaca, veinticuatro de julio 
del dos mil catorce.- 
I ANTECEDENTES: 
PRIMERO.- Que la representante del Ministerio Publico solicita prisión preventiva en contra 
de Willian Ticona Sanca por la presunta comisión del delito de estafa agravada en presunta 
agravio de Vicentina Subia Quispe, Porfirio Quispe Mendoza, René Richard Gutierrez Arenas, 
Liberia Marlene Soncco Soncco, y otros, sostiene la representante del Ministerio Publico que la 
conducta realizada por el imputado Willian Ticona Sanca se encuentra previsto en el articulo 
ciento noventa y seis del código penal, con la agravante prevista en el articulo ciento noventa y 
seis guion “A”, como siendo autor, se le imputa el supuesto de procurar para si o para otro un 
provecho ilícito en perjuicio de tercero induciendo o manteniendo error al agraviado mediante 
engaño astucia o ardid u otra forma fraudulenta como hechos tenemos Willian Ticona Sanca 
como representante de la empresa Net Work Wings a partir del mes de febrero empezó a 
convocar al publico de la ciudad de Juliaca mediante volantes a un supuesto lanzamiento de 
una empresa, evento que iba ser realizado en fecha veintisiete de febrero del dos mil catorce, 
en el local de eventos del virrey donde aproximadamente concurrieron mas de mil personas en 
la cual también se encontraba la persona ANDREW ARRAMBIDE en dicho evento dan a 
conocer a las personas que estas pueden afiliarse a esta empresa dando un primer deposito de 
mil quinientos sesenta dólares y a cambio recibir una comisión de ganancia ascendiente a mil 
cien dólares americanos siempre y cuando estos también afilien a otras personas, de otro lado 
también se indico que se debería entregar la cantidad de mil quinientos sesenta nuevos soles a 
favor de la empresa y esta se entregaría un paquete que consistía en aplicativos para móviles 
luego del lanzamiento de dicho evento, el imputado abrió una oficina en el jirón pierola 
ochocientos cuarenta y cinco, el se encargaba presuntamente indica el Ministerio Publico de 
recepcionar dinero de las inscripciones y a su vez también afiliaba en las fichas supuestamente 
de la empresa antes indicada Net Work Wings se tiene también como supuestos de hecho la 
declaración de Luciana Estofanero Huancollo quien le había entregado al imputado la cantidad 
cuatro mil seiscientos ochenta dólares americanos en fecha veintiocho de febrero del dos mil 
catorce, Vicentina Subia Quispe le entrego a Liberia Marlene Soncco Soncco la cantidad de 
doce mil nuevos soles en fecha cinco de junio del dos mil catorce, quien a su vez le entrego al 
imputado a cambio de recibir una ganancia de setecientos cincuenta dólares habiendo recibido 
solamente un pago de setecientos dólares americanos, refieren los agraviados que a la fecha 
no reciben ningún tipo de pago por concepto de ganancia del dinero entregado presuntamente 
al imputado Willian Ticona Sanca, varios de los imputados han indicado que el modus operandi 
era en la modalidad de forma piramidal los cuales entregaban ya incluso montos de setecientos 
cincuenta dólares americanos y sin embargo hasta la fecha no se ha realizado las entregas del 
dinero puesto por los agraviados menos a un haber recibido ganancia la conducta atribuida a 
Willian Ticona Sanca es la del inducir en error y mediante ese error los ha mantenido 
engañados a todos los agraviados los cuales hicieron desembolsos económicos para obtener 
una ganancia patrimonial, se indica que el dueño titular de la empresa, resulta ser la persona 
de ANDREW ARRAMBIDE quien tendría la condición de director y quien aparece en la pagina 
web en diferentes lugares como Lima, Bolivia y México.----------------------------------------------------- 
SEGUNDO.- El Ministerio Publico, al exponer como hechos los antes indicados indica que 
existen graves y suficientes elementos que acreditan el delito y loa responsabilidad del 
presunto imputado, pues existen elementos de convicción tales como la acta de incautación de 
documentos varios, acta de lacrado de la oficina del jirón pierola, el acta de registro personal , 
el acta constatación y de intervención policial, las declaraciones de los agraviados Luciano 
Estofanero Huancollo quien habría indicado que ha entregado al imputado cantidad de dinero, 
la declaración de Vicentina Subia Quispe, la declaración de Rene Richard Gutiérrez Arenas, la 
declaraciones de Liberia Soncco Soncco, la declaración de Luciano Estofanero Huancollo, 
Lucia Sonco Mamani, Florentino Rodríguez Añacata, Maria Rosa Quispe Valeriano, Porfirio 
Quispe Mendoza, Claudia Suly Hualpa Mamani, Harel Gonzalez Sosa, Ronald Urviola Mamani, 
asi como también indican una relación de personas afiliadas a la empresa Net Work Wings, 
letras de cambio firmadas por el imputado a efectos de asumir una presunta obligación de 
dinero, el contrato de arrendamiento realizado entre el dueño del jirón pierola ochocientos 
cuarenta y cinco segundo piso, asi como también las impresiones la pagina web de la empresa 
Net Work Wings esto como supuestos elementos de convicción que vinculan al imputado como 
el presunto delito de estafa.------------------------------------------------------------------------------------------ 
TERCERO.- El Ministerio Publico sostiene que la pena probable a imponerse como 
presunto autor al imputado ha de ser superior a los cuatro años, pues indica que la pena en un 
mínimo es de cuatro años y un máximo de ocho años, respecto del peligro de fuga sostiene el 
Ministerio Publico que el imputado no tiene arraigo domiciliario, arraigo laboral, asi también ha 
indicado respecto de su centro laboral que este se encuentra desocupado, no se tiene 
documentales que acrediten que tenga familia, o que dependa de el, familiares, asimismo ha 
indicado que por la gravedad de la pena que se espera como imposición a futuro, se presume 
que este pueda fugar del lugar, oposición el abogado de la defensa del imputado se opone 
e indica que su prisión preventiva solicitada por el fiscal sea declarado infundada sostiene que 
siendo el Ministerio Publico el titular de la acción penal ha debido realizar una calificación 
jurídica adecuada pues de los hechos no ser advierte, que los hechos se adecuen a los hechos 
penal de estafa, ha indicado que Liberia Soncco Soncco no solamente resulta ser agraviada 
sino que también ella forma parte de la parte de la pirámide y en conclusión indica que se trata 
de una dirigente que ahora resulta indicar ser presunta agraviada, que trata de sorprender a 
todos los presunto agraviados que Liberia Soncco Soncco también es líder de la empresa, 
Vicentina Subia en su declaración ha indicado que ella ha entregado doce mil nuevos soles a 
Liberia Soncco Soncco y que la formalización de la investigación preparatoria juntamente con 
el requerimiento de prisión preventiva por los supuestos de hecho estos son atípicos y que 
existe una ejecutoria suprema la ciento cuarenta nueve dos mil cuatro el cual indica que se 
tiene que acreditar la inducción a error en el presente caso no se ha dado por que todos los 
agraviados han sido debidamente capacitados, que su patrocinado no ha capacitado también 
indica que el ha sido estafado, que la declaración de Rene Gutiérrez Arenas indica que el líder 
es ANDREW ARRAMBIDE, no aparece el nombre de su patrocinado en la página web, de la 
declaración de Marlene Soncco Soncco indica que ella también se inscribió en la medida que 
también se inscribía otras personas, que el motivo por el cual había firmado los pagarés ha 
sido eminentemente presión que existía la coacción y este no ha sido de carácter voluntario, 
referente al supuesto de pena probable no ha existido pronunciamiento por parte del abogado, 
y respecto del peligro de fuga ha indicado que vive en la casa de su madre, tiene un certificado 
domiciliario, tiene certificado de luz, ha adjuntado paneos fotográficos en las cuales se tiene 
como presunta líder y no agraviada a la persona de Liberia Soncco Soncco, y que no ha 






PRIMERO.- La Prisión Preventiva como su nombre mismo lo indica es una medida cautelar, 
quiere decir esto que en esta audiencia que se dicte no se va determinar si el imputado es 
responsable de un delito o es inocente, es esta audiencia se van a verificar supuestos del 
porque provisionalmente puede estar internado en un establecimiento penitenciario de forma 
provisional por que todo el proceso de investigación tiene tres etapas, una etapa de 
investigación preparatoria donde el Ministerio publico es el que investiga, realiza todos los 
actos de investigación culminado esa etapa el Ministerio publico luego determina la posibilidad 
de acusar o solicitar el sobreseimiento a favor o en contra del imputado, de seguir el proceso 
recién nos encontramos en una etapa de juzgamiento en la cual recién se valora los medios 
probatorios, con un Juez de Juzgamiento.----------------------------------------------------------------------- 
SEGUNDO.- Si bien es cierto el derecho a la libertad es un derecho fundamental, este no 
implica que no pueda sea un derecho absoluto pues existen excepciones cuando este es 
detenido en flagrancia delictiva, o cuando existe mandato judicial del Juez.---------------------------- 
TERCERO.- En el presente caso el Juzgado tiene que analizar tres presupuestos, de todos los 
hechos vertidos por el señor fiscal el juzgado tiene que adecuar si esos hechos se adecuan a 
un tipo penal especifico, y si existen elementos pruebas, actos de investigación que lo vinculen 
con el imputado, es decir que existan suficientes y graves elementos de convicción que 
vinculen al imputado en este caso al investigado con el delito, luego se tendrá que verificar la 
gravedad de la pena, en esta etapa el juez tiene que hacer una prognosis que puede pasar a 
futuro, si acaso existe confesión sincera se puede reducir la pena, si acaso existe una 
terminación anticipada, verificar si se puede la pena por debajo de los cuatro años y también 
tiene que verificar el peligro de fuga, es decir que posibilidades le da al Juez de que esta 
persona tenga que estar presente durante toda la tramitación del proceso en libertad, si acaso 
no resulta cierta entonces se podrá advertir que existe peligro de fuga, de igual forma verificar 
el peligro de obstaculización que pueda hacer el imputado o que ha hecho o que circunstancia 
me pueda determinar que el imputado pueda cuestionar a los testigos coaccionar a los peritos, 
agraviado y demás.-----------------------------------------------------------------------------------------------------    
CUARTO.- En esa medida el Juzgado indica que el tipo penal atribuido es un delito 
eminentemente patrimonial cuyo texto indica el que procura para si es decir para el o para otro 
un tercero, un provecho ilícito, se entiende económico en perjuicio de un tercero, presunta 
víctimas, induciendo manteniendo en error, quien el imputado al agraviado mediante engaño, 
en ese orden de ideas el juzgado tiene que calificar estos supuestos de hecho al tipo penal y 
como supuestos de hecho y no negados en la presente se tenga en cuenta lo siguiente: a) que 
resulta cierto y no se ha negado por la defensa, que el imputado ha realizado un contrato de 
alquiler de la oficina en el jirón Pierola ochocientos cuarenta y cinco, una oficina que 
representaba a la empresa Net Work Wings, ese hecho no es objeto de discusión por que las 
partes no lo han discutido.; conclusión se tenía como supuesto de que el imputado Willian 
Ticona Sanca formaba parte o tenía conocimiento de la existencia de dicha empresa Net Work 
Wings y que el era el representante de esta ciudad de Juliaca si, este hecho no ha sido negado 
por ninguna de las partes; b) se tiene como supuestos de hecho las declaraciones 
testimoniales de Rene Richard Gutiérrez en la cual entrego la suma de cuatro mil seiscientos 
ochenta dólares, la declaración de Luciano Estofanero Huancollo quien entrego cuatro mil 
seiscientos ochenta dólares a la persona Willian Ticona Sanca, la declaración de Lucia Soncco 
Mamani en la cual este entrego tercer mil cincuenta nuevos soles a Willian Ticona Sanca, la 
declaración de Florentino Rodriguez Añacata quien entrego en el jirón pierola 845 la suma de 
tres mil ciento veinte dólares, la declaración de Maria Rosa Quispe Valeriano, Porfilio Quispe 
Mendoza, Claudia Sully Huallpa Mamani, Hader Gonzales Sosa, y Roñal Urviola Mamani, 
todas estas personas le habrían entregado dinero a la persona de Willian Ticona Sanca es 
decir a existido un desprendimiento patrimonial de estas personas hacia el imputado Willian 
Ticona Sanca, la modalidad de mantener en error que se trata de una empresa internacional 
que se dedica eminentemente a realizar actividades de orden piramidal, que se dedica a una 
empresa a afiliar personas con la consecuencia de que estos cuanto mas afiliados percibían 
dinero, este era la forma de inducir a error pues se tiene como conclusión que en fecha mayo 
esta empresa via internet dejo de funcionar, no existiendo devolución de parte del dinero, 
mucho menos existencia de ganancia por lo tanto el hecho de que se haya capacitado a las 
personas lógicamente ese es la modalidad de la inducción al error a los agraviados y estos han 
sido eminentemente engañados pues tenían la creencia de que ellos iban a obtener la 
devolución de su capital asi como también de ganancias; en conclusión el Juzgado con los 
fundamentos que ha expuesto ha de indicar lo siguiente que existen suficientes elementos de 
convicción por los cuales se puede presumir que si el imputado formaba parte de la empresa, 
ha obtenido una oficina a nombre de dicha empresa ha obtenido para si o para otro un 
beneficio de orden patrimonial induciéndolos o manteniéndolos engañados a las personas con 
el supuesto de la afiliación piramidal en consecuencia, existen suficientes elementos de 
convicción que vinculan al imputado con el ilícito penal.------------------------------------------------------ 
QUINTO.- En la presenta audiencia no ha sido cuestionado varios de los supuestos de la 
representación del imputado juntamente con la persona de ANDREW ARRAMBIDE pues se ha 
escuchado en todo momento que también se trata de imputar a otra tercera persona, hecho 
que será evaluado por el Juzgado, sin embargo en esta audiencia no se discute si otra persona 
también resulta ser responsable si no únicamente limitarse a si existe vinculación entre el 
imputado y el hecho delictivo.---------------------------------------------------------------------------------------- 
SEXTO.- Respecto a la gravedad de la pena, conforma las reglas del proceso quien alega 
hechos los debe probar y quien los niega tambien debe probarlos, en el presente caso al no 
existir pronunciamiento de parte de la defensa lógicamente el juzgado también da por cierto lo 
que es la gravedad de la pena pues no ha existido ningún tipo de cuestionamiento.----------------- 
SETIMO.- Referente al peligro de fuga, se han ofrecido medios probatorios en los cuales son 
capacitaciones realizadas en las cuales se presume la presencia de ANDREW ARRAMBIDE y 
de otras personas en las cuales podrían dar como cierto que existe también la participación de 
terceras personas, pues se verifica que estas no forman parte de las personas capacitadas si 
no son eminentemente personas que han de realizar capacitación como se indico el juzgado ya 
ha de tomar las decisiones en la presente resolución en ese orden de ideas, el 
pronunciamiento a los medios probatorios, estos no acreditan exista un supuesto de a arraigo 
familiar arraigo laboral o arraigo domiciliario, referente al domicilio, al certificado domiciliario, y 
al recibo por servicio de energía eléctrica, tengase presente que no solamente por el hecho de 
que una persona domicilie, tenga como domicilio una residencia y esta sea habitual no implique 
que esta persona no puede aludir a la acción de la justicia pues téngase presente que hasta 
una persona indigente tiene un lugar donde residir lo que implica que el hecho de vivir en una 
casa no implica que tenga arraigo domiciliario, sino que tiene existir factores cualitativos un 
arraigo diferente, personal, que se de a verificar para que el Juez pueda indicar que 
efectivamente tiene arraigo domiciliario y este supuesto arraigo domiciliario haga permitir que el 
imputado no ha eludir la acción de la justicia, como se indica en este caso el solo hecho de 
indicar que uno tiene cuenta con domicilio, el solo hecho de indicar que el imputado resulta ser 
responsable de dos menores y de una señora madre no ha sido ofrecido en esta audiencia 
ningún medio probatorio que acredite dicho supuesto por lo tanto el Juzgado considera que el 
solo hecho de tener un domicilio conocido no implica que pueda eludir la acción de la justicia 
mas aun si se tiene como supuesto la gravedad de la pena como consecuencia de la 
tramitación del proceso pues esta puede ser superior a los cuatro años y esto es supuesto de 
la gravedad de  la pena crea en el imputado un aspecto subjetivo que hace presumir que este 
pro el miedo pueda eludir la acción de la justicia, referente a la constancia de trabajo el juzgado 
considera que esta no le causa convicción a razón de que ha sido el propio imputado quien 
también habría indicado que se encuentra desocupado y no guarda relación con el supuesto de 
que se dedique a la actividad de técnico de instalación de televisión satelital.------------------------- 
OCTAVO.- Otro supuesto para indicar un supuesto de peligro de fuga adicionalmente son 
los pagares realizados o firmados por el imputado, pues verificado los montos y verificado la 
cantidad de pagares el imputado habría adquirido una deuda muy considerable y en moneda 
extranjera dichas circunstancias hacen prever de que también una probabilidad de elusión de la 
acción de la justicia.---------------------------------------------------------------------------------------------------- 
NOVENO.- Referente al plazo el Juzgado considera que si bien es cierto este delito es un 
delito común, el ministerio publico tan solamente se limitara a tratar de vincular, tan solamente 
ya a presuntos agraviados hecho que puede ser realizado dentro del proceso común de cuatro 
meses una etapa intermedia de un mes, una etapa de juzgamiento de dos meses, el juzgado 
considera que resulta ser atendible la prisión preventiva pro el periodo razonable y proporcional 
de siete meses, pues el juzgado considera que en siete meses se puede concluir el proceso.----
----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- -- 
DECIMO.- Toda persona que pueda conocer de la presunción de un hecho delictivo tiene 
que poner en conocimiento a la autoridad respectiva, en este caso si existe y se ha verificado y 
así ha sido visto, y asi ha sido oralizado en audiencia que también una tercera persona habría 
recibido dinero, el juzgado ha de remitir copias de los actuados necesarios y de la presente 
audiencia a efectos de que también se realice investigación a terceras personas, pues no se 
conoce o se puede desconocer un supuesto de coautoría en este tipo de delitos, motivo por el 
cual el juzgado ha de remitir copias de los actuados del presente requerimiento a efectos de 
que el fiscal de turno realiza las investigaciones a la persona específicamente Liberia Marlene 
Soncco Soncco por los fundamentos antes expuestos este Juzgado.------------------------------------ 
DECISION: 
PRIMERO.- DECLARAR FUNDADA LA SOLICITUD DE PRISION PREVENTIVA INSTADA 
EN CONTRA DEL IMPUTADO WILLIAN TICONA SANCA.------------------------------------------------ 
SEGUNDO.- SE DISPONE LA PRISION PREVENTIVA POR EL PERIODO DE SIETE MESES 
EN CONTRA DEL IMPUTADO.------------------------------------------------------------------------------------- 
TERCERO.- CURSAR  LOS OFICIOS RESPECTIVOS A LA INPE, así como también; .----------  
CUARTO.- REMITASE  COPIAS DEL REQUERIMIENTO DE PRISIÓN PREVENTIVA AL 
FISCAL DE TURNO PARA QUE REALICE LAS INVESTIGACIONES RESPECTIVAS.----------- 
 
18:02 hrs. (00´) JUEZ: Notifica a las partes la resolución emitida.----------------------------------------- 
18:02 hrs. (01´) FISCAL: Conforme.------------------------------------------------------------------------------ 
18:02 hrs. (02´) DEFENSA TÉCNICA (Salvador Carlos Torres Rodriguez): Conforme.--------- 
18:02 hrs. (03´) DEFENSA TÉCNICA (Mario Miranda Quispe): no estando conforme 
interpongo recurso de apelación, se sustentara en los plazos establecidos en el 
Código Procesal Penal.--------------------------------------------------------------------------- 
 
RESOLUCION Nº03-2014 
Juliaca, veinticuatro de Julio  
Del dos mil catorce.- 
 
I ANTECEDENTES: 
PRIMERO.- El Juzgado a emitido resolución de prisión preventiva, el abogado de la defensa ha 
interpuesto recurso de apelación.----------------------------------------------------------------------------------- 
II ANALISIS: 
PRIMERO.- El articulo cuatrocientos cinco literal “b” del Código Procesal Penal, refiere que 
cuando la resolución se emite en audiencia, la misma que debe ser impugnada en el mismo 
acto, hecho que ha sucedido en la presente; por lo tanto debe tenerse por interpuesto el 
recurso de apelación las misma que deberá ser fundamentado en el plazo respectivo, en caso 
de no realizarlo debe declararse inadmisible.-------------------------------------------------------------------- 
DECISION: 
PRIMERO.- TENER POR INTERPUESTO EL RECURSO DE APELACION EN CONTRA DE 
LA RESOLUCION NUMERO DOS.-------------------------------------------------------------------------------- 
 
18:04 hrs. (00´) JUEZ: Notifica a las partes la resolución emitida.----------------------------------------- 
18:04 hrs. (01´) FISCAL: Conforme.------------------------------------------------------------------------------ 
18:04 hrs. (02´) DEFENSA TÉCNICA (Salvador Carlos Torres Rodriguez): Conforme.--------- 
18:04 hrs. (03´) DEFENSA TÉCNICA (Mario Miranda Quispe): conforme.---------------------------- 
18:04 hrs. (04´) JUEZ: Siendo las dieciocho horas con cuatro minutos del mismo día de la 
fecha, da por concluida la presente audiencia, firmando el Señor Juez, por ante 
mí. Lo que doy fe.--------------------------------------------------------------------------------- 
 
 
EXPEDIENTE : 117-2013-33-2111-JR-PE-02 
JUZGADO : Tercer Juzgado de Investigacion Preparatoria 
JUEZ : Dr. Víctor Iván Arias Calvo 
INCULPADO : Euclides Rubén Ilasaca Apaza 
AGRAVIADO : Lidia Federica Chávez Peralta 
DELITO  : Contra la Libertad sexual 
ESPECIALISTA DE AUD. : Jany E. Espinoza Salas.  
 
INDICE DE REGISTRO DE  AUDIENCIA PÚBLICA DE PRISION PREVENTIVA 
 
En la ciudad de Juliaca siendo las 10:29 horas del día veintiséis de enero del año dos mil trece, 
se constituye el señor Juez Victor Ivan Arias Calvo del Tercer Juzgado de Investigación 
Preparatoria, en la Sala de Audiencias de San Román Juliaca, para realizar la Audiencia pública de 
Prisión preventiva en el proceso Nº 117-2013-33-2111-JR-PE-02, seguido contra Euclides Rubén 
Ilasaca Apaza, por el delito contra la libertad sexual establecido en el artículo 170 primer párrafo 
del código penal, en agravio del Lidia Federica Chávez Peralta, la misma que será grabada en 




1) FISCAL: Dr. Oscar Barreda Calderon Fiscal Provincial Penal del Primer despacho de la 
corporación corporativa de la provincia de San Román Juliaca, con domicilio procesal en  
Zarumilla s/n de Juliaca.- 
2) ABOGADO DEFENSOR DEL IMPUTADO EUCLIDES RUBEN ILASACA APAZA, Ramses 
Figueroa Choqueuanca con número en colegiatura Nº 2174 con domicilio procesal en el jr. 
Tumbes Nº 502 con correo electrónico faraon240@hotmail.com .- 
3) IMPUTADO EUCLIDES RUBEN ILASACA APAZA: Identificado con DNI N° 02433190, con 
domicilio real en el Jr. Madre de Dios Nº 355 de la Urb. La Capilla con nacimiento el  14 de 
Agosto de 1973.- 
- Juez: Sostiene que la información proporcionada se tomara como cierta para efectos 
procesales y pregunta a las partes si tiene alguna observación para la instalación de la 
presente audiencia.- 
- Juez: Da por instalada la presente audiencia.- 
 
10:32 hrs. (03´)   DEBATE: 
 
10:32 hrs. (03´)   EL Señor Fiscal: Expone el ministerio publico de conformidad con lo establecido 
por el artículo 268 del código procesal penal solicita pues se dicte mandato de 
prisión preventiva en contra de la persona de Euclides Rubén Ilasaca Apaza por 
el delito contra la libertad en su modalidad de violación de la libertad sexual, en 
su forma de violación sexual, previsto en el artículo 170 del código penal en 
agravio de la persona de Lidia Federica Chávez Peralta, por ello teniendo en 
consideración lo siguiente; en cuanto a los hechos tenemos  que en las 
diligencias llevadas a cabo  se tiene que 24 enero de 2013 siendo las once con 
cincuenta y cinco horas aproximadamente persona de Lidia Federica Chávez 
Peralta se encontraba al interior del inmueble ubicado en el jr. Junín Nº 460 
interior de la ciudad de Juliaca donde labora como ama de casa, que entre el 
imputado Euclides Rubén Ilasaca Apaza y la persona de Lidia Federica Chávez 
Peralta existía una relación convivencial la cual abría tenido su fin buen tiempo 
atrás, es en estas circunstancia que cuando la agraviada se encontraba en la 
cocina del referido inmueble, sorpresivamente habría ingresado Euclides Rubén 
Ilasaca Apaza a dicho inmueble, el  que sin motivo alguno comenzó a agredirla 
físicamente y sin motivo alguno, con golpes, puñetes y patadas en diferentes 
partes del cuerpo haciendo que la agraviada incluso pierda el conocimiento 
debido a ello, en tal circunstancia es aprovechado por el imputado, para 
aprovechar que la agraviada se encontraba en el suelo y bajarle su pantalón y 
sus prendas intimas  así como a proceder a someterla a trato carnal esto es a 
sostener relaciones  sexuales vía vaginal en contra de su voluntad además 
cuando la agraviada reacciona reclama su actitud y este sigue agrediéndola, 
debe tenerse en cuenta señor juez que luego de ello siguió una discusión y  sin 
embargo en ello aprovecho la agraviada para llamar por teléfono a su señora 
madre para que venga a auxiliarla quien en ese momento luego de unos minutos 
se próximo al inmueble e incluso observó como el imputado seguía agrediendo a 
la agraviada y luego con algunos engaños lo tranquilizó y lo condujo la comisaría 
siendo puesto a disposición de la policía por los hechos antes señalado, como 
fundamentos de requerimiento de prisión preventiva señor juez tenemos pues 
que concurren copulativamente los tres presupuestos que hace referencia el 
articulo 268 código procesal penal;  en tanto al primer punto señor juez contamos 
con suficientes elementos de convicción que hacen presumir su conducta que en 
referida tienen contenido penal y además que esta es imputable al imputado 
estos son los siguientes, la declaración de la agraviada  Lidia Federica Chávez 
de la cual se desprende pues la forma y circunstancias en que esta abría sido 
agredida  físicamente para luego ser obligada a tener relaciones sexuales en 
contra de su voluntad por parte de el imputado Euclides Rubén Ilasaca Apaza 
quien como se tiene señalado habría ejercido violencia en contra de su persona, 
también se tiene la declaración de Aida Peralta de Chávez quien es la Madre de 
la agraviada quien concurrió a dicho inmueble en su auxilio  ello ante la llamada 
telefónica de su hija quien encontró o pudo observar que el imputado pues 
seguía agrediendo a la agraviada y con algunos engaños lo condujo a la 
comisaria tranquilizando previamente para ello se tiene señor juez la declaración 
Euclides Rubén Ilasaca Apaza quien en su declaración a reconocido que ha 
sostenido relaciones sexuales con la agraviada  y trata de justificar este hecho 
manifestando de que habría sido de mutuo acuerdo es decir consentimiento y 
que luego de las relaciones sexuales se habría sucitado una discusión entre 
ellos; tenemos señor juez el acta de arresto ciudadano en el cual se desprende 
que la persona de Aida Peralta de Chávez, quien condujo al imputado a la 
comisaría de mujeres donde por el abuso que sufrió su hija Lidia Federica 
Peralta Chávez por lo que corrobora  lo declarado  por la referida persona; 
tenemos el acta de recojo de indicios y evidencias de la cual se desprende que 
la cocina del inmueble donde se a sucitado los hechos esto es en el Jr. Junín No. 
460 en la pared se encontraron manchas de sangre lo que evidencia la violencia 
que ejerció el imputado  en contra de la agraviada y que los hechos se han dado 
como se a indicado anteriormente, en el ambiente de la cocina habría habido 
violencia, tenemos el informe pericial de inspección criminalística llevado a cabo 
por el personal de OFICRI llevado a cabo en la cocina del inmueble del Jr. Junín 
Nº 460. En la cual se concluye que por las características por la que se encontró 
dentro del ambiente se habría ejercido dentro de la cocina que provocaron 
heridas abiertas  y que incluso hubo razón de esta violencia desprendimiento del 
yeso de la pared lo que corrobora también la declaración de la imputada cuándo 
señala la forma y circunstancias en que se han dado los hechos al interior de 
dicho inmueble, tenemos el acta de recepción de ropa de la prenda intima de la 
agraviada Lidia Federica Chávez Peralta y el acta de recepción de ropa del 
Imputado Euclides Rubén Ilasaca Apaza  los que están siendo sometidos a un 
examen biológico para determinar restos seminales y alguna presencia de este 
acto sexual, el certificado médico legal 00718-G que había sido practicado por la 
división médico legal de Juliaca en la persona de la agraviada, en la cual se 
desprende que habría secreción abundante y no lesiones genitales; también se 
tiene certificado médico legal 00717-BFL que fuera  practicado a la agraviada 
Lidia  Chávez Peralta por la división médico legal de Juliaca  de la cual se 
concluye que dicha persona habría sufrido  o presentado lesiones físicas en la 
parte frontal derecha y contusiones en el labio superior y dolor en el cuello y 
glúteo izquierdo por lo tanto se acredita que a habido violencia en la  persona y 
esta violencia fue ejercida por el imputado; tenemos el resultado de presencia de 
espermatozoides que fuera practicado en la persona en el examen de balano 
prepusial que fuera practicado de el imputado Rubén Ilasca Apaza de el cuyo 
contenido cuyo resultado se desprende que efectivamente este tenía presencia 
de espermatozoides en su miembro viril también  tenemos resultado de 
presencia espermatozoides que contiene el resultado de secreción vaginal 
practicado en la persona de la agraviada Lidia Federica Chávez Peralta la cual 
también concluye lo mismo que existe presencia de espermatozoides en esta 
secreción vaginal y que corrobora en la evaluación médico legal y que concluye 
que hay abundante secreción vaginal y esta secreción vaginal señor juez 
también tiene presencia de espermatozoides; tenemos el certificado médico legal 
que contiene los resultados de la evaluación medica practicada al imputado 
Euclides Ilasaca Apaza quien también este tiene  presencia lesiones y que esta 
habrían  sido causado por lo efectivos policiales de la comisaria de mujeres al 
resistirse a su intervención en dicha comisaria, tenemos el acta de visualización 
y lectura de memoria efectuada del equipo celular efectuada al teléfono de 
Euclides Ilasaca Apaza el cual se desprende que este habría estado llamando en 
reiteradas ocasiones a la persona del agraviada y  también tenemos el acta de 
visualización y lectura de memoria efectuada al equipo celular de la agraviada en 
el cual se desprende que habría comunicación tanto en recepción y efectuado 
llamadas entre ella y el imputado; tenemos señor juez  que en cuanto al segundo  
presupuesto estos ante la sanción a imponerse la pena sea superior a cuatro 
años a pena privativa de libertad que como se tiene señalado se imputa a la 
persona, por el delito de violación previsto por el artículo 270 del código penal el 
cual prevé una  pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de ocho 
años en tal sentido señor juez, estando a eso y las investigaciones llevadas a 
cabo no se evidencia que concurra alguna circunstancia que atenúe la 
responsabilidad del imputado o que haga proveer que se vaya a bajar 
sustancialmente la pena y que esta vaya ser inferior a los  cuatro años; más aun 
señor juez si tenemos en cuenta que el imputado a sido detenido o intervenido 
en flagrancia delictiva esto es que tampoco podría en un futuro acogerse una 
confesión sincera y tampoco podría permitir mayor rebaja de la pena en tal 
sentido lo único que aria el imputado sería poder someterse una terminación 
anticipada y el tercio o el sexto correspondería sólo a la rebaja de un año de la 
pena en el peor de los casos sería de cinco años siempre superior a los cuatro 
por tanto señor juez también se concurren a este presupuesto para que se dicte 
el mandato de prisión preventiva en cuanto al TERCER PRESUPUESTO esto es 
señor juez al peligro procesal visto desde sus dos aspectos esto es como el 
peligro de fuga y el peligro de obstaculización el ministerio público considera en 
este caso concreto concurren ambos supuestos, el peligro de fuga relacionado a 
la falta de arraigos por parte del imputado toda vez que en las primeras 
diligencias llevadas a cabo hasta el  momento de solicitarse la prisión preventiva 
el imputado Euclides Rubén Ilasaca no ha acreditado tener un arraigo 
domiciliario, un arraigo laboral o un arraigo familiar de tal forma señor juez que al 
carecer de estos se puede prever claramente que este puede eludir  justicia y 
puede evadirla fugando de la ciudad de Juliaca con mucha facilidad, quien no 
tiene ningún motivo para estar presente o que lo someta a un lugar en concreto 
en cuanto al peligro de obstaculización debido a las circunstancias y su relación 
ex conveniente y a los antecedentes como de podrá apreciar de la declaración 
de la propia agraviada el imputado ha venido ejerciendo violencia durante mucho 
tiempo en contra de la  agraviada y esto hace prever que en forma directa o 
quizás también por intermedio de terceras personas puede este hacer variar la 
declaración imputada o modificar  pues elementos de prueba como se tiene 
señalado básicamente en cuanto a la imputación de hecho la agraviada en 
contra de la persona de Euclides Rubén Ilasaca Apaza en tal sentidos señor juez 
estos son los fundamentos por los cuales el ministerio público  solicita se dicte 
mandato de prisión preventiva en contra de la persona de Euclides Rubén 
Ilasaca Apaza, siendo el plazo que se solicita el máximo permitido por ley que es 
de nueve meses en tal razón señor juez que los  resultados biológicos que se va 
a practicar en las prendas va a demorar un determinando tiempo ya que en la 
ciudad de juliaca no existe perito en dicha materia y tiene que ser remitidos a la 
ciudad de Puno y por la experiencia esto demora por un periodo de dos meses.  
 
Termina su alegato solicitando se declare Fundado su requerimiento de Prisión 
preventiva.   
10:44 hrs. (16)  En este Acto Señor Juez concede el uso de la palabra al sr. Abogado del  
imputado.  
 
10:45 hrs. (16)   El señor Abogado Defensor del imputado: Muchísimas gracias señor juez pues 
al haber escuchado el requerimiento de prisión preventiva en efecto señor juez se 
tiene de la carpeta de mandato de prisión preventiva a efecto señor juez debo 
indicar de que efectivamente el día 24 hubo la entrevista con la agraviada señor 
juez si bien es cierto de que ha habido unas llamadas entre ambas personas 
conforme lo a indicado el representante del ministerio publico y conforme se 
colige del cruce de llamadas de la visualización de lectura del equipo celular en 
efecto se observa que existe como doce veces llamadas eso quiere decir señor 
juez que ha habido llamadas antes de encontrarse con la agraviada  esto es en el 
958761924  que le corresponde el teléfono agraviada donde indica llamadas 
entrantes las llamadas indica allí doce veces en esta vez la agraviada llamo a mi 
patrocinado igual forma en las llamadas salientes esta el número 958761924  que 
también llamo una sola vez señor juez se debe tener en cuenta también  que en 
el acta de visualización de lectura de la memoria del equipo celular de la 
agraviada también tiene llamadas recibidas por parte de mi patrocinado en fecha 
24-01-2013 a hora 53 esto antes de ocurrido los hechos señor juez también se 
observa de las llamadas marcadas y no existe llamadas marcados por parte de la  
agraviada sin embargo se observan de las llamadas del teléfonos de mi 
patrocinado  ve doce veces  llamadas entrantes por parte de la agraviada esto 
quiere decir señor juez que antes de entregar el teléfono celular a los 
representantes del ministerio público a borrado estas llamadas señor juez 
tratando evadir estas llamadas señor juez, en efecto el día 24 aproximadamente 
las once del la mañana mi patrocinado se constituyo al domicilio donde laboraba 
la agraviada es ahí en donde la propia agraviada lo hace ingresar señor juez a mi 
patrocinado entonces señor juez que de acuerdo al acta de acuerdo al informe 
pericial de la división criminalística indica pues en la inscripción general que el 
inmueble presenta como acceso principal  un garaje cuyo estructura y cerradura 
no presenta signos violencia esto quiere decir señor juez que no habido signos de 
violencia para ingresar al domicilio de  igual forma en particular hacia el extremo 
del bloque habitacional donde se realizaron los eventos delictivos  el mismo que 
haciende por unas gradas de concreto verificándose que se trata de una cocina 
cuyo puerta de acceso no presenta signos de violencia, esto quiere decir que la 
propia agraviada ha sido invitada  solicitud de la propia agraviada para que 
ingrese mi patrocinado y  así para poder conversar  para posteriormente tener 
relaciones sexuales conciencias; es a eso después de haber recibido una 
llamada conforme lo ha indicado la agraviad la señora Lidia Federica Chávez 
Peralta donde indica pues en la tercera pregunta si conoce a la persona de 
Euclides indica pues que si lo conozco hace años y a sido mi conviviente durante  
un año aproximadamente y que vivíamos alquilados en un domicilio en calidad de 
inquilinos en la capilla indica que me abandono y que se fue con otra mujer esto 
fue en el año 2008 y desde esa fecha me hace la vida imposible la señora a la 
pregunta cuatro narre en forma detallada los hechos señalados claramente indica 
que el a la fecha a las siete y cuarenta me dirigía a mi trabajo en el ir. Junín Nº 
460 en el interior y trabajo como empleaba de hogar a las once me dirigí al 
mercado a realizar compras luego comencé a preparar el almuerzo en la cocina y 
los niños me dijeron huevo sancochado donde Salí  a la tienda de la esquina y 
retorne y cuando estaba ingresando en la puerta principal de la calle nos 
encontramos frente a frente el me quiso besar y no me deje por lo que serré la 
puerta, hay otra versión en el cual dice logre ingresar y cerré la puerta con los 
dos niños de doce a ocho años respectivamente; en otro punto dice señor juez en 
una rápida reacción visita logre quitar el cuchillo y lo puse a una caja donde se 
encuentran los víveres después Euclides comenzó a propinarme de golpes de 
puño en la boca en la nariz cabeza logrando hacerme caer al piso y me pisaba en 
el cuello a otro punto que se debe tener en cuenta es donde dice le dije que si me 
voy a casar contigo y quería salir hacia afuera y la puerta de la cocina estaba 
cerrada y como estaba esperando en dicha puerta intente salirme pero si intento 
salirse por la ventana y debió gritar y en su propia declaración indica que en esa 
casa viven bastantes inquilinos y estaban todos porque motivos no grito la señora 
pese a que estaba siendo ultrajada según refiera la señora es mas señor juez a lo 
último pregunta que dice que mi persona no le autorice pero que hay varios 
inquilinos y alguno de ellos habría dejado ingresar, señor juez eso no es creíble la 
versión por parte de la agraviada en todo caso hubiera gritado señor juez en 
cuanto a la testimonial de la testigo la  madre de la señora en efecto mi 
patrocinado converso y para no entorpecer con la investigación el mismo es el 
que se dijeron los tres a la comisaria, no trato de fugarse si no hubiera tratado de 
fugarse en ese mismo acto entonces ha ido a la comisarías de mujeres donde 
declaro y dijo que efectivamente a tenido relaciones pero antes de las agresiones 
a propia voluntad de a agraviada; en cuanto a los elementos  pronunciados de 
convicción pronunciados por parte del representante del ministerio publico en 
efecto la declaración de la agraviada se debe tenerse muy encuentra que la 
declaración de a agraviada de igual forma de la señora Aida; de mi patrocinado 
Euclides Rubén Ilasaca a dicho conforme a la verdad no ha mentido a tenido 
relaciones? Si señor juez pero no se observa que el certificado médico otorgado 
por el instituto de medicina legal indica claramente no lesiones para genitales 
entonces esto quiere decir de que a sido consentida si huera vid lesiones hubiera 
habido lesiones para genitales pero sin embargo señor juez existe no lesiones 
para genitales, en cuanto a los presupuestos presentados por parte del ministerio 
publico en efecto no a fundamentado debidamente en cuanto a imponerse la 
pena en durante el transcurso de la investigación se va demostrar de que mi 
patrocinado no ha cometido el delito de violación si existe lesiones leves 
conforme lo manifiesta en el certificado médico y que la pena no va superar mas 
de los cuatro años y puede ser absuelto con el arraigo domiciliario en efecto 
también no a fundamentado debidamente  de que mi patrocinado no tenga 
arraigo domiciliario en este acto quiero hacer entrega del certificado de domicilio 
por parte de mi patrocinado que indica que en su momento de su declaración a 
indicado claramente que él vive en el jr. madre de dios 355 de la urbanización la 
capilla tal y conforme esta corroborado con el certificado domiciliario que en este 
acto le hago llegar por intermedio del especialista al mismo tiempo el recibo de 
luz y agua donde tiene domicilio conocido mi patrocinado para que se tenga 
presente señor juez, de igual forma en cuanto al arraigo laboral como a indicado 
en su declaración este siempre se a dedicado a la construcción de obras en 
diferentes partes de esta ciudad de Juliaca de igual forma acredita mediante un 
contrato de locación de servicios presentados anteriormente  acreditando de esta 
manera que mi patrocinado siempre a laborado como a la construcción de bienes 
inmuebles y también quiero hacer alcance por intermedio del especialista tengo 
un contrato de trabajo emitido por parte de Vicky Cilla Pinedo identificado con 
domicilio en e Jr. Jorge Chávez quien llega a contratar a mi patrocinado a 
efectuar una construcción de un  inmueble con un área de 16 metros cuadrados 
por el precio pactado por la suma de 30,000.00 nuevos soles la obra es por el 
plazo de 30 día, el contrato es del 1 de noviembre a l 31 de diciembre del año 
2012 por la que se prorroga previo acuerdo a las partes en razón de que no ha 
concluido la obra señor juez el cual está debidamente legalizado y contiene sello 
y firma de la gerente de la empresa con la cual está demostrado el arraigo 
laboral, en cuanto al arraigo familiar tampoco el señor fiscal no ha fundamentado 
sin embargo quiero manifestar que mi patrocinado cuenta con un menor hijo que 
tiene estudios en la universidad Andina Néstor Cáceres Velásquez del cual 
adjunta copia de su DNI y el Boucher donde indica claramente que tiene un hijo 
por quien y de no ser así estará peligrando que su familia su propia subsistencia 
señor juez estando a estos fundamentos quiero que se declare infundada el 
requerimiento el requerimiento el representante del ministerio púbico-----------------  
10:57hrs. (28) El señor Juez: Concede derecho a duplica al representante del Ministerio 
Publico.-------------------------------------------------------------------------------------------------- 
10:59hrs. (30) EL Señor Fiscal: Habiendo escuchado lo señalado por la defensa técnica trata 
de justificar la actitud de su patrocinado señalando de que abrí habido 
comunicación del agraviado y el imputado y habría habido llamadas a lo largo del 
día debe señalarse señor juez de que si efectivamente dentro de los elementos 
de convicción se a señalado que se han comunicado, también dice que no habido 
violencia en el bien inmueble interpretando la defensa técnica entonces la señora 
es quien lo a dejado entrar quien incluso en la cocina en la puerta tampoco a 
habido violencia al entrar que la declaración de la agraviada puede colegir pues  
que esta habría pretendido todo ello que por qué no grito por qué no pidió auxilio 
si en la casa viven inquilinos por tal sentido desde una apreciación muy subjetiva 
dice que a versión no es creíble también señala de que al o haberse lesiones 
para genitales  entonces las relacione sexuales habrían sido consentidas eso 
sobre los elementos de convicción debemos de señalar señor juez que 
efectivamente de lo visualizado en el teléfono de las partes se desprende que 
entre ellos habría habido comunicación, debe señalarse que la hora y el día de el 
teléfono no estaban muy claros y cuando habla de las llamadas a habido un buen 
número de llamadas entre las partes obviamente señor juez esto no justifica el 
hecho que haya habido comunicación el hecho que hayan podido estar hablando 
por teléfono no significa de ninguna forma que el imputado luego vaya y ejerza 
violencia y la someta a trato sexual, ósea nadie va a llamar por teléfono y le pide 
ven golpéame y luego ultrájame que comunicación habrán tenido eso solo lo 
saben las partes eso no justifica el hecho de que haya habido violencia luego 
haya sido sometido a trato sexual, señor juez si nosotros se aprecia bien del 
informe técnico pericial la inspección criminalística efectivamente para ingresar a l 
inmueble existe un portón que hace a la calle luego hay un pasaje y aun hay que 
acceder a través de un patio hacia el departamento donde se donde han 
sucedido los hechos en dicho inmueble donde se ubican varios departamentos 
obviamente viven otras personas y cualquiera de ellas a podido abrir el portón de 
afuera y el ingreso del imputado en la declaración  de la agraviada se desprende 
señor juez que efectivamente en un primer momento lo encontró en la calle y este 
intento besarla  la fuerza por lo que él se negó y cerró la puerta e ingreso en ese 
momento a empezado a llover y ella ha subido a recoger las ropa as y cuando ha 
bajado del techo de la azotea encuentra al imputado ya allí en las gradas del 
inmueble y esto es diferente porque así la señora luego señala que a ingresado a 
una de las habitaciones que no es precisamente la cocina  a seguir atendiendo a 
dos menores de edad porque ella se dedica a ser ama de  casa y para no alterar  
la tranquilidad de los niños es por lo que ella no ha gritado porque al gritar los 
niños hubiesen salido y hubiesen visto la escena de agresión sexual de parte del 
imputado lo que hubiese creado un posterior trauma en los mismos el imputado 
no ha respetado que el inmueble donde se encontraba la agraviada era un 
inmueble ajeno entonces no se justifica que la versión de la agraviada no es 
creíble es creíble por lo que ella narra lo que sucedió detalla mente, dice Euclides 
estaba en la puerta de departamento y me agarro y las ropas se cayeron al piso y 
logre ingresar a la habitación y me cerré por dentro los niños de dos y ocho años 
me pedían comida una y otra ves es por tal razón tome valor y Salí a la cocina 
donde estaba parado Euclides, pero comenzó a agredirme físicamente 
empujándome contra la refrigeradora agarro el cuchillo de la cocina y me quería 
propinar en el pecho y me asuste le roge para que no me mate y no me haga 
daño pero en una rápida reacción logre quitar el cuchillo y lo puse en una caja 
donde se guarda los víveres, luego Euclides comenzó a propinarme de puños en 
la boca, nariz, cabeza hasta hacerme caer al piso y cuando estaba en el suelo 
me daba patadas en la cabeza y me pisaba el cuello llegando al extremo de 
hacerme perder el sentido y cuando me recobre estaba tirada en el piso mi 
pantalón estaba abajo a la altura de mis rodillas y Euclides estaba echado sobre 
mi cuerpo estaba abusándose sexualmente de mi persona ya que su pantalón 
también estaba hasta sus rodillas con sus manos me agarraba en mi cabeza y 
reaccione me cubrí el rostro y le dije que me deje pero él me dijo te vas a casar 
conmigo sí o no? Y logre empujar y me dijo tu no me vas a ganar con un pie me 
pisaba el cuello y con el otro logro subirse sobre  mi cuerpo ya que mi persona 
seguía tirada  en el suelo y su codo me puso sobre mi cuello para que no grite y 
me salía bastante sangre en la nariz pero casi me ahogo con mi sangre, logre 
pararme y para que no me siga maltratando le dije si me voy a casar contigo, 
quería salir hacia afuera pero la puerta de la cocina estaba cerrada el imputado 
parado en la puerta no le permitía es en ese momento que llama a su madre por 
teléfono, también dice que es agredida constantemente por el imputado, la 
amenaza de muerte constantemente, la persigue, señal que hace cuatro años ya 
no son pareja, pero el imputado persiste y la persigue la agrede físicamente, la 
versión es corroborada por la testigo Aida Peralta Chávez quien señala lo mismo 
que Euclides Rubén Ilasaca Apaza siempre la molesta así mismo dicha persona 
siempre se encuentra averiguando sobre mi hija, cuando la agraviada responde 
de que se ha ido y lo ha abandonado por otra mujer eso no es que le dé derecho 
a violarla abusar sexualmente de ella, de la visualización del teléfono de la 
agraviada se lee en algunos mensajes de los cuales se puede desprender que la 
agraviada tuviese otra pareja que no es el imputado, donde dice hola amorcito 
como te extraño un beso y dice parasencillo ese no es el teléfono del imputado y 
otro mensaje por lo que tiene pareja, que el imputado dice que la agraviada esta 
despechada y por eso le quiere hacer daño y que la señora como se siente mal lo 
llama  porque quiere seguir con el señor que a lo largo de la investigación se 
podrá recopilar otros elementos de convicción que hagan ver que el imputado si 
ejerce violencia sobre la agraviada en reiteradas oportunidades, que la agraviada 
a presentado incluso denuncias en consideración al imputado según refiere no 
las ha continuado hasta el final pero vamos a demostrar ello a lo largo de la 
investigación, señor Juez, efectivamente no presenta lesiones para genitales por 
que debe tenerse en cuenta que la agraviada a dado a luz a dos hijos, entonces 
medicamente ya es difícil cuando una persona ya a alumbrado o a sido madre 
que presente lesiones para genitales cuando relaciones sexuales así sea en 
contra de su voluntad y eso medicamente será demostrado a lo largo de la 
investigación y seguramente al momento de un debate pericial en el juicio 
entonces aquí hay suficientes elementos de convicción  el imputado reconoce 
hacer ido a la casa, el imputado reconoce haber tenido relaciones sexuales, la 
violencia ejercida en contra de la agraviada se encuentra plenamente acreditado 
y eso se desprende el certificado médico legal 717-BFL, que dice escoriaciones 
frontal derecha de diez punto cinco centímetros herida contusa en labio superior, 
refiere dolor en cuelo y glúteo izquierdo, coincide con lo declarado por la 
agraviada donde se presentan las lesiones frontal labio me pegaba en la cabeza 
y me salía sangre, presenta dolor en el cuello conforme lo a narrado la agraviada 
y está el resultado emitido por el hospital Carlos Monge Medrano por el 
departamento de patología donde se evidencia que hay espermatozoides en 
tanto en el cuerpo del imputado como en el cuerpo de la agraviada; se evidencia 
que en la cocina donde han sucedido los hechos, como aparece de el informe 
llevado a cabo se evidencia que la cocina es un ambiente muy pequeño donde se 
evidencia la manchas de la sangre donde se evidencia la agresión que ha sufrido 
la agraviada, se evidencia que ha habido violencia, no es que el señor fue 
voluntariamente la madre de la agraviada a tenido que conversar con él y hasta le 
a querido agredir lo ha tranquilizado con engaños lo hizo subir a una moto y se lo 
ha llevado a la comisaria cerca del inmueble tres a cuatro cuadras; entonces 
señor Juez hay suficientes elementos de convicción con los hechos que se le 
imputa y cuyos hechos constituyen delito señala la defensa técnica que no hay 
fundamentado adecuadamente la pena, el tipo penal su extremo mínimo seis 
años, no hay ninguna circunstancia que atenúe la responsabilidad del imputado, 
flagrancia delictiva por tanto no hay confesión sincera, el único beneficio que 
podría tener el imputado es la terminación anticipada un sexto de la pena seis 
años extremo mínimo en el mejor de los casos se le disminuye un año resulta 
cinco años y sigue siendo superior a los cuatro años entonces lo de la pena se 
encuentra plenamente fundamentado, la parte señala que el ministerio publico no 
cuenta con elementos de convicción adecuados que no tenga arraigo y que vaya 
a obstaculizar al final tampoco se ha referido sobre el peligro de obstaculización 
por tanto si puede efectuar la obstaculización ejerciendo presión sobre la 
agraviada el que ya lo viene haciendo para que esta varíe su declaración, no solo 
lo hace el lo hace la familia, entonces es evidente que va haber una perturbación 
probatoria; Señor juez nos señala de que si tiene arraigo domiciliario y nos 
presenta un certificado domiciliario expedido por el notario público Roger Salluca 
Huaraya donde pretende acreditar que vive en el Jr. Madre de Dios Nº 355 urb. 
La capilla del mismo dice que cuenta con una construcción de material rustico en 
un nivel de fachada de adobe, puerta de ingreso de calamina; un recibo de luz 
que acreditaría que él es el titular del servicio, contrato de locación de servicios 
en copia simple que data del mes de diciembre del 2012, no tenemos certeza 
sobre su autenticidad y no crea mayor convicción; un contrato de trabajo de fecha 
01 de noviembre del 2012 que también no tiene firmas legalizadas o algún otro 
aspecto, un DNI donde puede ver que apellida Ilasaca pero no se desprende que 
el imputado sea el progenitor del mismo y un Boucher de pago de pensiones a 
nombre de la referida persona de dichas documentales podemos colegir que si 
tiene una vivienda, en cuanto al arraigo laboral y familiar no son suficientes los 
elementos de convicción para demostrar que si lo tenga, debe señalarse señor 
juez que no es el ministerio publico quien tiene que demostrar que el imputado 
tenga arraigo, es él quien tiene que demostrar que tiene arraigo, es él quien 
tienen que demostrar que no va evadir la acción de la justicia , es él quien tiene 
que demostrar que no hay peligro de fuga, que no hay peligro de obstaculización 
y no el ministerio público, según lo actuado y según las documentales para el 
ministerio publico aun no existe un arraigo en su totalidad, pero a ello debe 
agregarse que existe una circular de la corte suprema  que dice que no es 
suficiente que los imputados en caso de prisión preventiva acrediten el arraigo 
para deslindar el probable peligro de fuga sino que tiene que ser merituado por el 
juzgador para que estos elementos de convicción que en un determinado arraigo 
sean sólidos y que no haya otra circunstancia que nos pueda proveer que esta 
pueda evadir la justicia y  que las documentales presentadas no existe un arraigo 
solido del imputado para que no pueda evadir la acción de la justicia, en tal 
sentido consideramos que concurren los tres elementos   requeridos para que se 
dicte mandato de prisión preventiva en el caso concreto, en tal sentido 
solicitamos se declare fundada el mandato de prisión preventiva solicitado por el 
ministerio publico.-------------------------------------------------------------------------------------  
 
 
11:20hrs. (52´) El señor Juez: Concede derecho a replica al abogado defensor. 
11:21hrs. (52´) El señor Abogado Defensor del imputado En efecto que conforme se ve en las 
fotografías presentadas por parte del ministerio publico en efecto existe un 
callejón pero sin embargo indica en la declaración la agraviada ingresa en el 
cuarto de los niños, porque no llamo a sus familiares, porque lo hiso cuando paso 
los hechos, se en cerro en el curto de los niños, no llamo en el acto para llamar a 
la policía serenazgo, llamo después de los hecho, dijo mama me ha pegado pero 
no dijo que ha sufrido ultraje sexual solo dice que me a pegado, en cuanto al 
momento de la madre se entrevista con el imputado el no a tratado de huir al 
contrario se a dirigido a la comisaria para esclarecer los hechos, su hubiera 
tratado de huir en estos momentos no hubiera estado presente mi patrocinado, a 
tratado de colaborar a la investigación, en cuanto a los arraigos están 
debidamente acreditados, en efecto hay una copia simple de su trabajo anterior 
por la actual tiene firma legalizada y esta firma autenticada, que en efecto el 
domicilio donde vive es la casa de mi patrocinado conforme está acreditado con 
el recibo de luz y conforma al certificado legalizado por notario público, en cuanto 
al DNI y Boucher ene efecto es su hijo  por las condiciones en que hoy día no se 
a podido recopilar la partida de nacimiento de su hijo quien a la fecha está 
cursando estudios superiores  entonces señor juez debo indicar que a los 
presupuestos que no podrá haber peligro de fuga por parte de mi patrocinado en 
que como vuelvo a repetir a asistido a la comisaria, entonces señor juez se debe 
tener muy en cuenta las declaraciones de la agraviada como de la madre done 
efectivamente debe darse cuenta del cruce de llamadas, existe doce llamada 
entrantes por parte de la agraviada, existe las llamadas salientes de mi 
patrocinado que fue una sola vez posiblemente a contestar porque motivos e irse 
al domicilio, entonces señor juez durante el transcurso de la investigación 
preparatoria se va demostrar que efectivamente mi patrocinado no ha cometido el 
delito de abuso sexual en contra de la agraviada entonces señor juez yo suplica a 
su autoridad que tenga bien revisar antes de emitir su despacho y declarando 
infundada el requerimiento por parte del representante del ministerio publico. 
11:24hrs. (55´) El Señor Juez: Concede el uso de la  palabra al imputado. 
11:24hrs. (56´) Imputado (Euclides): Si señor juez, esta mañana yo estuve tomando e hice una 
llamada a ella como me insistió llamando que te voy a dar un trabajo para 
conversar, me había encontrado con un amigo para celebrar un trabajo entonces 
cuando yo fui ella justos me llamo y en ahí es cuando yo ingrese a la puerta de su 
casa donde trabajo y en ahí conversamos de lo nuestro como hay que estar o 
como hay que vivir y entonces hemos quedado bien y todo, para tener relaciones 
sexuales a mutuo acuerdo una vez acabado de tener relaciones sexuales me 
pregunto ella tú tienes otra esposa, tienes otra mujer entonces porque el lunes 
cuando te llamado me a contestado una mujer de eso a sido a pelea discusión de 
eso que en si le a contestado una mujer y que le dijo es mi esposo y que vivo con 
ella otra también dijo vivo con él se discutieron allí mediante el celular y entonces 
ese día que a pasado los actos de eso a sido la discusión por que mas antes todo 
estaba bien todo unas relaciones que hemos tenido por mutuo acuerdo una vez 
que hemos acabado de eso de lo que hemos discutido es cuando mucho me 
agarraba yo le dije voy a , en eso le cayó así de sorpresa un golpe de codo en la 
boca y en ese momento yo n me escapado ni nada allí estaba tranquilo entonces 
a hecho una llamada a su mama allí de mi lado y yo eh estado y eh esperado 
entonces allí nos hemos ido a arreglarlo a la comisaria por buena nos hemos ido 
y eso a sido todo en ello, es constante que me llama a diario no me llama al día 
una sola vez, si es verdad que yo eh tenido relaciones sexuales por mutuo 
acuerdo y ella dice que yo e ingresado a la fuerza, hemos conversado y después 
a sido la pelea de una vez que hemos acabado todo ya. 
 
11:27hrs. (58´) El Señor Juez: da por cerrado el debate emite la resolución siguiente. 
 
 RESOLUCIÓN Nº 02 
  
Juliaca, veintiseis de enero del año dos mil trece 
 
VISTO los actuado del proceso, OÍDOS Los movidos por el requerimiento de prisión preventiva 
solicitado por el señor fiscal y estando contradictorio realizado por el abogado de la defensa del 
imputado; CONSIDERANDO  PRIMERO : Por mandato constitucional toda persona tiene derecho 
a la libertad personal la misma que solamente puede ser restringida cuando existe mandato judicial 
debidamente motivado en lo escrito así lo indica el articulo 2 numeral 24 literal F de la constitución 
política del estado de igual forma a nivel procesal existe la denominada medidas cautelares,  
medidas de prevención y dentro de estas tenemos medidas cautelares de carácter personal la 
misma que se encuentra contenida en el articulo 268 referida a la prisión preventiva si esto se 
entiende el concepto de prisión preventiva es  medida cautelar que trata de cuya finalidad asegurar 
que el imputado procesado se encuentre durante toda la tramitación del proceso y a caso ser 
pasible de una ejecución de sentencia, solamente se limita la libertad de forma temporal por que se 
trata de una medida cautelar este es variable definitiva en cuanto cuando las partes indiquen que la 
existencia de los supuestos establecidos eh el artículo 268 esta medida puede variar la que se 
denomina prisión preventiva no se emite una sentencia en esta audiencia , SEGUNDO : El articulo 
268 en su apartado 1 del código procesal penal establece tres supuestos que deben reunirse de 
forma copulativa, es decir los tres de forma Expresa para dictar una prisión preventiva y la 1). 
Indica que debe existir fundados y graves elemento de convicción para estimar razonablemente la 
comisión de un delito y que vincula al imputado es decir se tiene que acreditar la existencia del 
hecho delictivo y que existen elementos de convicción que vinculen la autoría del procesado, se va 
verificar la existencia del hecho delictivo probable vinculación con el imputado de igual forma se 
debe hacer un razonamiento respecto de la pena probable a imponerse si acaso existe el primer 
supuesto se debe verificar si la pena probable a imponerse en una etapa de juzgamiento posterior 
a de ser más de cuatro años, si se da un supuesto de que sea menor a cuatro años pueden dictar 
otras medidas de coerción de carácter personales con las comparecencias con restricciones, 2) Se 
tiene que verificar la existencia de el peligro de fuga es decir que elemento de convicción o pruebas 
como se le denomina existe para que el imputado se encuentre durante toda la tramitación del 
proceso y este no fugue a otro lugar, igual forma se tiene que verificar los actos de perturbación de 
obstaculización al proceso es decir que el imputado pueda intimidar realizar actos incriminatorios 
tanto a los testigos, peritos o variar los elementos de convicción, lugares esos otros supuesto que 
también se tiene que verificar ; respecto de los dos últimos que se a indicado no se les requiere la 
acreditación de los dos sino que de uno, 3)Como hechos tenemos por qué los hechos lo califica el 
ministerio publico y eso los adecua al tipo penal y eso es la facultad que lo otorga el estado a 
ministerio publico, el tiene como hechos lo siguiente, que en fecha de 24 de enero del año 2013 a 
horas aproximadamente 11:55 a:m la persona de Lidia Federica Chávez Peralta se encontraba 
realizando labores de casa en el Jr. Junín N’ 460, conforme se a indicado habría tenido un 
encuentro anterior con Euclides Rubén Ilasaca Apaza, en la puerta de garaje que después de eso 
la persona de Lidia Federica Chávez Peralta ante una circunstancia de una lluvia abría subido a la 
azotea para recoger ropas que posterior a ese hecho bajando este se habría encontrado con 
Rubén Euclides Ilasaca ya en el departamento es así que ya anteriormente el imputado de 
Euclides Ilasaca Apaza a tratado de besarla anteriormente a dicha persona, motivo por el cual ya 
en otras circunstancias empezaron a tener discusiones a lo que su ex conviviente comenzó a 
agredirla con golpes de puñetes y patadas en diferentes partes del cuerpo haciéndola caer 
empujándola en el suelo y cuando se encontraba esta en el piso se indica que habría sido por el 
momento la conciencia que al recobrarla se encontraba la persona de Euclides Rubén Ilasaca 
Apaza, pues la agraviada señala que el procesado se encontraba con los pantalones por las 
rodillas, para posteriormente seguir agrediéndola a la imputada siendo esto así en un momento 
posterior la agraviada llamo vía telefónica a su madre de esta Aida Peralta Chávez, para solicitar 
ayuda la misma que acudió a dicho lugar para posteriormente los tres irse ante la comisaria de 
mujeres estos son los hechos por las cuales el fiscal a fundamentado su requerimiento de prisión 
preventiva indicando que estos hechos se adecuan al tipo penal previsto en el  Art.  170 PRIMER 
PÁRRAFO  DEL CÓDIGO PENAL, TERCERO: Elementos suficientes de convicción que permitan 
acreditar la comisión del hecho delictivo y probable responsabilidad del imputado, con la 
declaración del imputado Euclides Rubén Ilasaca Apaza se acredita que efectivamente se 
realizaron relaciones sexuales tanto el imputado como la presunta agraviada y esto es 
manifestación expresa de dicho imputado corroborado también con los resultados de 
espermatozoides practicados en la persona de Euclides Rubén Ilasaca Apaza en el cual se indica 
que tenia presencia de espermatozoides en su miembro viril de igual forma con presencia de 
espermatozoides en la persona de Lidia Federica Chávez Peralta, téngase presente que existe un 
acta de recojo de indicios y evidencia de fojas de fojas 13 de la carpeta fiscal en la cual indica que 
se encontró manchas rojizas compatibles con sangre en la pared izquierdo de la cocina, al 
respecto este juzgado considera y en haciendo un cotejo con el certificado médico practicado a 
Lidia Chávez Peralta que efectivamente existió violencia en la cocina, donde habrían sucedido los 
hechos delictivos que esto es corroborado con el certificado médico legal Nº  000717VFL, que la 
sindicación de la vulneración de la libertad sexual sin consentimiento se encontraría a acreditada 
con la declaración de la agraviada Lidia Federica Chávez Peralta, pues esta a expresado que 
cuando se tubo la práctica sexual esta a sido sin consentimiento de dicha persona; CUARTO; El 
juzgado debe tomar en consideración lo siguiente: Que si hubo violencia antes de las relaciones, 
resultaría ilógico que posterior a las lesiones hubiese existido relaciones sexuales; también el 
juzgado considera que si hubo violencia y luego relaciones y luego violencia resultaría ilógico que 
en la última práctica sexual recién la agraviada realice una llamada, esto hace colegir a este 
juzgado que durante lo que primero ocurrió habrían sido las lesiones esto por la violencia que se 
ocasionó a la persona de Lidia Federica Chávez Peralta, pues no existe un elemento de convicción 
que pueda determinar que primero existió relaciones sexuales y luego sea realizado violencia entre 
las personas, no existe ningún elemento de convicción que hasta el momento haga determinar 
dicha circunstancia, así mismo el juzgado pone en consideración de que dada a la naturaleza de 
las lesiones que fueran ocasionadas por Euclides Ilasaca Apaza ,esto a razón del acta de recojo de 
indicio de evidencias se puede presumir que las lesiones han sido realmente violentas y no puede 
atribuirse un supuesto de que primero hubo relaciones sexuales y luego violencia ejercida por la 
agraviada ante un supuesto de que recibió una llamada de una llamada de una tercera persona de 
sexo femenino, pues el agraviado habría resultado ser la persona de Euclides Rubén Ilasaca 
Apaza, situación que las reglas y máximas de la experiencia nos indican que una persona al ser 
presuntamente imputado como víctima no podría presentar pocas lesiones en este caso Euclides 
Rubén Ilasaca Apaza; siendo contradictoria que la persona reclama a dicho procesado resulte con 
abundantes lesiones en partes del glúteo esto se entiende por caída también se entiende las 
lesiones en los labios por existir golpe y este tiene lesiones en el cuello por existir ahorcamiento, 
estrangulamiento, por la propia experiencia pues las declaraciones prestadas por la agraviada 
resulta ser coherente hasta este momento de los elementos de convicción que se tiene, por estos 
considerandos este juzgado considera que sí existió violencia y luego la práctica sexual y 
posteriormente seguido existiendo violencia y llamar posteriormente recién la agraviada a su 
señora madre; QUINTO : Resulta también ilógico pues de la revisión de registro de llamadas se 
tendría que la persona de Lidia Federica Chávez Peralta tendría relaciones sentimentales con una 
tercera persona, resultando ilógico que la persona de Lidia Chávez Peralta llame a su ex 
conviviente para mantener prácticas sexuales y luego reclamarle por tercera persona cuando esta 
ya conforme a las llamadas en el registro de llamadas que se tiene esta estaría teniendo relación 
sentimental con una persona de nombre Agustín; entonces el Juzgado haciendo un análisis de los 
elementos de convicción hasta el momento el juzgado CONCLUYE: Que existen suficientes 
elemento de convicción que acreditan el hecho delictivo que vinculan al imputado por ende se 
encuentra acreditado por el Articulo 268 Numeral Primero , Literal A, respecto de la sanción que 
sea superior a cuatro años al existir ya en carpeta una negativa de parte del procesado Euclides 
Rubén Ilasaca Apaza no se podría dar supuestos de confesión sincera para ser reducidos hasta en 
un tercio de la pena probable a imponerse que ya formalizada la investigación preparatoria el único 
mecanismo de solución alternativa al proceso judicial es la terminación anticipada que en un 
supuesto partiendo que la pena probable a imponerse y de ser sometido a una terminación 
anticipada a de ser en total de un año es decir que la pena probable en un supuesto a imponerse 
resulta ser de cinco años que hasta el momento de esta presente audiencia no tiene causas de 
justificación, estado de conciencia, necesidad error de tipo, error de prohibición, los cuales 
verifiquen una atenuación por debajo del mínimo de la pena y téngase presente que las causas 
negativas, los factores negativos, atribuidos  al mismo imputado son de carga probatoria del 
mismo, es decir que al propio imputado se pueda acreditar una supuesta causa de inculpabilidad o 
cusa de justificación hasta el momento de la presente audiencia no se tiene causa de justificación o 
de inculpabilidad, SEXTO : Respecto del probable peligro de fuga; la resolución administrativa 
referida a la circular 325 -2011, nos indica que toda persona de condición económica de solvente o 
una insolvente, incluso hasta un mendigo tiene un lugar donde habitar, donde residir cualquier 
persona por mas que sea de  condición económicamente deplorable que tenga siempre un lugar 
donde residir ante este supuesto no es obligatorio que vasta que se acredite el domicilio de una 
persona el recibo de pago de agua, para sostener que esta persona por la naturaleza del proceso 
que viene siendo investigado eluda la acción de la justicia es decir a este juzgado el certificado 
domiciliario y el recibo de electro puno no le acredita que este pueda no eludir la acción de la 
justicia pues este documento acredita que tiene residencia, respecto del contrato de locación de 
servicios es un documento que carece de legalización y conforme al artículo 235 del último párrafo 
del código procesal Civil que indica que las copias certificadas o fedatadas tienen en calidad de 
originales que en este caso no se tiene dicha circunstancia; respecto del DNI de Diego Ilasaca 
Cesarino, acredita que esta persona apellida Ilasaca, no se acredita paternidad ni parentesco con 
el imputado de igual forma que el pago de pensiones a la Universidad Andina tan solo se tiene los 
montos y un nombre indicado Diego I. L. no acreditándose tambien el grado  de parentesco con el 
imputado y que el contrato de trabajo realizado entre Vicky Coila Pineda en calidad de Maestro de 
obra Euclides este contrato dada a la naturaleza que este tiene maestro de obras este no impide 
que pueda ser reemplazado por lo que se quiere para acreditar el peligro de fuga es que exista una 
razón fuerte y debidamente sustentado que acredite que el imputado tenga que estar presente en 
este distrito judicial durante toda la tramitación del proceso; siendo este así a este juzgado este 
medio probatorio no le causa convicción pues conforme  se indico se trata tan solamente de un 
contrato de trabajo y dado a la naturaleza del mismo este mismo puede ser reemplazado cambiado 
no existiendo una obligación con la otra contratante siendo esto así no está desvirtuado la 
existencia del peligro de fuga así mismo debe tenerse presente el articulo 269 numeral 2 referido a 
la pena que se espera como resultado al respecto de los hechos de los elementos de convicción 
indicado que habría sucedido el ultraje a la libertad sexual de la persona agraviada el solo indicar 
que la pena pueda ser no menor de seis ni mayor a ocho hace prever que se cree en el imputado 
un aspecto para que este pueda eludir la acción de la justicia la probabilidad de la imposición de 
una pena que esta sea como pena privativa de libertad siendo así el juzgado concidera los tres 
presupuestos establecidos para la prisión preventiva son reunidos por el representante del 
ministerio público, OCTAVO : Respecto al periodo de prisión preventiva como se ha indicado el 
juzgado  considera que esta debe ser realizado por un tiempo proporcional a la duración a la etapa 
de investigación intermedia y de juzgamiento que la etapa de investigación tiene un lazo de cuatro 
meses, que la etapa intermedia y control de acusación se realizara en un periodo de un mes y de 
juzgamiento pueda ser realizado en un periodo de dos meses que ya existe criterio en este distrito 
judicial que cuando se otorga los 9 meses de prisión preventiva estos siempre son nuevamente 
prorrogados en unos meses más esto a razón de que siempre se vence los plazos  del ministerio 
publico siendo esto así a fín de no vulnerar lo establecido 272 en el código procesal que la prisión 
preventiva no durara más de nueve meses este juzgado a de prever dicha circunstancia, por lo que 
el plazo de investigación deba ser razonable y proporcional por lo que las consideraciones de este 
juzgado. 
                         HA RESUELTO: Declarar FUNDADO el requerimiento de prisión preventiva 
solicitado  por el Representante del Ministerio Publico en contra de Euclides Ilasaca Apaza cuyas 
generales han sido indicadas en esta audiencia en la parte introductoria en consecuencia 
PRIMERO: Se dispone que este sea recluido en el establecimiento penitenciario que el Instituto 
nacional penitenciario disponga SEGUNDO: El plazo de prisión preventiva a de ser un plazo de 7 




    
11:50hrs.(01:20´)El señor Juez: NOTIFICA con la resolución dictada en este acto a los sujetos      




11:50hrs.(01:18´)EL Señor Fiscal: Conforme. 
11:50hrs.(01:19´)El señor Abogado Defensor del imputado: Interpone recurso de Apelación. 
11:50hrs.(01:19´)El Señor Juez: Tiene por interpuesto el recurso de Apelación. 
                            
11:50hrs.(01:20) RESOLUCIÓN Nº 03: 
 
Habiendo escuchado en la presente audiencia el recurso de apelación interpuesto por el abogado 
de  la defensa de Euclides Ilasaca Apaza, el cual impugna la resolución Nº 02 de prisión preventiva 
y estando a lo establecido por el Art. 405 Literal B el cual indica que las Resoluciones que se 
emiten en audiencia deben ser apeladas en el mismo acto siendo este así verificado que el 
abogado a realizado la  impugnación respectiva por ende debe concederse el recurso de apelación 
debiendo indicar que este debe ser fundamentado por ley bajo apercibimiento de ser declarado 
inadmisible por tales considerando; SE RESUELVE: primero Conceder el Recurso de apelación 




11:51hrs.(01:23´)El señor Juez: NOTIFICA con la resolución dictada en este acto al abogado de 
la defensa. 




    El señor Juez: Da por concluida la presente audiencia y por cerrada la 
grabación  del audio, procediendo a firmar el acta el señor Juez y la señorita 





4° JUZ. DE INVEST. PREPARATORIA - Sede Juliaca 
EXPEDIENTE   : 00174-2013-28-2111-JR-PE-04 
ESPECIALISTA   : FLAVIO CLASINA CHOQUE 3 
MINISTERIO PÚBLICO  : FISCALÍA ESPECIALIZADA EN TRÁFICO ILÍCITO DE DROGAS  
IMPUTADO   : ELIZABET GAMBOA QUISPE 
DELITO    : TRAFICO ILICITO DE DROGAS 
AGRAVIADO   : ESTADO PERUANO 
ESPECIALISTA DE AUDIENCIA : EDUARDO ALEXANDER GONZALEZ ITO 
 
 
ACTA DE REGISTRO DE AUDIENCIA DE REQUERIMIENTO DE PRISIÓN PREVENTIVA 
 
En la ciudad de Juliaca, SIENDO LAS DIECIOCHO HORAS CON TREINTA MINUTOS DEL DIA 
SIETE DE FEBRERO DEL DOS MIL TRECE, se constituye el Magistrado JHONNY PEDRO QUISPE 
VILCA, JUEZ DEL JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA DE EMERGENCIA DE LA 
PROVINCIA DE SAN ROMAN-LAMPA, en la Sala de Audiencias del Módulo Penal, con la finalidad de 
llevar a cabo la Audiencia respecto al REQUERIMIENTO DE PRISIÓN PREVENTIVA del proceso 174-
2013-28-04, que se sigue en contra de ELIZABET GAMBOA QUISPE, por la presunta comisión del delito 
de TRAFICO ILICITO DE DROGAS, en agravio del Estado Peruano.------------------------------------------ 
Se deja constancia que la audiencia será registrada mediante audio, cuya grabación demostrará 
el modo cómo se desarrollará la presente audiencia conforme así lo establece el inciso dos, del artículo 
trescientos sesenta y uno del Código Procesal Penal, pudiendo acceder a la copia de dicho registro.-------- 
 
18:30 hrs. (00’) VERIFICACION DE LA PRESENCIA DE LOS INTERVINIENTES: 
 
 1. REPRESENTANTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: Ricardo Yampara Apaza, 
Fiscal Adjunto Provincial de la Fiscalía Especializada en Trafico Ilícito de Drogas, 
con domicilio legal ubicado en esta ciudad de Juliaca Plaza Zarumilla sede 
principal del Ministerio Publico, cuarto piso, con correo electrónico 
fiscalíaprovincialtic@gmail.com, con número de celular 952323620.------------------ 
2. DEFENSA DE LA IMPUTADA:  Santos Ticona Charaja  identificado con CAP 
873 del Colegio de abogados de Puno, y con domicilio procesal en Jirón Apurímac 
483 oficina B, con numero de celular 951569646, con correo electrónico 
stcharaja@hotmail.com, asume de la defensa de Elizabet Gamboa Quispe.--------- 
3. IMPUTADA: Elizabet Gamboa Quispe, con DNI N° 43371466, con domicilio en 
distrito de Sibia provincia de Huanta departamento de Ayacucho, Gervasio 
Santillana S/N.------------------------------------------------------------------------------------------- 
4. CUSTODIO DE LA DETENIDA: Sub Oficial de Segunda Cueva Huashualdo 
Miriam Irene, con SIP 31562155. (acreditada en el minuto 33’).-------------------------- 
18:32 hrs. (02’) DESARROLLO DE LA AUDIENCIA: 
 
18:32 hrs. (02’) Juez: Da por instalada la audiencia, otorga el uso de la palabra al señor fiscal a fin de 
que haga conocer su requerimiento.------------------------------------------------------------------ 
18:33 hrs. (03’) 
 
Fiscal: Indica que se ha solicitado el requerimiento de prisión preventiva en contra de 
Elizabet Gamboa Quispe, por estar comprendido en la comisión del delito Contra la 
Salud Publica  en su modalidad de Trafico Ilícito de Drogas en su forma de 
Favorecimiento al Consumo Ilegal de Drogas Toxicas mediante actos de tráfico, 
conducta que se encuentra prevista en el articulo 297° incisos 4 y 5, concordante con el 
tipo penal Base previsto en el artículo 296° del Código Penal todo ello en agravio del 
Estado Peruano, narrando los hechos investigados que han motivado al Ministerio 
Público solicitar el requerimiento, cuyos detalles fueron expuestos en audiencia y 
registrados en audio.----------------------------------------------------------------------------------------- 
18:37 hrs. (07’) 
 
Juez: Corre traslado a la defensa de la imputada a fin de que se pronuncie sobre los 
hechos propuestos por la fiscalía.------------------------------------------------------------------------ 
18:37 hrs. (07’) Defensa de la Imputada: Indica que no tiene cuestionamiento alguno.----------------------- 
18:39 hrs. (09’) Juez: Pasa a analizar los presupuestos materiales para el dictado de Prisión 
preventiva, otorga la palabra al señor fiscal.----------------------------------------------------------- 
18:40 hrs. (10’) Fiscal: Indica los presupuestos para dictar prisión preventiva, que existe fundados y 
graves elementos de convicción para estimar razonablemente la comisión del delito que 
vincula a la imputada con el hecho delictual, así como sus elementos de convicción, 
cuyos detalles fueron expuestos en audiencia y registrados en audio.------------------------- 
18:46 hrs. (16’) Juez: Corre traslado a la defensa de la imputada para que se pronuncie sobre los 
graves y fundados elementos de convicción.---------------------------------------------------------- 
18:46 hrs. (16’) Defensa de la Imputada: Refiere que el representante del Ministerio Público a 
mencionado pruebas documentales que no vienen  a ser elementos de convicción para 
declarar fundado el requerimiento de prisión preventiva. Detalles corren en audio.-------- 
18:48 hrs. (18’) Juez: Le indica al fiscal segundo presupuesto material, pena superior a cuatros de 
pena privativa de libertad.---------------------------------------------------------------------------------- 
18:48 hrs. (18’) Fiscal: Refiere que los hechos expuestos y contenidos en la formalización de la 
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investigación preparatoria en su oportunidad han sido subsumidos al articulo 297° 
incisos 4 y 5, concordante con el tipo penal base previsto en el articulo 296° primer 
párrafo cuyo artículo tiene como conciencia jurídica una sanción de pena privativa de 
libertad no menor de quince años ni mayor de veinticinco años ello importa de que la 
pena a imponerse en el supuesto caso de encontrarse responsable en su oportunidad  
sea obviamente mayor a cuatro años por lo que concurre este presupuesto de que la 
sanción a imponerse sea superior a los cuatro años, además, aun así de someterse 
aun proceso especial de terminación anticipada esto no sería menos de los doce años, 
detalles corren en audio.------------------------------------------------------------------------------------ 
18:49 hrs. (19’) Juez: Corre traslado al abogado de la defensa de la Imputada.------------------------------- 
18:49 hrs. (19’) Defensa de la Imputada: Indica que la conducta típica de su patrocinada es de fecha 
veintitrés de enero del dos mil trece no se adecuarían al tipo penal que dice el artículo 
297° inciso 4 y 5 del Código Penal, detalles corren en audio.------------------------------------ 
18:50 hrs. (20’) Juez: Corre traslado a la fiscalía.------------------------------------------------------------------------ 
18:50 hrs. (20’) Fiscal: Indica que conforme la disposición de la formalización de la investigación 
preparatoria los hechos han sido subsumidos dentro del articulo 297° dentro del inciso 
4 que es referido al ingreso de las sustancia ilícita a un establecimiento penitenciario el 
inciso 5 relacionado a que este utilizaba a su menor hijo para el ingreso de la sustancia 
ilícita, en todo caso solicita al abogado si considera a cuál de los supuestos o a que 
articulo se subsume si no es lo correcto invocado por el Ministerio Público.------------------ 
18:51 hrs. (21’) Juez: Le pregunta a la defensa si dijo que se subsumiría al artículo 298° último 
párrafo.---------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
18:51 hrs. (21’) Defensa de la Imputada: Dijo que sí.------------------------------------------------------------------ 
18:51 hrs. (21’) Fiscal: Indica que al respecto el Ministerio Público en su condición de titular de la 
acción penal a subsumido los hechos al artículo invocado y si el señor abogado 
considera que es erróneo la subsunción del tipo penal pues existen otras vías 
correspondientes para cuestionar tal extremo y de igual modo el artículo 298° se refiere 
a la micro comercialización, en este caso se ha invocado de que el presente hecho no 
se subsume a dicho artículo por cuanto  realizado el pesaje correspondiente supera 
largamente este extremo.----------------------------------------------------------------------------------- 
18:52 hrs. (22’) Juez: Corre traslado a la defensa para su última intervención respecto de este 
presupuesto. --------------------------------------------------------------------------------------------------- 
18:52 hrs. (22’) Defensa de la Imputada: Indica que el articulo 298° último párrafo  establece que la 
pena privativa de libertad será no menor de seis años ni mayor de diez años de 
trescientos sesenta días de multa, cuando el agente ejecuta el delito en las 
circunstancias previstos en los incisos 2, 3, 4, 5, y 6 del artículo 297°, detalles corren en 
audio.------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
18:53 hrs. (23’) Juez: Corre traslado al fiscal para que se pronuncie sobre el peligro procesal.------------- 
18:53 hrs. (23’) Fiscal: Indica con relación al tercer presupuesto el Ministerio Publico considera que 
concurre tanto el peligro de fuga, como el peligro de obstaculización, ello fundado 
primero en la gravedad de pena que se espera en el supuesto caso de encontrársele 
responsable a la imputada esto es no menor a quince años y además de que a la fecha 
después de haber transcurrido casi quince días la imputada no ha presentado a la 
investigación documentos que acrediten tanto el arraigo domiciliario, el arraigo laboral 
así como, el arraigo familiar, del mismo modo debe tenerse en cuenta para el extremo 
del peligro de obstaculización que la experiencia criminalística en los delitos de Trafico 
Ilícito de Drogas  hace ver de que no solamente la imputada es quien está involucrado 
en este tipo de hecho si no que hay otras personas que el Ministerio Publico 
obviamente dentro del proceso de investigación necesita identificarlos, además 
conforme se advierte de los actuados y del informe del director del establecimiento 
penitenciario habrían otras personas quienes presuntamente le habrían entregado para 
ser ingresar dichas sustancia ilícita, por lo que el Ministerio Publico considera que 
existe el peligro de obstaculización, detalles corren en audio.------------------------------------ 
18:56 hrs. (26’) Juez: Corre traslado a la defensa de la imputada.--------------------------------------------------- 
18:56 hrs. (26’) Defensa de la Imputada: Indica que la prisión preventiva es el instrumento más 
violento en que la materialización de la prisión preventiva debe respetar el principio de 
legalidad, proporcionalidad y excepcional, sobre la base del peligro de fuga o 
obstaculización la actividad probatoria cuando estos dos presupuestos materiales que 
no concurren en la prisión preventiva, puesto que su patrocinada si cuenta con arraigo 
laboral, arraigo domiciliario y arraigo familiar, detalles corren en audio.----------------------- 
18:59 hrs. (29’) Juez: Plazo de la prisión preventiva.-------------------------------------------------------------------- 
19:01 hrs. (30’) Fiscal: Indica que conforme tiene referido de que la presente investigación ha sido 
formalizado mediante disposición N° 1, en ella se ha dispuesto recabarse diversos 
actos de investigación esto es como, el informe de la superintendencia nacional de 
registros públicos, los antecedentes penales y judiciales a nivel nacional el 
levantamiento del secreto bancario y/o reserva bursátil, la información a recabarse de la 
SUNART, así como, otros actos de investigación de carácter pericial, ello de acuerdo a 
los principios de proporcionabilidad y razonabilidad que gobiernan las medidas 
cautelares de carácter personal, el Ministerio Publico considera razonable nueves 
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meses de prisión preventiva en contra de la imputada, detalles corren en audio.----------- 
19:02 hrs. (31’) Juez: Corre traslado a la defensa de la imputada para su última intervención.------------ 
19:02 hrs. (31’) Defensa de la Imputada: Solicita sirva a declarar infundado declarar el requerimiento 
de prisión preventiva solicitado por el Ministerio Público.------------------------------------------  
19:02 hrs. (31’) Juez: Encontrándose en este acto la imputada Elizabet Gamboa Quispe le da la 
oportunidad de ejercer su derecho de defensa material.------------------------------------------- 
19:02 hrs. (31’) Imputada Elizabet Gamboa Quispe: Refiere que todo lo a hecho sobre sus hijos por 
necesidad y también es madre sin esposo ya que su esposo esta en el penal por esos 
motivos, ha hecho por primera vez y no piensa a volver a esas cosas, pide que le 
colaboren ya que no quiere estar mucho tiempo alejado de sus hijos porque son 
menores de edad uno tiene dos años y el otro nueve años, pide que le comprendan y 
bajen a pena mínima.----------------------------------------------------------------------------------------  
19:03 hrs. (32’) Juez: Con la intervención de las partes da por concluido el debate respecto del 
requerimiento de Prisión Preventiva solicitado por el señor fiscal, pide al señor fiscal 
que le ponga a disposición la carpeta fiscal a efecto de emitir la resolución 
correspondiente, suspende brevemente la audiencia por el lapso de cinco minutos, 
antes solicita a la custodio de la detenida se identifique.-------------------------------------------   
19:04 hrs. (33’) Juez: Le indica a la sub oficial de segunda que la imputada queda bajo su custodia 
para reanudar la audiencia.-------------------------------------------------------------------------------- 
19:15 hrs. (34’) Juez: Reanuda la audiencia y emite la resolución correspondiente.---------------------------- 
  
RESOLUCIÓN NÚMERO DOS 
 
Juliaca, siete de febrero 
Del año dos mil trece.- 
 
VISTO: El requerimiento de prisión preventiva formulado por la Fiscalía Provincial 
Titular de la Fiscalía Provincial Especializada de Delitos en Tráfico Ilícito de Drogas de 
la ciudad de Puno, oídas las partes en audiencia y; COSIDERANDO: PRIMERO: 
CONTROL DE IMPUTACIÓN CONCRETA: Según aparece de la Disposición Fiscal N° 
01-2013 de fecha seis de febrero del año dos mil trece la fiscalía ha formalizado 
investigación preparatoria en contra de Elizabet Gamboa Quispe por la presunta 
comisión del delito de Tráfico Ilícito de Drogas en su forma de Favorecimiento al 
Consumo Ilegal de Drogas toxicas mediante actos de Trafico Agravado previsto en el 
artículo 297° incisos 4 y 5 concordante con el tipo penal base previsto en el primer 
párrafo del artículo 296° del Código Penal en agravio del Estado Peruano, 
atribuyéndole a dicha imputada esencialmente los siguientes hechos, que en fecha 
veintitrés de enero del año dos mil trece al promediar las diez horas con cuarenta 
minutos aproximadamente en circunstancias que la técnica Yobana Pilco Chayña 
procedía a la revisión corporal de la imputada en uno de los ambientes del Instituto 
Nacional Penitenciario, acompañado de su menor hijo de iniciales E.A.O.G. encontró 
debidamente acondicionado en los zapatos de dicha imputada una sustancia ilícita al 
parecer alcaloide de cocaína, por lo que no le permitió su ingreso a dicho 
Establecimiento Penal comunicándole de tal hecho al director del Establecimiento con 
la intervención del personal antidrogas de la Policía Nacional del Perú se realizó la 
intervención policial a dicha imputada, encontrándose dentro de los zapatos de su 
menor hijo un envoltorio de plástico color transparente tipo plantilla y en el interior de 
los zapatos de la imputada también dos envoltorios de plástico transparentes tipo 
plantilla conteniendo en su interior una sustancia producto sólido características propias 
a la sustancia de alcaloide de cocaína, sometido a la prueba de campo dio positivo para 
alcaloide de cocaína y habiéndose realizado el pesaje respectivo de los cuatro 
paquetes arrojo un peso brujo total de doscientos sesenta y dos gramos con un 
miligramo de alcaloide de cocaína, sobre estos hechos la defensa de la imputada no la 
ha cuestionado sustancialmente habiendo mostrado su conformidad con la salvedad de 
haber señalado de que su patrocinada lo habría realizado por necesidad en ese sentido 
los hechos antes detallados y así descritos por la fiscalía en abstracto se adecuan al 
tipo penal materia de investigación. SEGUNDO: El artículo 268° del Código Penal 
establece que el juez a solicitud del Ministerio Público podrá dictar mandato de prisión 
preventiva, si atendiendo los primeros recaudos se a posible determinar la concurrencia 
de los siguientes presupuestos; que existan fundados y graves elementos de 
convicción para estimar razonablemente la comisión de un delito que vincula al 
imputado como autor o participe, que la sanción a imponerse sea superior a cuatro 
años de pena privativa de libertad, que la imputada razón de sus antecedentes y otras 
circunstancias del caso particular permitan colegir razonablemente que tratara de 
evadir la justicia, peligro de fuga, u obstaculizar la averiguación de la verdad, peligro de 
obstaculización estableciéndose en los artículos 269° 270° los aspectos que el juez 
tendrá en cuenta para calificar el peligro de fuga o el peligro de obstaculización 
respectivamente. TERCERO: En ese sentido corresponde evaluar los hechos materia 
de investigación a la luz de dichos presupuestos materiales en cuanto al primer 
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presupuestos fundados y graves elementos de convicción para estimar razonablemente 
la comisión del delito y la vinculación con esta por parte de la imputada, respecto de 
este presupuesto material o para la evaluación de este presupuesto material de los 
elementos de convicción a los que hace referencia el señor fiscal en su requerimiento 
descrito, así como, en esta audiencia y a efecto de estimar razonablemente la comisión 
de un delito según aparece de la carpeta fiscal se tiene o se consideran esencialmente 
el acta de intervención policial y registro personal de fecha veintitrés de enero del año 
dos mil trece en el que se deja constancia que al efectuar el registro personal de la 
señora Elizabet Gamboa Quispe natural de Ayacucho identificada  con DNI 43671466 y 
de su menor hijo de iniciales E.A.O.G. se encontraron entre sus pertenencias interior de 
sus calzados se encontraron cuatro envoltorios como plantillas en sustancias 
parduscas solida los que serán sometidos a las pruebas de campo y descarte esa 
intervención cuenta con la intervención de la representante del Ministerio Publico así 
como, del abogado defensor, esta acta de intervención policial que se encuentra 
corroborado documentalmente con el informe N° 0112013- INPE de fecha veintitrés de 
enero del año dos mil trece así como, con el informe N° 01-2013-INPE de fecha 
veintitrés de enero del dos mil trece emitido respectivamente por Wilfredo Perez 
Garnica seguridad del Instituto Nacional Penitenciario, así como, por la técnico Pilco 
Chayña Yobana donde se da cuenta del hallazgo de sustancias prohibidas en la planta 
de los zapatos de las personas antes mencionadas esto es la imputada y su menor hijo, 
asimismo, para estos efectos se toma como elemento de convicción el acta de lacrado 
sobre manila de fecha veintitrés de enero del año dos mil trece, acta de prueba de 
campo para descarte pesaje incautación de droga, de la misma fecha en los que se 
detallan como muestras los cuatro envoltorios presentados con plástico color 
transparente tipo plantilla los mismos que la ser incautados y al ser sometidos han 
arrojado un peso bruto total de doscientos sesenta y dos gramos un con miligramo de 
alcaloide de cocaína los mismos que han sido incautados en la persona de Elizabet 
Gamboa Quispe, en cuanto a los elementos de convicción que vinculan a dicha 
imputada con los hechos investigados se tiene esencialmente o además de los 
elementos de convicción antes señalados se cuenta con un acta de entrevista personal 
suscrita por la propia imputada en presencia del representante del Ministerio Público 
donde preliminarmente ha señalado que los cuatro paquetes de droga fueron 
entregados por una señora cuyo nombre desconoce en la frentera del penal La capilla 
específicamente donde están los quioscos indicándole que la entrega a su esposo de 
nombre Gallo quien le iba a pagar la suma de cien nuevos soles, asimismo, se tiene la 
propia declaración de la imputada de fecha primero de febrero del año dos mil trece en 
el que si bien es cierto ha guardado silencio en virtud de su derecho de defensa, sin 
embargo, ha señalado encontrarse arrepentida de haberlo hecho por necesidad por 
llevar un pan a sus hijos lo que ha sido corroborado en este acto cuando ha ejercido su 
defensa material, en ese sentido concurren fundados y graves elementos de convicción 
de la comisión del delito materia de investigación y su vinculación con ellas con la 
investigada, por lo que en este presupuesto materia concurren en este caso. CUARTO: 
Respecto del segundo presupuesto material, pena superior a cuatro años de pena 
privativa de la libertad, la fiscalía ha señalado y conforme aparece de la investigación 
preparatoria que los hechos materia de investigación se subsumen en el artículo 297° 
con el tipo base el artículo 296° y las agravantes previstas en los numerales 4 y 5, del 
Código Penal los mismos que prevén una pena no menor de quince ni mayor de 
veinticinco años de pena privativa de la libertad, la fiscalía ha señalado además de que 
en el caso aun en la terminación anticipada la pena no sería menor de doce años por lo 
que superaría evidentemente los cuatro años de pena privativa de la libertad por su 
parte la defensa de la imputada a sostenido que los hechos presentado por la fiscalía 
se adecuarían al tipo penal previsto en el articulo 298° último párrafo del Código Penal, 
al respecto debe señalarse que dicho tipo penal prevé la figura típica de micro 
comercialización o micro producción con una pena no menor de tres ni mayor de siete 
años para el supuesto en qué la cantidad de droga fabricada, extractada, preparada, 
comercializada, poseída por el agente no sobrepáselos cincuenta gramos de pasta 
básica de cocaína con dicho presupuesto básico el último párrafo regula las 
circunstancias agravantes con un marco penal no menor de seis ni mayor de diez años 
es evidente que por la cantidad de droga encontrada en poder de la imputada esto es 
doscientos sesenta y dos gramos con un miligramo de alcaloide de cocaína estos 
hechos no se subsumen en dicho tipo penal por lo que en este caso concreto en una 
prognosis de pena en caso de encontrarse responsable a la imputada razonablemente 
le será impuesta una pena superior a cuatro años de pena privativa de libertad en este 
caso también concurre este segundo presupuesto material. QUINTO: Respecto al 
tercer presupuesto material peligro procesal, la fiscalía a sustentado su requerimiento 
en los extremos de peligro de fuga y peligro de obstaculización, en cuanto al primero ha 
señalado que esta se sustenta en la gravedad de la pena no menor de quince años a 
su vez que no se cuenta con elementos de convicción suficientes que acrediten el 
arraigo laboral domiciliario o familiar de la imputada, así mismo, ha señalado que el 
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peligro de obstaculización estaría representada por el hecho de que la comercialización 
y transporte se mueven grandes cantidades de dinero y con ello se puede influir en 
otras personas o peritos, por su parte la defensa ha señalado que en este caso no 
concurre el peligro de fuga por lo que su patrocinada se encuentra debidamente 
identificada tiene documento de identidad, es conviviente con domicilio conocido, ama 
de casa, y tiene dos hijos por lo que tiene arraigo laboral, domiciliario y familiar, 
respecto de este presupuesto material debe señalarse que la gravedad de la pena no 
puede ser el único elemento para sustentar la privación de la libertad de una persona si 
bien es uno de los elementos a considerar esta debe estar complementado con otros 
que la misma ley prevén en este caso el arraigo laboral familiar y domiciliario, según 
aparece de la ficha RENIEC de la imputada esta tiene su domicilio en el distrito de Sibia 
provincia Huanta departamento de Ayacucho Jirón Gervasio Santillana S/N el mismo 
que ha declarado al inicio de este acto, sin embargo no se cuentan con elementos de 
convicción que puedan sustentar debidamente el arraigo familiar o laboral de la 
imputada tampoco aparece de la carpeta fiscal ningún elemento de convicción al 
respecto por lo que en el presente caso la imputada carece de dichos arraigos lo que 
podría posibilitar una eventual peligro de fuga respecto al peligro de obstaculización la 
fiscalía no ha aportado ningún elemento de convicción objetivo que la ponga de 
manifiesto el solo hecho de afirmar que las grandes cantidades de dinero que mueve la 
droga puedan influir a otras personas y peritos es únicamente de naturaleza subjetiva 
sin embargo al concurrir en este caso el peligro de fuga se estima que este 
presupuesto también concurre en este presente caso por lo que al encontrar la 
concurrencia copulativa de los presupuestos materiales previsto en el artículo 178° del 
Código Procesal Penal debe estimarse el requerimiento de prisión preventiva de la 
fiscalía, en cuanto al plazo de la prisión preventiva la fiscalía ha solicitado nueve meses 
teniendo en cuenta las diligencias programadas en la disposición fiscal de formalización 
de la investigación preparatoria los mismos que están referidos a la copio documental 
así como, a la copio pericial, respecto de esta ultima únicamente  en forma concreta un 
dictamen pericial definitivo respecto  de la droga incautada y genéricamente se realizan 
todas las diligencias necesarias para el esclarecimiento de los hechos teniendo en 
cuenta la naturaleza del delito de tráfico ilícito de drogas respecto del cual se tiene una 
investigación preliminar previa por quince días donde se han acopiado la mayor 
cantidad de elementos de convicción respecto de este delito, este juzgado considera 
que un plazo razonable para la prisión preventiva debe ser el de siete meses teniendo 
en cuenta que este plazo comprende no solo la investigación preparatoria, si no, la 
etapa intermedia y la de juzgamiento, por estas consideraciones; SE RESUELVE: 
PRIMERO: DECLARAR FUNDADO EL REQUERIMIENTO DE PRISION 
PREVENTIVA formulada por la fiscalía provincial Especializada en Delitos de Trafico 
Ilícito de Drogas del distrito judicial de Puno en el proceso que se a ELIZABET 
GAMBOA QUISPE como presunta autora de la comisión del delito contra la Salud 
Publica en la modalidad de Trafico Ilícito de Drogas en su forma de Favorecimiento al 
Consumo ilegal de drogas toxicas mediante de actos de trafico agravado previsto y 
sancionado en el articulo 297° incisos 4 y 5, concordante con ti tipo penal base previsto 
en el primer párrafo artículo 296° del Código Penal en agravio del Estado. SEGUNDO: 
DICTO MANDATO DE PRISION PREVENTIVA en contra de ELIZABET GAMBOA 
QUISPE identificada con documento nacional de identidad N° 43671466, fecha de 
nacimiento dos de diciembre de mil novecientos ochenta y cuatro, distrito de nacimiento 
Ollochegua, provincial de Huanta departamento de Ayacucho, nombre de padres 
Renato y Yola, la misma que deberá ser internado en el Establecimiento Penitenciario 
que designe el Instituto Nacional Penitenciario, con cuyo objeto se remitirán las 
comunicaciones correspondientes. TERCERO: Se establece como plazo de prisión 
preventiva el plazo de siete meses el mismo que deberá ser computada desde que la 
imputada ha sido materialmente aprendida, el mismo que según los actuados aparecen 
de la carpeta fiscal se ha producido el día veintitrés de enero del año dos mil trece 
con vencimiento al veintidós de agosto del año dos mil trece. TÓMESE RAZÓN y 
HÁGASE SABER.-------------------------------------------------------------------------------------------- 
19:37 hrs. (56’) Juez: Notifica con la presente resolución al representante del Ministerio Público.---------- 
19:37 hrs. (56’) Fiscal: Dijo estar conforme.------------------------------------------------------------------------------- 
19:37 hrs. (56’) Juez: Notifica la presente resolución al abogado defensor.--------------------------------------- 
19:27 hrs. (56’) Defensa de la imputada: Interpone recurso de apelación.--------------------------------------- 
19:37 hrs. (56’) Juez: Estese a la conformidad formulada por el señor fiscal, al recurso de apelación 
interpuesto por el abogado defensor téngase por interpuesta y se concede el plazo de 
ley a efecto de que pueda fundamentarla debidamente bajo apercibimiento de rechazo 
en caso de incumplimiento. Se da por concluida la presente audiencia y por cerrado el 
audio de grabación, procediendo a firmar el acta  de registro de audiencia el señor Juez 
y el Especialista de Audiencias encargado de su redacción. De lo que doy fe.-------------- 
 
3° JUZG. DE INV. PREPARATORIA Sede – Juliaca. 
EXPEDIENTE : 0350-2014-0-2111-JR-PE-03 
JUEZ : Dr. IVAN VICTOR ARIAS CALVO 
AGRAVIADO(s) : VIRGINIA ARNAO VILLASANTE  
IMPUTADO (s) : HERNAN MASCO VILCA 
DELITO (s) : HURTO AGRAVADO  
ESPECIALISTA DE AUD. : WILBER W. LAURA VALERA 
 
INDICE DE REGISTRO DE AUDIENCIA DE PRISIÓN PREVENTIVA 
 
  En la ciudad de Juliaca, siendo las ONCE CON TREINTA MINUTOS DE LA 
MAÑANAdel día VEINTIUNO DE MARZO DEL AÑO DOS MIL CATORCE, se constituye 
el Magistrado Dr. Iván Víctor Arias Calvo Juez del TERCER JUZGADO DE 
INVESTIGACIÓN PREPARATORIA DE SAN ROMÁN-JULIACA, en la Sala de Audiencias 
del Módulo Penal de la Provincia de San Román - Juliaca, para realizar la audiencia de 
PRISIÓN PREVENTIVA, en el expediente N° 0350-2014-0-2111-JR-PE-03, proceso seguido 
en contra de HERNAN MASCO VILCA, por la presunta comisión del delito de HURTO 
AGRAVADO, en agravio de VIRGINIA ARNAO VILLASANTE.- 
  
 Se deja constancia que la audiencia será registrada mediante audio, conforme así lo 
establece el inciso dos, del artículo trescientos sesenta y uno del Código Procesal Penal; por 
tanto se solicita procedan oralmente a identificarse las partes concurrentes a esta 
audiencia.- 
 
11:30hrs. (02’) VERIFICACION DE LA PRESENCIA DE LOS INTERVINIENTES: 
 
A. REPRESENTANTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: Dr. WILBER 
ROBERTO CERPA QUISPE, Fiscal Adjunto Provincial de la Primera 
Fiscalía Provincial Penal Corporativa de San Román – Juliaca, con domicilio 
procesal en la sede del Ministerio Publico ubicado en la plaza Zarumilla S/N 
de esta ciudad.------------------------------------------------------------------------------------- 
B. ABOGADO DEL IMPUTADO: Dr. WILFREDO SULLCA CHAMBI, con 
CAP 1268, con domicilio procesal en el Jr. Apurimac N° 620, con celular 
950440048, abogado del imputado Hernan Masco Vilca.----------------------------- 
C. IMPUTADO: HERNAN EDWIN MASCO VILCA, con DNI N° 47117226, con 
domicilio en el Jr. Las Américas Mz 3, natural de Sandia.--------------------------   
 
11:32hrs. (00’) DESARROLLO DE LA AUDIENCIA 
 
11:32hrs. (00´). JUEZ: Concede el uso de la palabra al Señor Fiscal a efectos de que oralice 
su Requerimiento de Prisión Preventiva.-------------------------------------------------- 
11:32hrs. (15´). FISCAL: Procede a oralizar el Requerimiento de Prisión Preventiva en 
contra de HERNAN EDWIN MASCO VILCA por la presunta comisión de los 
delitos contra el patrimonio en su modalidad de Hurto en du forma de Hurto 
agravado, previsto y sancionado en el inciso 1 del primer párrafo inciso 9, 
segundo párrafo del artículo 186 del código penal, en concordancia con el 
artículo 185 tipo base en agravio del Virginia Arnao Villasante y delito 
contra la seguridad pública en su modalidad de peligro común en su forma 
penal de conducción en estado de ebriedad previsto y sancionado en el 
primer párrafo del artículo 274 del código penal en agravio de la 
Colectividad, indica los datos del imputado; iniciando por los hechos materia 
de investigación; de los elementos de convicción a los que ha hecho 
referencia el Señor  Fiscal en su Requerimiento de Prisión Preventiva; 
conforme al artículo 268 del Código Procesal Penal; establece los 
presupuestos: que existan fundados y graves elementos de convicción para 
estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado 
como autor del mismo; el imputado en razón de sus antecedentes y otras 
circunstancias del caso particular permita colegir razonablemente que 
tratara de eludir la acción de la justicia, peligro de fuga u obstaculizar la 
averiguación de la verdad, peligro de obstaculización; los criterios para 
establecer tanto del peligro de fuga y el peligro de obstaculización, 
solicitando el plazo de siete meses de prisión preventiva; argumentos corre 
registrados en audio.----------------------------------------------------------------------------- 
11:47hrs. (00´). JUEZ: Traslado al abogado defensor del imputado a fin de que se pronuncie 
en torno a los hechos relatados.-------------------------------------------------------------- 
11:47hrs. (02´). ABOGADO DEL IMPUTADO: Indica que, su patrocinado ha corroborado, se 
ha declarado confeso, no ha evadido a responsabilidades que se le imputa y 
esta con la voluntad de resarcir los daños causados ello que estaba muy 
borracho, se somete a una terminación anticipada en donde el no niega en 
ningún momento, así mismo pone a la vista su arraigo domiciliario, el 
mismo que tiene domicilio que garantiza la investigación, y solicita la 
terminación anticipada.------------------------------------------------------------------------- 
11:49hrs. (02´). JUEZ: Escuchando al abogado de la defensa del imputado en donde solicita 
un criterio de oportunidad de terminación anticipada pone de conocimiento 
de los siguiente que; se ha pedido un requerimiento de prisión preventiva se 
ha oralizado la prisión preventiva, se ha hecho posesión a la prisión 
preventiva por ende se va emitir pronunciamiento sobre prisión preventiva, 
de lo contrario se afecta el principio de congruencia, corre traslado al fiscal 
sobre los medios probatorios.------------------------------------------------------------------ 
11:51hrs. (04´). FISCAL: En este mismo acto de audiencia el imputado no ha podido precisar 
su dirección domiciliaria, si bien es cierto que alcanza un certificado 
domiciliario el mismo que coincide con lo referido, pero que se tenga 
presente que el mismo imputado no ha podido citar esa dirección 
domiciliaria, por otro lado en su ficha de RENIEC se señala otro domicilio 
real, por otro lado en cuanto a su estado de ebriedad el mismo que no debe 
ser considerado en este acto de conformidad con la ley 27753, diferentes 
periodos donde se tiene una tabla de alcoholemia donde el imputado estaría 
en el segundo grado de ebriedad, en tal virtud el ministerio público ha 
emitido su fundamento.------------------------------------------------------------------------- 
11:55hrs. (04´). ABOGADO DEL IMPUTADO: La defensa cuestiona este requerimiento de 
prisión preventiva en donde a su patrocinado se ha intervenido en horas de 
la mañana, para que configure hurto agravado tenía que ver concurso de dos 
a más personas  para haber cometido este hecho delictivo, que se tome en 
consideración, y reitera que a su patrocinado se le encontró en estado de 
ebriedad y la pena no debe ser como indico el ministerio público, debe de ser 
menos, como punto dos vuelve a reiterar ha corroborado y es confeso en 
donde no ha negado en ningún momento los hechos que han suscitado y 
como tercer punto cuestiona a la agraviada Virginia Arnao Villasante, lo 
hizo en horas de la tarde donde pasaron varias horas para asentar su 
denuncia y solicita que se modifique el requerimiento de prisión preventiva, 
por la de comparecencia y se le dé plazos para que pueda reparar los daños 
materiales y se tome en consideración lo que cuestiona.----------------------------- 
11:59hrs. (00´). IMPUTADO: Indica que, se no.---------------------------------------------------------------  
11:59hrs. (18´). JUEZ: Emite la siguiente resolución. 
 
RESOLUCIÓN NÚMERO 02-2013 
Juliaca, veintiuno de marzo 
Del año dos mil catorce.- 
 
OIDOS: El Requerimiento de Prisión Preventiva formulado por la Primera 
Fiscalía Provincial Penal Corporativa de San Román-Juliaca, oídas las 
partes en audiencia, y; CONSIDERANDO: PRIMERO.- DE LOS HECHOS 
MATERIA DE INVESTIGACION: Como lo ha referido el Representante del 
Ministerio Publico los hechos se tiene que en fecha diecisiete de marzo del 
dos mil catorce a horas aproximadamente veinte horas Rogelio Zavaleta 
Ticona, dejo un vehículo estacionado de propiedad de su conviviente en la 
propiedad de su domicilio en el Jr. Jose Carlos Mariategui N° 125, 
urbanización San Jose Primera Etapa, vehículo de placa de Rodaje 
Mitsubishi, color blanco perla con placa de rodaje VEOZ 617, con las llaves 
en el contacto y con las puertas abiertas, es así que Hernan Edwin Masco 
Vilca ingreso al vehículo encendió el mismo y lo sustrajo del lugar donde se 
encontraba, siendo manejado en vehículo colisiono con una vivienda ubicado 
en el Jr. Carabaya N° 716, esto aproximadamente a horas seis de la mañana 
del día dieciocho de marzo del dos mil catorce, habiéndose constituido 
personal de la Policía a dicho lugar procediendo a intervenir al conductor, 
hechos expuestos por el ministerio público. SEGUNDO.- Sostiene que el 
vehículo ha sido sustraído del lugar donde se encontraba y se ha obtenido el 
provecho económico habiendo transcurrido el tiempo suficiente y que el 
vehículo no era de propiedad del imputado, y que además este fue 
intervenido habiendo conducido el vehículo en estado de ebriedad indica 
que, existe suficientes elementos de convicción que acredite la existencia del 
delito de hurto agravado previsto en el artículo 186, segundo párrafo 
numeral 9 del código penal , así como también el delito de conducción en 
estado de ebriedad previsto en el artículo 174 primer párrafo del código 
penal. TERCERO.- Ha indicado que existe concurso real de delitos, en el 
primer caso la pena privativa de libertad es no menor de 4 ni mayor de 8 a 
años y para el delito de conducción en estado de ebriedad es no menor de 6 
meses ni mayor  a 2 años, el ministerio publico entiende que partiendo del 
tercio medio de la pena probable a imponerse existiendo algunas 
circunstancias que indiquen circunstancias agravantes propias del hecho 
delictivo y circunstancias agravantes nos encontramos en el tercio medio y 
que sumado meses por la comisión del delito de estado de ebriedad haría 
prever que la pena probable a imponerse a de ser una superior a los cuatro 
años, referente al peligro de fuga; el ministerio público ha indicado que, el 
imputado no cuenta con arraigo laboral, familiar, ni domiciliario, respecto a 
los elementos de convicción que se han puesto a consideración de este 
juzgado que tampoco el imputado conocía el lugar que habita y que él tiene 
como domicilio la ciudad de Sandia que, vive con sus padres y se dedica a la 
agricultura conforme lo indicado por el imputado: CONTRADICCIÓN el 
abogado de la defensa ha contradicho que la prisión preventiva sustentando 
en el supuesto siguiente, que la persona que venía manejando presume que 
también se encontraba libando licor pro esos lugares la persona de Rogelio 
Zavaleta Ticona, indica que el imputado tiene toda voluntad de realizar la 
reparación tanto patrimonial, así como también como se puede establecer 
criterios de oportunidad, de igual forma indica que tiene arraigo domiciliario 
donde ha presentado servicios de agua y luz, así como certificado 
domiciliario, así como del presidente de la urbanización residencial las 
Américas de esta ciudad. ANÁLISIS.- La prisión preventiva es una medida 
cautelar implica esto que en esta audiencia no se decide sobre la 
culpabilidad o inocencia del imputado sino la finalidad es tratar de asegurar 
que el imputado este presente durante toda la tramitación del proceso, etapa 
de investigación, intermedia y de juzgamiento y asegurar una probable 
ejecución de sentencia, en ese orden de ideas y no se está determinado la 
inocencia o culpabilidad del imputado. CUARTO.- La prisión preventiva 
tiene por su propia característica de ser variable porque el momento pueden 
varias circunstancias que puedan determinar su cese o variación de dicha 
medida. Toda persona es considerado inocente, mientras no se determine su 
responsabilidad, esto conforme a los establecido a la Constitución Política 
del Estado de igual forma conforme a nuestro ordenamiento constitucional 
en su artículo 20 literal 24 literal f, indica que nadie puede ser detenido sino 
por mandamiento escrito o mandamiento del juez o por autoridades 
policiales en caso de flagrante delito, en este orden de ideas la libertad no es 
absoluto sino es relativo puede ser objeto de cesación de dicho derecho, 
QUINTO.- El Juzgado debe analizar la conducta atribuida al imputado, en 
el presente caso nos encontramos ante un supuesto de hurto lo que establece 
el artículo 85, donde se debe determinar el apoderamiento la sustracción el 
provecho económico del bien, se debe verificar lo siguiente: a) Ha existido 
apoderamiento de parte del imputado Hernan Edwin Masco Vilca, b) con los 
elementos de convicción que se tiene ha habido sustracción del lugar donde 
se encontraba el vehículo por los elementos de convicción que se tiene el acta 
de registro policial fiscal la declaración del imputado, la declaración de la 
agraviada se entiende de que del lugar donde se encontraba el vehículo es 
objeto de sustracción. c) se ha podido obtener provecho económico del bien, 
efectivamente si, pues el vehículo luego de ser sustraído toda vez desde el 
momento de sustracción hasta el momento que se encontró tuvo la 
disponibilidad potencial de causar diversas actividades para i}obtener un 
beneficio patrimonial, respecto a la agravante el objeto la mercancía 
sustraída trata sobre un vehículo automotor con los elementos de convicción 
que se tiene, tarjeta de propiedad, acta de transferencia, boleta informativa 
se tiene que efectivamente se trata de un vehículo motorizado, por tanto el 
supuesto de hurto en la condición de agravado se encuentra acreditado así 
como el hecho delictivo, así como la responsabilidad. SEXTO.-Respecto del 
delito de conducción en estado de ebriedad, con el acta de constatación 
policial, fiscal realizado, efectivamente se ha verificado que, Hernan Edwin 
Masco Vilca habría venido conduciendo el vehículo en estado de ebriedad 
como consecuencia de dicha conducta impacto un domicilio en el Jr. 
Carabaya 716, este supuesto es corroborado con el acta de constatación y 
verificación fiscal así como también el certificado de dosaje etílico, en 
consecuencia se encuentra acreditado el delito y la responsabilidad. 
SÉPTIMO.- Referente a la pena probable a imponerse, al existir diferentes 
conductas se entiende que ha existido varios hechos que han vulnerado 
varios bienes jurídicos en conclusión existe un concurso real de delitos, 
supuesto que se encuentra en el artículo 50 del código penal, cuyo texto 
indican cuando concurran varios hechos punibles que deban considerarse 
como otros tantos delitos independientes se sumaran las penas privativas de 
libertad que fije el juez para cada uno de ellos hasta un máximo del doble de 
la pena del delito más grave no pudiendo exceder más de treinta y cinco 
años, para verificar supuestos de pena  probable a imponer estas sean 
superiores, el Juzgado debe tomar en consideración a partir de los tercios 
para imponer la pena a imponer, es decir que si acaso se parte de una pena 
en el tercio medio esta sería un mínimo de cuatro hasta cinco años con 
cuatro meses, una probabilidad a futuro, y en estado de ebriedad podría ser 
un mínimo de seis meses hecho que haría prever que la pena a imponerse 
seria cinco años con diez meses, una probable pena a imponerse realizado la 
proyección a futuro, si acaso se llega a una terminación anticipada por la 
comisión de los hechos delictivos la pena probable superaría los cuatro años. 
OCTAVO.- RESPECTO DEL PELIGRO DE FUGA.- El Juzgado en propia 
audiencia ha verificado lo siguiente: Que el propio imputado desconoce el 
lugar donde habita, no pudo responder donde era el domicilio donde vivía 
incluso el juzgado ha exhortado al abogado a que deje corregir algunos datos 
que el imputado debería indicar, así mismo cual el juzgado le puso a 
consideración las actividades que se dedica dijo que a la agricultura 
juntamente con sus padres que viven en la localidad de Sandia por tanto 
encuentra no acreditado el arraigo domiciliario, ni familiar o laboral en la 
presente audiencia, lo que implica que una probable  pena a imponerse el 
imputado podrá eludir la acción de la justicia más aún si se trata de un 
supuesto de hurto con agravante y la existencia de un concurso real de 
delitos, hacen prever un aspecto subjetivo en el imputado para que este 
pueda por el propio temor de la imposición de pena este eludiera la acción de 
la justicia, no se ha acreditado supuestos con la actividad probatoria, por 
tanto el juzgado considera que los tres presupuestos establecidos en el 
artículo 268 numeral 1 literal a, b y c del código procesal penal han sido 
sustentados por el fiscal con los elementos de convicción que han sido 
expuestos, de igual forma el juzgado considera lo establecido por el artículo 
69, referente a los arraigos domiciliarios a la grave de la pena que se espera 
como resultado del procedimiento al supuesto de no existir una actitud 
voluntaria de reparar el daño ocasionado, no se tiene ningún elemento de 
convicción de dicha circunstancia. NOVENO.- EL PLAZO: El juzgado 
considera que existe suficientes actos de investigación ya realizados en la 
presente investigación como se indicó la finalidad de la prisión preventiva es 
tratar de asegurar que el imputado este presente durante todo el proceso, en 
consecuencia considera razonable que la investigación pueda ser realizada 
en el periodo de cuatro meses, la etapa intermedia en un mes y la etapa de 
juzgamiento en dos meses tratándose de existir reo en cárcel por tanto el 
juzgado dispondrá una prisión preventiva por el periodo de siete meses. Por 
los fundamentos antes expuestos; 
 
SE RESUELVE: 
PRIMERO: DECLARAR FUNDADO EL REQUERIMIENTO DE PRISIÓN 
PREVENTIVA  en contra del procesado HERNAN EDWIN MASCO VILCA, 
con DNI N° 47117226, natural del distrito y provincia de Sandia, 
departamento de Puno; nombre de sus padres Miguel y Paula, nacido en 
fecha 24 de agosto de 1991.SEGUNDO.- SE DISPONE la Prisión Preventiva 
por el periodo de SIETE MESES, para cuyo efecto ofíciese las entidades 
correspondientes. TOMESE RAZÓN Y HAGASE SABER.-------------------------- 
12:17hrs. (00´). JUEZ: Notifica en este acto a las partes con la resolución emitida.--------------- 
12:17hrs. (00´). FISCAL: Conforme.------------------------------------------------------------------------------- 
12:17hrs. (00´).  ABOGADO DEL IMPUTADO: Interpone recurso de apelación.------------------- 
12:17hrs. (03´). JUEZ: Al recurso de apelación formulado por el Abogado del imputado, 
emite la siguiente resolución.----------------------------------------------------------------- 
 
RESOLUCIÓN NÚMERO 03-2013 
Juliaca, veintiuno de marzo 
Del año dos mil catorce.- 
 
 HABIÉNDOSE emitido resolución número dos, que declara fundado la 
prisión preventiva. ANTECEDENTES.- El artículo 405 literal b) del código 
procesal penal refiere que cuando las decisiones son emitidas en audiencia 
la misma debe ser impugnada en mismo acto, donde el juzgado ha emitido 
resolución dos, el mismo ha sido objeto de impugnación por parte del 
abogado de la defensa y se debe tener por interpuesta, debiendo 
fundamentarlo en el plazo establecido, bajo apercibimiento de ser declarado 
inadmisible.----------------------------------------------------------------------------------------- 
12:20hrs. (00´). JUEZ: Notifica en este acto a las partes con la resolución emitida.--------------- 
12:20hrs. (00´). FISCAL: Conforme.------------------------------------------------------------------------------- 
12:20hrs. (00´).  ABOGADO DEL IMPUTADO: Conforme.------------------------------------------------- 
12:20hrs. (01´). JUEZ: Da por concluida la presente audiencia disponiendo el cierre del 







EXPEDIENTE N° : 0362-2012-60-2111-JR-PE-03 
JUZGADO : TERCER JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPAPATORIA DE JULIACA 
JUEZ : MAGISTRADO IVAN VICTOR ARIAS CALVO 
AGRAVIADO(S) : LOURDES ROSELL VILCA 
IMPUTADO (S) : JESUS FRANCISCO GUILLEN ACO 
DELITO (S) : LESIONES LEVES POR VIOLENCIA FAMILIAR 
ESPECIALISTA 
DE AUDIENCIA 
: EDUARDO A. GONZALEZ ITO 
 
 
ACTA DE REGISTRO DE AUDIENCIA DE REQUERIMIENTO DE PRISIÓN PREVENTIVA 
 
En la ciudad de Juliaca, SIENDO HORAS DIEZ DE LA MAÑANA CON OCHO MINUTOS DEL 
DÍA VEINTISÉIS DE MARZO DEL DOS MIL DOCE, se constituye el magistrado IVAN VICTOR ARIAS 
CLAVO, en la Sala de Audiencias del Tercer Juzgado de Investigación Preparatoria  de la Provincia de 
San Román-Juliaca, para realizar la Audiencia de REQUERIMIENTO DE PRISIÓN PREVENTIVA seguida 
en el expediente 362-2012-60, en contra de JESUS FRANCISCO GUILLEN ACO por la supuesta 
comisión del delito Contra la Vida, el Cuerpo y la Salud, en su modalidad de Lesiones, en su forma de 
Lesiones Leves por Violencia Familiar,  previsto y penado en el primer párrafo del artículo 122-B del 
Código Penal, en agravio de Lourdes Rosell Vilca.------------------------------------------------------------------------- 
Se deja constancia que la audiencia será registrada mediante audio, cuya grabación demostrará 
el modo cómo se desarrollará la presente audiencia conforme así lo establece el inciso dos, del artículo 
trescientos sesenta y uno del Código Procesal Penal, pudiendo acceder a la copia de dicho registro.-------- 
 
10:08 hrs. (01’) 
VERIFICACION DE LA PRESENCIA DE LOS INTERVINIENTES: 
 
 
1. REPRESENTANTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: Nancy Eduardina Vargas 
Arenas, Fiscal Provincial del Primer Despacho de Decisión Temprana de la  
Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de San Román, con domicilio 
procesal en el local institucional ubicado en la Plaza Zarumilla S/N Tercer Piso, 
de esta localidad, con numero de celular 951302707, correo electrónico 
nanvar77@yahoo.es.-------------------------------------------------------------------------------- 
2. AGRAVIADA: Lourdes Rosell Vilca, con DNI N° 80389141, con domicilio en el 
Jirón 2 de mayo 1174.------------------------------------------------------------------------------- 
3. DEFENSA TECNICA DE LA PARTE INCULPADA: Wilfredo Sullca Chambi, 
con CAP 1268, con domicilio procesal en el Jirón Apurímac N° 620, interior 07, 
con número de celular 950440048.-------------------------------------------------------------- 
4. INCULPADO: Jesús Francisco Guillen Aco, con DNI N° 23351998,  de 40 
años de edad, de ocupación obrero en la Universidad Andina, fecha de 
nacimiento 29 de enero de 1971, nombre de sus padres Abdon Guillen Linares y 
Haydee Aco Zegarra.-------------------------------------------------------------------------------- 
10:09 hrs. (02’) DESARROLLO DE LA AUDIENCIA: 
10:09 hrs. (02’) 
Juez: Da por instalada la Audiencia y concede el uso de la palabra a la representante 
del Ministerio Público a fin de que sustente su requerimiento de Prisión Preventiva.---- 
10:09 hrs. (02’) 
Fiscal: Indica que se ha solicitado el requerimiento de prisión preventiva en contra de 
Jesús Francisco Gulilen Aco, por estar comprendido en el delito Contra la Vida, el 
Cuerpo y la Salud, en su modalidad de Lesiones, en su forma de Lesiones Leves 
Agravadas por Violencia Familiar, en agravio de Lourdes Rosell Vilca, el imputado se 
encuentra debidamente identificado con el nombre antes indicado, identificado con 
DNI 23351998, nacido el 29 de enero de 1971, natural del Distrito, Provincia y 
Departamento de Arequipa, de 41 años, de estado civil soltero (conviviente) con 
grado de instrucción secundaria, de ocupación obrero de construcción civil, hijo de 
Abdon y Ayde. Los hechos que dan lugar al presente requerimiento son los 
siguientes: De los actuados preliminares se tiene que la agraviada Lourdes Rossell 
Vilca, realiza labores de venta de comida en el Mercado Santa Bárbara de esta 
ciudad, siendo que el día 24 de marzo, salió a horas 04:30 de la madrugada, como 
todos los días, acompañada por su conviviente Jesús Francisco Guillen Acó, quién 
permaneció en su puesto de venta hasta las 08:00 a. m., hora, en que llega su hijo 
Jonatan Jesús. Que, según indica el imputado, este se dirigió a una tienda en el Jr. 
Ignacio Miranda poniéndose a libar cerveza con un amigo, hecho este del que toma 
razón la agraviada a través de una compañera de trabajo, por lo que decide ir en su 
búsqueda pero cuando se encontraba cerca a la citada tienda, pasa una mototaxi 
desde donde la llama una conocida suya solicitándole un favor a lo que accede 
subiendo a la moto, muy a pesar de que su esposo, quién ya la había visto la llamaba 
a viva voz, partiendo la mototaxi raudamente; que al alejarse a una distancia de una 
cuadra es que la agraviada decide regresar bajándose de la moto para conversar con 
su conviviente, y al no encontrarlo es que procede a llamarlo a su celular, 
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comunicación en la que su esposo en forma airada, le reclama haberla visto subir a 
una moto con un hombre, indicándole que quería hablar con ella y que iría a su 
puesto a destrozarlo, por lo que la agraviada le dice que ella iría a la casa, dándole el 
imputado, plazo de 5 minutos. Es así que la agraviada retorna a su puesto de venta y 
tras recoger a su hijo Jonatan Jesús se dirige a su domicilio ubicado en el Jr. 2 de 
mayo N° 1174 del Barrio Bellavista de esta ciudad, siendo las 10:30 horas, en 
circunstancias en se encontraba a una cuadra de su casa, su conviviente Jesús 
Francisco Guillen Acó, quién ya había salido a su encuentro, en evidente estado de 
ebriedad, se le acerca y a la par que le profería insultos, con la mano derecha sacó 
un cuchillo que llevaba en la parte de atrás de su pantalón y arremete en contra de la 
agraviada, quien corre a fin de ponerse a salvo, ingresando a una carpintería del 
lugar pidiendo auxilio donde también ingresa su conviviente logrando darle alcance, y 
en presencia del dueño de dicho establecimiento, un joven que se encontraba en el 
lugar y su hijo Jonatan Jesús es que el imputado, le propina tres cuchilladas a la 
altura del pecho y otra en el brazo derecho, esta última cuando la agraviada esquivó 
el cuchillo dirigido hacia su rostro, circunstancias en que su hijo y las demás personas 
cogen de los brazos al agresor y lo reducen en el piso, es cuando la agraviada le 
quita el cuchillo que posteriormente entrega a la Policía. Que, a consecuencia de la 
agresión sufrida, la agraviada presenta corte de 1 x 0.7 cm de extensión en cara 
antero externa tercio superior de brazo derecho; corte de 2 x 1 cm de extensión en 
cuadrante inferior interna de mama izquierda; corte de 1 x 0.7 cm en cuadrante 
inferior interna de mama izquierda debajo del anterior; corte de 1 x 0.7 de extensión 
en cara anterior de base de hermitorax ligeramente al lado de línea media (debajo de 
mama). Lesiones que se encuentran descritas detalladamente en el Certificado 
Médico Legal N° 002253-VFL de fecha 24 de marzo del 2012 que concluye que las 
mismas fueron producidas por agente contuso cortante y que si bien no pusieron en 
peligro la vida, una de ellas, la que se encuentra en el hipondrio izquierdo se 
encuentra a nivel de órganos vitales, otorgándosele una prescripción médica de 2 
días de atención facultativa por 10 de incapacidad médico legal. Presupuestos para 
la Prisión Preventiva, para el caso concreto respecto al presupuesto que existan 
fundados y graves elementos de convicción par estimar razonablemente la 
comisión de  un delito que vincule al imputado como autor del delito, se cuentan 
los siguientes: El Acta de Ocurrencia Policial, de fecha 24 de marzo del 2012, 
efectuado a las 11:00 horas por personal de la Sección de Violencia Familiar de la 
Comisaría PNP de Mujeres Juliaca, en la cual se describe las circunstancias en que 
el imputado y la agraviada son puestos a disposición por personal de Serenazgo, 
donde consta además la denuncia de la agraviada. Acta de recepción de arma blanca 
entregado por la agraviada a personal policial, de fecha 24 de marzo. Acta de 
incautación de arma blanca. Acta de registro personal del imputado. Declaración de la 
agraviada Lourdes Rosell Vilca, quién narra la forma y circunstancias en que fue 
víctima de agresión física por parte de su conviviente Jesús Francisco Guillen Acó. 
Declaración del imputado Jesús Francisco Guillen Acó, en la que admite los hechos 
que se le imputan, refiriendo haber actuado bajo el impulso de los celos y en estado 
de ebriedad, manifestando estar arrepentido y dispuesto a reparar los daños 
causados así como someterse a una terminación anticipada. Certificado Médico Legal 
N° 002253-VFL de fecha 24 de marzo del 2012 correspondiente a la agraviada 
Lourdes Rosell Vilca que concluye que las lesiones que presenta la agraviada, y 
descritas detalladamente, fueron producidas por agente contuso cortante, precisando 
que si bien estas lesiones no pusieron en peligro la vida una de ellas, la del 
hipocondrio izquierdo se encuentra a nivel de órganos vitales, lesiones que han 
ameritado se le otorgue 2 días de atención facultativa por 10 días de incapacidad 
médico legal. Certificado Médico Legal N° 002254-SA de fecha 24 de marzo del 2012 
correspondiente al imputado Jesús Francisco Guillen Acó, donde se describe discreta 
lesión en la mano derecha, por la que se le prescribe 1 día de atención facultativa por 
1 día de incapacidad médico legal. Documento en el que se consigna en el rubro de 
observaciones, entre otros puntos que, el peritado presenta prendas de vestir con 
restos de tierra y partículas de madera, aserrín. Acta de entrevista del menor Jonatan 
Jesús Guillen Rosell, de 16 años quién narra la forma y circunstancias en que 
sucedieron los hechos que se investigan. Acta de constatación domiciliaria del hogar 
convivencial ubicado en el Jr. 02 de Mayo N° 1174 interior, donde se ha verificado 
una habitación multiuso, en cuyo interior se encuentra enseres de dormitorio, cocina y 
comedor así como prendas de vestir del imputado y documentos de identidad de dos 
de los tres menores hijos de las partes de la presente investigación. Acto en el que 
además se constata la presencia física de los tres hijos de la pareja, y que el mayor 
de los hijos tiene rasgos de ser niño especial, el cual se encuentra postrado en uno 
de las tres camas de dicho ambiente y finalmente Acta de constatación en el 
inmueble donde ocurrieron los hechos, esto es Jr. 02 de Mayo N° 1055, lugar que si 
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bien se encontraba cerrado, por referencia del propietario se tiene que en dicho lugar 
funciona una carpintería, de propiedad de Lucio Chucuya Aroata. Con relación a que 
la sanción a imponerse se a mayor a cuatro años, se tiene Se imputa a Jesús 
Francisco Guillen Acó la comisión del delito contra la vida, el cuerpo y la Salud en la 
modalidad de lesiones en su forma de lesiones leves agravadas por violencia familiar 
previsto en el artículo 122-B, siendo su tipo base el Art. 122 primer párrafo 
concordante con el Art. 441 del Código Penal, que sanciona con pena privativa de 
libertad no menor de tres ni mayor de seis, lo que hace prever una prognosis de pena 
probable que no será de modo alguno menor a los cuatro años, aún cuando el 
imputado haya actuado en presunto estado de ebriedad. Que exista Peligro de 
Fuga, Queda acreditado el peligro de fuga del imputado Jesús Francisco Guillen Acó, 
con lo siguiente: El imputado si bien tiene domicilio real conocido en esta ciudad, este 
domicilio es el hogar convivencial donde vive con la víctima y sus 03 menores hijos, 
lugar al que, teniendo en cuenta las medidas de protección que corresponde tomar en 
el proceso de Violencia Familiar no podrá retornar; por lo que su domicilio en adelante 
sería incierto, siendo además que atendiendo a que la pena a imponerse es de 
gravedad, existe la posibilidad que por temor a recibir una pena efectiva pretenda 
darse a la fuga y no someterse a la acción de la justicia, aún cuando ha acreditado 
arraigo laboral, toda vez que señala ser oriundo de la localidad de Arequipa, donde 
viven su padres y donde tiene una propiedad. Con relación a Peligro de 
Obstaculización Que teniendo en cuenta la forma y las circunstancias en que 
ocurrieron los hechos, por su grado de peligrosidad y por la forma y el medio 
empleado existe peligro de que el imputado pueda influenciar en la agraviada, con 
quién ha convivido a lo largo de 18 años siendo madre de sus 3 hijos, a fin de que 
esta no se presente a un futuro juicio oral, que por lo general ocurre en casos 
similares, obstaculizando de esta manera el desarrollo y los fines de la investigación, 
influencia que también podría ejercer frente a los testigos, por ser sus vecinos de la 
misma calle. Esas serían las razones por las cuales se esta presentando el 
requerimiento de Prisión Preventiva.------------------------------------------------------------------ 
10:20 hrs. (13’) 
Juez: Concede el uso de la palabra a la Defensa Técnica del imputado Jesús 
Francisco Guillen Aco.------------------------------------------------------------------------------------ 
10:20 hrs. (13’) 
Defensa Técnica del Imputado: Indica que su patrocinado ha cometido estos actos 
ilícitos, en estado de ebriedad, en un momento de desesperación, cuando su estado 
psíquico se encontraba ofuscado, no habiéndolo hecho de manera premeditada, 
solicita que se varié la prisión preventiva por la de comparecencia restringida, por 
cuanto su patrocinado es el único sostén económico para sus tres hijos, a parte que 
con su esposa hacían trabajos esporádicos de ayuda, al dársele la prisión preventiva 
el menor especial va requerir una ayuda económica del padre como trabajador de la 
Universidad Andina Néstor Cáceres Velásquez, en el área de construcción civil, 
indica que su patrocinado va dejar en una situación de abandono su hogar de forma 
económica y que en su manifestación ha acreditado su recibo de agua y como 
también sus boletas de pago, que es un hombre de trabajo y que no va evadir a la 
investigación, asimismo su patrocinado no ha negado los hechos que se ha 
acontecido estando dispuesto para asumir y hacer curar a su esposa y de cumplir con 
las obligaciones de alimentos para con sus hijos, por estos hechos y aplicando los 
principios de proporcionalidad y razonabilidad establecidos en el nuevo Código 
Procesal Penal, solicitando nuevamente el mandato de comparecencia restringida y 
al haber confesado se acoja a una terminación anticipada.------------------------------------- 
10:24 hrs. (17’) 
Juez: Concede el uso de la palabra a la representante del Ministerio Público, 
indicando si tiene algo más que agregar.------------------------------------------------------------ 
10:24 hrs. (17’) Fiscal: Que no por el momento.------------------------------------------------------------------------ 
10:24 hrs. (17’) Juez: Emite la resolución correspondiente.--------------------------------------------------------- 
  
 
RESOLUCIÓN NÚMERO DOS 
Juliaca, veintiséis de marzo 
del dos mil doce.- 
OÍDOS: El requerimiento  Prisión Preventiva solicitado por la representante del 
Ministerio Público en contra del procesado Jesús Francisco Guillen Aco y 
CONSIDERANDO: PRIMERO: Que la prisión preventiva es una medida cautelar, de 
carácter personal, cuya finalidad es tratar de que el imputado se encuentre presente 
durante toda la investigación del proceso, esa es una de las finalidades de la prisión 
preventiva, no se discute respecto de fondo si acaso existe responsabilidad de la 
comisión de un hecho delictivo o de la participación en este, siendo esto así nuestro 
Código Procesal Penal ha establecido presupuestos los mismos que se encuentran 
en el artículo 268° del Código Procesal Penal, y los requisitos en su apartado 1 indica 
lo siguiente: a) Que existan fundados y graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o 
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participe del mismo; b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de 
pena privativa de libertad y c) Que el imputado en razón de sus antecedentes y otras 
circunstancias, del caso particular permita colegir razonablemente que tratará de 
eludir la acción de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la 
verdad (peligro de obstaculización). SEGUNDO: Para que el juzgado determine la 
procedencia de la prisión preventiva se tienen que reunir estos tres presupuestos de 
forma copulativa, eso quiere decir que los tres presupuestos tienen que estar 
acreditados y sustentados. TERCERO: FUNDAMENTO JURÍDICO: Nuestra 
Constitución Política en el artículo 2 apartado 24 literal d indica lo siguiente: “…Que 
nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse 
no esté previamente calificado en la Ley de manera expresa e inequívoca como 
infracción punible y sancionada con pena no prevista en Ley...” dicho precepto 
constitucional lo tenemos sustentado en nuestro ordenamiento penal el mismo que en 
el artículo 2° del Título Preliminar indica lo siguiente: “Nadie será sancionado por un 
acto no previsto como delito o falta por Ley vigente al  momento de su comisión ni 
sometido a pena o medida de seguridad que no se encuentra establecida en ella” así 
también debemos tener en cuenta lo establecido por el artículo 11° del Código Penal 
cuyo artículo indica lo siguiente: “Son delitos y faltas las acciones u omisiones 
dolosas o culposas penadas por la Ley” de igual forma debemos ceñirnos a lo 
establecido por el artículo 122-B cuyo texto es único y no depende de otros 
postulados toda vez que este se encuentra la premisa normativa y la sanción 
impuesta y este indica los siguiente: “El que causa a otro daño, en el cuerpo o la 
salud por violencia familiar que requiera más de diez y menos de treinta días de 
asistencia, descanso o prescripción facultativa será reprimido con pena privativa de 
libertad, no menor de tres ni mayor de seis años y suspensión de la patria potestad 
según el literal e del artículo 75° del Código de los Niños y Adolescentes”, es decir, 
que en este cuerpo legal establece ya a los sujetos tanto activos como pasivos el 
elemento descriptivo del tipo penal, así como los grados de consumación y la 
afectación de los bienes jurídicos. CUARTO: Como hechos se han indicado que en 
fecha veinticuatro de marzo del año dos mil doce aproximadamente como hechos 
precedentes se tendría que en fecha a horas cuatro y treinta el procesado Jesús 
Francisco Guillen Aco, acompañó a la ahora agraviada Lourdes Rosell Vilca para 
realizar labores de venta de comida, en el mercado de Santa Bárbara, es así que 
posterior a este hecho llegó uno de sus hijos Jonatan Jesús a dicho puesto a lo que 
posterior a este hecho, el procesado se puso a libar licor, es así que en un momento 
la persona la ahora agraviada Lourdes Rosell Vilca es que al tratar de ir a buscar a su 
conviviente antes de acudir al lugar donde este estaba subió a una moto y que 
posteriormente a eso bajo después de una cuadra acto seguido habrían conversado 
por teléfono los dos se dirigieron al Jirón dos de mayo mil ciento setenta y cuatro que 
posteriormente a horas diez con treinta de la mañana su conviviente por motivos de 
celos le había proferido insultos sacando de su cuerpo un arma punzo cortante a lo 
que la agraviada empezó a corres y en presencia de un joven quien conducía una 
carpintería en su interior le propino el imputado tres puñaladas conforme se tiene del 
certificado médico legal número 002253,que acreditaría las presuntas lesiones 
ocasionadas a la agraviada. QUINTO: ADECUACIÓN DE LOS HECHOS A LOS 
PRESUPUESTOS PROCESALES establecidos en el artículo 268°, el artículo 122:B 
indica el que causa a otro daño, en el cuerpo o la salud por violencia familiar que 
requiera más de diez días haciendo una interpretación eminentemente de carácter 
literal nos encontraríamos que al referirse más de diez días nos referimos a un 
número ascendente a este, por toda vez que nos indica de diez días hacia adelante, 
si nos indica más de diez días y el número superior a los diez días se considera como 
once y asimismo indica el propio código y menos de treinta días de asistencia, o 
descanso haciendo una interpretación nos encontramos en que los rubros para 
determinar las lesiones leves deben ser en los términos de once a veintinueve días y 
esta interpretación se hace extensiva porque en el artículo 121° primer párrafo literal 
tercero, indica lo siguiente: “El que causa a otro daño grave en el cuerpo o en la salud 
será reprimido con pena privativa de la libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho 
años se considera lesiones graves las que infieren cualquier otro daño en la 
integridad corporal o a la salud física mental de una persona que requiera treinta o 
más días de asistencia o descanso según prescripción facultativa” el artículo 441° 
indica lo siguiente: “El que de cualquier manera causa a otro una lesión dolosa que 
requiera hasta diez días de asistencia o descanso según prescripción facultativa, será 
reprimido con prestación de servicios comunitarios de cuarenta a sesenta jornadas” 
haciendo una interpretación nos indica que requiere hasta diez días nos encontramos 
en el tope para considerar como faltas contra la persona, se requieren de diez días, 
que analizado el certificado médico legal número 002253-VFL de fecha veinticuatro 
de marzo del dos mil doce, en sus conclusiones respecto de la incapacidad médico 
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legal indica este que se trata de diez días de incapacidad médico legal, por tales 
considerandos el Juzgado no advierte suficientes elementos de convicción que 
acrediten la presunta comisión del delito de Lesiones Leves por Violencia Familiar, 
previstos en el artículo 122-B, toda vez que de único elemento de convicción se 
tendría que la incapacidad médico legal asciende a diez días, si bien es cierto se 
puede determinar una probable responsabilidad en el imputado más no así se le 
podría indicar la presunta comisión de un hecho delictivo, que el Juzgado considera 
que de no haberse acreditado los suficientes elementos de convicción que acrediten 
que le imputada haya cometido un hecho delictivo previsto en nuestro ordenamiento 
penal no se reúne los presupuestos establecidos en el artículo 268° del Código 
Procesal Penal en su apartado primero literal a, respecto del segundo presupuesto al 
no tenerse en lo establecido por el artículo 11° en el cual indica que son delitos toda 
conducta dolosa u omisiva que son delitos las faltas y acciones u omisiones dolosas o 
culposas penadas por Ley que en caso de autos el Juzgado no verifica la existencia o 
los suficientes elementos de convicción que acrediten la posible comisión de un 
hecho delictivo, el Juzgado no podría indicar una pena probable a imponer toda vez 
que no existe un dispositivo legal que sustente dicha pretensión, respecto del artículo 
268° literal c, el Juzgado al ya no existir suficientes elementos de convicción que 
acrediten la comisión de un hecho delictivo y tampoco poder determinar una pena 
probable a imponerse y que esta sea superior a los cuatro años, resulta ya imposibles 
hacer una determinación para determinar la posible elusión de la Justicia u 
obstaculización de esta y que conforme a lo establecido 268° los tres presupuestos 
deben reunirse de forma copulativa, es decir, los tres presupuestos tienen que estar 
presentes para poder determinar la prisión preventiva; por las consideraciones antes 
expuestas este Juzgado RESUELVE: PRIMERO: DECLARAR INFUNDADO EL 
REQUERMIENTO DE PRISIÓN PREVENTIVA, solicitado por la representante del 
Ministerio Público en contra del imputado JESÚS FRANCISCO GUILLEN ACO. 
SEGUNDO: SE DISPONE LA INMEDIATA EXCARCELACIÓN de la persona de 
JESÚS FRANCISCO GUILLEN ACO. H. S.-------------------------------------------------------- 
10:32 hrs. (29’) Juez: Notifica la resolución a la representante del Ministerio Público.----------------------- 
10:32 hrs. (29’) 
Fiscal:  Dijo no estar conforme con la resolución expedida por lo que procede a 
interponer recurso de apelación, reservándose su derecho a fundamentar dentro del 
plazo de Ley.------------------------------------------------------------------------------------------------ 
10:32 hrs. (29’) 
Juez: Por concedido el recurso de apelación debiendo fundamentarlo en el plazo 
respectivo.---------------------------------------------------------------------------------------------------- 
10:32 hrs. (29’) 
Juez: Se da por concluida la presente audiencia y por cerrado el audio de grabación, 
procediendo a firmar el acta  de registro de audiencia el señor Juez y el Especialista 
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ACTA DE AUDIENCIA DE PRISIÓN PREVENTIVA 
 
En Juliaca, siendo las CUATRO DE LA TARDE CON CUARENTA Y UN MINUTOS 
DEL DIA DOS DEL ABRIL DEL AÑODOS MIL DOCE, en la sala de audiencias del Modulo 
Penal de Juliaca se constituye el Magistrado FREDDY OCTAVIO CHECA CONDORI Juez del 
TERCER JUZGADO PENAL DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA DE SAN ROMAN, para 
realizar la audiencia de PRISIÓN PREVENTIVA en los seguidos por el delito de HOMICIDIO  
CULPOSO AGRAVADO  Y OTROS, en el presente proceso seguido en contra de EDGAR 
ALVARES CAMACHO, en agravio del MANUEL ITUSACA  RAMOS Y OTROS.------------------------ ----- 
Se deja constancia que la audiencia será registrada conforme al N.C.P.P. ------------------ 
 
16:41 hrs. (01´) VERIFICACION DE LA PRESENCIA DE LOS INTERVINIENTES: 
 
1. FISCAL: Dr. Alex Jaime  Sullaime Concha, Fiscal Adjunto del Tercer  despacho de 
investigación  de la Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de San Román, con 
domicilio procesal en la Plaza Zarumilla s/n local del Ministerio Publico, tercer piso, 
celular N° 989268446 y Correo Electrónico  ajsullaime@hotmail.com. ----------------------- 
2. DEFENSA TÉCNICA DE LA PARTE AGRAVIADA MANUEL HITUSACA RAMOS: Dr. 
Benito Hector Atencio  Valverde, con  CAP 397, con domicilio procesal en el jr 
Pumacahua 190 oficina 306, con celular 951638810, con correo electrónico 
rojas77pe@yahioo.es . -----------------------------------------------------------------------------  
3. DEFENSA TÉCNICA DE LA PARTE AGRAVIADA PEDRO HUAMAN: Dr. Pedro Lope 
Estrada,  con CAP 950, con domicilio procesal en el jr. Pumacahua 233 oficina 1, con 
celular 966808201, con correo electrónico locoestradaw@hotmail.com ---------------------- 
4. DEFENSA TÉCNICA DEL IMPUTADO EDGAR ALVARES CAMACHO: Dr. Rodolfo 
Imiña Cruz, con CAP 562, con domicilio procesal en el jr Apurimac 635, con correo 
electrónico Rodolfo_umiña@hotmail.com. Con celular 951688333. --------------------------- 
5. IMPUTADA EDGAR ALVARES CAMACHO: con DNI 02542375, fecha de nacimiento 
diecisiete de febrero de 1972, con 40 años de edad, estado civil soltero, de ocupación 
mecánico. -------------------------------------------------------------------------------------------------- 
 
16:41 hrs. (06´) DESARROLLO DE LA AUDIENCIA: 
 
16:41 hrs. (06´) Juez: Da por instalada la audiencia de prisión preventiva, concediendo el uso 
de la palabra al Fiscal a fin oralice su requerimiento.--------------------------------- 
16:41 hrs. (06:36´) Fiscal: Oraliza su requerimiento prisión preventiva, narrando los hechos 
materia de investigación, asimismo, refiere los elementos de convicción que 
sustentan su requerimiento, solicitando se declare fundada dicho 
requerimiento, detalles corren en audio. -------------------------------------------------  
17:01 hrs. (20:41´) Concedido el uso de la palabra a la defensa técnica de la parte agraviada 
Manuel Itusaca Ramos: Refiere que estando a que el imputado  no tiene 
arraigo familiar, laboral y hay peligro procesal  se adhiere a los 9 meses que 
esta contemplado  en el articulo 286 del Código Procesal Penal, tomando en 
consideración  que se requiere  una reparación civil que supera los 20,000.00 
nuevos soles, detalles corren en audio.--------------------------------------------------- 
17:05 hrs. (20:48´) Concedido el uso de la palabra a la defensa técnica de la parte agraviada 
Pedro Huaman Ancori: Indica que se remite a todos los extremos que ha 
señalado el representante del Ministerio Publico adhiriéndose a todos  los 
extremos indicados, detalles corren en audio.------------------------------------------ 
17:08 hrs. (24:50´) Concedido el uso de la palabra a la defensa técnica del imputado Edgar 
Alvares Camacho: Indica que no han venido a sustentar  la inocencia  
contrariamente han venido a allanarse ala fundamentación  de los hechos 
realizados por el Ministerio Publico debido a que esta  debidamente 
acreditado  el deceso de una persona, así mismo manifiesta que el imputado  
se presento  ante  la policía en forma voluntaria, y ofrece como caución la 
suma de 10,000.00 nuevos soles, detalles corren en audio.------------------------ 
17:31 hrs. (47:59´) Hace uso de su derecho a réplica El Fiscal: Indica que  la defensa técnica no 
a cuestionado ningún elemento de convicción, manifestando que la defensa  
técnica  ha que la ciudad de Juliaca tiene un transito  desordenad, que el 
lugar donde tomaron  al lugar donde  sucedió  el accidente hay como 6 
kilómetros y que puso en peligro  no solo su vida  sino también  de muchos 
transeúntes, detalles corren en audio. ---------------------------------------------------- 
17:58 hrs. (56:22´) Hace uso de su derecho a réplica La defensa técnica de la parte agraviada 
Manuel Itusaca Ramos: Indica que es necesario  remarcar  el articulo 268 
así mismo manifiesta que el imputado admite la autoría del delito  y al admitir  
la autoría del delito cree que debe  de declararse fundado el requerimiento 
de prisión preventiva, respecto a los documentos alcanzados el imputado no 
presenta la licencia de conducir y parece que el imputado no tiene licencia  
de conducir y que los documentos  que preste  en relación a su dirección  
son distintas por lo que existe peligro de fuga, detalles corren en audio.-------- 
18:02 hrs. (59:25´) Hace uso de su derecho a réplica defensa técnica de la parte agraviada 
Pedro Huaman Ancori:  Refiere que nuevamente  se remite a los extremos 
indicados por el representante del Ministerio Publico y a los extremos 
advertidos por le colega  que le a precedido, así mismo indica que el 
accidente  de transito que se ha suscitado es culposo  y que en el afán  de 
sustraerse de la justicia  a causado  la muerte  de una persona  y si el 
imputado hubiera detenido el vehículo no se hubiera suscitado  la muerte de 
una persona tampoco las lesiones ocasionadas, y que con esta actitud 
demuestra el imputado que esta rehuyendo  a la administración de justicia, 
detalles corren en audio.---------------------------------------------------------------------- 
18:04 hrs. (01:01´) Hace uso de su derecho a réplica La defensa técnica del imputad Edgar 
Alvares Camacho: Indica que es exagerado  indicar que el lugar donde el 
imputado  estaba tomando  y donde sucedió el hecho  no hay 6 kilómetros en 
relación al traslado del imputado a la policía  manifiesta  que le imputado  ha 
sido trasladado por su personal,  así mismo manifiesta  que cuando ocurren 
accidentes  los vehículos así como los ocupantes son quemados, también 
precisa que le imputado si cuenta  con licencia de conducir, detalles corren 
en audio.------------------------------------------------------------------------------------------- 
18:16 hrs. (01:12´) Concedido el uso de la palabra al imputado Edgar Alvares Camacho: 
Indica que el día del accidente  el estaba conduciendo  y lo cruzo una moto  
en vez de pisar el freno pise el acelerador y se mando de largo luego recién 
se estaciono  y cuando se bajo de la camioneta iba a auxiliarlos  y la gente le 
dijo fúgate  y el respondió que no iba auxiliarlos y le dijeron ahorita te vamos 
a quemar, detalles corren en audio.--------------------------------------------------------  
18:18 hrs. (01:14´) Juez: Da por cerrado el debate y a efectos de emitir la resolución  suspende 
la diligencia.-------------------------------------------------------------------------------------- 
18:18 hrs. (01:14´) Juez: Reapertura la audiencia y emite la resolución correspondiente.----------- 
 
RESOLUCION NÚMERO DOS  
Juliaca, seis de enero 
Del año dos mil doce.- 
 
   VISTOS Y OÍDOS: El requerimiento formulado por el 
representante del  ministerio publico así como oído la sustentación oral 
hecha en ese acto de la audiencia por el señor fiscal provincial presente en 
este acto de audiencia oído la sustentación de la defensa oral del señor 
abogado defensor del imputado Edgar Álvares Camacho y también  
escuchado en forma directa y personal al imputado antes mencionado y 
CONSIDERANDO: PRIMERO.- Los  hechos materia  de investigación se 
resumen que, con fecha 31 de marzo del año 2012, siendo las 17:20 horas 
aproximadamente, en circunstancias que Manuel Itusaca Ramos y Pedro 
Teofilo Huaman Anccori se encontraban desplazándose a bordo de una 
motocicleta lineal marca SUMO con N° de motor 153FM180624274 de placa 
de rodaje Z2-0784, conducido por Mario Antonio Quispe Marca, por 
inmediaciones de la avenida Circunvalación Ovalo Pedro Vilcapaza frente al 
mercado del mismo nombre de esta ciudad, en sentido de Norte a Sur, 
instantes en que dicha motocicleta es impactada por la parte posterior 
(choque por alcance) por el vehículo camioneta Toyota color azul metálico 
con placa de rodaje Z8J-811, conducido por el imputado Edgar Álvarez 
Camacho, conducción que la efectuó a una velocidad mayor a la razonable, 
y sin ninguna pericia ya que este se encontraba en aparente estado de 
ebriedad y con la inobservancia de reglas básicas de transito, ya que Adolfo 
Alfonso Cazo Condori y Wilfredo Condori Suaña, han manifestado que han 
ingerido licor conjuntamente con el imputado desde la 12:00 horas 
aproximadamente en una tienda que se ubica por las inmediaciones de la 
plaza de ganado y manejaba a excesiva velocidad; Choque con el cual ha 
ocasionado que la motocicleta se voltee en forma violenta, y los ocupantes 
de la misma luego de ser impactados sean lanzados hacia delante a una 
distancia aproximada de seis metros; cayendo Marco Antonio Quispe Marca 
(conductor de la moto) a un metro aproximadamente de la motocicleta, 
Manuel Itusaca Ramos (fallecido) a unos dos metros aproximadamente 
delante de este ultimo y a un metro mas adelante cayo la persona de Pedro 
Teofilo Huaman Anccori, siendo que el imputado lejos de detenerse y 
auxiliar a los heridos ha proseguido con su camino pasando violentamente 
la camioneta por encima de la motocicleta, atropellando en primer termino al 
conductor de la moto Marco Antonio Quispe Marca, pasando las llantas por 
sus piernas causándole múltiples lesiones, para luego, atropellar a quien en 
vida fue Manuel Itusaca Ramos cuando este intentaba levantarse, pasando 
las llantas por la espalda del agraviado causándole múltiples lesiones al 
interior de la cavidad toraxica y una herida abierta en la cabeza, el cual 
luego de ser auxiliado, fallece en emergencia del Hospital Carlos Monge 
Medrano, y finalmente atropellar a Pedro Teofilo Huaman Anccori, pasando 
las llantas del vehículo por encima de sus piernas fracturándole la tibia y 
peroné de la pierna derecha; para luego darse a la fuga intentando llegar a 
la avenida Huancane impactando en el mismo ovalo Pedro Vilcapaza a un 
moto taxi con placa de rodaje Z1-7881 que era conducido por Luis Rubén 
Yanqui Machaca causando daños en dicha unidad vehicular, logrando 
alcanzar la Av. Huancane avanzando aproximadamente 100 metros frente a 
la ferretería San Román N° 152, donde fuera intervenido por los pobladores 
del lugar, interviniéndose en el lugar a uno de los ocupantes del vehículo de 
placa de rodaje Z8J-811 el cual seria de propiedad de Jhames Layme 
Chacon, identificándose al ocupante como Adolfo Alfonso Cazo Condori, sin 
embargo el imputado quien conducía dicha unidad se dio a la fuga dejando 
el vehículo abandonado, siendo capturado al día siguiente en horas de la 
mañana en razón a ser sindicado como directo responsable de los hechos; 
SEGUNDO.- El señor fiscal en la presenta audiencia a sustentado oralmente 
el requerimiento formulado al juzgado de investigación preparatoria esto es 
en fecha dos de abril del dos mil doce, habiendo en un primer momento 
hecho referencia a los acontecimientos que son materia de investigación, 
que con fecha 31 de marzo del año 2012, siendo las 17:20 horas 
aproximadamente, en circunstancias que Manuel Itusaca Ramos y Pedro 
Teofilo Huaman Anccori se encontraban desplazándose a bordo de una 
motocicleta lineal marca SUMO con N° de motor 153FM180624274 de placa 
de rodaje Z2-0784, conducido por Mario Antonio Quispe Marca, por 
inmediaciones de la avenida Circunvalación Ovalo Pedro Vilcapaza frente al 
mercado del mismo nombre de esta ciudad, en sentido de Norte a Sur, 
instantes en que dicha motocicleta es impactada por la parte posterior 
(choque por alcance) por el vehículo camioneta Toyota color azul metálico 
con placa de rodaje Z8J-811, conducido por el imputado Edgar Álvarez 
Camacho, conducción que la efectuó a una velocidad mayor a la razonable, 
y sin ninguna pericia ya que este se encontraba en aparente estado de 
ebriedad y con la inobservancia de reglas básicas de transito, ya que Adolfo 
Alfonso Cazo Condori y Wilfredo Condori Suaña, han manifestado que han 
ingerido licor conjuntamente con el imputado desde la 12:00 horas 
aproximadamente en una tienda que se ubica por las inmediaciones de la 
plaza de ganado y manejaba a excesiva velocidad; Choque con el cual ha 
ocasionado que la motocicleta se voltee en forma violenta, y los ocupantes 
de la misma luego de ser impactados sean lanzados hacia delante a una 
distancia aproximada de seis metros; cayendo Marco Antonio Quispe Marca 
(conductor de la moto) a un metro aproximadamente de la motocicleta, 
Manuel Itusaca Ramos (fallecido) a unos dos metros aproximadamente 
delante de este ultimo y a un metro mas adelante cayo la persona de Pedro 
Teofilo Huaman Anccori, siendo que el imputado lejos de detenerse y 
auxiliar a los heridos ha proseguido con su camino pasando violentamente 
la camioneta por encima de la motocicleta, atropellando en primer termino al 
conductor de la moto Marco Antonio Quispe Marca, pasando las llantas por 
sus piernas causándole múltiples lesiones, para luego, atropellar a quien en 
vida fue Manuel Itusaca Ramos cuando este intentaba levantarse, pasando 
las llantas por la espalda del agraviado causándole múltiples lesiones al 
interior de la cavidad toraxica y una herida abierta en la cabeza, el cual 
luego de ser auxiliado, fallece en emergencia del Hospital Carlos Monge 
Medrano, y finalmente atropellar a Pedro Teofilo Huaman Anccori, pasando 
las llantas del vehículo por encima de sus piernas fracturándole la tibia y 
peroné de la pierna derecha; para luego darse a la fuga intentando llegar a 
la avenida Huancane impactando en el mismo ovalo Pedro Vilcapaza a un 
moto taxi con placa de rodaje Z1-7881 que era conducido por Luis Rubén 
Yanqui Machaca causando daños en dicha unidad vehicular, logrando 
alcanzar la Av. Huancane avanzando aproximadamente 100 metros frente a 
la ferretería San Román N° 152, donde fuera intervenido por los pobladores 
del lugar, interviniéndose en el lugar a uno de los ocupantes del vehículo de 
placa de rodaje Z8J-811 el cual seria de propiedad de Jhames Layme 
Chacon, identificándose al ocupante como Adolfo Alfonso Cazo Condori, sin 
embargo el imputado quien conducía dicha unidad se dio a la fuga dejando 
el vehículo abandonado, siendo capturado al día siguiente en horas de la 
mañana en razón a ser sindicado como directo responsable de los hechos; 
así mismo también el fiscal en este acto de la audiencia a desarrollado los 
presupuestos materiales previstos en el artículo 268° del código procesal 
penal esto es que en  relación a la existencia de fundados y graves 
elementos  de convicción que acredita el delito investigado que vinculan a 
los imputados como autor del hecho ha hecho referencia  a diversos actos  
de investigación preliminar como graves elementos de convicción los 
siguientes a) Acta de Intervención de folios ocho, b) Acta de Entrevista de 
fecha treinta y uno de marzo del dos mil doce, c) Acta de Levantamiento de 
Cadáver de Manuel Ituzaca Ramos, d) Declaración de Adolfo Alfonso Cazo 
Condori, e) Declaración de Wilfredo Condori Suaña, f) Declaración 
testimonial de Luis Ruben Ynaqui Machaca, g) Declaración testimonial de 
Pedro Teofilo Huaman Anco, h) Declaración testimonial de Marco Antonio 
Quispe Marca, i) Copia del Certificado de defunción de quien en vida fue 
Manuel Ituzaca Ramos, j) Acta de incautación del vehículo de placa de 
rodaje C8J-811, k) Acta de inspección técnico policial de folios cincuenta y 
cinco al cincuenta y ocho, l) Acta de intervención policial de folios cincuenta 
y nueve, m) Certificado Médico Legal Nº 002452-LT, de Marco Antonio 
Quispe Marca, n) Certificado Médico Legal Nº 002451-LT, de Pedro Teofilo 
Huaman Anccori. Respecto a la pena, es concurso ideal de delitos, previsto 
por el artículo 48 y que tiene una pena como máximo de ocho años de pena 
privativa de libertad. Sobre el Peligro de fuga dijo que no se ha acreditado el 
arraigo familiar ni arraigo laboral, y que no tiene domicilio actual, y ya que de 
acuerdo a la gravedad del hecho la pena no puede ser menor de cuatro 
años, y puede fugarse. De otro lado el comportamiento del imputado no ha 
sido el de colaborar con la justicia ya que se ha mantenido en la 
clandestinidad, ya que los hechos han sido el primero de abril y después de 
catorce a quince horas de producidos los hechos recién se le ha ubicado, y 
respecto a la obstaculización, existe por parte del imputado el intento de 
sustraerse del proceso y evadir la justicia, puede destruir algunas pruebas, 
por todos estos fundamentos solicita se conceda prisión preventiva por el 
plazo de nueve meses. TERCERO.- Por su parte el abogado de los 
herederos del fallecido Manuel Itsaca Ramos, refiere que se adhiere al cien 
por ciento de la petición del Requerimiento de Prisión Preventiva del 
Representante del Ministerio Público, agregando que el imputado presente 
no tiene arraigo familiar, ni laboral y por ello se adhiere a los nueve meses 
de prisión preventiva solicitado por el Representante del Ministerio Público, y 
pide veinte mil nuevos soles por concepto de reparación civil y que el 
imputado no ha reparado el daño hasta el momento. CUARTO.- Por su 
parte el abogado del agraviado Pedro Teofilo Huaman Anccori, señala que 
también se adhiere en todos los extremos al Requerimiento de Prisión 
Preventiva del Representante del Ministerio Público, agregando que 
respecto al peligro de obstaculización, el imputado desde un inicio ha huido, 
no ha cumplido con socorrer conforme con las reglas de tránsito, no ha dado 
cuenta a la policía de los hechos, que el procesado no apoya a la justicia, y 
de acuerdo a ese comportamiento puede seguir evadiendo la justicia. Que 
no ha sido reparado el daño causado a su patrocinado, y concluyendo que 
se acceda a la petición de prisión preventiva.  QUINTO.- Por otro lado, el 
abogado de la defensa técnica del imputado Edgar Alvares Camacho, da 
inicio a su intervención, citando doctrina sobre la presunción de inocencia, el 
mismo que queda grabado en audio, haciendo citas de diversos artículos de 
la Constitución Política del Estado, artículo 253 del Código Procesal Penal, 
sobre los principios y finalidad de las medidas de coerción procesal, artículo 
7 de la misma norma acotada, agregando que no basta ser detenido sólo 
sobre la base de un juicio, y refiriéndose al primer presupuesto material, 
sobre los elementos de convicción, que no se viene a mantener inocencia se 
allana a lo dicho por el Representante del Ministerio Público, lo que no 
implica que se excusa de una responsabilidad, y asimismo aclara algunos 
aspectos, y a manera de comentario refiere que los hechos en esta ciudad 
de Juliaca, en relación al tránsito es desordenado, no requiere de probanza, 
es público, y este es un gran problema el tránsito vehicular, y que lamenta 
los hechos en los cuales repentinamente la motocicleta cruza y por el 
momento de la alteración en vez de pisar el freno, pisa el acelerador, y es 
que el imputado frente a la reacción de las personas que estaban en el lugar 
y por cuidar su vida es que se fue del lugar a efecto de evitar un posible 
linchamiento, e inclusive la muerte del conductor del vehículo, y es que por 
esos motivos abandona el lugar de los hechos y esto debe ser analizado, y 
posteriormente el imputado se ha presentado a la policía conjuntamente con 
su abogado defensor, y tiene la intención de reparar el daño ocasionado. 
Respecto al punto “B”, respecto a la pena privativa de libertad y la pena 
probable o pena concreta, se debe tomar los elementos del artículo 45 y 46 
del Código Penal, y que se hallan consignado en la misma norma, y en lugar 
de haberse debatido la prisión preventiva, mejor se hubiera debatido la 
terminación anticipada, y se debe tomar en cuenta del proceso su 
educación, su cultura, carencias sociales, su costumbre, su educación, su 
medio social, principio de proporcionalidad, y la función preventiva y 
protectora de la pena, que no existió temeridad, y tiene la voluntad de 
reparar el daño, y además también debe tenerse en cuenta su formación 
precaria, y ocupación precaria; de otro lado refiere que su patrocinado no 
registra antecedentes penales, policiales y judiciales, es primario, y que en 
caso de una terminación anticipada, habiendo tratativa con el Representante 
del Ministerio Público, se beneficiaría con un sexto de la pena, asimismo por 
confesión sincera, un tercio de la pena, teniendo en cuenta sus 
antecedentes. Respecto al punto “C”, vuelve a recalcar que no registra 
antecedentes penales ni judiciales, es primario y debe tenerse en cuenta el 
artículo 268.2 del Código Procesal Penal. de igual forma, hace referencia al 
artículo 269 de la misma norma, sobre el peligro de fuga, que tiene arraigo 
domiciliario, si bien es cierto, a un inicio no existía documentos, en este acto 
anexa copias legalizadas de su DNI, Certificado Domicilio otorgado por 
Notario Público, donde aparece su domicilio real, corroborado con los 
recibos de luz y agua; certificados de trabajo donde tiene la condición de 
mecánico, asimismo adjunta certificado de antecedentes penales, donde 
aparece que no registra antecedentes penales. Haciendo referencia 
ampliamente al nuevo modelo del Código Procesal Penal, donde refiere que 
debe resarcirse los daños, y de parte de su patrocinado existe dicha 
voluntad. Por otro lado, también refiere que se fije una caución, si bien es 
cierto, esto no es definitivo, y ofrece la suma de diez mil nuevos soles en 
efectivo, haciendo presente que ya el vehículo ha sido incautado. Haciendo 
también mención al artículo 160 y 161 del Código Procesal Penal, respecto 
a la confesión sincera conforme a ley, y que ha sido una negligencia en los 
hechos incurridos, y que ha hecho tratativas con los agraviados, es decir, 
arribar a una transacción, finalmente solicita al juzgado se declare infundado 
el requerimiento de prisión preventiva solicitada por el Representante del 
Ministerio Público. SEXTO.- La prisión preventiva es una mediad  coercitiva 
de carácter personal de naturaleza jurisdiccional que se adopta a solicitud  
expresa y escrita del señor presentante del  ministerio publico en un proceso 
penal debidamente iniciado siempre y cuando concurren copulativamente 
los tres presupuestos materiales previstos en el artículo 268° del código 
procesal penal estos presupuestos materiales son los siguientes la 
existencia  de fundados y graves elementos de convicción que acredita la 
comision del delito investigado como vincula al imputado como autor y 
directo responsable de los hechos que son materia de investigación; el 
segundo presupuesto es el presupuesto de la pena probable esto es que la 
probabilidad pueda ser condenado  o sentenciado la pena a imponerse sea 
superior a los cuatro años de la pena privativa de la libertad; y, el tercer  
presupuesto material es que el imputado en razón a sus antecedentes y 
otras circunstancias particulares se pueda prever que este pueda eludir la 
acción de la justicia o en su caso obstaculizar la averiguación de la verdad lo 
que en doctrina procesal penal se le conoce como presupuesto de peligro 
procesal; SÉTIMO.- Una vez escuchado la sustentación oral hecha por el 
señor representante del ministerio publico así como la participación del 
señor abogado de la defensa de la parte agraviada quien ha expresado 
estar conforme con los argumentos expuestos por el fiscal el juzgado se ve 
en la obligación de analizar si concurren o no los tres presupuestos 
materiales previstos en el artículo 268° del código procesal penal para poder 
expedir la resolución materia de autos: A).- Primer presupuesto material 
esto es si concurren o no o si existen o no fundados y graves 
elementos de convicción que acreditan la comisión del delito se tienen 
los siguientes: 1).- Con relación al delito de Homicidio Culposo Agravado, 
se tiene el Acta de levantamiento de cadáver, de folios cuatro, respecto del 
occiso Manuel Itusaca Ramos, de cuarenta y siete años de edad, llevado a 
cabo en la Morgue del Hospital Carlos Monje Medrano, lo cual se corrobora 
con el certificado de Defunción de folios diecisiete, en el cual se hace 
constar el fallecimiento de quien en vida fue Manuel Itusaca Ramos, quien 
falleció por traumatismo toracobdominal cerrado, a consecuencia de un 
“hecho de transito”. 2).- En lo referente al delito de Lesiones culposas 
graves, se tienen los siguientes Certificado Médicos Legales: a folios 
veintitrés el Certificado Médico Legal Nº 002452-LT, practicado a Marco 
Antonio Quispe Marca, en el cual se hace constar que éste presenta: 
“peritado que luego del accidente fue trasladado al Hospital Carlos Monge 
Medrano de la ciudad de Juliaca, quedando internado por una noche y al día 
siguiente dado de alta. Al examen: solución de continuidad de bornes 
irregulares de 0.5 cm de extensión con tumefacción subyacente de 4x4 cm 
en región parieto occipital izquierda. Excoriación en placa con perdida de 
sustancia superficial en algunas áreas en cara externa tercio superior y 
medio de pierna izquierda en un área de 20 x 10 cm. Excoriación en placa 
en cara externa de rodilla izquierda de 8x8 de extensión. Se observa 
aumento de volumen en maleolo externo de tobillo izquierdo en 
comparación con lado homologo. Excoriación en cara dorsal de pie 
izquierdo de 3x5 cm de extensión. Excoriación en cara externa tercio inferior 
de pierna izquierda de 10x5 cm de extensión. Excoriación en cara interna 
tercio superior de pierna izquierda de 5x5 cm de extensión. Excoriación en 
placa en cara palmar en espacio comprendido entre eminencia tenar a 
hipotenar de mano izquierda en un área de 4x4 cm. Excoriación en cara 
dorsal de mano derecha de 2x1 cm de extensión y otro en borde interno de 
mano derecha de 2x1 de extensión”, concluyéndose “lesiones producidas 
compatibles con fricción y agente contundente”, diagnosticándose una 
atención facultativa de dos días por nueve días de incapacidad médico legal, 
salvo complicaciones; así como el Certificado Médico Legal Nº 002451-LT, 
practicado a Pedro Teofilo Human Anccori, de folios veinticuatro, en el cual 
se hace constar: “herida suturada de trazo irregular (estrellado) de 8 cm un 
trazo y otro trazo perpendicular a esta de 4 cm con excoriación perilesional y 
tumefacción subyacente en región parietal derecho. Excoriación en placa en 
región malar derecho de 3x2 de extensión. Se observa con férula de yeso 
en pierna derecha. Se observa aumento de volumen en tercio inferior de 
pierna derecha con impotencia funcional por dolor. Solución de continuidad 
de 2x1 en cara anterior tercio medio de pierna izquierda. Excoriación en 
cara anterior tercio medio de pierna izquierda de 1 cm de extensión. 
Excoriación en placa en cara externa tercio medio de pierna izquierda de 
6x4 cm de extensión. En historia clínica que solicitamos y que nos faculta el 
personal de turno se lee: en hoja de atención de urgencia nro. 00130235 
correspondiente a peritado: fecha de atención 31-03-2012. Diagnostico 
presuntivo: d/c fractura de tibia y peroné. Politraumatizado. Etilismo agudo. 
Reporte suscrito por el médico de turno del servicio de emergencia del 
hospital “Carlos Monge Medrano” Dr. Percy Manrique Garcia con CMP 
25897 y RNE 19380. Se solicita placa radiográfica correspondiente a 
peritado y al facilitarnos se observa en placa radiográfica rotulado de la 
siguiente manera “Minsa-J 12-03-31. 1957” En ella se observa fractura 
conminuta en tercio distal de tibia y peroné derecho”, concluyéndose 
“lesiones producidas compatibles con fricción y agente contundente”, 
diagnosticándose una atención facultativa de quince días por ochenta días 
de incapacidad médico legal, salvo complicaciones, con lo que en efecto se 
verifica la comisión del ilícito denunciado, y que si bien es cierto que en el 
Certificado Médico Legal Nª 002452-LT, se aprecia que las lesiones no 
superan de nueve días de incapacidad médico legal, debe tenerse presente 
que las descritas en el Certificado Médico Legal Nº 002451-LT, en efecto 
superan ampliamente el límite establecido por ley como para considerarse 
las lesiones como graves. 3).- Así también, respecto al delito de Fuga del 
Lugar del Accidente de Tránsito, se tiene que en efecto existen suficientes 
elementos que permitan prever la existencia de este delito, por cuanto en 
ningún momento se pudo ubicar al inculpado en el lugar de los hechos, tal 
como constan las respectivas actas de intervención, lográndose ubicar al 
imputado al día siguiente de los hechos –primero de abril del dos mil doce- 
en el Jr. Espinal Mz E-12 lote 17, urbanización los Chóferes de esta ciudad 
de Juliaca, lugar que se encuentra muy alejado del lugar donde se 
suscitaron los hechos denunciados –inmediaciones de la Avenida 
Circunvalación Ovalo Pedro Vilcapaza frente al mercado del mismo nombre 
de esta ciudad-. 4).- Asimismo, con relación a los elementos de convicción 
que vinculan al imputado Edgar Alvarez Camacho, con la comisión de los 
ilícitos denunciados, resulta pertinente señalar que se ha logrado identificar 
al vehículo causante tanto del fallecimiento de quien en vida fue Manuel 
Itusaca Ramos, así como las lesiones que presentan los agraviados Marco 
Antonio Quispe Marca y Pedro Teófilo Huaman Ancori, el cual es el vehículo 
camioneta Toyota Color Azul, con placa de rodaje Z8J-811, tal como se 
tiene del Acta de Intervención Policial de folios dos del respectivo cuaderno, 
en la misma que se hace constar que el citado vehículo presenta 
abolladuras en diversas partes, lo cual permite deducir que en efecto estuvo 
implicado en el evento delictivo, teniéndose también para tal efecto el Acta 
de Incautación de Vehículo de folios dieciocho; lográndose determinar que 
la persona que conducía dicho vehículo al momento de la comisión del 
evento delictivo, resulta ser el inculpado Edgar Alvares Camacho, tal como 
se tiene de la declaración de Wilfredo Condori Suaña, de folios diez de 
respectivo cuaderno, tomada en presencia del Representante del Ministerio 
Público, en donde precisa: “que, siendo horas 17.20 mi persona se 
encontraba en el interior del vehículo de placa C8J-811, camioneta pickup, 
marca Toyota, color azul metálico, asiento del copiloto, el cual era conducida 
por mi amigo Edgar Alvares Camacho, y cuando estábamos transitando por 
la avenida circunvalación de Norte a sur, frente al ovalo y Mercado Pedro 
Vilcapaza, mi amigo chofer primeramente choco a un motocicleta lineal, 
donde viajaban tres personas de sexo masculino, incluido el chofer, y luego 
choco a una mototaxi torito, no recuerdo muy bien porque estaba medio 
dormido, y solamente escuche el impacto, y mi amigo luego de chocar a los 
vehículos mencionados, ha seguido con su recorrido, y volteado para tomar 
la Avenida Huancane, y a una cuadra mas adelante paró, de donde mi 
persona aprovecho para bajarse del vehículo y darme a la fuga dejando en e 
carro al chofer Edgar Alvarez Camacho y a otra persona de sexo masculino, 
a quien no conozco y se encontraba en el asiento posterior durmiendo”. B).- 
En relación al segundo presupuesto esto es el presupuesto de la pena 
probable teniendo en consideración que los hechos denunciados han sido 
tipificados por el representante del ministerio publico como delito de 
Homicidio Culposo Agravado, previsto en el artículo 111, tercer párrafo 
del Código Penal, delito de Lesiones Culposas Graves, tipificado en el 
artículo 124 tercer párrafo del Código Penal; y delito de Fuga del lugar de 
accidente de Tránsito, establecido en el Artículo 408 del Código Penal, 
denotándose la concurrencia de un concurso de delitos –concurso ideal 
con relación a los dos primeros, y concurso real de delitos respecto al 
tercero- es evidente que la pena a imponerse en el eventual caso de 
emitirse sentencia condenatoria en contra del procesado, será superior a los 
cuatro años de pena privativa de libertad, ello en atención a las 
circunstancias de la comisión del evento delictivo, y las penas establecidas 
por nuestra legislación penal con relación a los delitos atribuidos al 
inculpado. C).- El tercer presupuesto material esto es el presupuesto de 
peligro procesal  en este extremo se tiene: 1).- Respecto al peligro de fuga, 
se aprecia que el inculpado no tiene domicilio conocido, y que si bien es 
cierto en la presente audiencia acompaña Certificado Domiciliario otorgado 
por Notario Público de esta ciudad Dr. Jesús Suni Huanca, esta aparece que 
es de propiedad de Corina Alvares Camacho, quien domicilia actualmente 
en el Jr. Alberto Cuentas ciento veintinueve Mz “C”, Lote 12, Tambopata, de 
esta ciudad, lugar donde supuestamente tiene su domicilio el inculpado 
Edgar Alvares Camacho; sin embargo, esta difiere, puesto que en su 
Documento Nacional de Identidad, que adjunta en este acto en copia 
legalizada, tiene como domicilio real en el Sector Sicuni del distrito de 
Yanahuaya, provincia de Sandia, departamento de Puno, con lo que se 
demuestra que éste no cuenta con un domicilio fijo. Con relación al 
certificado de trabajo adjuntado en este acto, se tiene que es de data 
antigua, puesto que es del diez de octubre de mil novecientos noventa y 
nueve, veintisiete de octubre de mil novecientos noventa y nueve, puesto 
que por arraigo laboral se debe entender una suerte de tener un trabajo de 
naturaleza mas o menos permanente estable que pueda garantizar que una 
persona no pueda abandonar o retirarse de una  determinada labor; de igual 
forma el Certificado judicial de antecedentes penales adjuntado es de fecha 
diecinueve de setiembre del dos mil cinco, con cuya caducidad en fecha 
dieciocho de diciembre del dos mil cinco, por lo cual carece de valor 
probatorio. Asimismo ha adjuntado Recibo de Luz del supuesto inmueble 
donde reside habitualmente, y que si bien es cierto que dicho documento se 
encuentra a su nombre, debe tenerse en cuenta que el domicilio que se 
consigna en tal documento es el ubicado en Jr. Pedro R 129 Esq. Barrio 
Tambopata, el cual es un domicilio totalmente distinto al señalado en el 
Certificado Domiciliario que adjunta, con lo que se confirma que 
evidentemente no cuenta con domicilio estable, ni conocido, siendo posible 
que intente eludir la acción de la justicia. 2).- Respecto al Peligro de 
Obstaculización, es pertinente tomar en cuenta que dicho inculpado al 
momento de los hechos, ha huido del lugar, dejando en completo abandono 
a los agraviados, pese que uno de los agraviados se encontraba con 
lesiones de suma gravedad, y que si bien es cierto refiere que lo ha hecho 
por consejos de los vecinos del lugar, a efecto de evitar algún tipo de 
linchamiento o de ser víctima de algún tipo de agresión, debe tenerse 
presente que éste ni siquiera ha cumplido con comunicar el hecho a las 
autoridades e instituciones respectivas, lo cual era su obligación, ello a fin 
de velar por la integridad física de los agraviados, máxime si se tiene en 
cuenta que uno de ellos ha fallecido, pero que sin embargo, al momento de 
los hechos, aún se encontraba con vida, y que si eventualmente hubiera 
comunicado el hecho, hubiese sido posible atender oportunamente al 
agraviado finado; siendo necesario dictar dicha medida cautelar, a fin de 
garantizar la presencia del imputado a todas la diligencias que sean 
necesarias en la presente investigación, dejando a salvo el derecho del 
imputado de peticionar, en su oportunidad, las acciones legales 
correspondientes a su favor, en el caso de que éste se acoja a un proceso 
de terminación anticipada, tal como lo ha indicado la defensa técnica en esta 
audiencia, así como el pago de la reparación civil en la forma prevista por 
ley. Por lo que también a criterio del juzgado concurre este presupuesto 
materia por lo que en conclusión al caso materia del proceso concurren los 
tres presupuestos materiales para la procedencia de prisión preventiva en 
consecuencia el juzgado debe acceder al requerimiento formulado por el 
señor representante del ministerio publico disponiendo la prisión preventiva 
del imputado hasta por un plazo de nueve meses como lo solicito el señor 
fiscal en consecuencia estando a las consideraciones expuestas y  los 
dispositivos legales invocados el juzgado; RESUELVE DECLARAR.- 
FUNDADO EL REQUERIMIENTO DE PRISIÓN PREVENTIVA solicitado 
por el señor representante del Ministerio Público en contra del imputado 
EDGAR ALVARES CAMACHO, identificado con DNI. Nº 02542375, nacido 
el diecinueve de febrero de mil novecientos setenta y dos, en el distrito de 
Yanahuaya, provincia de Sandia, y departamento de Puno, de estado civil 
soltero, con grado de instrucción secundaria, hijo de Norberto y Bonifacio, 
con domicilio real en el Jr. Pedro Ruiz Gallo Nº 129 de la urbanización 
Tambopata, por la comisión de los siguientes delitos: delito de contra la vida 
el cuerpo y la salud, en su forma HOMICIDIO CULPOSO AGRAVADO, 
previsto por el artículo 111 del tercer párrafo del Código Penal, en agravio 
de los Herederos legales de quien en vida fue Manuel Itusaca Ramos, por la 
comisión del delito contra la vida el cuerpo y la salud, en su forma de 
LESIONES CULPOSAS GRAVES, tipificado en el artículo 124, tercer 
párrafo del Código Penal, en agravio de Marco Antonio Quispe Machaca y 
Pedro Teofilo Huaman Anccori, por la comisión del delito contra la función 
jurisdiccional en su forma de FUGA DEL LUGAR DE ACCIDENTE DE 
TRANSITO, penado en el artículo 408 del código Penal, en agravio del 
Estado representado por el procurador a cargo de los asuntos del Poder 
Judicial. Por lo que se dicta PRISIÓN PREVENTIVA hasta por el plazo de 
NUEVE MESES que ha ser computado desde el día en que el inculpado fue 
privado de su libertad, por lo que el juzgado dispone se giren los oficios 
pertinentes tanto para el traslado como para el internamiento del mismo en 
el establecimiento penal de la ciudad de Juliaca, con dicho objeto también el 
juzgado dispone se elabore la ficha única del registro nacional de internos, 
procesados y sentenciados para el procesado antes referido. REGISTRESE 
Y HAGASE SABER.- ------------------------------------------------------------------------ 
18:40 hrs. (32:17´)       Fiscal: conforme. ------------------------------------------------------------------------------ 
18:40 hrs. (33:11´) Defensa Técnica de la parte agraviada Manuel Itusaca Ramos: 
Conforme. --------------------------------------------------------------------------------------- 
18:40 hrs. (33:15´) Defensa Técnica de la parte agraviada Pero Huaman Ancori: Conforme. 
18:40. hrs.(33:20´) Defensa Técnica  del Imputado: Interpone recurso de apelación. -------------- 
18:41 hrs. (34:34´) Juez,  Téngase  por interpuesta  la apelación  debiendo  fundamentarse en 
el plazo de ley  y dando por finalizada  la audiencia  y cerrando la grabación 
del audio siendo horas  diecinueve  horas con cincuenta y cinco  minutos, 
disponiéndose que la Policía  Judicial  proceda  al inmediato cumplimiento a 
lo ordenado. Procediendo a firmar el acta de audiencias el señor Magistrado 
y la Especialista Judicial de Audiencias  responsable de su redacción. De lo 















En audiencia respecto a la oralización del 
requerimiento de prisión preventiva formulado por parte del representante 
del Ministerio Público y lo argumentado pro parte de la defensa técnica 
respecto a las imputadas Vilma Pajsi Huanca, Sonia Elizabeth Quispe Larico 
y Sofía Larico de Quispe, así como, el auto defensa ejercida por tales 
imputadas, y; CONSIDERANDO: PRIMERO.- Respecto  a la  medida de 
prisión preventiva debemos hacer presente que dicha medida cautelar de 
naturaleza personal destinada a la posible privación provisional de la libertad 
de una persona es con el propósito de asegurar básicamente el desarrollo 
del proceso penal y la eventual ejecución de una pena sin que esta medida 
afecte la presunción de inocencia que viene a ser un derecho y  una 
garantía constitucional, referidamente de la prisión preventiva es una 
limitación a un derecho fundamental, cual es, la libertad pero este derecho la 
libertad no resulta absoluto y dentro de la relatividad obviamente existe 
algunas excepciones predestinadas básicamente por el mandato judicial que 
pudiera hacerse en función de restringir este derecho, cuando las 
circunstancias  y la propia ley a si lo permita, el Código Procesal Penal 
indica en el articulo 268° en cuanto a los presupuestos materiales para 
dictar esta medida los cuales son los siguientes, que existan fundados y 
graves elementos de convicción para estimar razonablemente la comisión 
de delito que vincula al imputado como autor o participe del mismo, las 
sanción a imponerse  sea superior a 4 años de pena privativa de libertad y 
que el imputado razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso 
particular permita colegir razonablemente que tratara de eludir la acción de 
la justicia u obstaculizar la averiguación de la verdad, siendo que esta 
medida de coerción procesal debe regirse en virtud a los preceptos 
generales de los principios de la finalidad que persigue ello de conformidad 
al articulo 253° inciso 3) del Código Procesal Penal que indica que la 
restricción de un derecho fundamental solo tendrá lugar cuando fuere 
indispensable de la medida y por el tiempo estrictamente necesario para 
prevenir según los casos los riesgos de fuga de ocultamiento de bienes o de 
insolvencia sobrevenida  así como para impedir la obstaculización de la 
averiguación de la verdad y evitar el peligro de reiteración delictiva; 
SEGUNDO.- En cuanto a los  hechos materia de imputación que han sido 
oralizados por parte de representante del Ministerio Público en esta 
audiencia y que ha merecido también el pronunciamiento por parte de la 
defensa técnica de las imputadas, se debe tener en cuenta que han sido 
subsumidas en los siguiente se tiene que en fecha 22 de diciembre del dos 
mil once siendo horas 18:45 aproximadamente se ha intervenido el inmueble 
ubicado en jirón Manuel Acosta 215 del barrio 3 de octubre de la ciudad de 
Juliaca de propiedad de la investigada Sofía Larico de Quispe inmueble que 
consta de dos pisos de construcción de material noble con dos puertas 
metálicas hacia la calle de los cuales se evidencia  una de estas es utilizada 
exclusivamente para al cochera y la otra la puerta de tienda de abarrotes en 
cuyo interior y al momento de la intervención además de la presencia física 
de la investigada Sonia Elizabeth Quispe Larico propietaria de este 
establecimiento comercial se ha encontrado tres bidones grandes de 
plástico, dos de color plomo y uno de color azul, las cuales contenían 
sustancias liquidas de color transparente con olor fuerte toxico y penetrante 
para características compatibles e insumos químicos y productos 
fiscalizados, por lo que, se hizo el pesaje correspondiente en una balanza 
original se establecido como resultado el peso bruto de 120 kilos con 50 
gramos,  la misma que al ser preguntada sobre la presencia de dicha 
sustancia de dichos bidones no ha proporcionado una versión coherente 
sobre la procedencia de este elemento toxico motivo por el cual se ha 
ordenado registro minucioso del local comercial, contándose además para 
esta actividad con la participación de representante del Ministerio Público 
doctor Antonio Pagaza Guerra  y con presencia del defensor público Edgar 
Mendoza Sillo, habiéndose para ello confeccionado previamente un croquis 
de referencia respecto a cada uno de los ambientes para la individualización 
de los mismos de los cuales se tiene que se ha cumplido con la autorización 
plena de la intervenida Sonia Elizabeth Quispe Larico, se ha procedido 
registro minucioso de la tienda siendo que en la parte posterior de la tienda 
específicamente en el mostrador, se ha localizado en el interior de una 
cartera de cuero de color café una arma de fuego con la inscripción LORCIN 
con numero de serie número 395909 con la respectiva cacerina, asimismo 
se ha logrado incautar 30 cajitas con la inscripción WINCHISTER, con 
municiones de para arma de fuego de calibre 22 además un cartucho con la 
inscripción de R-P380 razón por las cuales se ha procedido ingresar 
también a los demás ambientes por existir evidencia de la comisión de 
ilícitos penales ingresándose ala viviendo continua de la tienda asignada 
numero dos según el croquis referencial utilizado por la intervenida Sonia 
Elizabeth Quispe Larico, donde se ha encontrado un saco de polietileno de 
color rojo conteniendo al parecer cueros de vicuña disponiéndose comunicar 
a la Policía Nacional del Perú de la Policía Ecológica con la finalidad de que 
participe en la investigación para establecer si este corresponde al camélido 
antes descrito los mismos que han sido materia de incautación por parte del 
Ministerio Público y en el dormitorio ubicado en el segundo piso signado con 
el número 09 se ha encontrado en el interior de joyero dos trozos pequeños 
envueltos con papel higiénicos un sustancia de color blanquecina con olor y 
características propias para la droga, asimismo, en cuyo interior se ha 
hallado tres balanzas con las siguientes características dos de tipo romana 
de color verde y naranja marca CAMRY,  y uno de precisión KINLEE en 
forma circular plateado modelo EK 06 de la misma forma se ha registrado 
diversos documentos los cuales han sido acopiados para la revisión por 
parte del Ministerio Público, efectuándose además la revisión en el ambiente 
número 04 ubicado en el segundo piso, el mismo que es utilizado como 
cocina por la imputada Sofia Larico de Quispe en donde se ha encontrado 
escondida por debajo de una cocina de color blanco un paquete sólida en 
forma semiovalada envuelto con un platico de color verde transparente 
conteniendo en su interior una sustancia color pardusca con olor y 
características compatibles para la droga, asimismo, en el ambiente 
asignado con el número 06 utilizada como sala  por la misma imputada se 
ha encontrado encima de un sofá cubiertas con  un cajón y  una bolsa de 
plástico conteniendo trozos sólidos de una sustancia de color pardusca 
también con olor y características compatibles para la droga y finalmente en 
el ambiente asignado con el numero 14 se ha encontrado a las personas de 
Mayda Cosi Larico, Corina Quispe Mamani y Lidia Blanca Quispe Mamani 
las mismas que al parecer tenían vinculo familiar con las intervenidas Sofía 
Larico de Quispe, Sonia Elizabeth Quispe Larico y Vilma Pajsi Huanca que 
inicialmente se  habría identificado como Martina Mamani Condori ello con la 
finalidad de evadir su responsabilidad respecto al arma de fuego y 
municiones hallados en el interior de la tienda se ha dispuesto que la oficina 
de criminalística de la PNP de Juliaca actué de acuerdo a sus atribuciones y 
en cuanto a los cueros de camélidos se ha comunicado Policía Ecológica a 
fin de que también las misma actúe de acuerdo a sus atribuciones y 
respecto a las sustancias compatibles para drogas y como las sustancias 
compatibles para insumos se ha dispuesto trasladar a la DEPANDRO de 
Juliaca y una vez efectuada en dichas oficinas personal policial 
especializada en antidrogas con participación del representante del 
Ministerio Público con la presencia de las intervenidas Elizabeth Quispe 
Larico y Vilma Pajsi Huanca asistidos por su abogado defensor Edgar 
Mendoza Sillo en su condición de defensor público se ha realizado la 
diligencia de prueba de campo para descarte y pesaje incautación de la 
droga y resultado positivo para alcaloide de cocaína con un peso bruto de 2 
kilos con 12 gramos de alcaloide de cocaína posteriormente siendo lacrados 
en una casa a fin de que sea remitidos al laboratorio Central de 
Criminalística de la DIRANDRO de la ciudad de Lima  hechos por los cuales 
la representante del ministerio Público en su oportunidad ha dispuesto la 
formalización y continuación de la investigación preparatoria la misma que 
también ha sido puesto en conocimiento de este despacho y por las cuales 
se tiene  que se ha dispuesto se ha dispuesto formalizar y continuar 
investigación preparatoria en contra de Vilma Pajsi Huanca, Sonia Elizabeth 
Quispe Larico y Sofia Larico de Quispe, Corina Quispe Mamani, Libia 
Blanca Quispe Mamani y Mayda Cosi Larico por la comisión del delito contra 
la Salud Pública en su modalidad de Trafico Ilícito de Drogas en su forma de 
promoción al consumo ilegal de drogas toxicas mediante actos de trafico 
agravado por más de tres personas en agravio del Estado Peruano 
representado por el Procurador Público a cargo de los Asuntos Judiciales 
del Ministerio del Interior Relativos al Trafico Ilícitos de drogas, previsto y 
sancionado en el inciso 6 primer párrafo del articulo 297° código penal 
siendo el tipo básico el primer párrafo del articulo 296° de la norma penal 
indicada conducta de las cuales son coautores y cómplices secundarios 
habiendo establecido también respecto a Sonia Elizabeth Quispe Larico 
formalizar y continuar investigación preparatoria en su condición de autor 
por la comisión de delito contra la seguridad pública en su modalidad de 
delitos de peligro común en su forma de tenencia ilegal del arma  y 
municiones en agravio del Estado Peruano conducta que se encuentra 
tipificado en el articulo 279° del Código Penal habiéndose requerido el 
mandato de prisión preventiva ante este órgano jurisdiccional se tiene en 
cuanto a los  presupuestos que establece el articulo 268° los siguientes; 
TERCERO.- Respecto a los fundados y graves elementos de convicción se 
tiene que el representante del Ministerio Público ha hecho mención y 
oralización respecto a 19 elementos de convicción con los cuales ampara el 
requerimiento de prisión preventiva respecto a las imputadas Vilma Pajsi 
Huanca, Sonia Elizabeth Quispe Larico y Sofía Larico de Quispe  las cuales 
se efectuado el traslado correspondiente ala defensa técnica de cada una 
de estas imputadas presentes en esta audiencia y conforme obra a la 
oralización efectuada y gravada en audio se tiene que la defensa 
primeramente de Vilma Pajsi Huanca ha indicado respecto a las 
circunstancia y la forma como es que se habría suscitados los hechos el 
indicado día que es materia de imputación  por parte del representante del 
Ministerio Público indicando entre otros aspectos que la misma ha aceptado 
en cuanto a la participación y ha reconocido, sin embargo, no se ha 
establece de acuerdo a los actuados el peligro de fuga que pudiera 
acreditarse y por otro lado también ha indicado su deseo a someterse a la 
terminación anticipada conforme también ha indicado el auto defensa 
efectuada respecto a la defensa de Sonia Quispe Larico en esta audiencia 
ha solicitado además de que debe declarar infundada el requerimiento 
sustentado por parte del representante del Ministerio Público, dictándose 
otra medida menos gravosa a favor de la imputada toda vez se ha tomado 
en cuenta de que la misma tiene arraigo conforme al certificado domiciliario  
que  también ha hecho entrega en esta audiencia indicando también  en 
cuanto al pronunciamiento a los hechos materia de imputación  respecto a la 
imputada Sofía Larico de Quispe la defensa técnica de dicha imputada ha 
cuestionado todo y cada uno de los elementos de convicción que han sido 
materia de amparo por parte del representante del Ministerio Público para 
efectos de pedir la prisión preventiva los mismos cuyos detalles obran en 
audio y que el juzgado debe proceder a expedir el pronunciamiento a ese 
extremo debiendo analizar todos y cada uno de estos elementos de 
convicción por los cuales el representante del Ministerio Público esta 
solicitando la prisión preventiva respecto a  estos tres imputadas en cuanto 
han sidos puestos a disposición en esta audiencia es así que se tiene como 
elementos de convicción por parte del representante del Ministerio Público, 
el acta de intervención policial y allanamiento del inmueble y registro de 
habitaciones que constataban en la carpeta Fiscal se tiene que se encuentra 
a folios 19 de la misma que se persuade que ha sido efectuada en fecha 22 
de diciembre de 2011 a horas 18:45 ene el inmueble ubicado en jirón 
Manuel Acosta 215 del barrio 3 de octubre por parte del personal PNP de 
DEPANDRO de Juliaca y en presencia de representante del Ministerio 
Público  y con participación de las imputadas de las cuales se ha persuadido 
los siguientes constatando contándose con la presencia de los fiscales de 
antidrogas de la Fiscalía Corporativa de San Roman, asi como el defensor 
público del doctor Edgar Mendoza Sillo, se ha procedido a registro 
minucioso del local comercial tienda con autorización y presencia de la 
propietaria Elizabeth Sonia Quispe Larico y se ha realizado un registro 
minucioso del local comercial hallándose los tres bidones de plásticos de 
colores antes descritos así como al registrarse la parte posterior de la tienda 
mostrador se hallo en el interior una cartera de cuero color café una arma de 
fuego con la inscripción LORCIN, con número de serie 395909, color negro 
una cacerina asimismo se hallo 30 cajitas con la inscripción WINCHESTER 
conteniendo cartuchos para arma de fuego calibre 22 así un cartucho para 
arma de fuego R-P380 auto por lo que se procede a ingresar a los demás 
ambiente detallándose en esta acta de intervención de allanamiento del 
inmueble las habitaciones que ha sido detallados por parte del Ministerio 
Público en 15 ambientes los cuales ha indicado las formas y circunstancias 
como es que se ha procedido, asimismo, se persuade en cuanto a los 
hechos materia de imputación, esto es, el haberse incautado los bidones a 
criterio del Ministerio Público establecidos como los insumos para ola 
fabricación de las drogas así como también el arma de fuego y las 
municiones que han sido detallados y también el alcaloide de cocaína que 
también ha sido posteriormente materia de pesaje y comiso elemento de 
convicción que vinculen en cuanto a los hechos materia de imputación  los 
cuales han sido también precisados en la formulación y continuación de 
investigación preparatoria se tiene también como otros elemento de 
convicción, el acta de registro de ambientes que obran folios 23 de la 
carpeta fiscal de la cual se persuade que también ha sido efectuado del 
mismo día 22 de diciembre del dos mil once a horas 19:45 horas, la misma 
que  también ha sido en presencia del representante del Ministerio Público  
y de las cuales se ha establecidos en cuanto a los ambientes ubicados en la 
parte posterior derecha de 4 por 4 aproximadamente ocupadas por las 
personas Roxana Vilca Enríquez en el ambiente ubicada en parte media en 
la parte posterior de 4 por 5 a aproximadamente ocupada por la persona de 
Mayda Cosi Larico de 22 años de edad, el ambiente ocupada en la parte 
posterior izquierdo de 5 por 4 aproximadamente por Roberto Ticona Caira 
de 51 años Martín Quispe Calla de 25 años y Francisco Quispe Yucra de 50 
años con resultado negativo para drogas armas de fuego  y otras especies 
relacionadas con el trafico de drogas se tiene el acta de incautación el saco 
de polietileno conteniendo cuero al parecer de vicuña que también ha sido 
sustentado como elemento de convicción que obra a folios 26 de la carpeta 
fiscal en presencia del representante del ministerio público y la intervenida 
Sonia Elizabeth Quispe Larico el acta de incautación para arma de fuego y 
cartuchos obrante a folios 27 de la carpeta fiscal de la cual se establece en 
cuanto a la incautación del arma de fuego con inscripción LORCIN, con 
serie 395909, así como 30 cajitas con inscripción WINCHESTER 
contendiendo cartuchos para arma de fuego de calibre 22  y un cartucho con 
arma de fuego con inscripción R-P 380 procediéndose a su incautación 
ordenada por parte del representante del ministerio público en presencia de 
dicha intervenida  la prueba de campo para descarte de droga pesaje e 
incautación obrante en folio 28  de la cual se establecido que la las tres 
muestras que han sido materia de descarte de drogas se ha establecido un 
peso bruto total de 2:12 kilos de alcaloide de cocaína efectuada con 
presencia de las intervenidas de Sonia Quispe Larico, Martina Mamani 
Condori,  Sofia Larico Quispe el acta de lacrado de droga de folios 30 de la 
carpeta fiscal efectuada también por parte del representante del Ministerio 
Público en presencia de sub oficial técnico Roger Huamanata Yupando en 
dicha diligencia se ha establecido el lacrado respecto a las  muestras 1,2 y 3 
se ha procedido a introducir las indicadas muestras en una caja de cartón 
beige con las inscripciones compañía YAMBAL internacional destinadas 
precisamente a ser remetidas a laboratorio central de criminalística de la 
DIRANDRO PNP Lima, el acta de prueba de campo para descarte de 
adherencias de droga obrante a folios 31 de la carpeta fiscal como elemento 
de convicción sustentado por parte del Ministerio Público también que ha 
sido realizada con participación del representante del Ministerio Público y en 
presencia de Sonia Elizabeth Quispe Larico y el defensor público de dicha 
imputada el acta de incautación y el lacrado de balanzas obrante a folios 32 
efectuada en fecha 23 de diciembre del dos mil once a horas 2:10 en 
presencia del representante del Ministerio Público y con participación del 
oficial técnico PNP Roger Huaman Atayupanqui, el acta de lacrado de 
insumos químicos y productos fiscalizados obrante a folio 33 efectuado en 
fecha el 23 de diciembre del 2011 a horas 02 aproximadamente en la 
oficinas del Departamento de Antidrogas de Juliaca  y también efectuada 
por parte del Ministerio Público, en presencia en este caso del intervenido 
que se hace mención Sonia Elizabeth Quispe Larico  y en presencia de su 
abogado defensor, el acta de deslabrado, pesaje, extracción de muestras, 
incautación y lacrado insumos químicos de folios 32 efectuada endecha 23 
de diciembre a horas 9:45 en la cual se ha hecho el pesaje de insumo 
químico a la  muestra 1 bidón de plástico grande color plomo con un peso 
aproximadamente de 38 kilos muestra 2 bidón de plástico de color plomo 
arrojando un peso de 41 kilos con 50 gramos muestra 3 bidón de plástico de 
color azul arrojando un peso de 41 kilos las muestras y tasación de peso 
bruto total aproximadamente de 120 kilos con 50 gramos otro elemento de 
convicción sustentado ha sido el acta de pesaje de insumos químicos que 
se encuentra a folios 36 de la carpeta fiscal  también efectuada en presencia 
del representante del ministerio público la parte intervenida Sonia Elizabeth 
Quispe Larico el personal policial y en presencia de su abogado defensor de 
la cual se ha realizado también el pesaje de dichos insumos químicos 
conforme obran en dicha elemento de convicción las actas de registro 
personal respecto a las imputadas Sofía Larico Quispe que obra a folios 49 
de las cuales se persuade resulta negativo para drogas, joyas dinero  y otros 
efectuada en fecha 22 de diciembre 2001 a horas 22:35 lo propio el registro 
personal de Vilma Pajsi Huanca, Martina Mamani Condori de folios 50 de la 
carpeta fiscal quien resulta positivo para dinero estableciéndose que la 
misma ha sido en presencia del representante del Ministerio Público 
conforme consta en dicha acta, el acta de registro personal de Sonia 
Elizabeth Quispe Larico de la cual se persuade ha sido de carácter negativo 
para drogas, joyas y dinero y otros, el acta de registro personal de Libia 
Blanca Quispe Mamani de folios 52 también siendo de forma negativo para 
todos los aspectos mencionado, el acta de registro personal de folio 53 de 
corina Quispe Mamani de igual manera en forma negativa para drogas joyas 
dinero  y otros de folios 52, el acta de registro personal de Maida Cosi Larico 
de la cual se ha indicado positivo para dinero así como también se ha 
establecido positivo para otros, esto es, el celular color negro marca TV 
móvil E 82EC con dos chip de la empresa claro con numero que se detallan 
en dicha acta de registro personal como otro elemento de convicción se ha 
detallado por parte del ministerio público las declaraciones prestadas por las 
imputadas Sofía Larico Quispe, Vilma Pajsi Huanca, Sonia Elizabeth Quispe 
Larico,  Libia Blanca Quispe Mamani, Corina Quispe Mamani y Maida Cosi 
Larico de las cuales se persuade que la declaración de Sofía Larico de 
Quispe obran de de folios 55 de la carpeta fiscal la misma que tiene la 
convicción de propietaria respecto al inmueble materia de imputación y que 
ha indicado a la respuesta efectuada en la pregunta número 5 que dicho 
inmueble es de su propiedad que se encuentra registra a nombre de su 
esposo y de ella y que tiene el domicilio mas de 30 años no recordando el 
precio por la cual habría sido adquirido y que respecto ala preguntaba por el 
motivo por el cual se encontraría detenida a indicado que en fecha  22 de 
diciembre entraron a su casa los policías y encontraron unas bolsas de 
plásticos indicándole que contenía droga siendo eso el motivo por el cual 
habría sido detenida negando en cuanto a los hechos que ha sido materia 
de incriminación ya que ha persuadido que la persona que habría dejado  la 
droga no la conoce respondido de que una ves que le había preguntado 
había indicado que se llamaba martina y que le estaba siguiendo la policía y 
luego de una instante llegaron los policías y no había autorizado a esta 
persona para que entrara a su domicilio la declaración de la imputada Vilma 
Pajsi Huanca de folios 60 de la carpeta fiscal se tiene que la misma ha 
indicado que se encuentra detenida ya que  ha sido intervenida por parte del 
personal policial en fecha 22 de diciembre del 2011 en una casa donde 
ingreso por una tienda cuyos propietarios desconoce indicando la forma y 
circunstancias como es que habría dejado a la droga que ha sido materia de 
incautación y sustentación por parte del representante del Ministerio Público 
lo propio de la declaración de la imputada Vilma Pajsi Huanca de folios 41 
de folios 63 obrante en la carpeta fiscal de la cual ha indicado que es la 
primera ves que ha ido sacarse que si son las mismas bolsas que había 
llevado pero que no sabía si era sala o cocina se hallaron las bolsas las 
cuales arrojen ósea no sabría donde habría caído la declaración de Sonia 
Elizabeth Quispe Larico obrante en folios 67 de la carpeta fiscal efectuada 
en fecha de 29 de diciembre del 2011 como elemento de convicción de la 
cual a indicado si bien respecto ala procedencia de los bidones que ha sido 
materia de incautación encontrados en la tienda comercial que dirige 
indicando que una persona de nombre Walter desconociendo su apellido 
pero dicha persona siempre venia comprar  y a veces le invitaba gaseosa le 
dejo diciéndole que se lo guardara y que se trataba de petróleo así como 
también una mujer le dejo una cartera  y una cajita con la finalidad que se le 
guardara y abrir la cartera y la cajota los policías encontraron un armamento  
y dentro de la  caja unas cajitas pequeñas los policías dijeron que era 
municiones para arma asimismo respecto a los cueros de vicuña que hace 
mención de que indicada lo ha venido ocupando dicha habitación de nombre 
Julio Mamani y que envista de que esta persona tomaba mucho lo obligaron 
a desocuparon hace mas de dos días de la intervención ha desocupado 
dicha ambiente pensando que dicha persona se había llevado todos sus 
cosas como otro elemento de convicción las declaración de Corina Quispe 
Mamani obrante a folios 72 de la carpeta fiscal la misma que ha referido en 
cuanto a los hechos que habría realizado en fecha 22 de diciembre del 2011 
indicando que en horas de la mañana se encontraba en su domicilio del 
Centro Poblado de Cupisaya luego de amarrar sus ganados partió con 
dirección  a la ciudad de Juliaca a horas 1:00 aproximadamente de una 
combi transportes de  pasajeros empresa de trasportes sur oriente habiendo 
llegado a horas 16 aproximadamente a la ciudad de Juliaca viaje que realizo 
en compañía de su hermana Libia Blanca Quispe Mamani y una vez que 
llegaron a Juliaca se constituyeron a pasear al mercado San José  y Tupac 
Amaru y cuando era aproximadamente 5:40 de la tarde se fueron a visitaron 
a su prima Maida Cosi Larico quien vive en jirón Manuel Acosta de 
urbanización 3 de octubre luego que tocaron la puerta le abrió su prima 
luego entraron a su cuarto y estaban preparando chocolate y en ese instante 
entro un joven y pregunto que hacían en ese lugar entro una señorita y otras 
personas quienes empezaron a buscar el cuarto y les dijeron que se 
quedaran allí y metieron otras señoras mas a ese cuarto no sabiendo en 
cuanto a los hechos indicando únicamente respecto a  Maida Cosi Larico 
que viene a ser una familia lejana por parte de su padre lo propio la 
declaración de Libia Blanca Quispe Mamani obrante a folios 76 de la carpeta 
fiscal la cual también ha indicado que indicado día de los hechos ha visitado 
a su prima Maida Cosi Larico conjuntamente con su hermana Corina Quispe 
Mamani quien tiene alquilado un cuarto en esa casa  y cuando oscurecía 
ingresaron  a la casa policías con chalecos quienes comenzaron a revisar 
los cuartos es así que preguntaron por sus nombre y  también revisaron el 
cuarto de su prima Maida y no encontraron nada, la declaración del 
imputada Maida Cosi Larico obrante a folios 79 de la carpeta fiscal como 
elemento de convicción sustentado por parte del representante del 
Ministerio Publico indica de que se encontraba el día de los hechos y que 
ocupa una habitación desde el 24 de octubre del presente año teniendo un 
documento privado de contrato de alquiler pagando la suma de 50 nuevo 
soles mensuales y que el motivo de la visita de las personas de Libia Blanca 
Quispe Mamani y su hermana Corina Quispe Mamani fue por las fiestas de 
navidad por ser amistad y familiares por parte de su abuelo el croquis 
referencial del inmueble que también ha sido detallado por parte del 
representante del ministerio público como elemento de convicción obrante a 
folios 100 de la carpeta fiscal de la cual se persuade que ha sido efectuada 
detallada respecto a la al inmueble ubicado en jirón Manuel Acosta 215 del 
barrio 3 de octubre estableciéndose 15 habitaciones los cuales han sido 
materia intervención y allanamiento y posterior incautación respecto a los 
hechos que es materia de imputación en esta audiencia de estos elementos 
de convicción que oportunamente en esta audiencia ha sido materia de 
pronunciamiento por parte de la defensa técnica de las imputadas debe 
establecerse que se ha cuestionado en cuento a que las mismas no 
vincularía  de manera directa la participación como presumibles autoras de 
los ilícitos que han sido materia de formalización por parte del representante 
del Ministerio Público correspondiendo a este despacho haciendo una 
valoración respecto a estos elementos de manera conjunta indicando lo 
siguiente respecto a los delitos materia de imputación conforme a la 
disposición de formalización se tiene de que se imputa el delito de 
promoción al consume ilegal de las drogas toxicas mediante actos de trafico 
agravado por mas de tres personas y también respecto al imputado Sonia 
Elizabeth Quispe Larico el delito de tenencia ilegal de arma y municiones los 
cuales se encuentran acreditados de sus primeros elementos de convicción 
que han sido recabados a nivel de investigación preliminar por parte del 
representante del Ministerio Publico ya que se ha establecido con las actas 
de incautación en cuanto a la droga incautada que ha sido materia 
posteriormente de acta de prueba de campo resultando un positivo para 
alcaloide de cocaína de 2 kilos con 12 gramos estableciéndose en este caso 
de estos primeros elementos la comisión del delito de tráfico ilícito de drogas 
y si bien se ha cuestionado respecto a que la misma no constituiría una 
conducta agravada por mas de tres personas conforme se ha detallado y 
obra en audio sin embargo se debe hacerse mención a dicho aspecto de 
que debe tenerse en cuenta de los demás elementos de convicción esto es 
el acta de incautación e n las cuales se persuade que las imputadas han 
sido detenidas todas ellas en el mismo inmueble respecto a la imputada 
Vilma Pajsi Huanca si bien se ha indicado es tercera persona ajena no tiene 
vinculo familiar respecto a Sonia Elizabeth Quispe Larico y Sofia Larico de 
Quispe quienes resultan ser hija y madre sin embargo debe tenerse en 
cuenta que precisamente la persona de Sofía Larico de Quispe en su 
condición de propietaria conforme así lo indicado en su declaración y 
conforme así  ha sido especificado de los demás elementos de convicción a 
su ves tiene domicilio en dicho domicilio que ha sido metería precisamente 
del allanamiento y  incautación de los elementos que ha sido detallado por 
parte del representante del Ministerio Público en la cual también viene 
conviviendo con su hija Sonia Elizabeth Quispe Larico quien también se 
encuentra a cargo de la tienda en la cual también se ha establecido la 
incautación respecto a los insumos que han sido materia de incautación 
respecto de las cuales se debe tomarse en cuenta esa conducta  y si bien 
se esta cuestionando en cuanto a la tipificación de los hechos por parte del 
representante del Ministerio Público, sin embargo, en esta audiencia de 
prisión no considera de que el juzgado de que sea la vía idónea toda vez  de 
que se debe dejarse a salvo los medios legales que establece la ley para 
efectos de cuestionar dicha tipificación, sin embargo, a criterio de este 
despacho conforme a los hechos detallados y de los elementos de 
convicción que se están analizando en esta audiencia debe hacer persuadir 
de que los mismos encuadran en cuanto de la forma como han sido 
detallados en el ilícito que ha sido materia de formalización continuación de 
la investigación preparatoria  ahora bien respecto a los otros elementos de 
convicción  también se deben tenerse en cuenta que si bien se ha 
cuestionado la vinculación en otro aspecto respecto alas imputadas de las 
cuales esta solicitando la prisión preventiva también debe tomarse en 
cuenta la flagrancia de la cual han sido intervenidas esto en el mismo 
inmueble materia de allanamiento en las cuales han estado presentes las 
mismas y en las cuales  también se  ha efectuado en cuanto a la droga y en 
cuanto al armamento que ha sido materia especificación por parte del 
representante del Ministerio Público lo cual hace persuadir la vinculación si 
bien de esta forma de esos elementos de convicción iniciales debe tenerse 
en cuenta a través de este proceso de prisión preventiva no se trata de 
establecer la certeza fundada sin embargo la cual será a través de un 
proceso posterior en forma adecuada en debate probatoria sin embargo de 
los primeros elementos de convicción recabados de investigación preliminar 
se debe tomar en cuanta si existe este alto grado de probabilidad en cuanto 
a la comisión del hecho y en cuanto a la vinculación respecto a  las 
imputadas Vilma Pajsi Huanca, Sonia Elizabeth Quispe Larico y Sofía Larico 
de Quispe como probables autoras de los ilícitos que ha sido materia de 
formalización por parte del representante del ministerio publico por lo cual a 
criterio de este despacho si cumpliría el primer presupuesto; CUARTO.- 
Respecto al segundo presupuesto que la sanción a imponerse sea superior 
a 4 años de pena privativa de libertad debe tomarse en cuenta que el 
Ministerio Público ha establecido los hechos en el tipo penal referido por 
delito contra la salud publica, en su modalidad de trafico ilícito de drogas, en 
su forma de tráfico de promoción al consumo ilegal de drogas toxicas 
mediante actos de trafico agravada, esto es, por mas de tres personas 
indicándose que el tipo penal se encuentra establecido en el inciso 6) primer 
párrafo del artículo 297° concordante con el primer párrafo del articulo 296° 
como tipo base de los cuales establece lo siguiente que este tipo penal 
agravado indica como cuantum de pena el articulo 297° del Código Penal, la 
pena será pena privativa de libertad no menor de 15 ni mayor de 25 años de 
180 a 365 días multa  e inhabilitación conforme al artículo 36° incisos 1), 2)   
4), 5) y 8), cuando: inciso 6) el hecho cometido por tres o más personas o 
calidad de integrante de una organización dedicada al tráfico ilícito de 
drogas o que se dedique a la comercialización de insumos para su 
elaboración, persuadiéndose de este  tipo penal materia de imputación que 
obviamente supera los 4 años que establece la norma penal, además es de 
preverse que respecto de Sonia Elizabeth Quispe Larico se imputa el delito 
de tenencia ilegal de arma y municiones establecido en el articulo 279° del 
Código Penal el cual  también prevé como pena la pena privativa de libertad 
no menor de 6 ni mayo de 15 años de pena privativa de libertad indicándose 
que en cuanto al segundo presupuesto que establece el 268° del Código  
Procesal Penal no ha sido materia de pronunciamiento por parte de la 
defensa técnica de las imputadas presentes en esta audiencia no 
habiéndose rebatido en cuanto al mismo indicándose que a criterio a este 
despacho de estos primeros recaudos que ha sido sustentado por parte del 
representante del Ministerio Publico y en cuanto al análisis de este 
presupuesto se tiene que en una eventual decisión final que pueda hacer 
por parte del órgano jurisdiccional  la pena obviamente va superar los 4 
años de pena privativa de libertad que exige el articulo 268° como 
presupuesto para imponer la prisión preventiva e tal modo de los primeros 
recaudos acompañado no hay causas que eximan de culpabilidad a las 
imputadas por lo cual precisamente se cumple en cuanto al segundo 
presupuesto respecto a la prisión preventiva; QUINTO.- Respecto al tercer 
presupuesto en razón  a sus antecedentes  y otras circunstancias permita 
colegir que se tratará de eludir la acción de la justicia u obstaculizar la 
averiguación de la verdad respecto a dicho presupuesto que ha sido 
integrado a requerimiento de prisión preventiva en esta audiencia 
sustentada por parte del representante del Ministerio Público se ha indicado 
de que no se esta cuestionando en cuanto a los arraigo que pudieran tener 
las imputadas toda vez que las mismas domicilian en el inmueble que ha 
sido materia de allanamiento y posterior incautación, asimismo, se ha 
establecido de parte del Ministerio Público de que debe tomarse en cuenta 
de la gravedad de la pena que espera del resultado del procedimiento  y que 
la obviamente hace prever al mismo de que exista el peligro de 
obstaculización de las ha fundamentado en esta audiencia y las cuales 
también  han sido materia de pronunciamiento por parte de la defensa 
técnica Vilma Pajsi Huanca,  Sonia Elizabeth Quispe Larico y Sofía Larico 
de Quispe indicándose entre dos aspectos respecto a Sonia Quispe Larico 
que se ha presentado un certificado domiciliario que acreditaria el arraigo de 
la misma y respecto a Sofía Larico de Quispe diversas documentales que 
han sido también oralizados en esta audiencia que ha sido también materia 
de pronunciamiento por parte del representante del Ministerio Público 
consistentes en constancias domiciliarias efectuada por parte del teniente 
gobernador de Chupacota donde hace constar que la señorita Vilma Pajsi 
Huanca de 40 años de edad identificada con DNI 47717476 estado civil 
viuda, de ocupación su casa, natural de la parcialidad Chupacota Ocopampa 
del mismo centro poblado de Ocopampa, distrito y provincia de Moho de 
nacionalidad peruana, que la mencionada persona vive en la parcialidad de 
Chupacota Ocopampa, Moho y no tiene ninguna clase de antecedentes, 
igualmente la constancia domiciliaria efectuada por parte del Juez de Paz de 
Única Nominación del Centro Poblado de Ocopampa de Moho respecto a la 
señora Vilma Pajsi Huanca el certificado domiciliario expedido por parte de 
Roger Salluca Huaraya notario de la ciudad de San Román Juliaca en la 
cual indica haber constatado que Mishell Eslienca Villagra Larico con 
documento nacional 71985797, estado civil soltera, reside actualmente en 
jirón Manuel Acosta 215 urbanización 3 de octubre declarando que la 
solicitante reside en el domicilio del señor Tomas Quispe Condori declara 
que reside conjuntamente con su hermana de nombre Sonia Elizabeth 
Quispe Larico quien se encuentra detenida en la dependencia policial los 
pagos de autovaluo que han sido también sustentado en esta audiencia, los 
recibos a nombre de Tomás Quispe Condori correspondientes a los 
servicios de energía eléctrica y agua potable, el certificado expedido por el 
presidente de la urbanización 3 de octubre a nombre de Sofía Larico de 
Quispe indicando que dicha persona es madre soltera con hijos 
abandonados, que radica desde hace mas de treinta años en dicha 
urbanización, el acta de conciliación en copia legalizada de fecha ocho de 
setiembre del 1995 efectuada o en presencia de la persona de Sofía Larico 
Quispe e inculpado Wilfredo Villagra Cruz, el testimonio en copia legalizada 
aparece escritura de compra de venta de un lote de terrenos situada en esta 
ciudad otorgada por Bernarda Mamani Limache de Enríquez a favor de de 
Tomás Efraín Quispe Condori esposo, el certificado domiciliario expedida 
por el notario Roger Salluca Huaraya de la cual también se establece que la 
misma ha sido efectuada a petición Mishell Eslienca Villagra Larico y 
respecto al inmueble ubicado en jirón Manuel Acosta 215 de la urbanización 
de 3 de octubre en donde reside juntamente con su madre Sofía Larico de 
Quispe, fotografías que también ha sido detallados en esta audiencia 
respecto a la imputada Sofía Larico de Quispe y una constancia expedida 
por el presidente de vaso de leche de la urbanización de 3 octubre Juliaca 
San Román - Puno  a nombre de Sofía Larico Quispe en fecha 6 de enero 
del 2012, elementos con los cuales la defensa pretendió acreditar  en cuanto 
al arraigo domiciliario de la imputada, sin embargo, el mismo no ha sido 
materia del pronunciamiento del señor Fiscal ya que de conformidad a lo 
que también establece el articulo 268° del Código Procesal Penal en cuanto 
al peligro de fuga que indica que para calificar el peligro de fuga el Juez 
tendrá en cuenta el arraigo en el país del imputado determinado por el 
domicilio residencia habitual haciendo de familia o de sus negocios o 
trabajos  y la facilidad para abandonar definitivamente el país o permanecer 
oculto la gravedad de la pena que se espera como resultado del 
procedimiento y la importancia del daño resarcible  y la actitud que el 
imputado adopta voluntariamente frente a él, el comportamiento del 
imputado durante el procedimiento o en otro procedimiento anterior en la 
medida que indica su voluntad de someterse a la persecución penal siendo 
precisamente en cuanto a la gravedad de la pena que se espera como 
resultado del procedimiento, el fundamento por el cual el Ministerio Público 
ha solicitado que se ampare el requerimiento de prisión preventiva teniendo 
en consideración en cuanto a este peligro de fuga ha sido desarrollada  e 
interpretada en la circular sobre la prisión preventiva establecida mediante la 
resolución administrativa 325-2011-P por la Corte Suprema de Justicia de la 
República indicándose que respecto al arraigo en el considerando sétimo 
que no existe ninguna razón jurídica ni legal, ni norma expresa en ningún 
caso en tal situación la presencia de algún tipo arraigo descarta apriori la 
utilización de la prisión preventiva de hecho el arraigo no es un concepto 
requisito fijo que pueda valuarse en términos absolutos es decir la existencia 
o inexistencia del arraigo es en realidad un enunciado que requiere de serio 
controles en el plano lógico y experimental y que toda persona aun  cuando 
esta sea un indigente tiene algún tipo de arraigo el punto no establece 
cuando el arraigo medido en términos cualitativos descarta la prisión 
preventiva esto es lago muy destinto a sostener la presencia de cualquier 
tipo de arraigo descarta la prisión preventiva y en este caso es 
perfectamente aplicable este fundamente que ha establecido la corte 
suprema toda ves se de que si bien se  ha acredita el arraigo de las 
imputadas en cuanto a las mismas Sonia Elizabet Quispe Larico y Sofia 
Larico de Quispe las mismas tendrían arraigo domiciliario sin embargo no 
descarta la imposición de prisión preventiva toda vez de que debe tenerse  
en cuenta los otros aspectos que regula el artículo 268° esto es la gravedad 
de la pena que se espera como resultado del procedimiento particularmente 
del caso que es materia del pronunciamiento por parte del órgano 
jurisdiccional que ha sido mención en cuento a evaluar el segundo 
presupuesto para dictar dicha medida y en cuanto al peligro de 
obstaculización que establece el articulo 270° que también ha sido materia 
de pronunciamiento y sustentación por parte del Ministerio Publico y 
pronunciamiento por parte de la defensa indicando que dicho artículo 
establece que para calificar el peligro de obstaculización se debe tener en 
cuenta el riesgo razonable de que el imputado destruye o modifica oculta 
suprima o falsifique elementos de prueba influye para que el coimputado 
testigos o peritos informe falsamente se comporte de manera desleal o 
reticente o induzca a otros tales comportamiento, también  se persuade de 
los actuados y elementos de convicción sustentados en esta audiencia por 
parte del Ministerio Público y loo argumentado por las partes de que este 
presupuesto a criterio de este órgano jurisdiccional que establece  que toda 
vez de que de las versiones dadas de las imputadas al momento habérsele 
efectuado las preguntas esto es a Sonia Elizabeth Quispe Larico  en cuanto 
a la procedencia del materia que ha sido materia de incautación, la misma 
ha dado versiones que no se ha ajustan a la realidad no habiendo precisado 
la persona de la cual le habría dejado los  mismos limitándose a dar 
solamente solo un nombre más no los apellidos, situaciones que  también a 
sido valorado por parte del Ministerio Público a efectos de acreditar este 
peligro de obstaculización y que a criterio de este despacho teniendo en 
cuanta la gravedad de la pena que se espera como resultado de este 
proceso obviamente que va influir para efectos de la obstaculización de la 
averiguación de la verdad siendo que a criterio del mismo concurre también 
en cuanto a este presupuesto y a concurrir el mismo se persuade de que de 
acuerdo al articulo 268° del Código Procesal Penal esto tres presupuesto al 
haberse concurrido de manera convergente resulta procedente amparar el 
requerimiento presentado por parte del Ministerio Público respecto a estas 
imputadas este despacho; RESUELVE: Declarar FUNDADO el 
requerimiento de prisión preventiva presentado por el representante del 
Ministerio Público en el proceso que se sigue respecto a las imputadas 
Vilma Pajsi Huanca, identificada con DNI 477154765, natural de Moho, 
nacida el 15 de abril de 1971 hija Isaías y Vicenta, estado civil soltera con 
grado de instrucción iletrada, domiciliado en jirón Cahuide 1043 de la ciudad 
de Juliaca, en contra de Sonia Elizabet Quispe Larico identificada con DNI 
40131207 natural de lima nacida el 11 de febrero de 1979 hija de Efraín y 
Sonia, estado civil soltera, con grado de instrucción cuarto de secundaria, 
domiciliada en jirón Manuel Acosta 215 barrio 3 de octubre  de esta ciudad 
de Juliaca y en contra de Sofía Larico de Quispe identificada con DNI 
01995239 natural de destrito de Conima Moho nacida el 30 de abril de 1955 
hija Bonifacio y Apolinaria, estado civil casada con grado de instrucción 
primaria completa domiciliado en jirón Manuel Acosta 215 del barrio 3 de 
octubre de la esta ciudad de Juliaca, como presuntas coautoras de la 
comisión del delito contra la Salud Pública, en su modalidad Trafico Ilícito de 
Drogas en su forma de Promoción al Consumo Ilegal de Drogas Toxicas 
mediante actos de tráfico agravado por mas de tres personas, en agravio del 
Estado Peruano y Sonia Elizabeth Quispe Larico como autora en la 
comisión del delito contra la seguridad pública, en su modalidad peligro 
común, en su forma ilegal de tenencia de armas y municiones, en agravio 
del Estado Peruano, en consecuencia, se ordena el ingreso inmediato al 
Establecimiento Penitenciario de Mujeres de Lampa debiendo cursarse el 
oficio correspondiente y respecto al plazo de la duración de la prisión 
preventiva que ha sido solicitado en el plazo de nueve meses la misma que 
no ha sido materia de pronunciamiento por parte de la defensa técnica ni 
rebatimiento el juzgado considera amparable lo peticionado por el Ministerio 
Público en tal sentido fija el plazo de duración de prisión preventiva en 
nueve meses y teniendo en consideración la fecha en la cual han sido 
detenidas, esto es, el 22 de diciembre del 2011 vencerá el 21 de setiembre 
del 2012, dando por así sentada la resolución ponemos a consideración de 
las partes para el pronunciamiento en cuanto al recurso o medio 
impugnatorio.--------------------------------------------------------------------------- 
 
17:21 hrs. (02:51´) Fiscal: conforme.------------------------------------------------------------------------ 
17:21 hrs. (02:51´) Defensa Técnica de la Imputada Vilma Pajsi Huanca: Interpone recurso de 
apleación.----------------------------------------------------------------------------------------- 
17:21 hrs. (02:51´) Juez: Téngase por interpuesta la apelación debiendo fundamentarse en el 
plazo de ley bajo apercibimiento de ser rechazada.----------------------------------- 
17:21 hrs. (02:51´) Defensa Técnica  de la Imputada Sonia Elizabet Quispe Larico: Interpone 
recurso de apelación.-------------------------------------------------------------------------- 
17:22 hrs. (02:52´) Juez: Téngase por interpuesta la apelación debiendo fundamentarse en el 
plazo de ley bajo apercibimiento de ser rechazada -------------------------------- 
17:22 hrs. (02:52´) Defensa Técnica de la Imputada Sofía Larico de Quispe: Interpone 
recurso de apelación y solicita que se otorgue una copia de la presente 
audiencia y así como se le puede notificar con la resolución 
correspondiente.-------------------------------------------------------------------------------- 
17:22 hrs. (02:52´) Juez: Téngase por interpuesta la apelación debiendo fundamentarse en el 
plazo de ley bajo apercibimiento de ser rechazada y otorgándose la copia del 
audio en este acto y dando por finalizada la audiencia y cerrada la grabación 
del audio, disponiendo que la Policía Judicial proceda al inmediato 
cumplimiento a lo ordenado. Procediendo a firmar el índice de audiencia la 
Señora Magistrada y la Especialista Judicial de Audiencias responsable de 
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JUZGADO : CUARTO JUZGADO PENAL DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA DE JULIACA  
JUEZ : Dr. WALTER ROBERT PAREDES LIPA  
AGRAVIADO(s) : CESAR ESPINOZA GONZALES Y OTRA 
IMPUTADO (s) : DANIEL APAZA RAMOS 
DELITO (s) : ROBO AGRAVADO 
ASISTENTE JURISDICCIONAL : ASISTENTE JURISDICCIONAL DE TURNO 
ESPECIALISTA DE AUD. : ELENA CONDORI OJEDA 
 
ACTA DE REGISTRO DE  LA AUDIENCIA DE PRISIÓN PREVENTIVA 
  
En Juliaca, siendo las SIETE DE LA MAÑANA CON CUARENTA Y CINCO MINUTOS 
DEL DÍA DIECISÉIS DE AGOSTO DEL AÑO DOS MIL TRECE, se constituye el Magistrado 
Dr. Walter Robert Paredes Lipa, Juez del CUARTO JUZGADO PENAL DE INVESTIGACIÓN 
PREPARATORIA DE SAN ROMÁN-JULIACA, en la Sala de Audiencias del Modulo Penal de 
San Román-Juliaca, para realizar la audiencia de PRISION PREVENTIVA, en el expediente 
1107-2013-55, seguido en contra de DANIEL APAZA RAMOS, por la presunta comisión del 
delito de ROBO AGRAVADO, en agravio de CESAR ESPINOZA GONZALES Y OTRA.---------- 
  
Se deja constancia que la audiencia será registrada mediante audio, cuya grabación 
demostrará el modo como se desarrollará la presente audiencia conforme así lo establece el 
inciso dos, del artículo trescientos sesenta y uno del Código Procesal Penal, pudiendo acceder 
las partes a la copia de dicho registro.----------------------------------------------------------------------------- 
 
07:45  hrs. (00´) VERIFICACION DE LA PRESENCIA DE LOS INTERVINIENTES: 
 
A. ABOGADO DEFENSOR PÚBLICO DE LA ACUASADA AQUILINA ROSALIA 
TINTAYA PAREDES: Dr. HERBERT CALLATA CHURA, Fiscal Adjunto 
Provincial de la Primera Fiscalía Provincial Penal Corporativa de San Román-
Juliaca, con domicilio procesal en la sede del Ministerio Público, sito en la 
plaza Zarumilla de Juliaca, con correo electrónico herbertcallata@yahoo.com,  
con celular N° 951957177.---------------------------------------------------------------------- 
B. ABOGADO DEL IMPUTADO DANIEL APAZA RAMOS: Abog. JOSÉ 
SUCACAHUA LIPA, con CAP 2172, con domicilio procesal sito en jirón 
Pumacahua N° 108 de esta ciudad de Juliaca, con correo electrónico 
josuli1@hotmail.com. ---------------------------------------------------------------------------- 
C. IMPUTADO: DANIEL APAZA RAMOS, con DNI N° 47781645, con domicilio 
real en sector Aviación Jaran s/n-Juliaca.--------------------------------------------------- 
  
07:47 hrs. (02´) DESARROLLO DE LA AUDIENCIA  
 
07:47 hrs. (02´) JUEZ: Estando presentes las partes obligadas a concurrir a esta audiencia da 
por instalada la presente audiencia y concede el uso de la palabra al 
representante del Ministerio Público que exponga los hechos imputados y la 
calificación jurídica que corresponda. -------------------------------------------------------- 
07:47 hrs. (02´) FISCAL: Procede a oralizar su requerimiento de prisión preventiva, señalado 
que en mediante disposición fiscal 01 ha formalizado investigación preparatoria 
en contra de Daniel Apaza Ramos, luego procede a narrar los hechos materia 
de imputación y la tipificación penal que se encuentran contenidas en su 
requerimiento escrito. Detalles se encuentran registrados en audio.----------------- 
07:52 hrs. (07´) JUEZ: Señala la tipificación penal precisada por el representante del Ministerio 
Público y acto seguido refiere que se va ha debatir los presupuestos de la 
prisión preventiva  e indica al abogado de la parte agraviada que no puede 
intervenir en este tipo de audiencias por cuanto no se encuentra legitimada 
para solicitar medidas de coerción de prisión preventiva y concede el uso de la 
palabra al representante del Ministerio Público a efecto de que señale los 
elementos de convicción con la que cuenta. Detalles se encuentran registrados 
en audio.---------------------------------------------------------------------------------------------- 
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07:54 hrs. (09´) FISCAL: Procede a fundamentar los presupuestos para la procedencia de la 
prisión prevenida, narrando inicialmente los fundados y graves elementos de 
convicción que vinculan al imputado con la comisión del delito, los mismos que 
se encuentran contenidas en su requerimiento escrito, además manifiesta que 
hasta el momento no se ha recabado el reconocimiento medico legal practicado 
al agraviado Cesar Espinoza Gonzáles y que en el acta de ocurrencia policial 
se ha dejado constancia de la formal de ingreso de dicha persona y el acta de 
manifestación de dicho agraviado. Detalles se encuentran registrados en 
audio.-------------------------------------------------------------------------------------------------- 
08:06 hrs. (21´) JUEZ: Confiere traslado al abogado de la defensa.-------------------------------------- 
08:06 hrs. (21´) ABOGADO DEL IMPUTADO: Solicita se declare infundado la petición el 
Ministerio Público, señalando que a su patrocinado no lo intervienen sino lo 
ponen a disposición para curaciones al Hospital Carlos Monge Medrano y en el 
momento de la intervención los agraviados jamás lo han sindicado y que de 
ocurrido los hechos recién lo sindican a su patrocinado a horas seis y treinta 
cuando el personal de Serenazgo preguntan sus datos, que su patrocinado 
voluntariamente acompaño al personal de Serenazgo; luego analiza cada uno 
de los elementos de convicción ofrecidos por el señor Fiscal, señalando que el 
acta de ocurrencia policial no debe ser un elemento de convicción, por cuanto 
debe tenerse en cuenta que en el momento de la intervención el Técnico de la 
policía no ha estado en el lugar de los hechos; respecto del acta de entrevista, 
señala que en ella no se identifica a los sujetos y no se sindica a su 
patrocinado por tanto no es un elemento de convicción para poder dictar la 
prisión preventiva; respecto del acta de infección técnico policial señala que se 
realiza en la avenida Ferrocarril, haciendo una ubicación del lugar y refiere que 
hay incongruencias que generan duda del lugar de los hechos; respecto del 
acta de registro personal, refiere que como titular de la acción penal el 
representante del Ministerio Público no puede presumir sino tiene que ser 
contundente y que lo encontrado en su patrocinado no es un elemento de 
convicción para dictar el mandato de prisión preventiva; con respecto al 
certificado médico no lo observa; con respecto al reconocimiento legal de su 
patrocinado señala que en el certificado médico legal no señala el agente con 
la que se ha producido y que su patrocinado es estibador por lo que dicha 
herida se la pudo ocasionar en su trabajo; respecto de declaración de la 
agraviada refiere que no se hace referencia a la Av. Ferrocarril sino a la 
avenida nueva Celandia y que no vincula a su patrocinado; respecto de la 
declaración del imputado, refiere que ha declarado la verdad y probará que 
dicha declaración es coherente; sobre el certificado médico legal del agraviado 
Espinoza, refiere que dicho certificado médico debió ser entregada y no puede 
ser merituado documentos que no existen y finalmente señala que no hay 
elementos de convicción fehacientes para determinar la prisión preventiva en 
contra de su patrocinado. Detalles se encuentran registrados en audio.------------ 
08:19 hrs. (34´) JUEZ: Indica al representante del Ministerio Público que precise si cuenta con 
los elementos de convicción respecto de la preexistencia de los bienes 
sustraídos. Detalles se encuentran registrados en audio.------------------------------- 
08:19 hrs. (34´) FISCAL: Manifiesta que respecto de la preexistencia de los bienes sustraídos 
ha requerido a la parte agraviada que lo presente y que la misma no le han 
hecho llegar hasta el momento y que durante la investigación preparatoria 
acreditará la preexistencia. Detalles se encuentran registrados en audio.----------  
08:19 hrs. (34´) JUEZ: Concede el uso de la palabra al representante del Ministerio Público a 
efecto de que sustente el segundo presupuesto-prognosis de pena.----------------  
08:19 hrs. (34´) FISCAL: Procede a fundamentar el segundo presupuesto material, señalando 
que los hechos se encueran normados en el articulo 189, numeral 2 y 4 del 
Primer Párrafo del Código Penal, donde se sanciona con una pena de no 
menor de doce ni mayor de veinte años, por lo que en una eventual sentencia 
condenatoria el imputado va ha padecer una pena Superior a cuatro años de 
pena privativa de libertad, cumpliéndose así la prognosis de pena. Detalles se 
encuentran registrados en audio.-------------------------------------------------------------- 
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08:20 hrs. (35´) JUEZ: Confiere traslado al abogado de la defensa.-------------------------------------- 
08:21 hrs. (36´) ABOGADO DEL IMPUTADO: Manifiesta que se debe tener en cuenta si su 
patrocinado ha cometido tal ilícito y que en este presupuesto no cabe 
pronunciamiento por cuanto a su patrocinado no se ha encontrado 
responsable. Detalles se encuentran registrados en audio.---------------------------- 
08:22 hrs. (37´) JUEZ: Concede el uso de la palabra al representante del Ministerio Público a 
efecto de que fundamente sobre el tercer presupuesto material-peligro 
procesal.---------------------------------------------------------------------------------------------- 
08:22 hrs. (37´) FISCAL: Procede a fundamenta este tercer presupuesto material, señalando 
que se basa en las dos vertientes (peligro de fuga y peligro de obstaculización), 
con respecto al peligro de fuga, señala que existen indicios suficientes de 
posibilidad de fuga del imputado, por cuanto en los hechos han intervenido con 
otras personas de las que el imputado no ha dado información y que no ha 
presentado ningún elemento de convicción sobre su arraigo familiar, 
domiciliario y laboral, con respecto al peligro procesal señala que el imputado 
puede entorpecer la actividad probatoria por cuanto puede influir en los 
agraviados para que estos cambien su versión, teniéndose presente la 
gravedad de la pena y la negativa del imputado a proporcionar el nombre de los 
demás participantes. Detalles se encuentran registrados en audio.------------------ 
08:24 hrs. (39´) JUEZ: Confiere traslado al abogado de la defensa.-------------------------------------- 
08:24 hrs. (39´) ABOGADO DEL IMPUTADO: Manifiesta que sobre el arraigo domiciliario, 
refiere que su patrocinado ha manifestado que vive en Av. Aviación Jaran 
donde domicilia con sus padres, presentando en el acto de esta audiencia las 
documentales consistentes en  Copia certificada de Escritura Pública, recibo de 
electro Puno, constancia otorgada por el presidente de la Comunidad hace 
constar que efectivamente su patrocinado domicilia en la comunidad de Huray 
Jaran, la partida de nacimiento de su patrocinado donde se establece quienes 
sus padres y con ello acredita donde vive su patrocinado, documentos que 
presenta para acreditar el arraigo domiciliario y familiar; así mismo a efectos de 
acreditar su arraigo laboral presenta  contrato de locación de servicios y una 
constancia de trabajo, todos estos documentos han sido corrido traslado al 
representante del Ministerio Público; asimismo refiere que con estos 
documentos acredita que su patrocinando no va ha eludir la acción de la 
justicia y que los tres presupuestos de la prisión preventiva deben ser 
copulativos; con relación al peligro de obstaculización, refiere que su 
patrocinando no sabe que es la palabra obstaculizar, por tanto la haberse 
demostrado con documentos su arraigo domiciliario, laboral y familiar seria 
pertinente que se declare infundado la prisión preventiva y se e otra alternativa 
al imputado como es el de concurrir a la fiscalía a dar cuenta de sus 
actividades. Detalles se encuentran registrados en audio.------------------------------ 
08:30 hrs. (45´) JUEZ: Confiere traslado al representante del Ministerio Público.--------------------- 
08:30 hrs. (45´) FISCAL: Manifiesta que no existe correspondencia entre el domicilio indicado 
por el imputado al momentote prestar su declaración y la contenida en la 
Escritura Pública; que la partida de nacimiento, constancia de domicilio no se 
alude al domicilio señalado en sui declaración del imputado, que la constancia 
otorgada por el presidente de una comunidad campesina quien no tiene esas 
facultades; respecto al recibo de Electro Puno, señala que es referida a otra 
persona no al imputado; respecto del contrato de trabajo señala que no es 
elementos de convicción que haga estimar que dicha empresa sea formal y que 
tampoco existe elementote convicción que haga ver que la persona otorgante 
es el presidente de dicha asociación, respecto de la constancia de trabajo 
señala que de igual forma esta otorgada por una persona de quien no tiene 
elemento de convicción que acredite que tenga dicha calidad y la existencia 
legal de dicha empresa y finalmente señala que en relación al peligro de 
obstaculización el argumento de es subjetivo además de que l imputado tiene 
secundaria completa. Detalles se encuentran registrados en audio.----------------- 
08:35 hrs. (50´) JUEZ: Manifiesta que el domicilio de su patrocinado es una comunidad del cual 
se esta pidiendo que desmembración para que integre la ciudad y que es 
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sector es Aviación es por ello que su patrocinado da ese domicilio y que en 
dicho lugar solo hay Luz y que las casas en las comunidad no tiene número. 
Detalles se encuentran registrados en audio.---------------------------------------------- 
08:37 hrs. (52´) JUEZ: Dispone que se agreguen a sus antecedentes los documentos 
presentados y concede el uso de la palabra al representante del Ministerio 
Público a efecto de que fundamente respecto del plazo de la prisión 
preventiva.------------------------------------------------------------------------------------------- 
08:37 hrs. (52´) FISCAL: Manifiesta que solicita la prisión preventiva por el plazo máximo de 
nueve meses, por cuanto necesitan actuar diligencias de identificación de los 
demás involucrados, asimismo detalla las diligencias a actuarse durante la 
investigación. Detalles se encuentran registrados en audio.--------------------------- 
08:40 hrs. (55´) JUEZ: Confiere traslado al abogado de la defensa.-------------------------------------- 
08:40 hrs. (55´) ABOGADO DEL IMPUTADO: Solicite se declare infundado la prisión 
preventiva en vista de que patrocinado ha declarado la verdad y esta versión 
debe ser considerada como medio de defensa y no como prueba, que su 
patrocinado no va ha obstaculizar el proceso y solicita se le conceda 
comparecencia y que para la identificación de los demás sujetos a la que se 
refiere no es necesaria que se dicte mandato de prisión preventiva. Detalles se 
encuentran registrados en audio.-------------------------------------------------------------- 
08:41 hrs. (56´) JUEZ: Concede el uso de la palabra al imputado a efecto de que exprese lo 
conveniente a su derecho.----------------------------------------------------------------------- 
08:42 hrs. (57´) IMPUTADO: Manifiesta que no ha sido participe de tal acto, que ha sido una 
confusión, que el es trabajador de ladrillo y es estibador y que es inocente. 
Detalles se encuentran registrados en audio.---------------------------------------------- 
08:42 hrs. (57´) JUEZ: Da por cerrada el debate, verifica la documentación presentada y acto 
seguido emite resolución siguiente: 
  
RESOLUCIÓN N° DOS 
Juliaca, dieciséis de agosto  
Del año dos mil trece. 
 
VISTOS Y OIDOS: El requerimiento de prisión 
preventiva postulado por el señor representante del Ministerio Público, en 
contra del investigado Daniel Apaza Ramos y con lo escuchado y lo señalado 
por su defensa y el imputado; I, 
CONSIDERANDO:  
PRIMERO: De los hechos imputados: El 
Ministerio Público ha señalado los siguientes hechos, que el día catorce de 
agosto del año dos mil trece, siendo aproximadamente las seis y treinta horas 
el Sub Oficial de Tercera PNP Ismael Quispe Trujillo del servicio en el hospital 
Carlos Monge Medrano, pone a disposición al intervenido Daniel Apaza 
Ramos, conjuntamente con la persona de la agraviada Nelly Pilar Chambi 
Figueroa, quien habría sido objeto de sustracción de sus bienes en 
circunstancias que transitaba por la avenida Ferrocarril con dirección a su 
domicilio  en compañía de su conviviente Cesar Espinoza Gonzales, quienes 
se recogían de la casa de su padre, habiendo caminado unas tres cuadras de 
avenida ferrocarril, en circunstancias que esperaban un taxi para poder 
abordar,  momentos que  hacen su aparición cuatro sujetos varones, quienes 
sin mediar palabra alguna proceden a agredirlos y sustraerles sus bienes, 
donde el imputado intervenido golpe a Nelly Pilar Chambi Figueroa, con una    
con piedra en la parte de la cabeza para hacerla caer al suelo propinándole 
puñetes y patadas, tratando de ahorcarla por el cuello dejándola sangrando, 
momentos en que la agraviada en un descuido del ahora imputado le muerde 
el dedo de la mano izquierda y le propina una patada en los testículos, donde 
este sujeto la suelta y se da a la fuga con dirección desconocida, cuando se da 
cuenta su conviviente se encontraba a una media cuadra de distancia de lugar 
a quien lo atacaron tres de los sujetos y a fin de que no le agredan saco de su 
bolsillo derecho una billetera color negro de cuero, en cuyo interior se 
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encontraba dinero en efectivo, en la suma de dos mil quinientos nuevos soles, 
DNI, liberta militar y un celular marca NOKIA-951098920, donde uno de ellos lo 
golpeo con una piedra y otros le propinaron patadas y puñetes, con  un cuchillo 
lo amenazó, dándose a la fuga con dirección a la avenida Nueva Celandia es 
cuando aparece una moto taxi y proceden a realizar una llamada telefónica al 
Serenazgo y en seguida hizo su aparición el patrullero de placa X1E-917 móvil 
03 de Serenazgo Municipal, junto a ellos se llego a intervenir a dos sujetos 
cuando transitaban, reconociendo la agraviada a su agresor y el otro sujeto se 
dio a la fuga trasladándonos al Hospital Carlos Monge Medrano, ingresando 
por emergencia para su atención médica, señala asimismo que Nelly Pilar 
Chambi Figueroa (agraviada) resultó con lesiones que se encuentran descritas 
en el certificado médico 6464-L, en el que se señala las lesiones que presenta, 
en cual se concluyo que presenta lesiones ocasionadas por agente 
contundente duro friccionante úngeal, asimismo se le presirvió una atención 
facultativa de un día y de cuatro por incapacidad medico legal y se señala 
como observaciones que la peritada refiere agresión que fue con patadas, 
puñetes arañones y una piedra, estos han sido calificados por el representante 
del Ministerio Público como delito de Robo Agravado, previsto en el articulo 
189 Primer Párrafo, incisos 2) y 4) del Código Penal, estas agravantes están 
referidas a que el delito se cometa durante la noche y con el concurso de dos o 
mas personas.   
SEGUNDO: De los presupuestos para la prisión 
preventiva: El artículo 268 del Código Procesal Penal, establece los 
presupuestos que deben de concurrir en forma copulativa para la prisión 
preventiva, se señala en este código que: a) deben de existir fundados y 
graves elementos de convicción para estimar razonablemente la comisión del 
un delito que vincule al imputado como autor o participe del mismo; b) que la 
sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de la libertad 
y c) que el imputado en razón de sus antecedentes y otras circunstancias del 
caso particular permitan colegir razonablemente que tratará de eludir la acción 
de la justicia u obstaculizar la averiguación de la verdad, estableciéndose en 
los artículos 269 y 270 los criterios que han de tenerse en cuenta para calificar 
el peligro de fuga y el peligro de obstaculización.     
TERCERO: En cuanto al primer presupuesto, 
esto es sobre la existencia de fundados y graves elementos de 
convicción que vinculen al imputado con la comisión de un delito; en el 
acto de audiencia la Fiscalía ha señalado que cuenta con los siguientes 
elementos de convicción: ha señalado que cuenta con el acta de ocurrencia 
policial del efectivo policial que se encontraba de servicio en el Hospital Carlos 
Monge Medrano y que interviene en el ingreso por emergencia a las apersonas 
de los agraviados de nombres Cesar Espinoza Gonzáles y Nelly Pilar Chambi 
Figueroa; asimismo ha señalado que cuenta con el acta de entrevista a la 
persona de Cesar Espinoza Gonzales, quien refiere en esta que fueron cuatro 
sujetos quines lo atacaron y un sujeto de ellos atacó y golpeó a su esposa con 
una piedra y tres de ellos a él, esto sucedió a media cuadra del lugar donde fue 
atacad su esposa, es en este momento en que abrita sido alcanzada por estos 
tres sujetos y para no ser agredido les entrego dinero en efectivo que tenia en 
la suma de dos mil quinientos soles, asimismo tenía en su billetera su DNI, 
asimismo libreta militar y un celular marca NOKIA de número 951098920, ha 
señalado asimismo que cuenta con el acta de inspección técnico policial 
realizada en la avenida Ferrocarril en el que se encontró en el lugar de ocurrido 
los hechos un charco de sangre y manchas de sangre; asimismo ha contado 
señalar que cuenta con un acta de registro personal practicado al investigado, 
en el mismo se encontró documentos pertenecientes a la persona de Dante 
Castellanos Turpo y otros bienes; cuenta además con el certificado médico 
legal 6464-L, practicado a la persona de la agraviada en el que se concluye 
que esta presenta lesiones ocasionadas con agente contundente duro, 
friccionante úngeal y lesiones que concuerdan con agresión de patadas, 
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puñetes, arañones y piedras; asimismo ha señalado que cuenta con el 
certificado médico legal 6479-L, en el que se describe la presencia de heridas 
que presenta el imputado en los dedos de la mano izquierda, en los cuarto y 
quinto; asimismo se cuenta con la declaración de la agraviada Nelly Pilar 
Chambi Figueroa, quien refiere o describe la forma en que fue atacada por uno 
de los sujetos y también refiere que reconoce al imputado, por cuanto es la 
persona que la habría amenazado, asimismo es esta persona quien la habría 
golpeado en su cabeza hasta hacerla sangrar y es a quien le habría mordido 
en el dedo izquierdo de la mano, asimismo se cuenta con la declaración de 
Daniel Apaza Ramos, quien ha señalado en los sustancial que se encontraba 
por el lugar de los hechos junto a sus tres amigos a quienes no conoce, que 
fue intervenido por un patrullero y que en este vio que estaban acercando sus 
tres amigos a esa pareja de esposos, al ver ello se alejo del lugar. La defensa 
del investigado ha señalado que los elementos de convicción señalados por la 
Fiscalía no son tales, habiendo cuestionado cada uno de los mismos a 
excepción del certificado médico legal practicada a la agraviada Chambi 
Figueroa, ha señalado respecto del acta de ocurrencia policial, que este no es 
un elemento de convicción, el mismo que no acredita la flagrancia delictiva, es 
en esta en el que se hace referencia a que habría sido intervenido a las seis y 
treinta del día catorce de agosto del dos mil trece; sin embargo, es en este 
momento en el que los agraviados lo sindican, cuando los hechos habría 
ocurrido a la once o doce de la noche; ha cuestionado el acta de entrevista del 
agraviado, en esta ha señalado sustancialmente que el agraviado no habría 
sindicado a su patrocinado como uno de los sujetos quienes le habrían 
sustraído sus pertenencias; asimismo ha cuestionado el acta de inspección 
técnico policial realizado en la avenida Ferrocarril, ha señalado que no es en 
esta avenida en donde habrían sucedido los hechos, señalando que este no es 
un elementos de convicción; en cuanto al acta de entrevista personal 
practicado a su patrocinado, señala en los sustancial que en esta su 
patrocinado no está mintiendo y que esta no puede valorarse en su contra; en 
cuanto al certificado médico legal practicado al imputado, ha señalado en los 
sustancial que en este no se consigna que las lesiones que presenta su 
patrocinado fueron causados por una mordedura, señalando asimismo que 
este no es un elemento de convicción; respecto de la declaración de Nelly Pilar 
Chambi Figueroa, señala que en esta no señala donde habrían ocurrido los 
hechos, habla de avenida Ferrocarril sino que los hechos habrían ocurrido en 
la avenida Nueva Celandia; asimismo ha señalado que no se cuenta con el 
certificado médico del agraviado Cesar Espinoza Gonzales, concluyendo que 
no existen elementos de convicción para fundar una prisión preventiva. 
Efectuando un análisis de estos elementos de convicción ante la precisión 
efectuada por el Juzgador al Ministerio Público ha señalado este que no se ha 
podido o no se presentan documentos que acrediten los bienes objeto de 
sustracción, el Juzgado considera que efectivamente en este tipo de delito 
corresponde acreditarse la preexistencia de los bienes objeto de sustracción, 
en este sentido el Ministerio Público ha señalado que ha solicitado a los 
agraviados que acrediten la existencia de dichos bienes, sin embargo todavía 
no han sido recabadas, siendo que corresponde acreditarse la existencia del 
dinero en efectivo que señala haberse sudo sustraído, asimismo como los 
documentos DNI, libreta militar, asimismo la preexistencia del celular marca 
NOKIA-951098920; si bien se cuenta además con la declaración de la 
agraviada que sindica al imputado como la persona que la habría atacado y 
además que habrían participado otras tres personas, esta no sindica al 
procesado como la persona que habría sustraído los bienes a su esposo, 
conforme lo ha hecho notar la defensa en el acto de audiencia, por cuanto 
conforme aparece del acta de entrevista de la persona del agraviado, si bien 
este describe la forma en que fue atacado por tres sujetos y quienes le habrían 
sustraído los bienes que señala el Ministerio Público, este no habría sindicado 
al Ministerio Público; el Juzgador considera que las actas de ocurrencia 
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policial, la inspección técnico policial, estos elementos de convicción dan 
cuenta de hechos posteriores y no al momento mismo en que ocurrieron los 
hechos, asimismo no se cuenta con la declaración de los efectivos policiales o 
de algún miembro del Serenazgo en el que se haya referencia al momento 
mismo de la intervención efectuado al procesado; por lo que además se tiene 
en cuenta que si bien el Ministerio Público ha señalado que no se ha podido 
aun recabar el certificado médico legal practicado al agraviado Cesar Espinoza 
Gonzales ha referido que se cuenta con el acta de ocurrencia policial efectuada 
ante el efectivo policial Ismael Quispe Trujillo, el mismo que se encontraba de 
servicio en el Hospital Carlos Monge Medrano, asimismo se tiene en cuenta 
que cuenta con el acta de entrevista personal practicado a dicho agraviado en 
el Hospital antes referido, sin embargo el Juzgador considera que para dictar 
una medida de prisión preventiva deben de concurrir elementos de convicción 
suficientes y estos al que ha hecho referencia le Ministerio Público, no se 
contarían a la actualidad, por consiguiente evaluados los elementos de 
convicción en su conjunto se puede concluir que solo se cuenta con la 
sindicación de la agraviada en el delito que se atribuye haber participado al 
imputado; en consecuencia, se estima que existen elementos de convicción del 
hecho imputado, sin embargo estos no son fundados y graves para dictar una 
medida como la señalada. En cuanto a la prognosis de pena, esto que la 
sanción a imponerse sea mayor a cuatro años de pena privativa de la 
libertad; el Ministerio Público, ha señalado que el delito que se investiga al 
investigado es el de Robo Agravado, previsto en el artículo 189, Primer 
Párrafo, incisos 2) y 4) del Código Penal, el que tiene una pena conminada de 
no menor de doce años ni mayor de veinte; por su parte la defensa ha 
señalado en este extremo que el Juzgador debe tener en cuenta si se habría 
cometido el delito o no y que no es necesario un pronunciamiento al respecto, 
por cuanto su patrocinado no habría participado y siendo que el Ministerio 
Público ha señalado que si se cumple con este presupuesto, el Juzgador 
considera en efecto independientemente de la existencia de elementos de 
convicción que den cuenta de la producción del hecho imputado al investigado 
se deben tener en cuenta la existencia de dos agravantes, esto es que el delito 
se habría cometido durante la noche y con el concurso de dos o más personas 
y teniendo en cuenta que este delito señala en su mínimo una pena no menor 
de doce años, en la hipótesis de que el Ministerio Público cumpla con acreditar 
la comisión del delito  y la responsabilidad del procesado se tiene que la pena 
a imponerse superaría largamente los cuatro años de privación de la libertad, 
por lo que se tiene que concurre este delito. Respecto al peligro procesal; el 
Ministerio Público ha señalado que existe peligro de fuga en el imputado, por 
cuanto habría señalado que el procesado no habría presentado ningún 
elemento de convicción que acredite o cuenta con arraigo laboral y arraigo 
domiciliario; asimismo ha señalado que si bien ha referido que es ladrillero 
artesanal en su casa, sin embargo tampoco ha presentado documento que 
corrobore lo referido; asimismo ha señalado que existe peligro de que el 
imputado pueda obstaculizar la investigación, por cuanto ha señalado que 
habría entorpecer la actividad probatoria, puesto que podrían influir a que los 
agraviados cambie su versión, asimismo ha hecho referencia a que la pena a 
imponerse es elevada y que el imputado viene negando los hechos, pese a 
que se señala que estuvo con tres sujetos que sustrajeron los bienes a los 
agraviados. La defensa por su parte, en cuanto al peligro de fuga y en cuanto 
al arraigo domiciliario ha señalado que su patrocinado vive en la Avenida 
Aviación en la Comunidad de Jaran en Juliaca; ha presentado en el acto de 
audiencia una escritura pública en copia certificada; asimismo ha presentado 
una partida de nacimiento que corresponde a su patrocinado; asimismo ha 
presentado una constancia efectuada por el presidente de la Comunidad 
Campesina de Huray Jaran; ha presentado asimismo un recibo de Electro 
Puno, en el que se hace constar la dirección de su señor padre, ubicado en el 
sector Aviación L-30. El Ministerio Público en este extremo ha señalado y ha 
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cuestionado dicha documentación presentada por la defensa, señalado que la 
copia del testimonio que se presenta no existe correspondencia entre el 
domicilio señalado por el procesado en su declaración y el domicilio o la 
dirección que se hace referencia en dicha escritura pública; respecto de la 
constancia presentada en el que se hace constar que el procesado junto a su 
padre serian comuneros activos de la Comunidad Campesina Huray Jaran y 
que estos domicilian y tienen su dirección en la Comunidad Campesina de 
Huray Jaran, ha señalado que la persona del presidente de dicha comunidad 
non es la idónea para expedir o señalar el domicilio  del procesado y respecto 
del recibo de luz  de Electro Puno, lo ha cuestionando señalado que en este se 
hace referencia a que presenta la dirección de Seferino Apaza Paricahua y no 
del procesado, por lo que no habría o no se acreditaría le arraigo domiciliario; 
el Juzgador en este extremo considera que si bien como lo ha señalado la 
defensa existen en Juliaca, en la comunidades que las casas no presentan 
número, en este extremo existe duda en el Juzgador si efectivamente la 
dirección que corresponde, que se señala en los documentos presentado 
corresponden o sean las mismas a las señaladas en la declaración del 
procesado, esto es en la avenida Aviación s/n como se ha señalado en su 
declaración, en efecto se puede tener en cuenta al respecto que tratándose de 
juna comunidad es posible que no se haya podido actualizar esta dirección en 
su documento de identidad; por lo que el Juzgador considera que pese a que 
existe discrepancia entre la dirección brindada en su declaración, sin embargo 
el procesado de alguna manera habría señalado que cuenta con arraigo 
domiciliario y asimismo ha de tenerse en cuenta que si bien el Ministerio 
Público ha señalado que este no cuenta con arraigo domiciliario, sin embargo 
el Juzgador tiene en cuenta que corresponde al Ministerio Público acreditar con 
elementos de convicción en forma objetiva que el mismo no cuenta con arraigo 
domiciliario, lo que no se ha hecho solamente se ha cuestionado la 
documentación presentada por la defensa del investigado; respecto del arraigo 
laboral, el Ministerio Público ha señalado que el procesado no cuenta con 
arraigo laboral, sin embargo también se tiene en cuenta que el Ministerio 
Público no habría objetivamente acreditado que el mismo procesado no cuente 
con este arraigo, por cuanto no ha ofrecido elementos de convicción que den 
cuenta ello, sin embargo, el procesado habría presentado una constancia de 
trabajo expedida por el presidente de la Asociación de Transportistas de 
Ventas de Ladrillos y Agregados de Construcción de Juliaca, expedida el 
catorce de agosto del dos mil trece, en el que ha señalado que el procesado ha 
prestado sus servicios como estibador; asimismo ha presentado un contrato de 
locación de servicios expedido por el presidente de la Asociación de 
Transportistas de Ventas de Ladrillos y Agregados y que se ha celebrado con 
el imputado, este contrato ha sido efectuado con fecha quince de julio del año 
dos mil trece, en el que se señala que contrata los servicios de Daniel Apaza 
Ramos como estibador para la carga y descarga en la mencionada asociación, 
en este sentido se tiene que la defensa del investigado ha señalado que su 
patrocinado es estibador y asimismo que se dedica a ladrillero artesanal en su 
casa; que si bien el Ministerio Público ha cuestionado esta documentación por 
cuanto no se habría acreditado que la persona de Lider L. Ccagiavilca Chi 
como presidente sea en realidad presidente de dicha Asociación de 
Transportistas, ha señalado igualmente que no se habría acreditado 
formalmente que exista dicha asociación por cuanto en los citado documentos 
no aparece ningún tipo de RUC, como lo tiene bien señalado si bien se 
cuestionan aspectos formales de la documentación, sin embargo se tiene en 
cuenta que el procesado de alguna manera habría acreditado que cuenta con 
arraigo laboral, no habiendo el Ministerio Público presentado elementos de 
convicción que dejen o que no le den mérito para ser valorado. Respecto del 
peligro de obstaculización, en este extremo el Ministerio Público ha señalado 
en los sustancial que se podría entorpecer la actividad probatoria porque el 
procesado podría influir en que los agraviados cambien su versión, la defensa 
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en este extremo ha señalado que su patrocinado no sabe siquiera que significa 
obstaculización, el Ministerio Público cuenta con secundaria incompleta y que 
entiende lo que significa ello; sin embargo, el Juzgador tiene en cuenta también 
que simplemente se ha señalado o se ha afirmado que el imputado pueda 
influir para que los agraviados cambien su versión, sin embargo objetivamente 
también no ha evidenciado, ni ha presentado ningún elemento de convicción 
que corrobore ello y si bien ha señalado que la pena a imponerse en el 
presente proceso puede ser elevada en razón a que se señala que la pena 
conminada es menor de doce años, sin embargo por dicha gravedad podría 
haber un peligro de fuga; sin embargo, se tiene que no concurre el peligro de 
fuga, por cuanto se ha acreditado que el procesado cuenta con arraigo 
domiciliario y arraigo laboral, en ese sentido se tiene que no concurre el peligro 
procesal; por lo que el Juzgador considera que si bien no se ha alcanzado por 
parte del Ministerio Público mayores elementos de convicción que den cuenta 
de la participación del procesado en el delito que se le imputa y que ha 
señalado la existencia de un probable peligro de obstaculización considera el 
Juzgador pertinente en atención a los dispuesto en los artículos 271 y el 
artículo 286 inciso 2) del Código Procesal Penal de imponerse la medida de 
comparecencia con las restricciones que establece el artículo 288, 
imponiéndole reglas de conducta a efecto de que el procesado pueda 
apersonarse al Juzgado de Investigación Preparatoria y cumpla con justificar 
sus actividades y que se presente para que se practiquen las diligencias que 
señale tanto la Fiscalía como el Juzgado, asimismo el procesado no podrá 
ausentarse de la localidad donde reside y se le impone también la prohibición 
de comunicarse con la persona de los agraviados. Por estas consideraciones, 
no concurriendo en forma copulativa los presupuestos materiales para dictar 
una prisión preventiva,   
SE RESUELVE: 
PRIMERO: DECLARAR INFUNDADO el 
requerimiento de prisión preventiva solicitado por el Ministerio Público e 
IMPONER al imputado DANIEL APAZA RAMOS la medida coercitiva de 
comparecencia con restricciones, imponiéndole las siguientes reglas de 
conducta: El imputado deberá cumplir con apersonarse la Juzgado en las 
oportunidades que sea citado para que se practique las diligenciaos 
programadas; asimismo deberá concurrir una vez al mes para justificar sus 
actividades; el imputado no podrá ausentarse de la localidad en que reside y 
permanecerá en el domicilio que ha señalado en la investigación; asimismo se 
le impone la prohibición de comunicarse con la persona de los agraviados, ni 
podrá concurrir a sus domicilios. Regístrese y Hágase Saber.- 
 
09:24 hrs. (1:39´) JUEZ: Consulta la resolución emitida a las partes: 
09:24 hrs. (1:39´) FISCAL: Manifiesta que interpone recurso de apelación.------------------------------- 
09:25 hrs. (1:40´) ABOGADO DEL IMPUTADO: Manifiesta que se encuentra conforme.------------- 
09:25 hrs. (1:40´) JUEZ: Da por interpuesta el recurso de apelación efectuada por la Fiscalía y 
se le concede le plazo de tres días para que pueda sustentarlo, bajo 
apercibimiento de declararse improcedente y por conforme la defensa.------------ 
09:25 hrs. (1:40´) JUEZ: Da por concluida la presente audiencia y ordena se cierre la grabación 




3° JUZ. DE INVES. PREPARATORIA - Sede Juliaca 
EXPEDIENTE   : 01132-2014-98-2111-JR-PE-03 
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AGRAVIADO   : ESTADO PERUANO 
ESPECIALISTA DE AUDIENCIA : EDUARDO ALEXANDER GONZALEZ ITO  
 
ACTA DE REGISTRO DE AUDIENCIA DE PRISION PREVENTIVA 
 
En Juliaca, siendo la horas DIECINUEVE CON CINCO MINUTOS DEL DÍA VEINTIDOS DE 
AGOSTO DEL AÑO DOS MIL CATORCE, se constituye el Magistrado SANTOS POMA MACHACA, JUEZ 
DEL PRIMER JUZGADO PENAL DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA DE SAN ROMÁN-JULIACA, en la 
Sala de Audiencias del Modulo Penal de San Román-Juliaca, para realizar la audiencia de PRISIÓN 
PREVENTIVA, en el expediente 1132-2014-98, seguido en contra de SAVINO PABLO CCAHUANA 
CHUCTAYA, por la presunta comisión del delito de LAVADO DE ACTIVOS, en agravio del ESTADO 
PERUANO.----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
Se deja constancia que la audiencia será registrada mediante audio, cuya grabación demostrará el 
modo cómo se desarrollará la presente audiencia conforme así lo establece el inciso dos, del artículo 
trescientos sesenta y uno del Código Procesal Penal, pudiendo acceder a la copia de dicho registro.-------------- 
 
19:05 hrs. (00’) VERIFICACION DE LA PRESENCIA DE LOS INTERVINIENTES: 
 
 1. REPRESENTANTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: Efraín Sumiri Garcia, Fiscal 
Adjunto de la Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de San Román Juliaca 
Primer Despacho de Decisión Temprana, con domicilio procesal en Plaza Zarumilla 
Edificio Institucional del Ministerio Público, con teléfono 951660000.----------------------- 
2. DEFENSA TÉCNICA DEL IMPUTADO SAVINO PABLO CCAHUANA CHUCTAYA: 
Abog. Jorge Gutiérrez Ito, Identificado con CAP Nº 1347, con domicilio procesal en 
el Jirón Apurímac 635, oficina 01, con número de celular 951442553, con correo 
electrónico coco71@hotmail.com .------------------------------------------------------------------- 
3. IMPUTADO: Savino Pablo Ccahuana Chuctaya, con DNI. 41255654, estado civil 
casado, ocupación chofer, domicilio Urb. Los Geranios Mz A-12 Lt. 4, Juliaca.---------- 
 
19:08 hrs. (03’) DESARROLLO DE LA AUDIENCIA: 
 
19:08 hrs. (03’) Juez: El Juzgado hace presente a los asistentes que le información proporcionada, es 
considerada valida para los efectos del proceso a continuación ingresamos a la etapa de 
debate en acto público concediendo el uso de la palabra al representante del Ministerio 
Público a fin de que pueda sustentar oralmente el requerimiento de Prisión Preventiva.---- 
19:08 hrs. (03’) Fiscal: Oraliza su requerimiento solicita MANDATO DE PRISIÓN PREVENTIVA por el 
plazo de 9 Meses en contra de SAVINO PABLO CCAHUANA CHUCTAYA, por la 
presunta comisión del delito de Lavado de Activos, ilícito previsto y sancionado en el 
artículo 3° del Decreto Legislativo N° 1106 - Traslado de dinero dentro del territorio 
nacional, en agravio del Estado Peruano representado por el Procurador Público de 
Lavado de Activos. Como hechos se tiene lo siguiente: Que, aproximadamente a las 
13:30 horas del día 21 de agosto de 2014, a la altura del Cerrito Pujrajasi de Juliaca - 
Carretera a la salida al Cusco, la tripulación de la Unidad Motorizada PL - 9857 intervino 
al vehículo de Placa de Rodaje Z3W-377 (Automóvil H1 marca Nissan Tilda) conducido 
por Britner Apaza Mamani, en cuyo interior viajaban hacia Masuco cuatro personas, y al 
momento de la intervención se percataron que Savino Pablo Ccahuana Chuctaya se 
encontraba nervioso y temblando al momento de la identificación por lo que le 
conminaron a que bajara del vehículo, donde se percatan que dicha persona llevaba 
amarras casi vistosas en los dos pies, percatándose que llevaba dinero adherido al 
cuerpo, conminando a que sea conducido a la Unidad Especializada siendo que los 
demás pasajeros y el intervenido no quisieron regresar a la ciudad por lo que los 
efectivos policiales intervinientes solicitaron el apoyo de la tripulación de la Unidad 
Motorizada KR-91072 y PL-7191; siendo el resultado típico que el intervenido SAVINO 
PABLO CCAHUANA CHUCTAYA trasladaba dinero adherido al cuerpo 09 paquetes de 
S/. 10,000.00 (Diez Mil con 00/100 Nuevos Soles) que en total hacen la suma de S/. 
90,000.00 (Noventa Mil con 00/100 Nuevos Soles), de cuyo origen ilícito conoce y/o se 
debe presumir que conoce por la forma camuflada, oculta y nerviosa en que trasladaba el 
dinero en referencia; siendo el móvil y finalidad de su conducta evitar la identificación del 
origen de dicho dinero, que probablemente provenga de la minería ilegal y/o delitos 
vinculados al crimen organizado". En ese contexto de hechos, no está acreditado la 
procedencia lícita del dinero materia de la presente investigación; pero pretendiendo 
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acreditar tal extremo, el imputado ha presentado dos cronogramas de pagos de créditos 
que su esposa Nancy Zuñiga Tuni a solicitado a Mi Banco en febrero de 2012 por la 
suma de S/. 40,000.00 (Cuarenta Mil con 00/100 Nuevos Soles) y en julio de 2013 por la 
suma de S/. 50,000.00 (Cincuenta Mil con 00/100 Nuevos Soles), de los cuales el primer 
crédito esta cancelado en su totalidad y el segundo crédito de 24 cuotas ya han sido 
cancelado 14 cuotas. Los otros Cronogramas de pagos están a nombre de Randi 
Gonzales Velarde y Cristina Tune Casa que son impertinentes por no estar ligados al 
intervenido. Respecto a los créditos solicitados por la esposa del imputado se tiene que 
las mismas no acreditarían la procedencia lícita del dinero que llevaba el imputado por 
las siguientes razones: a) No se ha acreditado de manera al menos indiciaría a que 
actividad lícita se dedique la esposa del intervenido, b)No se tiene acreditado para que 
negocio o inversión lícita haya solicitado los préstamos la esposa del imputado, c) No se 
ha acreditado a que negocio lícito con probabilidad de abundantes ganancias se dedique 
el imputado d) Por lo tanto, por la lejanía de las fechas y por que los créditos 
prácticamente ya están cancelados, no es creíble que el dinero que llevaba el imputado 
sea procedente de los créditos obtenido de Mi Banco. Siendo así, por el lugar al que se 
dirigía el imputado, zona en el que impera la minería informal con utilización de 
maquinaria pesada y dragas, y por su oficio de conductor y operador de maquinaria 
pesada, es altamente probable que el dinero incautado provenga de la minería informal, 
y/o de actividades relacionadas al narcotráfico o de delitos relacionados al crimen 
organizado. Indica la modalidad de detención los fundamentos del requerimiento de 
Prisión Preventiva: a) Existen fundados y graves elementos de convicción para 
estimar razonablemente la comisión del delito imputado:  Se mencionan los 
siguientes elementos de convicción: 1) Acta de intervención policial, de fecha 21 de 
agosto del 2014 (fs. 07); 2) Acta de registro personal de Savino Pablo Ccahuana 
Chuctaya, de fecha 21 de agosto del 2014 (fs. 09 /16 ); 3) Acta de incautación de fecha 
21 de agosto del 2014 (fs. 17/24 ); 4) Acta de declaración del imputado Savino Pablo 
Ccahuana Chuctaya, de fecha 21 de agosto del 2014 (fs. 37/38 ); 5) Acta de declaración 
testimonial de Britner Apáza Mamani, de fecha 21 de agosto del 2014 (fs. 39/ 41 ) 6) Acta 
de declaración testimonial de Julio Marión Galvez Angles, de fecha 21 de agosto del 
2014 (fs. 42/44 ); 7) Cronograma de pagos de Mi Banco de fecha 21 de agosto del 
2014(fs. 91/92 ); 8) Cronograma de pagos de Mi Banco de fecha 21 de agosto del 
2014(fs. 94/95 ); 9) Ficha RENIEC del imputado; 10) Ficha RUC del imputado y de su 
esposa. b) La sanción a imponerse resulta superior a cuatro años de pena privativa 
de libertad. La pena para este delito de Lavado de activos según el artículo 3 del decreto 
legislativo 1106, es: no menor de 8 ni mayor de 15 años de pena privativa de 
libertad. Los hechos que son materia de investigación, conforme lo establece la pena a 
imponerse largamente superan los cuatro años de pena privativa de libertad, por cuanto 
no existen circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal. Debido a que la 
pena según el delito tipificado es de no menor de 8 años ni mayor de 15 años y con 120 
a 350 días–multa. c) El imputado en razón a sus antecedentes y otras 
circunstancias del caso particular, permite colegir razonablemente que tratara de 
eludir la acción de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la 
verdad (peligro de obstaculización) Para acreditar el peligro de fuga, que el 
imputado a acreditado arraigos domiciliario, laboral y familiar; sin embargo, por la 
naturaleza del delito, ello no es suficiente para enervar el peligro de fuga en el presente 
caso. Sobre este extremo para establecer peligro de fuga invoco lo que establece el 
artículo 269°.2 del Código Procesal Penal, es decir la gravedad de la pena que se espera 
como resultado del procedimiento en el presente caso, en el sentido de que el imputado 
conocedor de la gravedad de los hechos que se le imputan, es consciente de que se le 
puede imponer una pena grave de 10 años de privativa de libertad, dado que el delito 
investigado se encuentra sancionado con una pena privativa de la libertad no menor de 
quince años, así también lo establece la circular Nº 325-2011 sobre prisión preventiva de 
fecha 13 de setiembre del 2011, en donde por temas de seguridad ciudadana y de 
interés de la justicia y protección de los fines del Estado Peruano expresamente nos 
refiere que los arraigos básicamente sirven para sustentar falta de peligro procesal en 
presunta comisión de delitos leves, pero que en delitos graves con prognosis de pena 
altos lo que predomina es la gravedad de la pena que se espera como resultado del 
procedimiento, conforme al requerimiento de Prisión Preventiva que obra en autos, cuyos 
detalles fueron expuestos en audiencia y registrados en audio.------------------------------------ 
19:32 hrs. (21‘) Juez: Corre traslado a la defensa técnica del imputado.--------------------------------------------- 
19:32 hrs. (21‘) Defensa Técnica del Imputado: Indica que va acreditar  los arraigos de su patrocinado 
y es verdad que el día veintiuno de agosto del año dos mil catorce, siendo horas trece y 
treinta de la tarde aproximadamente cuando la Policía realizaba patrullaje cotidiano en el 
intersección del Jirón Cahuide y Mariano Núñez a bordo de una unidad motorizada PL 
9857, se pudo observar que tres personas de sexo masculino se aproximaban a la 
unidad policial indicando que un vehículo que realiza transporte de pasajeros en forma 
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ilegal en las localidades de Masuco y Hueypetue, motivo por el cual se procedió a dar 
alcance para intervenir a la altura de la salida al Cusco en la que al vehículo automóvil 
Nissan Tilda de placa de rodaje Z3W377, color gris metálico, conducido por la persona 
de Britner Apaza Mamani, el mismo que se identifico con licencia de conducir N° 
U450829 de la categoría AII, mencionando que tiene como domicilio real en el Jirón 
Junín N° 224 de esta ciudad de Juliaca, el mismo que presento los documentos de ley 
consistente en tarjeta de propiedad del vehículo intervenido, el certificado contra 
accidentes de tránsito de la empresa LA POSITIVA, licencia de conducir, al momento de 
la intervención se pudo observar que al interior del vehículo intervenido viajaban cuatro 
personas de sexo masculino a quienes se les identifico y habían manifestado que habían 
tomado el servicio de transporte recién en Masuco y en esas circunstancias se 
percataron los miembros de la PNP que la persona de Savino Pablo Ccahuana 
Chuctaya, identificado con DNI 41255654 se encontraba en el interior del dicho vehículo 
a lado del copiloto que fue identificado por parte de los miembros de la PNP a que pueda 
bajar del vehículo presenciando que presentaba amarres vistosos de color amarillo en los 
miembros inferiores en el que poseía dinero en efectivo, al momento de ser traslado a la 
dependencia policial especializada, se comunicó a horas tres y cuarenta y cinco de la 
tarde al representante del Ministerio Público a efectos de realizar el registro personal y se 
le encontró la suma de noventa mil nuevos soles dinero de propiedad del imputado, que 
se dirigía con destino a la localidad de Masuco, producto de la intervención policial se le 
imputa a Savino Pablo Ccahuana Chuctaya, la comisión del delito de Lavado de Activos 
ilícito previsto y sancionado en el artículo 3° del Decreto Legislativo 1106 por traslado de 
dinero dentro del territorio nacional, en agravio del Estado Peruano, conforme lo ha 
tipificado el representante del Ministerio Público, conforme al artículo 268° del Nuevo 
Código Procesal se establecen los presupuestos fundamentales materiales de la 
comisión del delito y es así que el representante el Ministerio Público refiere que existe 
fundados y graves elementos de convicción para estimar gravemente la comisión del 
delito que vincula al imputado como partícipe del mismo, basando su tesis de 
incriminación en el acta de intervención policial de igual manera el acta de incautación de 
dinero en la  propia manifestación del imputado, manifiesta que en la elaboración del acta 
de intervención policial el imputado fue privado del derecho de defensa no se a 
comunicado en el momento de la intervención con un abogado de su libre elección y esto 
se acredito por que el abogado de la defensa se apersona a la dependencia policial 
cuando ya estaban haciendo el Registro Personal del dinero exhortando a los señores de 
la policía a fin de que comuniquen al señor fiscal para que se pueda hacer el precinte y 
continuar con el desarrollo de la incautación del dinero, en el Acta Policial consta la hora 
del arribo del señor fiscal a esta dependencia policial, como del abogado de la defensa, 
se puede decir que este documento tiene ciertos vicios que no dan convicción legal a su 
autoridad para determinar la libertad del imputado desde ya se cuestiona este 
documento, posterior a la realización del registro personal los señores policías 
procedieron a hacer el conteo del dinero durante varias horas para depositar este dinero 
en las bóvedas del Banco de la Nación, existe la declaración que corrobra que el 
imputado se dirigía de viaje a la localidad de Masuco en un  vehículo de servicio especial 
de la empresa de transportes “Señor de Coylloriti” no se trasladaba en vehículo particular 
donde podía evadir control y llevaba su dinero adherido al cuerpo de sus extremidades 
en razón de que en esta ciudad donde existe constantes hechos de robo, el imputado 
tenía que garantizar su seguridad para el transporte del dinero, se establece como otro 
presupuesto para dictar la prisión preventiva que la sanción a imponerse sea superior a 
los cuatro años de pena privativa de libertad, el señor Fiscal debió de tener en cuenta el 
derecho a la presunción de inocencia, se le está adelantando una sanción penal superior 
a cuatro años, sin haberle escuchado sus versiones, su derecho de defensa ya se le está 
incriminando la comisión del delito haciendo una prognosis de la pena ha imponerse en 
este tipo de delitos, es de ocho a quince años existiendo beneficios de acuerdo a la Ley 
que el imputado puede acogerse en su momento, puede hacerse acreedor a la 
Colaboración Eficaz, al arrepentimiento y una serie de beneficios que la ley establece 
para todo imputado, como otro presupuesto para dictar la prisión preventiva son sus 
antecedentes y otra circunstancia caso particular permite colegir razonablemente que 
trate de eludir a la acción de la Justicia Peligro de Fuga u obstaculizar la Averiguación de 
la verdad Peligro de Obstaculización, el imputado es un próspero comerciante, antes se 
dedicaba a operador de maquinarias pesadas, hecho probado que es su momento se 
dará a conocer los documentos y certificados que ostenta le imputado por falta de trabajo 
en las instituciones públicas y privadas, el imputado hoy se dedica a la actividad de 
compra y venta de vehículo usados, es por eso que el día veintiuno de agosto de este 
año fue intervenido con esta cantidad de suma de dinero, que es materia de 
investigación, el imputado no pertenece y ninguna organización criminal no tiene 
Antecedentes Penales, Judiciales, Policiales, en casos similares, por tanto tiene 
solvencia moral, personal e inclusive social por que el día de mañana fue nombrado 
 4 
padrino de bodas de la ciudad de Quispicanchis donde de donde es natural es por eso 
que él viajaba con antelación a este hecho, con relación al peligro de fuga el imputado 
cuenta con arraigo familiar, arraigo laboral y arraigo domiciliario, en cuanto a la gravedad 
de la pena esto no debe ser tomado como un presupuesto único, deben acompañarse de 
otros que permitan un aspecto más amplio sobre la situación fáctica y jurídica del 
imputado, pues como precisa San Martín Castro la gravedad de la pena no basta solo 
para probar el peligro de fuga, si no que debe conjugarse con toda una serie de 
circunstancias, el inciso cuarto refiere con relación al comportamiento del imputado 
durante el procedimiento, se cree que este es un criterio válido reconocido por el Tribunal 
Constitucional se debe tener en cuenta el derecho a la presunción constitucional de 
inocencia, que en todo caso debe ser desvirtuado en proceso judicial, ello no implica que 
le acusado tenga que mostrar una actitud reacia al esclarecimiento de la causa, el 
imputado como operador de maquinaria pesada cargador frontal en diferentes empresas, 
y que por falta de trabajo se dedica a la actividad de comerciante en la compra y venta 
de vehículos en esta ciudad de Juliaca, es que se dirigía a Masuco, Hueypetue, y Cusco 
en estas localidades a realizar la actividad de compra y venta de vehículos, es así que el 
día veintiuno de agosto de este año a horas once de la mañana, luego de realizar dos 
contratos de préstamos de dinero con sus familiares su sobrina Randi Gonzales Velarde 
por la suma de siete mil quinientos nuevos soles, documento ya presentado en este caso 
y con su cuñado Hugo Zúñiga Tuni, por la suma de quince mil nuevos soles, y su suegra 
Cristina Tuni Casa, para luego dirigirse por el préstamo de siete mil quinientos nuevos 
soles para  luego  dirigirse a la agencia de viajes “Señor de  Coylloriti” luego de una larga 
espera se llena el vehículo inician el viaje y posteriormente son intervenidos, los 
elementos de convicción que acreditan el arraigo familiar, arraigo laboral y arraigo 
domiciliario, con relación al arraigo familiar se tiene la copia del DNI de su esposa  Nancy 
Zúñiga Tuni, obra en la carpeta fiscal la copia de DNI de su hijo Rolando Sabino 
Ccahuana  Zúñiga, la partida de matrimonio del imputado otorgado por la Municipalidad 
Distrital de Tiquijana provincia de Quispicanchis, departamento de Cusco, de fecha 
veintiuno de mayo del dos mil ocho, el DNI de Oscar Cesar Ccahuana Puma y de Carol 
Elizabeth Ccahuana Zúñiga, esto para acreditar el arraigo familiar; en el arraigo laboral 
se tiene constancia de trabajo a nombre del imputado otorgado por la empresa Conixa 
obre corredor vial interoceánica Perú-Brasil, tramo número 01 Urcos-Cusco de fecha 
doce de noviembre del año dos mil siete, la copia certificada de asistente a curso de 
taller práctico y teoría de mecánica eléctrica de la UNSA Arequipa a nombre de Savino 
Pablo Ccahuana Chuctaya de fecha marzo del año noventa y cinco, copia del certificado 
de trabajo otorgado por la compañía de Forex Muyumanu S. R. L., a nombre del 
recurrente como operador  de maquinaria pesada cargador frontal y excavadora de fecha 
nueve de setiembre del año noventa y dos, copia de la constancia de mantenimiento y 
operación de cargador frontal y retro excavadora otorgado a nombre de Savino Pablo 
Ccahuana Chuctaya de la empresa Ferreyros de fecha diecinueve de enero del año dos 
mil cinco, copia del permiso de operador de maquinaría pasada automotriz otorgado por 
el Ministerio de Transportes y Comunicaciones clase III a nombre de Savino Pablo 
Ccahuana Chuctaya, copia de la licencia de conducir a nombre de Savino Pablo 
Ccahuana Chuctaya de la categoría A III-C otorgado por el Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones, copia de la credencial del curso de capacitación anual Esco Cusco N° 
0037 y nombre del recurrente de fecha veintisiete de marzo del dos mil catorce, copia del 
Certificado de Trabajo a nombre de Savino Pablo Ccahuana Chuctaya otorgado por 
Consorcio Calca II por participar en la obra mejoramiento de la carretera Calca, 
Machacancha, Quellopuico, tramo I del departamento de Cusco, de fecha dos de 
setiembre del año dos mil trece, original del Certificado de Trabajo a nombre de Sabino 
Pablo Ccahuana Chuctaya otorgado por la municipalidad distrital de Quiquijana-Cusco 
por haber laborado como operador de cargador frontal Catarpillar 66F de fecha cinco de 
enero del año dos mil diez, original del Certificado de Trabajo a nombre de Savino Pablo 
Ccahuana Chuctaya otorgado por la Municipalidad distrital de Quiquijana-Cusco de fecha 
doce de enero del año dos mil diez, original de control de estudio de su menor hija Deysi 
Karen Ccahuana Zúñiga celebrado con la UPEU filial Juliaca donde cursando estudios 
superiores en la carrera profesional de Ingeniería de Sistemas, para demostrar el arraigo 
domiciliario se presenta copia certificada de la escritura pública del inmueble ubicado en 
el Lote 16 Manzana A-13 del distrito de Juliaca de propiedad del recurrente a nombre de 
Nancy Zúñiga Tuni, celebrado por ante el Juzgado de Paz Letrado del distrito de 
Caracoto, se adjunta copia de la minuta de compra-venta del mismo bien, para demostrar 
la procedencia del dinero y el sustento se presenta la copia legalizada de cronograma de 
pago otorgado por la entidad financiera Mi Banco hasta por la suma de cincuenta mil 
nuevos soles (S/. 50.000 00) a nombre de su esposa Nancy Zúñiga Tuni, de fecha 
veintiuno de agosto del dos mil catorce, extracto que fue solicitado el día de ayer 
instantes después de su detención, copia legalizada de cronograma de pago de la deuda 
en la entidad financiera Mi Banco hasta por la suma de cuarenta mil nuevos soles (S/. 
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40.000 00)  a nombre de su esposa Nancy Zúñiga Tuni, de fecha veintiuno de agosto del 
dos mil catorce, copia legalizada de cronograma de pago de la deuda en la entidad 
financiera Credi Visión a nombre de su cuñada Randi Gonzales Velarde, hasta por la 
suma de siete mil quinientos (S/. 7.500 00) cuyo contrato de préstamo de dinero se 
presenta en contrato privado de mutuo se presenta en original, copia legalizada de 
cronograma de pago de la entidad financiera Credi Visión a nombre de su suegra Cristina 
Tuni Casa hasta por la suma de siete mil quinientos (S/. 7.500 00) cuyo contrato de 
préstamo de dinero se presenta en contrato privado de mutuo se presenta en original, 
todos estos son documentos veraces, fehacientes y reales que dan veracidad al arraigo 
familiar, laboral y domiciliario. En un país donde el capitalismo y las actividades 
comerciales que se realizan son con montos considerables de dinero como el de compra 
y venta de vehículos, por el mismo valor que presentan es por eso que el imputado por 
medio de su esposa obtiene estos préstamos a fin de cumplir con su familia, en su 
domicilio, no puede eludir a la justicia, no tiene reporte de migraciones nunca ha salido al 
exterior del país, por estas razones se solicita que se dicte mandato de comparecencia 
restringida a fin de que pueda cumplir con cada uno de los requerimientos del juzgado y 
más adelante demostrar a plenitud la procedencia del dinero, su capital de trabajo que 
tenía en el momento de la intervención policial teniendo en cuenta que son noventa mil 
nuevo soles que están ya en bóvedas del Banco de la Nación es más que suficiente que 
el imputado se presente a su despacho para seguir con la secuela del proceso y poder 
demostrar su capital de trabajo, cuyos detalles fueron expuestos en audiencia y 
registrados en audio.------------------------------------------------------------------------------------------ 
19:58 hrs. (47‘) Juez: Corre traslado al representante del Ministerio Público.--------------------------------------- 
19:58 hrs. (47‘) Fiscal: Con relación a la presunción de inocencia referido a la prognosis de pena son 
solo probabilidades no es un prejuzgamiento, se postula a una prognosis de pena de diez 
años en el eventual caso de la presente investigación llegue a un juicio oral y se dicte 
una sentencia condenatoria, donde incluso esa prognosis de pena puede ser variada en 
relación a los beneficios que tiene los imputados, la prognosis de pena no va a bajar de 
ocho años, en ese sentido también eso ochos años van a ser largamente superiores a 
los cuatro años que exige el artículo 268° literal d) del Código Procesal Penal, con 
relación a que el dinero provendría de una actividad lícita y esa actividad es la compra y 
venta de vehículos que realiza el señor Savino tanto en Juliaca como Masuco, 
Hueypetuhe y otras zonas del lugar no tiene coherencia ni consistencia porque cuando 
uno compra un vehículo motorizado usado ya sea en Hueypetuhe o Masuco para traerlo 
a venderlo en Juliaca primero se debe hacer una transferencia en fecha cierta aunque 
sea con firmas legalizadas ante Notario Público de dicha ciudad, si eso no fuera así ese 
vehículo sin documento en cualquier control policial va a ser retenido por que ahí también 
el imputado estaría cometiendo el delito de Receptación Agravada en autos no parece 
ningún escrito de transferencia que haya podido realizar en Masuco o en Hueypetuhe  
mucho menos existe en autos documento de transferencia de vehículos usados que haya 
podido realizar en la ciudad de Juliaca, y los contratos de mutuos son de fecha reciente 
suscritos por un mismo letrado de manera simultánea y estos documentos son 
inconsistentes para acreditar la procedencia licita del dinero pudiendo ser una cuartada 
armada por el imputado para intentar sustentar la procedencia del dinero en ese sentido 
se considera que no debe ser  tomado en cuenta estos documentos, ya que el prestamos 
que obtuvieron estas personas proviene del doce de agosto del año dos mil catorce hace 
diez días atrás y por lo tanto seguramente las personas que obtuvieron el dinero ya 
tuvieron la posibilidad de disponer dicho dinero en otras actividades, sobre todo por la 
actividad comercial que realiza el imputado no es creíble que ese dinero proceda de los 
documentos que dice que procede, cuyos detalles fueron expuestos en audiencia y 
registrados en audio.-------------------------------------------------------------------------------------------  
20:03 hrs. (52‘) Juez: Corre traslado a la defensa técnica del imputado.--------------------------------------------- 
20:03 hrs. (52‘) Defensa Técnica del Imputado: Con relación a los documentos que acreditarían la 
actividad de compra-venta de vehículos del imputado se ha presentado la mayor 
cantidad de elementos de convicción, no está de más que la secuela del proceso estos 
documentos serán presentado demostrando que efectivamente el imputado se dedica a 
la transferencia de vehículos, estos documentos quedan en las notarías y no es fácil 
recabar dicha documentación es por eso que no se ha presentado en este acto, se ha 
demostrado muy ampliamente la procedencia del dinero licito, capital de trabajo que el 
imputado portaba el dio de la intervención policial, son documentos público que con el 
esfuerzo de su esposa han sido posibles presentarlos en este acto para que sean 
merituados y valorados por su autoridad a fin de garantizar un debido proceso, los 
contratos de mutuo son documentos ciertos que contiene la voluntad de cada uno de 
ellos demostrados con documentos de entidades financieras de donde obtuvieron este 
dinero para poder entregar al imputado y en su momento manifestara el motivo por lo 
que ha obtenido, ya que pretende comprar un vehículo mayor para de repente poder 
cambiar a otra actividad con el reajuste económico en el país que se vive  la actividad 
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comercial en la venta de vehículos ha bajado, en este acto entregamos boletas de pago 
a nombre de  Hugo Zúñiga Tuni es trabajador de construcción civil de la empresa OHL, el 
que percibe ingresos económicos estos recursos fueron entregados en parte de algunos 
beneficios que tuvo con la finalidad que el imputado va a manifestar para que pueda 
realizar sus actividades comerciales para poder obtener algún  dinero más para poder 
sobrevivir, cuyos detalles fueron expuestos en audiencia y registrados en audio.------------- 
20:08 hrs. (57‘) Juez: Corre traslado al representante del Ministerio Público.--------------------------------------- 
20:08 hrs. (57‘) Fiscal: Es probable que las boletas de pago acreditan los ingresos que pueda tener el 
señor Hugo Zúñiga Tuni, sin embargo los documentos contratos privados de mutuo que  
apareja la defensa técnica para acreditar la procedencia de treinta mil soles (S/. 30 
000.00) no son documentos de fecha cierta es sabido que nadie entrega quince mil 
soles, siete mil quinientos soles a simple firma de cualquier contrato, toda persona que 
quiera prestar su dinero lo mínimo que va a hacer es concurrir a un notario para legalizar 
su documento para que tenga respaldo del dinero que se está entregando, se deduce 
que las firmas de contrato que no son de fecha cierta se piensa que es una cuartada que 
está armando el imputado para pretender sustentar de alguna manera la procedencia del 
dinero, cuartada que no puede ser tomado en cuenta a su favor por cuanto esos 
contratos no causan convicción de certeza de su existencia, cuyos detalles fueron 
expuestos en audiencia y registrados en audio.-------------------------------------------------------- 
20:10 hrs. (59‘) Juez: Concede el uso de la palabra al imputado.------------------------------------------------------ 
20:10 hrs. (59‘) Imputado: El dinero era para comprar un volquete ya que en los centro mineros 
informales han estado de remate vendiendo ciertas personas todo tipo de maquinaria, 
quiso comprar un volquete herramienta de trabajo y para sustentar su casa hubo un 
señor que se comprometió darle un volquete FH de segunda, valorizado a cuarenta mil 
dólares (S/. 40 000.00) le dijo que le podría dar su volquete y trabajar le dijo que ya que 
le dejara cuarenta mil dólares, el trabaja toda una vida de operador y siempre juntaba 
dinero y por los gastos de los chicos no podía pero desde el año dos mil diez trabajo con 
Banco Mi Banco y con el Credi Inca, tenía su tienda en Quiquijana-Urcos, Quispicanchis, 
siempre ha trabajaba comprando carritos pequeños en la notaria existe esas ventas que 
ha realizado, hizo prestamos de su cuñado y suegra para alcanzar su herramienta de 
trabajo el volquete que iba comprar era para su uso personal para trabajo, es obrero, 
conocido por empresas privadas, grandes, con su familia han trabajado hasta de 
cocineros han juntado el dinero, su esposa trabajaba de cocinera pagándole mil 
doscientos mensuales, así juntaron el dinero, sus hijos estudian en Juliaca en la 
universidad, recién vive con ellos toda su familia es cristiana, ha trabajado años, el año 
pasado a estado en Bambas trabajando de chofer uno se cansa por la edad por eso 
pensaba comprarse su herramienta propia, cuyos detalles fueron expuestos en audiencia 
y registrados en audio.----------------------------------------------------------------------------------------   
20:15 hrs. (1:04‘) Juez: Da por cerrada la etapa del debate y hace una breve pausa a efectos de emitir la 
resolución correspondiente.---------------------------------------------------------------------------------- 
20:23 hrs. (1:04‘) Juez: Reanuda la audiencia y emite la resolución correspondiente.------------------------------ 
 
RESOLUCION NÚMERO DOS 
 
Juliaca, veintidós de agosto 
del año dos mil catorce.-  
 
VISTOS: Los actuados de la investigación, así como oído la sustentación oral realizada por el señor 
representante del Ministerio Público, oído también la defensa oral desarrollada por el señor abogado 
defensor del imputado, así como también oído la participación personal y directa del investigado Savino 
Pablo Ccahuana Chuctaya y CONSIDERANDO: PRIMERO: Como hechos materia de investigación 
atribuidos a la persona del imputado Savino Pablo Ccahuana Chuctaya, se tiene que el día veintiuno de 
agosto del año dos mil catorce a horas una de la tarde con treinta minutos aproximadamente a la altura del 
cerro Puracasi de la ciudad de Juliaca carretera salida al Cusco la tripulación de la unidad motorizada 
numero PL-9857 intervino al vehículo de placa de rodaje Z3W-377 conducido por Britner Apaza Mamani en 
cuyo interior viajaban hacia Masuco cuatro personas y al momento de su intervención se percataron que 
Savino Pablo Ccahuana Chuctaya se encontraba nervioso y temblando al momento de la identificación, por 
lo que le comunicaron que bajara del vehículo donde se percatan que dicha persona llevaba amarras casi 
vistosas en los dos pies percatándose que llevaba dinero adherido al cuerpo conminando a que sea 
conducido a la unidad especializada siendo que los demás pasajeros y el intervenido no quisieron regresar a 
la ciudad de Juliaca por lo que los efectivos policiales intervinientes solicitaron el apoyo de la tripulación de 
las unidades motorizadas KR-91072 y PL-7191 siendo el resultado típico de que el intervenido Savino Pablo 
Ccahuana Chuctaya trasladaba dinero adherido al cuerpo, nueve paquetes de diez mil soles cada uno, que 
en total ascienden a la suma de noventa mil nuevos soles de cuyo origen licito se desconoce y se debe 
presumir que conoce en la forma camuflada oculta y nerviosa en que trasladaba el dinero en referencia 
siendo el móvil y finalidad de su conducta evitar la identificación del origen de dicho dinero que 
probablemente provenga de la minería ilegal y/o delitos vinculados al crimen organizado, que en este 
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contexto de hechos, no está acreditado la procedencia licita del dinero materia de la presenta investigación 
pero pretendiendo acreditar tal extremo el imputado ha presentado dos cronogramas de créditos de su 
esposa  Nancy Zúñiga Tuni solicitado a la entidad financiera Mi Banco en febrero del año dos mil doce por la 
suma de cuarenta mil nuevos soles y en julio del año dos mil trece por la suma de cincuenta mil nuevos 
soles de los cuales el primer crédito esta cancelado en su totalidad y el segundo crédito de veinticuatro 
cuotas y han sido canceladas catorce los otros cronogramas de pago están a nombre de Randi Gonzales 
Velarde, Cristina Tuni Casa que son impertinentes por no estar ligados al intervenido respecto de los 
créditos solicitados por la esposa del imputado se tiene que las mismas no acreditarían la procedencia licita 
del dinero que llevaba el  imputado, por las siguientes razones, no se ha acreditado de manera al menos 
indiciaria a que actividad lícita se dedica la esposa del intervenido, no se tiene acreditado para que negocio 
o inversión licita haya solicitado los prestamos la esposa del imputado, no se ha acreditado que negocio 
licito con probabilidad de abundantes ganancias se dedique el imputado por lo tanto por la lejanía de las 
fechas y por lo que los créditos prácticamente ya han sido cancelados, no es creíble que el dinero que 
llevaba el imputado sea procedente del os créditos obtenidos en la entidad financiera Mi Banco por parte de 
su esposa, siendo así por el lugar al que se dirigía el imputado zona en la que impera la minería informal con 
utilización de maquinaria pesada y dragas y por su oficio de conductor y operador de maquinaria pesada es 
alta mente probable que el dinero incautado provenga de la minería informal y/o de actividades relacionadas 
al narcotráfico o de delitos relacionados al crimen organizado. SEGUNDO: El señor representante del 
Ministerio Público en el acto de la presenta audiencia ha sustentado oralmente el requerimiento de Prisión 
Preventiva, solicitado en contra de la persona de Savino Pablo Ccahuana Chuctaya por el plazo de nueve 
meses habiendo invocado los hechos materia de investigación, así como a hecho referencia a los elementos 
de convicción que considera que los mismos acreditan la participación así como la convicción del ilícito 
penal materia de investigación, habiendo sustentado minuciosamente todos y cada uno de los elementos de 
convicción, que han sido invocados los mismos que han quedado grabado en audio, en relación al segundo 
presupuesto material el señor representante del Ministerio Público, ha sostenido que la pena probable a 
imponerse al investigado será de diez años de privación de libertad en el supuesto de que se tome en 
consideración el sistema de tercios de conformidad al artículo tercero del decreto legislativo N° 1106 la pena 
prevista para el ilícito penal materia de investigación, es no menor de ocho ni mayor de quince años de pena 
privativa de libertad y con relación al peligro procesal el señor representante del Ministerio Público, ha 
sostenido que si bien se encuentra acreditado los arraigos por parte del investigado; sin embargo ha 
sostenido que debe tomarse en consideración la gravedad de la pena, que se espera como resultado del 
procedimiento en consecuencia ha sostenido que el peligro de fuga debe establecerse con arreglo a lo 
regulado por el artículo 269° numeral 2) del Código Procesal Penal, igualmente ha hecho referencia a los 
alcances de la Resolución Administrativa 325-2011 expedido por el Poder Judicial sobre los requisitos y la 
procedencia de la Prisión Preventiva, donde ha sostenido que si bien el imputado puede haber acreditado 
los arraigos y esto sirve básicamente para sustentar la falta de peligro procesal en presunta comisión de 
delitos Leves, pero en delitos graves como el caso materia de autos con prognosis de penas altas lo que 
predomina es la gravedad de la pena que se espera como resultado del procedimiento. TERCERO: Por su 
parte el señor abogado defensor del imputado Savino Pablo Ccahuana Chuctaya en el acto de esta 
audiencia ha hecho el uso de la palabra en ejercicio del derecho de defensa de su patrocinado, habiendo 
indicado que su patrocinado tiene acreditado con elementos de convicción suficientes a acreditan el arraigo 
laboral, arraigo familiar y el arraigo domiciliario, a continuación se ha referido a los hechos materia de 
investigación indicando que los mismos son ciertos, luego procedió a describir la forma y circunstancias de 
cómo fue intervenido su patrocinado, así como los hechos ocurridos que son materia de investigación luego 
ha sostenido que su patrocinado es conductor con documentación de maquinaria pesada igualmente ha 
sostenido que el vehículo intervenido es un vehículo que pertenece a una empresa, mas no se trata de un 
vehículo particular si bien se ha incautado los noventa mil nuevos soles este dinero es de propiedad de su 
patrocinado quien efectivamente se dirigía a la localidad de Masuco que el Ministerio Público le imputa el 
delito de Lavado de Activos pero respecto de ello el señor abogado de la defensa ha sostenido que el 
artículo 268° del Código Procesal Penal, establece los presupuestos materiales para la procedencia de la 
Prisión Preventiva y ello procede con la concurrencia copulativa de los tres presupuestos materiales, luego 
procedió en analizar a los elementos de convicción invocados por el señor representante del Ministerio 
Público sosteniendo que en la elaboración del Acta de Intervención su patrocinado fue privado del derecho 
de defensa en tanto que el abogado defensor se apersono cuando los efectivos policiales se encontraban 
realizando el conteo del dinero incautado por lo que pidió que se comunique al señor representante del 
Ministerio Público, por tanto el documento del acta de intervención policial tiene vicios que no deben causar 
convicción legal para que pueda determinarse la Prisión Preventiva de su patrocinado igualmente a 
sostenido que los efectivos policiales  procedieron al conteo del dinero y reconoce que su patrocinado se 
dirigía a la localidad de Masuco en una empresa mas no en un vehículo particular, su patrocinado es ciento 
que llevaba el dinero adherido al cuerpo por el riesgo que se tiene frente a la existencia de la delincuencia 
en esta zona que en relación a la pena probable indicada por el señor representante del Ministerio Público 
sostiene la defensa que dicha probabilidad lo hace el Ministerio Público, sin considera el derecho de su 
patrocinado que tiene a la presunción de inocencia se le está adelantando que su patrocinado va a merecer 
una pena de diez años haciendo una prognosis de pena si bien es cierto es para el delito investigar es de no 
menor de ocho ni mayor de quince años, sin embargo existen algunos beneficios como el de colaboración 
eficaz el arrepentimiento y otros que pueden hacer que su patrocinado merezca una pena menor, con 
relación al peligro procesal el señor abogado de la defensa ha sostenido que su patrocinado se dedica a la 
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actividad como operador de maquinaria pesada asimismo se dedica a la actividad de compra-venta de 
vehículos usados no pertenece y ninguna organización criminal fue nombrado como padrino de bodas para 
la ciudad de Cicuani para el día de mañana, con relación la peligro de fuga su patrocinado cuenta con 
arraigo laboral, arraigo domiciliario así como arraigo familiar, el peligro procesal es un presupuesto de 
carácter subjetivo referido a que si el mismo puede eludir a la acción de la justicia asimismo la defensa 
sostiene que la gravedad de la pena indicada por el señor representante del Ministerio Público en relación al 
peligro procesal de por si no es suficiente para acreditar el peligro procesal, el mismo que debe ser 
corroborado con otros elementos de convicción que es cierto que su patrocinado no declaro pero ese su 
derecho que se dirigía a la localidad de Masuco, Hueypetuhe y Cusco ha hecho mención a los diversos 
contratos realizados por sus familiares esto es en los montos de de siete mil nuevos soles, quince mil 
nuevos soles y siete mil quinientos nuevos soles, que con los documentos que procedió en presentar en el 
acto de la audiencia los que fueron puestos en conocimiento del señor representante del Ministerio Público 
la defensa ha sostenido que con ellos se encuentra acreditado tanto el arraigo domiciliario, arraigo familiar 
así como arraigo laboral, en relación al arraigo familiar a presentado diversos documentos nacionales de 
identidad en copias los que pertenecen a sus menores hijos, también a presentado la partida de matrimonio 
con la persona de Nancy Zúñiga Tuni, con los mismo que el señor abogado de la defensa a sostenido que 
se encuentra acreditado su arraigo familiar, con relación al  arraigo laboral el señor abogado de la defensa 
ha presentado diversos documentos como una constancia de trabajo otorgado por Conixa de fecha doce de 
noviembre del año dos mil siete, copia de un certificado de asistencia a un curso de capacitación en mayo 
de mil novecientos noventa y cinco, constancia de mantenimiento de la Ferreyros del año dos mil cinco, 
copia del permiso de operador de maquinaría pasada clase A, licencia de conducir, credencial del curso de 
capacitación de ESFO Cusco, y demás documentos relacionados a las diversas actividades realizadas por el 
señor investigado, un original del certificado de trabajo de la Municipalidad Distrital de Quiquijana, original de 
un Contrato de Trabajo de la misma Municipalidad fecha doce de enero del año dos mil diez, documentos 
con los cuales el señor abogado de la defensa sostiene que su patrocinado tiene arraigo laboral, en cuanto a 
la procedencia del dinero el señor abogado de la defensa ha hecho mención a los dos préstamos efectuados 
por la esposa del imputado por la suma de cincuenta mil nuevos soles (S/. 50.000 00) y cuarenta mil nuevos 
soles (S/. 40.000 00) y luego también ha puesto en énfasis a los tres préstamos por los montos de siete mil 
quinientos  (S/. 7.500 00)  siete mil quinientos  (S/. 7.500 00) así como el otro documento también referido a 
un préstamo de dinero por la suma de quince mil quinientos nuevos soles (S/. 15.500 00) los mismos que ha 
calificado como documentos ciertos que acreditan la procedencia licita del dinero materia de incautación, 
razones por las que a solicitado al juzgado que se dicte mandato de Comparecencia Restringida, a efectos 
de que su defendido pueda defenderse y demostrar a plenitud la procedencia licita del dinero materia de 
incautación, así como las actividades a las que se dedica, por su parte el señor imputado presente Savino 
Pablo Ccahuana Chuctaya, en forma directa y personal ha sostenido que efectivamente ese dinero estaba 
llevando para comprar un volquete por que los volquetes han estado vendiendo los mineros, como una 
herramienta de trabajo para sustentar su familia, un señor le ofreció un volquete y le dijo que le puede estar 
dando cuarenta mil dólares, por lo que el dinero juntaba juntaba y juntaba  desde el año dos mil diez,  trabajo 
con Mi Banco, tenía su tienda en Quiquijana y los documentos existen en las notarías, que no pertenece a 
ninguna actividad ilícita que el dinero lo hizo prestado de su cuñado y suegra para comprar un volquete 
aclaro que el volquete iba a comprar para su uso personal y no para vender, no es una persona que se 
dedica a algo ilegal que tenía su tienda que si ha trabajado de chofer entre otros los demás argumentos se 
encuentran  grabados en audio. CUARTO: El juzgado tiene en consideración que la Prisión Preventiva es 
una medida de naturaleza personal, de carácter coercitivo y de naturaleza estrictamente jurisdiccional que 
se adopta a petición escrita y expresa del Ministerio Público en el seno de un proceso penal debidamente 
incoado siempre y cuando resulte debidamente imprescindible y si atendiendo a los primeros recaudos sea 
posible determinar la concurrencia de los presupuestos materiales expresamente previstos en el artículo   
268° del Código Procesal Penal, estos son la existencia de fundados y graves elementos de convicción que 
acrediten tanto la comisión del ilícito penal materia de investigación y que también vinculen al imputado 
como autor o participe de los hechos investigados, como segundo elemento de convicción se tiene el 
elemento material de pena probable esto es referido a que en el probable caso de merecer una sentencia 
condenatoria, debe existir una probabilidad que el imputado será merecedor a una pena superior a cuatro 
años de privación de libertad y tercero finalmente se tiene del presupuesto material de peligro procesal esto 
es que si atendiendo a los primeros recaudos sea evidente de que el imputado pueda eludir la acción de la 
justicia o en su caso obstaculizar la averiguación de la verdad. QUINTO: El Juzgado habiendo oído la 
sustentación oral realizada por el señor representante del Ministerio Público, así como también oído la 
sustentación y la defensa oral realizada por el señor abogado de la defensa y oído la participación directa y 
personal del imputado Savino Pablo Ccahuana Chuctaya y verificado los actuados de la carpeta fiscal así 
como los documentos procesados en el acto de la presente audiencia procede en analizar si al caso de 
autos concurren los tres presupuestos materiales para la procedencia de la Prisión Preventiva conforme 
exige el artículo 268° del Código Procesal Penal siendo así iniciamos con analizar si en el caso de autos 
concurre los fundados y graves elementos de convicción para estimar razonablemente la comisión de un 
ilícito penal y que dichos elementos de convicción además vinculen al imputado como autor participe del 
delito materia de investigación, en relación a este extremo se tiene los principales elementos de convicción 
referidos y sustentados por el señor representante del Ministerio Público son los siguientes: el Acta de 
Intervención Policial de fecha veintiuno de agosto del año dos mil catorce, mediante el cual se indica que el 
día indicado a la altura del cerro Puracasi a la salida al Cusco de la ciudad de Juliaca se intervino el vehículo 
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de placa de rodaje Z3W-377 que se dirigía a la localidad de Masuco en el que viajaba la persona de Savino 
Pablo Ccahuana Chuctaya, el mismo que se encontraba nervioso al momento de la intervención por lo que 
se le pidió que bajaran a todos los viajeros en donde el personal que intervino se percató que el investigado 
llevaba dinero adherido a sus dos pies por lo que se le condujo a la unidad al imputado esto es trasladando 
a la Comisaría de la PNP de Juliaca, igualmente se tiene el Acta de Registro Personal de Savino Pablo 
Ccahuana Chuctaya de fecha veintiuno de agosto del año dos mil catorce, en el que se puede advertir que la 
persona del imputado se le ha encontrado nueve paquetes conteniendo billetes de cien nuevos soles que en 
total suman noventa mil nuevos soles igualmente se le ha incautado un celular, con su respectiva batería y 
el chip correspondiente y dineros en billetes menores los que se presume que son para sus gastos 
personales, el Acta de Intervención de fecha veintiuno de agosto del año dos mil catorce, referido a la 
incautación de los dineros incautado, el Acta de Declaración testimonial de Britner Apaza Mamani, quien en 
resumen indica que cuando se encontraba a la altura del puente Maravillas de Juliaca, su vehículo fue 
intervenido por personal de la PNP Radio Patrulla, quienes bajaron a uno de sus pasajeros que vestía de 
negro de unos cuarenta años de edad aproximadamente trasladándole a la Comisaría en donde le 
informaron que uno de sus pasajeros esteba llevando dinero, el Acta de Declaración Testimonial de Julio 
Marlon Gálvez Angles quien declara respecto a que el conductor Britner Apaza Mamani trabaja en su 
empresa prestaba la correspondiente documentación sustentatoria, igualmente el señor representante del 
Ministerio Público ha hecho mención a los dos cronogramas de pagos de la entidad financiera Mi Banco a 
nombre de  Nancy Zúñiga Tuni y finalmente ha hecho mención a la ficha del RUC del imputado y de su 
esposa del que se deduce que ambas personas en concreto no tienen actividad comercial licita vigente  
pues en el caso del imputado tiene su RUC para persona natural sin negocio, es decir actividades de 
servicios no personales, pero su domicilio se encuentra no habido y en el caso de su esposa su RUC se 
encuentra suspendido, ello son los elementos de convicción que el señor representante del Ministerio 
Público ha invocado, sosteniendo que los mismos acreditan la comisión del ilícito penal así como vinculan al 
imputado como autor del delito materia de investigación, el Juzgado en relación a los referidos elementos de 
convicción advierte que en relación a la procedencia del dinero materia de incautación la tesis del señor 
representante del Ministerio Público al formular el requerimiento de Prisión Preventiva, es que ese dinero no 
se encuentra debidamente acreditado en cuanto a su procedencia legal o licita a lo que la defensa ha 
sostenido que dicho dinero es de procedencia licita habiendo invocado que el mismo procede de los dos 
préstamos solicitados a la entidad financiera Mi Banco por los montos de cuarenta mil y cincuenta mil 
nuevos soles por parte de la esposa del imputado Nancy Zúñiga Tuni, además ha presentado  tres contratos 
de mutuo por los montos de quince mil nuevos soles, siete mil quinientos nuevos soles así como el otro de 
siete mil quinientos nuevos soles, con ello la defensa sostiene que el dinero tiene procedencia licita y 
proveniente de la entidad financiera Mi Banco así como resultado de los tres contratos privados, que han 
sido presentados en este acto de la audiencia; al respecto el Juzgado haciendo un análisis y una valoración 
de dichos elementos de convicción llega a concluir lo siguiente: el señor imputado presente al momento de 
su intervención directa y personal en esta audiencia ha sostenido que el mismo efectivamente portaba el 
dinero de los noventa mil nuevos soles y que se estaba dirigiendo a comprar un volquete que le habían 
ofrecido y que le habían indicado que podía pagar cuarenta mil dólares; sin embargo de los contratos de 
mutuo que aparece presentado por la defensa del imputado en los tres casos en la cláusula segunda 
expresamente se indican que el acreedor manifiesta que el dinero materia del presente contrato es un 
producto de su liquidación de la empresa OHL construcción por ser trabajador de la mina Las Bambas 
Chalhuanhuacho, por su parte el deudor manifiesta que dicho dinero lo va a destinar para compra de 
vehículos usados en las ciudades de Masuco, Hueypetuhe y Cusco, en el otro contrato se indica en la 
misma forma que el dinero está predestinado para compra de vehículos usado en las ciudades de Masuco, 
Hueypetuhe y Cusco, en el tercer contrato es idéntico el tenor en consecuencia se advierte una 
contradicción entre lo sostenido por el señor imputado presente con el contenido de los documentos que han 
presentado para acreditar la procedencia licita del dinero, por lo que además el juzgado advierte que dichos 
documentos presentado en esta audiencia no contienen una forma de garantizar el cumplimiento de la 
obligación al que posiblemente pueda significarse con estos documentos por lo que estos tres documentos 
presentado en audiencia, no otorgan una suficiente credibilidad al juzgado para determinar que los dineros 
incautados sean de procedencia licita o en todo caso oportunamente merecerán mayor esclarecimiento 
respecto al contenido de los documentos indicados que en relación a los prestamos obtenidos por la esposa 
del imputado en los montos de cincuenta mil y cuarenta mil nuevos soles, los mismos que conforme a lo 
sostenido por el señor representante del Ministerio Público, uno de ellos ya se encuentra debidamente 
cancelado y el otro se encuentra en su gran parte ya pagado dicha obligación; sin embargo resulta relevante 
que en el acto  de esta audiencia para corroborar la procedencia ilícita del dinero  incautado se ha sostenido 
por parte de la defensa que su defendido se dedica a la compra-venta de vehículos usados en tanto que el 
imputado presente en forma directa y personal no ha indicado con precisión que se dedicaba a dicha 
actividad más por el contrario a sostenido en forma clara precisa y reiterativa que el dinero estaba destinado 
para la compra de un volquete, que no era para vender sino era para su uso personal en todo caso también 
existe un contradicción evidente en este extremo por lo que no se encuentra acreditado en forma suficiente 
la procedencia licita del dinero incautado el día veintiuno de agosto del año dos mil catorce, por lo que los 
elementos de convicción invocados por el señor representante del Ministerio Público y los documentos 
presentados en el acto de esta audiencia por parte del señor abogado de la defensa técnica hacen prever 
que existe fundados y graves elementos de convicción que acreditan la comisión del ilícito penal materia de 
investigación, así que los mismos también vinculan al imputado Savino Pablo Ccahuana Chuctaya, como 
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autor de delito materia de investigación. Con relación al segundo presupuesto material al presupuesto de la 
pena probable el juzgado advierte que conforme al dispositivo legal que tipifica el ilícito penal materia de 
investigación esto es el delito de Lavado de Activos conforme al artículo 3° de Decreto Legislativo N° 1106 la  
pena prevista para el ilícito penal materia de investigación, es no menor de ocho años ni mayor de quince 
años que en el probable caso de merecen una sentencia condenatoria en ningún caso será inferior a cuatro 
años de pena privativa de libertad la sanción a imponerse al investigado, pese a que en esta audiencia se ha 
sostenido que puede tener derecho a la reducción de la pena por casos de una probable Colaboración 
Eficaz, arrepentimiento e incluso una Terminación Anticipada; sin embargo ello será materia de trámite en 
forma posterior que por ahora concurre el segundo presupuesto material esto es el presupuesto de la pena 
probable que supera los cuatro años de privación de libertad, esto es en un acto grado de probabilidad. Con 
relación al tercer presupuesto material esto es el Peligro Procesal que si bien el imputado ha acreditado con 
los documentos presentado con los DNI, de su menores hijos, Partida de Matrimonio con su señora esposa, 
ha acreditado el arraigo familiar, así como también con la Copia de la Escritura de Compraventa de bien 
inmueble también tiene acreditado su arraigo laboral, los mismos que son coincidentes con las direcciones 
que aparecen en los diversos DNI de sus menores hijos; sin embargo en relación al arraigo laboral existe 
serias y graves contradicciones toda vez que la defensa ha sostenido que su patrocinado se dedica a la 
actividad de compraventa de vehículos usados mientras que el señor imputado presente en su intervención 
directa y personal no ha hecho mención a que efectivamente se dedica a la compra venta de vehículos 
usados más por el contrario ha sostenido que el dinero que portaba y el mismo le fue incautado era 
destinado para  comprar un volquete que le habían ofrecido y le habían indicado que puede dar cuarenta mil 
dólares y aclaro en forma reiterativa que el volquete lo iba comprar para su uso personal y no para vender 
en consecuencia, existiendo serias contradicciones en este aspecto del arraigo laboral, no se encuentra 
acreditado dicho extremo y finalmente conforme lo ha sostenido el señor representante del Ministerio Público 
en esta audiencia en el caso materia de autos el Juzgado considera que si es relevante tomar en 
consideración el numeral 2) del artículo 289° del Código Procesal Penal esto es la gravedad de la pena que 
se espera como resultado del procedimiento, este aspecto resulta relevante toda vez que la persona 
imputada teniendo en consideración que la pena prevista para el ilícito penal materia de investigación es alta 
esto es no menor de ocho años ni mayor de quince años, es muy probable que pueda decidir el ocultarse o 
rehuir de la acción de la justicia y más aún cuando no se encuentra debidamente acreditado su actividad 
laboral licita, que en la actualidad este dedicándose que si bien la defensa ha sostenido que su patrocinado 
se dedica a la compraventa de vehículos usados por ahora no se tiene a la vista ningún documento que su 
patrocinado efectivamente se dedica a la actividad de compraventa de vehículos usados y de ser cierto que 
el imputado ha sostenido que el dinero estaba destinado para la compra de un volquete usado tampoco no 
existe información alguna cual es la marca del volquete, el número de placa, el nombre de la persona o en 
su caso la dirección domiciliaria del mismo, por lo que en este extremo existiendo esas imprecisiones el 
Juzgado considera que concurre el tercer presupuesto material de peligro procesal por lo que el Juzgado 
considera que es prudente y razonable que por ahora el Juzgado ampare el requerimiento de Prisión 
Preventiva, solicitado por el Ministerio Público, por el plazo de nueve meses medida que debe computarse 
desde el día que fue privado de su libertad, es decir, desde el día veintiuno de agosto del año dos mil 
catorce, estando a las consideraciones expuestas y los dispositivos legales invocados el Juzgado 
RESUELVE: DECLARAR FUNDADO EL REQUERIMIENTO DE PRISIÓN PREVENTIVA, solicitado por el 
Ministerio Público en contra de la persona del imputado SAVINO PABLO CCAHUANA CHUCTAYA por la 
presunta comisión del delito Lavado de Activos ilícito penal previsto y sancionado en el artículo 3° del 
Decreto Legislativo N° 1106, Traslado de Dinero dentro del Territorio Nacional en agravio del Estado 
Peruano representado por el señor Procurador Público de Lavado de Activos, medida que SE DICTA 
HASTA POR EL PLAZO DE NUEVE MESES el mismo que debe computarse a partir del día veintiuno de 
agosto del año dos mil catorce, en CONSECUENCIA el Juzgado ordena la Prisión Preventiva del imputado 
Savino Pablo Ccahuana Chuctaya, con DNI 41255654, nacido el veinticinco de enero de mil novecientos 
sesenta y dos, en el distrito de Ocoruro, provincia de Espinar departamento de Cusco, Quinto grado de 
secundaria, hijo de Gregorio y Gregoria, domiciliado en la Urbanización Los Geranios Manzana A-12 Lote. 4, 
respecto del mismo el juzgado dicta prisión preventiva y dispone que se gire los oficios correspondientes 
para el traslado y el internamiento en el Establecimiento Penitenciario de Juliaca hasta por el plazo de nueve 
meses. REGÍSTRESE y HÁGASE SABER.--------------------------------------------------------------------------------------- 
21:04 hrs. (1:46’) Juez: Notifica a los sujetos procesales con la resolución expedida.------------------------------ 
21:04 hrs. (1:46’) Fiscal: Conforme.----------------------------------------------------------------------------------------------- 
21:04 hrs. (1:46’) Defensa Técnica del Imputado: No se encuentra conforme e interpone recurso de 
apelación.--------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
21:04 hrs. (1:46’) Juez: El juzgado da por interpuesto el recurso de apelación por parte del imputado 
Savino Pablo Ccahuana Chuctaya, y le concede el plazo de Ley a efecto de que pueda 
fundamentarlo, bajo expreso apercibimiento de declararse inadmisible la apelación 
interpuesta en caso de que la defensa no cumpla con presentar la apelación 
correspondiente.------------------------------------------------------------------------------------------------ 
21:04 hrs. (1:46’) Juez: Da por concluida la presente audiencia y por cerrado el audio de grabación, 
procediendo a firmar el acta de registro de audiencia el señor Juez  y el Especialista de 
Audiencias encargado de su redacción. De lo que doy fe.------------------------------------------- 
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EXPEDIENTE   : 01142-2014-39-2111-JR-PE-03 
JUEZ    : IVAN VICTOR ARIAS CALVO 
ESPECIALISTA   : CUTIPA BLAS PAUL ARNALDO 
MINISTERIO PUBLICO  : FISCALIA ESPECIALIZADA EN TID 2014 CASO 103  
IMPUTADO   : GALVEZ CHAMBI, OGILDA KARINA 
DELITO    : PROMOCIÓN O FAVORECIMIENTO AL TRÁFICO ILÍCITO DE DROGAS. 
AGRAVIADO   : ESTADO PERUANO PROCURADOR PÚBLICO DE LOS ASUNTO 
JUDICIALES DEL MINISTERIO DEL INTERIOR 
ESPECIALISTA DE AUDIENCIA : EDUARDO ALEXANDER GONZALEZ ITO 
 
 
ACTA DE REGISTRO DE AUDIENCIA DE PRISIÓN PREVENTIVA 
 
En la ciudad de Juliaca, siendo a horas DIECINUEVE DE LA NOCHE del día VEINTICINCO DE 
AGOSTO DEL AÑO DOS MIL CATORCE, se constituye el Magistrado JOHNNY PEDRO QUISPE 
VILCA, JUEZ DEL SEGUNDO JUZGADO PENAL DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA DE SAN 
ROMÁN-JULIACA, en la Sala de Audiencias del Módulo Penal de Juliaca, para realizar la audiencia de 
PRISION PREVENTIVA, en el expediente Nº 01142-2014-39-2111-JR-PE-03 seguido en contra de 
OGILDA KARINA GALVEZ CHAMBI por la presunta comisión del delito de Favorecimiento al tráfico ilícito 
de drogas mediante actos de tráfico, en agravio del Estado Peruano.-------------------------------------------------- 
 
Se deja constancia que la audiencia será registrada mediante audio, cuya grabación demostrará 
el modo cómo se desarrollará la presente audiencia conforme así lo establece el inciso dos, del artículo 
trescientos sesenta y uno del Código Procesal Penal, pudiendo acceder a la copia de dicho registro.-------- 
 
19:00 hrs. (00’) VERIFICACION DE LA PRESENCIA DE LOS INTERVINIENTES: 
 
 1. REPRESENTANTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: Eduardo Carrizales Condori, 
Fiscal Adjunto de la Fiscalía Especializada en Delitos de Tráfico Ilícito de Drogas, 
con domicilio procesal en la Plaza Zarumilla s/n Edificio Institucional del 
Ministerio Publico, con correo electrónico fiscaliaprovinciatid@gmail.com, con 
celular No. 987588379.----------------------------------------------------------------------------- 
2. DEFENSA TÉCNICA DE OGILDA KARINA GALVEZ CHAMBI: abog. Mario 
Miranda Quispe, con C.A.A. 5251 con domicilio procesal en el Jr. Apurímac Nº 
317 de esta ciudad.---------------------------------------------------------------------------------- 
3. IMPUTADA: Ogilda Karina Galvez Chambi, con DNI 02048674, domiciliada en 
la Calle Cusco s/n del distrito de Moho.-------------------------------------------------------- 
 
19:01 hrs. (01’) DESARROLLO DE LA AUDIENCIA: 
 
19:02 hrs. (02’) Juez: Da por instalada la audiencia de prisión preventiva, concediendo el uso de la 
palabra al Fiscal a efecto de que oralice su requerimiento.------------------------------------- 
19:02 hrs. (02’) Fiscal: Oraliza su requerimiento de prisión Preventiva indicando los hechos 
Investigados, los fundamentos del requerimiento del mandato de Prisión Preventiva, 
la existencia de los fundados y graves elementos de convicción para estimar 
razonablemente la comisión de los delitos investigados, la sanción a imponerse 
resulta superior a cuatro años de pena privativa de la libertad y peligro de fuga y 
obstaculización el fundamento jurídico, cuyos detalles fueron expuestos en audiencia 
y registrados en audio.------------------------------------------------------------------------------------ 
19:15 hrs. (15’) Defensa Técnica de la Imputada: Corrido traslado que no va contradecir los hechos 
expuestos por el representante del Ministerio Público.------------------------------------------- 
19:15 hrs. (15’) Juez: Concede el uso de la palabra a la imputada a efectos de que haga uso de su 
derecho de defensa.--------------------------------------------------------------------------------------- 
19:15 hrs. (15’) Imputada: Refiere que se siente arrepentida.------------------------------------------------------ 
19:15 hrs. (15’) Juez: Emite la resolución correspondiente.--------------------------------------------------------- 
 
RESOLUCIÓN NÚMERO DOS 
 
Juliaca, veinticinco de agosto 
del año dos mil catorce.- 
 
VISTOS: El requerimiento de prisión preventiva formulada por la Fiscalía Especializada en Delitos de 
Tráfico Ilícito de Drogas de esta sede judicial, OÍDAS: Las partes en audiencia, y; CONSIDERANDO: 
PRIMERO: La Fiscalía requiere mandato de Prisión Preventiva por el plazo de nueve meses en contra 
de Ogilda Karina Gálvez Chambi como autora de la comisión del delito Contra la Salud Pública, en su 
modalidad de Trafico Ilícito de Drogas, en su forma de Favorecimiento de Trafico Ilícito de Drogas 
mediante Actos de Trafico Agravado, previsto en el primer párrafo del artículo 296º del Código Penal con 
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la concurrencia de la circunstancia agravante del inciso 7) del artículo 297º de mismo cuerpo normativo 
en agravio del Estado, la Fiscalía ha sustentado su requerimiento en los siguientes hechos, según 
aparece en la disposición de formalización de investigación preparatoria emitida mediante disposición 
numero dos del veinticinco de agosto del dos mil catorce, se da cuenta de los siguientes hechos. A horas 
diez de la mañana con treinta minutos del día doce agosto del año dos mil catorce , cuando el personal 
policial de la SECANDRO Juliaca realizaba el patrullaje rutinario de interdicción al Tráfico Ilícito de 
Drogas en las diferentes arterias de la urbanización Tambopata, a horas once y quince por 
inmediaciones del Colegio San Martín se interviene a la investigada Ogilda Karina Gálvez Chambi la 
misma que portaba un bolso de lona color marrón rojo y verde de cuadros con dos asas y un cierre, así 
como una mochila de lona color negro y plomo con la marca puma con cinco cierres y dos asas. Al 
procederse a la revisión de dicho bolso y mochila se encontró varios paquetes en forma precintada con 
cinta de color beige y al tomar al azar uno de los paquetes y realizar la prueba de campo preliminar dio 
como resultado para alcaloide de cocaína. Posteriormente se ha practicado el deslacrado de mochila y 
bolsa de lona la que consiste en una mochila de lona contenida en su interior diez paquetes de tipo 
ladrillo precintados con cinta de embalaje color beige y una bolsa de lona conteniendo en su interior 
dieciséis paquetes  de tipo ladrillo precintados con cinta de embalaje color beige, los mismos que la ser 
sometidos a la prueba de campo para descarte de droga con reactivo tiocianato de cobalto ha resultado 
positivo para alcaloide de  cocaína con un peso bruto de veinte y seis kilos con quinientos setenta y siete 
gramos procediéndose a su decomiso con la finalidad de que esta sea remitida al laboratorio de 
criminalística de la DIREJANDRO  de la ciudad de Lima. Los hecho así descritos por la Fiscalía han sido 
calificados como delito de Favorecimiento al Trafico de Ilícito de Drogas mediante Actos de Trafico 
Agravado previsto en el primer párrafo del artículo 296 del Código Penal, en su tipo base con la 
concurrencia de la circunstancia agravante prevista en el inciso 7 de artículo 297 del mismo cuerpo legal 
en agravio del Estado Peruano Representado por la Procuraduría Pública a Cargo de los Asuntos 
Judiciales del Ministerio del Interior, Relativos al Trafico Ilícito de Drogas. El artículo 268º del Código 
Procesal Penal establece los presupuestos materiales para el dictado de la prisión preventiva respecto 
de ellos precisa los siguientes, a) Que, existan fundados y graves elementos de convicción  para estimar 
razonablemente la comisión del delito que vincule al imputado como autor o participe del mismo, b) Que, 
la sanciona imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de libertad. c) Que, el imputado en 
razón de sus antecedentes y otras circunstancias de caso particular permita colegir razonablemente  que 
tratara de eludir la acción de la justicia, (peligro de fuga), u obstaculiza la averiguación de la verdad, 
(peligro de obstaculización), a su vez los artículos 269 y 270 del mismo cuerpo normativo, establece 
criterios a efecto de evaluar tanto el peligro de fuga como el peligro de obstaculización. SEGUNDO: 
Dada la imputación fáctica y jurídica reseñada en el considerando primero debe analizarse los 
presupuestos materiales establecidos en el artículo 268 del Código Procesal Penal, en cuanto al primer 
presupuesto material, fundados y graves elementos de convicción para estimar razonablemente la 
comisión del delito que vincule a la imputada de los elementos de convicción ofrecidos por el señor 
Fiscal, se tiene sustancialmente, el acta de intervención Policial de fecha doce de agosto del año dos mil 
catorce, según por el cual personal policial de la SECANDRO interviene a la investigada Ogilda Karina 
Gálvez Chambi a horas once de la mañana con quince minutos por las inmediaciones del Colegio San 
Martín, portando un bolso de lona dolor marrón, rojo, verde y negro a cuadros con dos asas y un cierre y 
una mochila de color negro y plomo con la marca puma con cierres y dos asas, habiéndose observado 
en su interior paquetes sólidos de forma rectangular los cuales tomados al azar y procediéndose a 
efectuar la prueba de campo preliminar han dado positivo para alcaloide de cocaína, asimismo se tienen 
el acta de deslacrado, apertura prueba de campo para descarte, pesaje de incautación de drogas, el acta 
de lacrado de drogas, acta de incautación y lacrado de mochila y bolso de lona los mismos que han sido 
faccionados el mismo día de la intervención esto es el doce de agosto del dos mil catorce, según los 
cuales en dicho día durante la intervención la investigada Ogilda Karina Gálvez Chambi portaba una 
mochila de lona y un bolso de lona dentro del cual se han encontrado en la mochila de lona diez 
paquetes sólidos de forma rectangular presentados con características compatibles a alcaloide de 
cocaína y en el bolso de lona dieciséis paquetes sólidos en forma rectangular compatibles para alcaloide 
de cocaína, efectuada la prueba de descarte para los veintiséis paquetes con reactivo Tiocianato de 
Cobalto arrojó como resultado una coloración azul turquesa indicativo de positivo para alcaloide de 
cocaína, todo ello con un peso bruto total de veinte y seis kilos con quinientos setenta y siete gramos de 
alcaloide de cocaína los mismos que tomadas las muestras correspondientes han sido lacrados 
conforme a las actas de referencia, en ese sentido además durante la investigación preliminar se ha 
procedido a la declaración de la imputada Ogilda Karina Gálvez Chambi quien ha guardado silencio 
durante dicha diligencia. De los elementos de convicción antes reseñados puede advertirse claramente 
que en el presente caso no solo se pone de manifiesto la comisión del delito materia de investigación 
sino que también se advierte la vinculación de la investigada con los hechos antes reseñados en ese 
sentido en este caso existen fundados y graves elementos de convicción del delito materia de 
investigación así como su vinculación como la investigada, concurriendo este primer presupuesto 
material. TERCERO: En cuanto al segundo presupuesto, esto es, a la sanción a imponerse sea superior 
a cuatro años de pena privativa de libertad, la Fiscalía ha señalado que dado el delito materia de 
investigación previsto en el artículo 296º del Código Penal con la concurrencia de las circunstancias 
agravantes del inciso 7) del artículo 297 del mismo cuerpo legal, es previsible que dado la pena 
conminada por dicha norma, no menor de quince ni mayor de veinticinco años de pena privativa de 
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libertad, es previsible que en caso de encontrársele responsable a dicha investigada se le imponga una 
pena superior a cuatro años de pena privativa de libertad, mas aun si no se individualizado ninguna 
circunstancia modificatoria de responsabilidad y aun en el caso de que sea aplicable la Terminación 
Anticipada, la rebaja punitiva prevista por ley no alcanzaría para rebajar la pena por debajo del limite de 
cuatro años de pena privativa de libertad, en ese sentido, debe tenerse en cuenta, además que de lo 
actuado en la Investigación Preliminar, ni en esta audiencia se ha alegado que concurriría alguna 
circunstancia especifica que permita rebajar la pena prudencialmente por debajo del mínimo legal, en 
ese sentido en una prognosis de pena de encontrarse responsable a dicha investigada es previsible que 
la pena a imponérsele sea superior a cuatro años de pena privativa de libertad, por lo que, en este caso 
también concurre este segundo presupuesto material. CUARTO: En cuanto al peligro procesal, la 
Fiscalía ha sustentado su requerimiento en los extremos de peligro de fuga y peligro de obstaculización, 
en cuanto al primero a señalado de que por la gravedad de la pena es previsible que la investigada 
pueda eludir la acción de la justicia, a lo que debe agregarse de que carece de los arraigos familiar, 
laboral y domiciliario y en cuanto al peligro de obstaculización ha señalado sustancialmente que se 
evidenciaría este peligro, toda vez que, la investigada no ha prestado su declaración para desvirtuar la 
procedencia y propiedad de la sustancia ilícita, que en este tipo de delitos es común la influencia en los 
testigos y los peritos mediante actos de violencia y amenaza. En cuanto al Peligro de Fuga debe 
señalarse que tampoco de la Investigación Preliminar, en este acto se aportado elementos de convicción 
suficientes a efecto de poner de manifiesto al concurrencia de los arraigos domiciliarios, laborar y familiar 
de la imputada, al no haberse acreditado estos arraigos es previsible de que la investigada pueda eludir 
la acción de la Justicia, mas aún, si se tiene la gravedad de la pena como criterio válido a efecto de 
compulsar el peligro de fuga. Si se tiene en cuenta la naturaleza del delito, esto es, Trafico Ilícito de 
Drogas, cuyo tipo penal esta conminado con una pena no menor de quince años de pena privativa de 
libertad, en cuanto, al peligro de obstaculización únicamente la Fiscalía ha referido la circunstancias 
genéricas, no evidenciadas que configuren este peligro de obstaculización, toda vez, que la actitud de la 
investigada de no prestar declaración en la investigación preliminar esta autorizada constitucionalmente 
por el principio de la libertad de declarar y el principio de no auto incriminación en virtud del cual no solo 
la investigada puede guardar silencio sino puede efectuar otras actitudes en defensa de sus derechos e 
intereses, asimismo, la afirmación genérica de que en este tipo de delitos es común la influencia de 
testigos y de peritos mediante actos de violencia y amenaza no configura ningún peligro de 
obstaculización en concreto, respecto de los cuales no se ha aportado ninguna evidencia, en ese 
sentido, en resumen en cuanto al peligro procesal únicamente concurre el peligro de fuga, el cual es 
suficiente para estimar la concurrencia de este presupuesto material. En ese sentido teniendo en cuenta 
que los presupuestos establecidos en el artículo 268º del Código Procesal Penal tienen el carácter de 
copulativos, en el presente caso concurren los tres presupuestos debe estimarse requerimiento discal de 
prisión preventiva. En cuanto al plazo de la prisión preventiva, la Fiscalía ha solicitado nueve meses 
de Prisión Preventiva y a efecto de establecer un plazo razonable de esta medida coercitiva debe tenerse 
en consideración que por la naturaleza del delito, este se ha iniciado en Flagrancia Delictiva, habiendo 
tenido la Fiscalía una Investigación Preliminar de quince días para obtener los elementos de convicción 
necesarios a efecto de fundar no solamente su requerimiento de Prisión de Preventiva, sino dar lugar a la 
formalización de la Investigación Preparatoria como el efecto se ha realizado mediante la disposición N° 
02-2014 emitido el día de la fecha en el cual se ha programado diversas diligencias de investigación 
como informes de la Superintendencia Nacional de Registros Públicos, de Requisitorias, del Registro 
Central de Condenas, Antecedentes Policiales, Migraciones, el Levantamiento de Secreto Bancario y la 
Reserva Bursátil y Tributaria, así como la obtención del dictamen pericial respectivo de droga a realizarse 
en la ciudad de Lima. En ese sentido se debe tener en consideración que en el nuevo modelo procesal 
penal, la investigación y el juzgamiento del imputado esta diseñado en tres etapas investigación 
preparatoria, etapa intermedia y de juzgamiento, habiéndose establecido plazos procesales específicos 
para cada uno de ellos; sin embargo debe tenerse en cuenta que los plazos de ampliación tiene el 
carácter de excepcionales y en un proceso común este debería de concluir en un plazo no mayor a 
nueve meses establecido como plazo máximo, en ese sentido dado que esta investigación se ha iniciado 
en flagrancia delictiva, debe establecer como plazo razonable de Prisión Preventiva en el plazo de siete 
meses, el mismo que debe ser computado desde que la investigada ha sido efectivamente detenida, el 
mismo que no solo servirá para la investigación preparatoria o si no para el tránsito hacia la etapa 
intermedia y un eventual juzgamiento. Por estas consideraciones. SE RESUELVE: PRIMERO: 
DECLARAR FUNDADO EL REQUERIMIENTO DE PRISIÓN PREVENTIVA, formulada por la Fiscalía 
Provincial Penal Especializada en Trafico Ilícito de Drogas, en el proceso que se sigue a Ogilda Karina 
Gálvez Chambi por el delito de Favorecimiento al Trafico Ilícito de Drogas mediante Actos de Trafico 
Agravado, previsto en el primer párrafo del artículo 296º del Código Penal con la concurrencia de la 
circunstancia agravante prevista en el inciso 7) del artículo 297º del mismo cuerpo normativo en agravio 
del Estado. SEGUNDO: IMPONER a la investigada OGILDA KARINA GÁLVEZ CHAMBI, identificada 
con Documento Nacional de Identidad 02048674, la medida coercitiva de Prisión Preventiva, el mismo 
que cumplirá en el establecimiento penal que designe el Instituto Nacional Penitenciario por el plazo de 
siete meses, el mismo que va ser computado desde que dicha investigada ha sido efectivamente privada 
de su libertad, esto es, desde el 12 de agosto del año dos mil catorce y que vencerá el once de marzo 
del año dos mil quince, para cuyo efecto debe remitirse el oficio correspondiente al Instituto Nacional 
Penitenciario, así como a la Policía Judicial a efecto de que disponga su traslado. TERCERO: Fijar el 
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plazo de la prisión preventiva en este proceso en plazo de siete meses. TÓMESE RAZÓN, HÁGASE 
SABER.--------------------------------------------------------------------------------------------------------------------  
19:39 hrs. (39’) Juez: Se notifica la presente resolución a la representante del Ministerio Público y a 
los demás sujetos procesales.-------------------------------------------------------------------------- 
19:39 hrs. (39’) Fiscal: Dijo estar conforme.----------------------------------------------------------------------------- 
19:39 hrs. (39’) Defensa Técnica de la Imputada: Dijo estar conforme.---------------------------------------- 
19:39 hrs. (39’) Juez: Estando a la conformidad de los sujetos procesales presentes se da por 
concluida la presente audiencia y por cerrado el audio de grabación, procediendo a 
firmar el acta de registro de audiencia el señor Juez y el Especialista de Audiencias 
encargado de su redacción. De lo que doy fe.------------------------------------------------------ 
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2° JUZ. DE INVEST. PREPARATORIA - Sede Juliaca 
EXPEDIENTE   : 01402-2014-72-2111-JR-PE-02 
JUEZ    : JOHNNY PEDRO QUISPE VILCA 
ESPECIALISTA   : JOSE LUIS VALDEZ PACHECO 
MINISTERIO PUBLICO  : SEGUNDA FISCALIAPROVINCIAL PENAL CORPORATIVA  
IMPUTADO   : JORGE APAZA CARI Y OTROS 
DELITO    : EXTORCION Y OTROS. 
AGRAVIADO   : CARLOS MARIN ALIZACA Y OTRA 
ESPECIALISTA DE AUDIENCIA : MARIO QUISPE ILASACA 
 
 
ACTA DE REGISTRO DE AUDIENCIA DE PRISIÓN PREVENTIVA 
 
 En la ciudad de Juliaca, siendo las DIECINUEVE HORAS CON CINCO MINUTOS del día 
VEINTITRES DE SETIEMBRE DEL AÑO DOS MIL CATORCE, se constituye el señor Juez JOHNNY 
PEDRO QUISPE VILCA DEL SEGUNDO JUZGADO PENAL DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA DE 
JULIACA, en la Sala de Audiencias del Modulo Penal de San Román-Juliaca, para realizar la audiencia 
de PRISIÓN PREVENTIVA en el presente proceso seguido contra de JORGE APAZA CARI Y OTROS, por 
la  comisión del delito de EXTORCION Y OTROS, en agravio CARLOS MARIN ALIZACA Y OTRA.------------------- 
 
Se deja constancia que la audiencia será registrada mediante audio, cuya grabación demostrará 
el modo cómo se desarrollará la presente audiencia conforme así lo establece el inciso dos, del artículo 
trescientos sesenta y uno del Código Procesal Penal, pudiendo acceder a la copia de dicho registro.-------- 
  
19:05 hrs. (00’) VERIFICACION DE LA PRESENCIA DE LOS INTERVINIENTES: 
 
 1. REPRESENTANTE DEL MINISTERIO PÚBLICO: RODOLFO AÑAMURO 
MACHICAO Fiscal Adjunto Provincial de la Segunda Fiscalia Provincial Penal 
Corporativa de Juliaca, con domicilio procesal en la Plaza Sarumilla S/N - 
Juliaca.-------------------------------------------------------------------------------------------------- 
2. DEFENSA TÉCNICA DEL AGRAVIADO: Abog. Alberto Chávez Gutierrez, con 
CAP Nro. 1480, domicilio procesal en el Jiron La Mar  Nro. 216 Segundo Piso 
oficina Nº 01, con celular Nro. 951-304203, en representacion de Ruth Frida 
Arque  Quispe y Carlos Marin Alizaca---------------------------------------------------------- 
3. DEFENSA TÉCNICA DEL IMPUTADO: Abog. José Francisco Pinto Mamani, 
con CAP Nro. 2075, domicilio procesal en el Jiron Apurimac Nro. 523, con celular 
Nro. 951-651275, topin5@hotmail.com, abogado de Amelia Huayta Nina.----------- 
4. DEFENSA TÉCNICA DEL IMPUTADO: Abog. Abel Americo Nuñez Mirabal, 
con CAP Nro. 412, domicilio procesal en el Jiron Apurimac Nro. 578 – segundo 
piso of. 02, con celular Nro. 951-920288, , abogado de Jorge Apaza Cari y Cleto 
Marcelino Huayta Nina.----------------------------------------------------------------------------- 
5. Imputada: Amelia Huayta Nina, Identificado con D.N.I. Nº 41836603, con 
domicilio en Jr. José Carlos Mariátegui Nro. 545, Urbanización Espinal Salida 
Arequipa de la ciudad de Juliaca.---------------------------------------------------------------- 
6. Imputado: Jorge Apaza Cari, Identificado con D.N.I. Nº 43299703, con domicilio 
en Comunidad Campesina de Huaraya de distrito de Paratia, Provincia de 
Lampa, departamento de Puno.---------------------------------------------------------------- 
7. Imputado: Cleto Marcelino  Huayta Nina, Identificado con D.N.I. Nº 02147360, 
con domicilio en Jr. 06 de Enero Nro. 205, Urbanización Víctor Raúl Haya de la 
Torre de la ciudad de Juliaca.-------------------------------------------------------------------- 
 
19:07 hrs. (02’) DESARROLLO DE LA AUDIENCIA: 
 
19:07 hrs. (02’) Juez: Da por instalada la audiencia de prisión preventiva, concediendo el uso de la 
palabra al Fiscal a efecto de que oralice su requerimiento.------------------------------------- 
19:07hrs. (06’) Fiscal: Procede con oralizar su requerimiento de Prisión Preventiva por el plazo de 9 
meses en contra de Jorge Apaza Cari y Cleto Marcelino Huayta Nina por la comisión 
del delito Contra el Patrimonio, en su modalidad de  Extorsión en su forma de 
Extorsión Agravada, previsto y penado en el primer párrafo en concordancia con el 
quinto párrafo de articulo 200 del Código Penal  en agravio de Carlos Marin Arizaca y 
Frida Arque Quispe. También mandato de Prisión Preventiva en contra de Amelia 
Huayta Nina por la comisión del delito Contra el Patrimonio, en su modalidad de  
Receptacion en su forma de Receptacion Agravada, ilícito sancionado en el articulo 
194 del Código Penal en concordancia con el primer párrafo del art 195 de mismo 
cuerpo legal en agravio de Carlos Marin Arizaca y Frida Arque Quispe; precisa los 
hechos que sustentan su requerimiento de las circunstancias precedentes, 
concomitantes y las circunstancias posteriores, indica los presupuestos materiales 
que sustentan su requerimiento; refiriendo de que existen fundados y graves 
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elementos de convicción para estimar razonablemente  la comisión del delito por 
parte de Jorge Apaza Cari, Marcelino Huayta Nina y Amelia Huayta Nina  indica los 
elementos de convicción como son; 1) el acta de denuncia verbal de folios uno y 
siguientes, 2) contrato de arrendamiento de folios treinta y uno de la camioneta 
modelo Hilux 4x4 año 2012, 3) boleta informativa de folios 34, 4) acta de recepción e 
identificación y fotocopiado de billetes en moneda nacional, 5) acta de intervención 
policial de fecha veintidós de setiembre de dos mil catorce a horas 16:30, 6) acta de 
incautación de vehiculo de placa de rodaje V3V-752 modelo Hilux marca toyota color 
gris oscuro metalico, 7) acta de registro vehicular del vehiculo materia de 
investigación, 8) acta de registro personal de Cleto Marcelino Huayta Nina, 9) acta de 
registro personal de Amelia Huayta Nina, 10) acta de registro personal de Jorge 
Apaza Cari, 11) ciento cuarenta billetes fotocopiados de cien nuevos soles y cuarenta 
y nueve billetes de doscientos nuevos soles fotocopiados, 12) acta de conteo de 
billetes, 13) declaración Carlos Marin Arizaca, 14) declaración de Ruth Frida Arque 
Quispe, 15) declaración del imputado Jorge Apaza Cari, 16) declaración de la 
imputada Amelia Huayta Nina, 17) declaración del imputado Cleto Marcelino Huayta 
Nina, y 18 ) copias de la carpeta fiscal N° 994-2014. Manifiesta también respecto de 
el segundo prosupuesto material la sanción a imponerse a los imputados que están 
sancionados en el art. 200 de código penal y en el art. 194 del código penal en 
concordancia con el art. 195 primer párrafo se desprende que la pena privativa de 
libertad minima a imponerse va sobrepasar los cuatro años. Sobre el tercer 
presupuesto material: 1) peligro de fuga respecto de Cleto Marcelino Huayta Nina: 
no ha acreditado tener un arraigo laboral en esta ciudad de Juliaca, no ha presentado 
ningún documento que pueda acreditar ello, respecto del arraigo domiciliario no ha 
acreditado domicilio en Juliaca en forma documental, sobre el arraigo familiar no ha 
acreditado en forma documental si tiene prole o personas que dependan de el. 2) 
sobre el imputado Jorge Apaza Cari, postulamos el peligro de fuga en el extremo del 
arraigo laboral por cuanto no ha acreditado tener un trabajo licito y conocido en la 
ciudad de Juliaca, no ha acreditado tener un enraizamiento en esta ciudad y no tiene 
un arraigo domiciliario, tampoco a acreditado tener un arraigo familiar de manera 
documental e idónea, 3) respecto de la imputada Amelia Huayta Nina, no a 
acreditado tener un arraigo laboral en esta ciudad, respecto de su arraigo domiciliario 
tampoco a acreditado tener un domicilio en esta ciudad, la imputada no a acreditado 
tener arraigo familiar pues no ha acreditado tener personas que dependan de ella. 
Nos vamos a pronunciar a lo establecido en la circular N° 325-2011 sobre prisión 
preventiva de fecha 13 de setiembre de 2011, suscrita por el presidente de poder 
judicial, cual es la finalidad de la prisión preventiva es la de asegurar la presencia de 
los imputados en el juicio oral. Vamos a postular también el peligro de 
obstaculización respecto a los tres imputados se debe de tener el grado de 
peligrosidad por cuanto a la fecha los mismos pese a tener conocimiento que Juan 
José Cruz Ilasaca es una persona vinculada con estos hechos no han coadyuvado 
con proporcionar el lugar de su residencia ni los números telefónicos del mismo, por 
lo que se considera que estas personas van a influir para que dicho imputado y otros 
coimputados que todavía están proceso de determinar su identidad van a informar de 
manera falsa o reticente para que se puedan esclarecer esos hechos investigados, 
solicitando por estos fundamentos se declare funda el requerimiento de prisión 
preventiva por el plazo de nueve meses. Detalles se encuentran registrados en 
audio.---------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
19:37 hrs. (20’) Juez: Le corre traslado al Abogado de la defensa técnica de los imputados.-------------- 
19:37 hrs. (20’) Defensa Técnica de la Imputada Amelia Huayta Nina: Refiere que se declare 
infundada el requerimiento de prisión preventiva en base a los siguientes 
fundamentos; refiere que no se ha tomado en cuenta para solicitar la prisión 
preventiva en cuanto a la declaración en presencia de su abogado defensor que 
acepta haber tenido la camioneta des el veintiocho de mayo en calidad de empeño, y 
que lo que no van a poder mostrar es el contrato de empeño en razón de que su 
patrocinada vive con sus menores hijos no ha sido posible acceder a este documento 
por que desde el momento de su detención no hemos podido ingresar a este 
domicilio a extraer este documento, refiere en cuanto a los arraigos que no ha podido 
en estas veinticuatro horas presentarlas al Ministerio Publico, manifiesta que su 
patrocinada en su declaración  dio dinero con fecha veintiocho de mayo del año dos 
mil catorce, hace presente el boucher de desembolso de la Caja Arequipa de fecha 
28 de abril 2014, por 25,000.00 nuevos soles, y acredita la preexistencia del dinero 
prestado a Juan Jose Cruz Ilasaca por el vehiculo materia de presunta Receptacion 
que no esta ha nombre de los agraviados y esta a nombre de una empresa, asimismo 
manifiesta que su patrocinada tiene su vehiculo que hace servicio interprovincial y 
que esta a nombre de la empresa y por eso a aceptado en calidad de empeño el 
vehiculo del cual Juan Jose Cruz Ilasaca decía ser propietario. Refiere que su 
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patrocinada tiene arraigo laboral y presenta boleta de venta en el cual adquiere 
para su tienda productos conforme se aprecia de la misma, también como arraigo 
laboral presenta recibo por diversos productos que compra para su tienda y demás 
documentos, asimismo presenta recibo de pago de cuotas realizada ante Caja 
Arequipa, finalmente presenta también boucher de desembolso de la empresa 
credieskotia financiera, de igual forma de otra empresa y préstamo de cuarenta mil 
soles micro empresa, refiere que su patrocinada tiene domicilio en esta ciudad y lo 
acredita con certificado de domicilio del jr. José Carlos Mariategui con Barcelona Mz 
E 10 Lt 11 de la Urbanización Espinal, acreditando el arraigo familiar presenta las 
partidas de nacimiento de S. Lizet Zela Huayta  y Yenier Zela Huayta, adjunta de que 
tiene su cónyuge padre de las menores Isacc Zela Quispe, y señala no concurren los 
requisitos para disponer la prisión preventiva. Detalles se encuentran registrados en 
audio.---------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
Defensa Técnica del Jorge Apaza Cari y Cleto Huayta Nina: Refiere que; el acta 
de denuncia verbal es un dicho de la parte supuestamente agraviada, invocando el 
contrato de arrendamiento por Carlos Marin Arizaca, que es documento de naturaleza 
civil, que el acta de recepción de dinero es un resultado final que no vincula a sus 
patrocinados, y demás documentos fiscales han sido la forma en que su patrocinado 
quería recuperar el dinero producto de un empeño, presenta documento contrato de 
reconocimiento de obligación, menciona que se trata de un asunto civil que se 
pretende adecuar al tipo penal, es decir entre los numerales cinco, seis, siete y ocho 
hasta los once son aspectos concurrentes a la forma en que se intervino pero no en si 
al hecho criminoso, respecto de la declaraciones de los imputados son uniformes y 
como consecuencia del contrato su patrocinado pretendía recuperar su dinero y el de 
su hermana estafado por Juan José Cruz Ilasaca, y los hechos no se adecuan al tipo 
penal son de naturaleza civil. Detalles se encuentran registrados en audio.--------------- 
Respecto de su patrocinado Cleto Marcelino Huayta Nina se dedica a la compra 
venta de vehículos usados y tiene préstamo de dinero con cuatro entidades bancarias 
y se dedica también a la compra venta de carne y no presenta los documentos por el 
tiempo, sinembargo a manifestado su domicilio jr 06 de Enero Nº 205 Urb. Víctor Raúl 
Haya de la Torre, presenta acta de matrimonio de su pareja y que no ha estado en 
una labor obstaculización, que su intención no era extorsionar mediante violencia sino 
una cuestión de recuperar su dinero por que había contratos de naturaleza civil, 
respecto de la otra denuncia que se le imputa a Cleto Marcelino es por otro delito y no 
amerita que se tenga por cierto. Y respecto a los arraigos solo manifiesta de Cleto 
Marcelino Huayta Nina acta de matrimonio, partida de nacimiento de Evelin Huayta 
Chura, tiene otro hijo y Domicilio en el Jr, 06 de Enero Nº 205, arraigo laboral compra 
venta de vehículos. Respecto a Jorge Apaza Cari, tiene su conviviente y un hijo 
menor  Dayiro Edison Apaza Condori y su domicilio en la ciudad de lampa, además 
menciona que su patrocinado tiene vinculación con el comercio y presenta 
documentos de préstamo de dinero. Detalles se encuentran registrados en audio.------   
                                     
20:02hrs. (26’) Juez: Le corre traslado de lo expuesto al Señor Fiscal.----------------------------------------- 
20:02hrs. (27’) Fiscal: Refiere respecto a la persona Amelia Huayta Nina; su abogado refiere que 
habría actuado de buena fe al haber celebrado un contrato de empeño con Juan José 
Cruz Ilasaca y lo que ha hecho la imputada esta sancionado como delito de usura. La 
conducta de la imputada Amelia Huayta Nina habría cometido el delito de 
Receptacion agravada por que ella ha guardado el vehiculo y ha ayudado a negociar 
el mismo, por lo que se si se cumple la tipicidad del delito. Sobre la documentación el 
hecho de que el señor haya garantizado el empeño a favor de Juan José Cruz Ilasaca 
el ministerio publico aporta carga probatoria existe el contrato de arrendamiento de 
sobre el vehiculo y en ningún extremo aparece como garante, respecto de la 
documentación que se le ha corrido traslado sobre los menores no cuestiona el hecho 
de que se ha madre ello acredita la procreación de dos personas y no acredita la 
manutención de las mismas, sobre el certificado domiciliario no acredita que esta 
persona tenga habitualidad en el domicilio mencionado y no se presentado otro 
documento que pueda complementarlo, sobre los créditos de Amelia Huayta Nina 
acredita que tiene capacidad crediticia y no acredita arraigo laboral o trabajo 
conocido. Detalles se encuentran registrados en audio.----------------------------------------- 
Respecto de lo fundamentado por el abogado Cleto Huayta Nina; que estos hechos 
investigados se trata de una connotación civil y no concurre la violencia y la amenaza, 
sinembargo Cleto Huayta Nina, bajo amenaza de desmantelar el vehiculo de los 
agraviados le estaba solicitando la cantidad de dinero encontrado a su coimputado. 
Asimismo ha manifestado el abogado de Cleto Huayta Nina ha actuado de buena fe y 
siendo así debió acudir a la autoridad fiscal o policial y no ha debido de proceder 
solicitando a la parte agraviada dinero por teléfono. Respecto del acta de matrimonio 
de Cleto Huayta Nina  celebrado con la señora Andrea Chura solo acredita vinculo 
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matrimonial y no acredita situación de dependencia, respecto del contrato de 
obligación entre Juan Jose Cruz Ilasaca y Cleto Marcelino Huayta Nina sinembargo 
en ningún extremo esta persona en el contrato de folios treinta y uno y siguiente no 
actúa como garante, por lo que este documento es ajeno ha la realidad, sobre los 
baucher no acredita arraigo laboral. Respecto de Jorge Apaza Cari no se ha 
presentado ninguna documental de sus arraigos. Detalles se encuentran registrados 
en audio.------------------------------------------------------------------------------------------------------ 
Juez: Ultima intervención del abogado de la imputada Amelia Huayta Nina.-------------- 
20:22hrs. (31’) Defensa Técnica de la Imputada Amelia Huayta Nina: Se esta distorsionando la 
verdad real de los hechos, dando a entender que es un vehiculo robado, ella ha 
guardado un vehiculo por préstamo de dinero. Detalles se encuentran registrados en 
audio.---------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
Juez: Ultima intervención del abogado de los imputados Jorge Apaza Cari y Cleto 
Marcelino Huayta Nina----------------------------------------------------------------------------------- 
Defensa Técnica de los imputados Jorge Apaza Cari y Cleto Marcelino Huayta 
Nina: Estamos manteniendo como tesis que esto tiene connotación civil, no hay 
registro de llamadas, no existe elemento extorsivo, no existe las llamadas telefónicas. 
Detalles se encuentran registrados en audio.------------------------------------------------------- 
20:30hrs. (32’) Juez: Concede el uso de la palabra a los imputados a efectos de que haga uso de su 
derecho de defensa.--------------------------------------------------------------------------------------- 
Juez: Concede el uso de la palabra al abogado de la parte agraviada.--------------------- 
Defensa Técnica de la parte agraviada: Refiere que para sus patrocinados es un 
completo maltrato psicológico--------------------------------------------------------------------------- 
Defensa Técnica de los imputados Jorge Apaza Cari y Cleto Marcelino Huayta 
Nina: (objeción) Refiere que se les esta maltratando psicológicamente a sus 
patrocinados-------------------------------------------------------------------------------------------------  
Defensa Técnica de la parte agraviada: Refiere que se esta enmarcando en  la 
tesis del ministerio publico que es la extorsión de que su camioneta iba ser carneada. 
Detalles se encuentran registrados en audio.-------------------------------------------------------  
20:31hrs. (32’) Juez: Concede el uso de la palabra a los imputados a efectos de que haga uso de su 
derecho de defensa: Detalles se encuentran registrados en audio.-------------------------- 
Imputada Amelia Huayta Nina: Refiere que en ningún momento he puesto fuerza, y 
he dado el dinero con confianza por que es un compadre, y me han dicho que han 
arreglado de ha buenas, y que ha llevado donde la casa donde han guardado el carro 
y han venido los policías, y la plata he sacado del banco para prestar al señor Juan 
José, solicitando que actuado de buena fe.--------------------------------------------------------- 
Imputado Jorge Apaza Cari: Refiere que ayer por la mañana bajo del campo 
preguntando a su tío Cleto chamba y luego su tío estaba en su camioneta y se han 
dirigido en el taller maldito, y mas tarde le llamo su tío diciendo lleva esta plata a la 
Amelia y me llamas, y hasta ese momento no sabia nada------------------------------------- 
Imputado Cleto Marcelino Huayta Nina: Refiere que yo le estaba llamando con 
amenazas, pero mas antes Juan José Cruz Ilasaca me ha utilizado y después cuando 
no tenia comunicación con el, yo tenia ni que mentir y el me ha hecho mentir, y he 
tenido esa relación de buena fe, y me decían que arreglemos de buena fe, y que se 
levante las comunicaciones, por a mi me han obligado han venido a mi casa a 
agredirme yo le decía que llegue Juan de la Cruz, yo sobre mi trabajo he hecho este 
arreglo de buena fe sobre mi trabajo, no estoy en otro sitio. Detalles se encuentran 
registrados en audio.-------------------------------------------------------------------------------------- 
20:36 hrs. (33’) Juez: Da por concluido el debate y a fin de emitir la resolución correspondiente, 
suspende esta audiencia por el lapso de quince minutos.--------------------------------------- 
Juez: Da por reanudada audiencia.--------------------------.---------------------------------------- 
 
RESOLUCIÓN N° 02-2014 
Juliaca, veintitrés de setiembre 
del año dos mil catorce.- 
 
   VISTOS: El requerimiento de Prisión Preventiva formulado por la Fiscalía 
Provincial Especializada en Delitos de Trafico Ilícito de Drogas; OÍDAS: las partes en audiencia y; 
   CONSIDERANDO: 
   PRIMERO: La Fiscalía requiere mandato de Prisión preventiva por el Plazo de 
Nueve meses, en contra de los investigados Jorge Apaza Cari, Cleto Marcelino Huayta Nina; por el delito 
Contra el Patrimonio; en su modalidad de Extorsión en su forma de Extorsión Agravada, sancionado en 
el primer y quinto párrafo del art. 200 inciso B del Código Penal en agravio de Carlos Marin Alisaca y 
Ruth Frida Arque Quispe, así como para Amelia Huayta Nina por el delito contra el patrimonio e su 
modalidad de Receptacion en su forma de Receptacion Agravada sancionado en el Art. 195 primer 
párrafo concordante con el tipo base del art. 194 del CP en agravio de Carlos Marin Arisaca y Ruth Frida 
Arque Quispe; la fiscalía a sustentado su requerimiento de prisión preventiva en los siguientes hechos. 
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Que la instigación materia del presente proceso se inicia por denuncia al agraviado Carlos Marin Arisaca 
por el delito contra el patrimonio Extorsión Agravada, en contra de Cleto Marcelino Huayta Nina 
señalando que los hechos denunciados se venían produciendo desde hace una semana atrás, en el cual 
el referido imputado le solicita vía telefónica la suma de veinticuatro mil doscientos nuevos soles a fin de 
que le devolviera su vehiculo de placa V3V -752 el cual había sido alquilado el mes de diciembre del 
20013 a la persona de Juan Jose Cruz Ilasaca, quien se apodero de dicho vehiculo para luego 
desaparecerlo, dicha ilegitima solicitud se realizo bajo la amenaza de desmantelar el vehiculo, en esas 
circunstancia que efectúa las conversaciones con Cleto Marcelino Huayta Nina con la finalidad de 
recuperar su vehiculo y acepta haber entregado dinero previa comunicación con el representante del 
Ministerio Publico; condichos antecedentes el día veintidós de setiembre del año dos mil catorce, el 
representante del Ministerio Publico solicita a la unidad policial apoyo a fin de efectuar una intervención 
por los hechos materia de investigación, es así que a horas dieciséis con treinta el agraviado Carlos 
Marin Arisaca y su esposa Ruth Frida Arque Quispe luego de realizar coordinaciones con Cleto 
Marcelino Huayta Nina vía teléfono, acuerdan en encontrarse en un taller ubicado por las inmediaciones 
de la avenida independencia, salida al Cusco lugar donde la agraviada haría la entrega del dinero 
solicitado por el imputado, y este a su vez entregaría el vehiculo camioneta marca Toyota modelo Hilux 
de placa V3V – 752 ya en el lugar de los hechos el agraviado y su esposa a bordo de una camioneta 
plomo en la que se encontraba Cleto Marcelino Huayta Nina y Jorge Apaza Cari y luego de 
conversaciones el agraviado Carlos Marin Arisaca hace entrega del dinero al agraviado a Jorge Apaza 
Cari quien luego de recibir sale del lugar es decir de la camioneta y se dirige hacia el centro de la ciudad 
a entregarle el dinero a otra persona y recoger el vehiculo del agraviado y entregarlo conforme se había 
pactado circunstancias donde es intervenido por el personal policial a horas diecisiete con presencia del 
representante del Ministerio Publico encontrándosele en su poder la suma de veintitrés mil ochocientos 
nuevos soles que es el dinero de la ilegitima transacción extorsión en la que participo Cleto Marcelino 
Huayta Nina.  
   SEGUNDO: El artículo 268 del Código Procesal Penal establece los 
presupuestos materiales que legitiman el dictado de la medida coercitiva de la medida de prisión 
preventiva, entre ellos se tiene de que: a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para 
estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o partícipe del 
mismo. b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de libertad; y c) Que 
el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso particular, permita colegir 
razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la 
averiguación de la verdad (peligro de obstaculización)." Tanto el peligro de fuga como el peligro de 
obstaculización en cuanto a sus criterios de evaluación se encuentran regulados legalmente en el 
artículo 269 y 270 del Código Procesal Penal. 
    TERCERO: En el presente caso dado la imputación fáctica contenida en la 
disposición de formalización y continuación de la investigación preparatoria disposición 01-2014 emitida 
por la fiscalía requirente de fecha 23 de septiembre del año 2014 y la imputación jurídica o calificación 
jurídica de los hechos materia de acusación efectuado por el representante del ministerio publico, 
corresponde en el presente caso evaluar la concurrencia de los presupuestos materiales referidos en la 
norma antes señalada que legitiman el dictado o el descarte de los principales presupuesto materiales 
para la prisión preventiva, en ese sentido en cuando al presupuesto materia, fundados y graves 
elementos de convicción para estimar razonablemente la comisión del delito materia de investigación de 
los elementos de convicción que ha hecho referencia el representante del ministerio público se tiene 
esencialmente, en cuando al delito de Extorsión Agravada y al de Receptación Agravada atribuida a los 
investigados presentes en esta audiencia la declaración del agraviado Carlos Marin Arisaca, el mismo 
que corre copiado de copias certificados ha folios 89 y siguientes de este cuaderno la misma que ha sido 
prestado con fecha 22 de setiembre del año 2014 en presencia del representante del ministerio público, 
en la que esencialmente el agraviado Carlos Marin Arisaca ha declarado haber alquilado el vehículo de 
placa de rodaje V3B-752 que se encuentra a nombre de sus esposa Ruth Frida Arque Quispe a la 
empresa IANTONOC SAC representado por su gerente Juan Jose Cruz Ilasaca el 14 de diciembre del 
año 2013 en esta ciudad de Juliaca, para lo cual ha celebrado un contrato del alquiler de vehículo en 
esta misma localidad versión que se encuentra corroborada con el contrato de arrendamiento de la 
camioneta de placa de rodaje V3B-752 de fecha 14 de diciembre del año 2013 el mismo que se 
encuentra a folio 25 y siguiente de este cuaderno, así mismo dicho agraviado ha declarado de que una 
vez alquilada su vehículo ha hecho comunicaciones y gestiones diversos a efecto de que Juan José Cruz 
Ilasaca pueda efectuar el pago de los alquileres mensuales, respecto de dicho vehículo sin embargo 
luego de hacer diversas gestiones este ha desaparecido y al ver que no sabía nada de la ubicación de su 
vehículo ha insistido en encontrarse con dicha persona, llamándolo con frecuencia, para encontrarse 
personalmente y a insistencia de el a fines del mes de abril llevándolo a su casa en la Av. Los Incas 
costanera de la ciudad de Puno donde presenta a su esposa y familia; asiéndole saber que el vehículo 
se encontraba trabajando con normalidad ya en el mes de mayo este lo llama por celular indicándole que 
requería las llantas para dicho vehículo habiéndole hecho entrega de cinco llantas habiendo sido la 
última vez que lo vio personalmente, posteriormente el propio agraviado se dirige insistentemente al 
domicilio antes mencionado encontrándose con la esposa de dicha persona Meri Noemi Ticona Pari, 
quien es la persona que le señala que quien saben de la ubicación de su camioneta es Davit Dario Cruz 
Ilasaca, hermano de Juan Jose y al entrevistarse con este, este le refiere que el Sr. Cleto Marcelino 
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Huayta Nina, tenía conocimiento de la ubicación de su vehículo, al que llamaba por celular 
encontrándose en la ciudad de Juliaca habiéndose este en un principio negando sobre la ubicación del 
vehículo del agraviado, por eso es que conversa nuevamente con Cleto pero este señala el agraviado, 
siempre se hacia la burla de su camioneta a V3B-752 diciéndole primero que se encontraba en Arequipa, 
luego que se encontraba en lima y posteriormente que su carro había sido desmantelado, y que la placa 
se encontraba en santa rosa Ayaviri, el chasis en Ayaviri y otras partes le dijo en otros lugares, esto 
señala la parte agraviada que fue en el mes de  julio aproximadamente posteriormente es la esposa de 
Juan Jose de nombre Meri quien les dice que el vehículo de placa V3B-752; su esposo Juan Jose y Cleto 
lo había empeñado ante su padrino Floilan Néstor por la suma de veinticuatro mil nuevos soles y al ser 
preguntado respecto de las circunstancias de la intervención a dicha persona la parte agraviada ha 
señalado que el día 21 de septiembre llama al celular de Cleto al N° 999404114, a efecto de encontrarse 
para entregar el dinero pactado, la misma que se produce al día siguiente a horas 15:30 habiendo 
previamente sacado copias de los billetes que hacienden a la suma de veinticuatro mil nuevos soles, los 
mismos que han sido encontrados al efectuarse la intervención policial en la camioneta que los llevaba a 
la altura del lugar de su detención entregando el dinero al Sr. Cleto el mismo que contó el billete y una 
vez que termino el conteo del dinero Cleto entrego el dinero a su compañero Jorge Apaza cari quien 
finalmente fue encontrado con el dinero en sus bolsillos, esta versión formulada por la parte agraviada se 
encuentra corroborada con otros elementos de convicción que se han acopiado durante la investigación 
preparatoria, en cuento a la titularidad o propiedad del vehículo se tiene la boleta informativa emitida con 
fecha 26 de setiembre del año 2013 por la SUNARP de esta ciudad en que se aprecia que dicho vehículo 
se encuentra a nombre de Ruth Frida Arque Quispe así mismo en cuanto a la intervención policial 
referida por el agraviado se tiene el acta de intervención policial de fecha 22 de setiembre del año 2014 
en el que se precisa las circunstancias de dicha intervención habiéndose detenido a la persona de Jorge 
Apaza cari, quien procediéndose a efectuar al registro personal se encontró en el bolsillo interior de su 
casaca dinero en efectivo en la suma de veintitrés mil ochocientos nuevos soles en billetes de cien y 
doscientos nuevos soles; así mismo se da cuenta de la posterior intervención de la persona de Cleto 
Marcelino Huayta Nina quienes e encontraba en compañía de los denunciantes, quien ha aceptado 
recibir el dinero y entregárselo a Jorge Apaza Cari, para finalmente también proceder a la intervención de 
la persona Amelia Huayta Nina quien es conducida por el personal policial hasta el domicilio ubicado en 
el pasaje La paz manzana B-2 lote 2-A, donde se encontró  el vehículo camioneta de placa V3B-752, 
procediéndose a la incautación de dicho vehículo conforme al acta de fecha 22 de setiembre del año 
2014 que corre a folio 33, finalmente en cuento al hallazgo del dinero entregado por parte al agraviada a 
los investigados Cleto Marcelino Huayta Nina y Amela Huayta Nina, se tiene el acta de registro personal 
de fecha 22 de setiembre del año 2014 efectuado a Jorge Apaza cari el que da como resultado para 
moneda nacional positivo en un monto total de veintitrés mil ochocientos nuevos soles, así como el acta 
de recepción de identificación y fotocopiado de billetes en moneda nacional que corre a folio 38 y 
siguientes con las respectivas fotocopias de los diversos billetes en numerarios de 100 y 200 nuevos 
soles, así como el acta de cotejo de estos mismos, el mismo que deja constancia que en poder del 
intervenido Jorge Apaza Cari si ha encontrado la suma de veintiocho mil ochocientos nuevos soles, 
obteniéndose que dichos billetes coinciden en sus números de series y denominaciones, finalmente se 
tiene la propia declaración del imputado Cleto Marcelino Huayta Nina que corre a folios 104 y siguientes  
este cuaderno el mismo ha sido prestado con fecha 23 de setiembre del año 2014, en presencia de 
representante del ministerio público y abogado defensor, en la que esencialmente este declara, haberle 
dicho al agraviado que  su camioneta se encontraba empeñado ante una señora por la suma de 24,200 
nuevos soles, refiriéndose a su hermano porque su hermana no quería perder el dinero por eso le dijo 
que traigan esa cantidad de dinero quedando pactado para el día 21 de setiembre del año 2014 donde 
ellos llamaron indicándole que no tenían esa cantidad el día 22 de setiembre a horas 15 
aproximadamente le llamaron al celular el Sr. Carlos Marin Arisaca, indicándole que ya tenía el dinero y 
que se encontraban frente a un taller por la COPOP salida al Cusco donde los interesados le hacen 
entrega de veinticuatro mil nuevos soles, por esto en un inicio dudaron en entregar, cuando estaban 
retirando con unos clientes los interesados, nuevamente le entregan el dinero y recibe dicha cantidad de 
dinero y le entra a su sobrino Jorge Apaza Cari para que este vaya donde la señora refiriendo su 
hermana para que le dé el dinero y que su persona vaya a recoger la camioneta, así mismo se tiene la 
declaración del investigado Jorge Apaza cari de fecha 23 de setiembre del año 2014, en presencia del 
representante del ministerio público y abogado defensor, quien ha señalado que el día de los hechos le 
llamo su tío Cleto diciéndole que lleve ese dinero a Amelia Huayta Nina, le entrego un paquete de dinero 
del cual no a contado el monto y lo guardo en su bolsillo interior de su casaca de cuero indicándole que 
era la suma de veinticuatro mil nuevos soles y que una vez que le entregara el dinero a Amelia que le 
llamara y cuando ha avanzado media cuadra por el cementerio central fue intervenido por la fiscalía y la 
policía fiscal, encontrándose el dinero en su bolsillo, finalmente se tiene la declaración de la co-
investigada Amelia Huayta Nina de fecha 23 de setiembre del año 2014, también en presencia del 
representante del ministerio público y abogado defensor de elección, la que esta señala de que el 
vehículo de placa V3B-752 se le había entregado a cambio de un préstamo de dinero por recomendación 
e su hermano quien había aceptado el contrato de préstamo pactado por un mes, por el monto de 
veinticuatro mil doscientos nuevos soles, que el día 21 de setiembre del 2014 a horas 17 su hermano lo 
llamo vía teléfono celular y le dijo que entregara la camioneta que ya había recibido el dinero y que 
estaba mandando a Jorge con el dinero señala más adelante que es la primera vez que presta dinero en 
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calidad de prenda, de los elementos de convicción antes reseñados puede colegirse claramente de que 
el investigado Cleto Marcelino Huayta Nina, con la recepción del dinero al que hace referencia el acta de 
constatación fiscal ha obtenido un beneficio económico, el mismo que no está justificado con ninguno de 
los elementos de convicción que aparecen de la investigación preparatoria pues el contrato de 
arrendamiento de camioneta que corre a folio 25 de esta carpeta fiscal tiene como partes como 
arrendador a la empresa IANTONOC SAC representado por su gerente Juan Jose Cruz Ilasaca y a uno 
de los agraviados Carlos Marin Arisaza, y el elemento en este caso amenaza, puede colegirse de la 
propia declaración de la parte agraviada, cuando este señala en su declaración que el investigado Cleto 
le hacía saber que su vehículo de placa de rodaje V3B-752, se encontraba en Arequipa, que 
posteriormente el carro había sido desmantelado, que la placa se encontraba en santa rosa Ayaviri, que 
el chasis en Ayaviri y otras partes en otros lugares, con el objeto de obtener la cantidad de dinero que 
solicitaba a cambio de la entrega de dicho vehículo; por su parte la participación de su co-investigado 
Jorge Apaza cari se encuentra materializada en el presente caso, en el acto de la entrega de dicho 
dinero por parte del anterior acusado el mismo que se le ha encontrado en sus bolsillos en el momento 
de la intervención y dada la cantidad del dinero que se le ha entregado de los elementos de convicción 
que se tiene acopiados en la investigación, y de su propia declaración no existe justificación alguna para 
poder explicar el dinero que recibía de su co-investigado, y en cuanto a la imputada Amelia Huayta Nina, 
su defensa técnica a esbozado la tesis de que esta únicamente se habría limitado su participación a un 
préstamo de dinero que había efectuado a Juan Jose Cruz Ilasaca y que su intención  era únicamente 
recuperar el dinero, y respecto del cual existiría un documento, sin embargo como su propio abogado 
defensor lo ha señalado en esta audiencia, al estado actual de la investigación preparatoria no se ha 
aportado ningún documento que acredite tal transacción y que pueda justificar la tenencia de dicho 
vehículo sin embargo está a estado en la posibilidad de por lo menos de presumir la procedencia ilícita 
de dicho vehículo por lo que en el presente caso no solo existen suficientes elementos de convicción de 
la comisión del delito materia de investigación sino también de la vinculación con los mismo de los 
imputados Jorge Apaza Cari, Cleto Marcelino Huayta Nina y Amelia Huayta Nina, por lo que en el 
presente caso concurre este primer presupuesto material.  
   CUARTO: En cuanto a la prognosis de pena superior a los cuatro años de 
pena privativa de libertad  el señor fiscal ha señalado en el presente caso dado la calificación jurídica de 
los delitos  materia de investigación Extorsión Agravada y Receptacion agravada es posible que en caso 
de encontrárseles responsables a los investigados  la pena a imponérseles superara necesariamente los 
cuatros años de pena privativa de libertad, al respecto debe señalarse que respecto de los imputados 
Cleto Marcelino Huayta Nina y Jorge Apaza Cari, quienes se encuentran comprendido por el delito de 
Extorsión agravada los mismos que se encuentran previstos en el Art. 200 inciso B, primer y quinto 
párrafo de código penal este tipo penal prevé una pena minima no menor de quine ni mayor de 
veinticinco años de pena privativa de libertad en ese sentido al no haberse identificado o validado por su 
defensa técnica algunas circunstancias atenuante privilegiada que permita la rebaja punitiva por debajo 
de mínimo legal i por lo menos prudencialmente en el caso de encontrárseles responsables por los 
delitos materia de acusación la pena a imponérseles será necesariamente a cuatro años de pena 
privativa de libertad. En cuanto a la imputada Ruth Frida Arque Quispe quien se encuentra investigada 
por el delito de Receptacion agravada  previsto en el primer párrafo del Art. 195 concordante con el tipo 
base del  art. 194 del código penal debe de señalarse que este tipo penal se encuentra conminado con 
una pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de seis años de pena privativa de libertad, 
respecto de ella tampoco en la investigación alegatos de su defensa se ha identificado ninguna 
circunstancia que pueda posibilitar la rebaja punitiva por debajo de mínimo legal o prudencialmente de la 
pena concreta en caso de encontrársele responsable. Sinembargo es factible que respecto de esta 
imputada la pena se sitúe en el extremo inferior al no haberse alegado por la fiscalía ninguna 
circunstancia agravante que posibilite que la pena se sitúe en el tercio medio o superior siendo factible 
que la pena podría situarse en el extremo mínimo, o inclusive con la aplicación de el proceso especial de 
Terminación Anticipada con la rebaja punitiva prevista en el art. 471 de Código Procesal Penal en un 
sexto de la pena concreta esta podría disminuir a limites inferiores en dicho cuantun, por lo que en este 
extremo respecto de la investigada Amelia Huayta Nina no es posible con suficiencia los elementos de 
convicción acopiados de la investigación que la pena a imponerle pueda superar necesariamente los 
cuatro años de pena privativa de libertad, por lo que respecto de esta investigada no concurre el segundo 
presupuesto material, siendo que si concurre respecto los investigados Jorge Apaza Cari y Cleto 
Marcelino Huayta Nina, en ese sentido el análisis de siguiente presupuesto material únicamente será 
respecto de estos dos últimos investigados.  
   QUINTO: En cuanto al tercer presupuesto material peligro procesal, el 
ministerio público ha fundamentado su requerimiento de prisión preventiva en los extremos de peligro de 
fuga y peligro de obstaculización; y en síntesis ha señalado que ninguno de los investigados Cleto 
Marcelino Huayta Nina y Jorge Apaza Cari, hayan acreditado durante la investigación sus arraigos 
domiciliario, familiar y laboral; a lo señalado por el señor fiscal la gravedad de la pena como criterio a 
efecto de establecer la concurrencia de este peligro invocando la circular N° 325-2011 sobre prisión 
preventiva de fecha 13 de setiembre del año 2011, emitido por la Presidencia del Poder Judicial; 
respecto a los arraigos de dichos investigados en audiencia su abogado defensor únicamente ha 
aportado respecto de Cleto Marcelino Huayta Nina, un acta de matrimonio de fecha 07 de octubre del 
año 2006 emitido por el Registro Nacional de Identificación de Estado Civil que acredita su condición de 
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casado, así como un contrato de obligación de fecha 03 de julio del año 2014 , en el que interviene como 
acreedor de una obligación teniendo como deudor a don Juan José Cruz Ilasaca por el monto de s/12 
500.00 nuevos soles; y respecto de su patrocinado Carlos Marin Arisaca un contrato de arrendamiento 
de una camioneta con fecha 14 de diciembre del año 2013 en la que aparece como arrendador y por la 
otra parte la empresa Yantoc S.A , cuyo gerente general es Juan José Cruz Ilasaca como arrendatario 
respecto de la camioneta de placa de rodaje v3d752 ;ninguno de estos elementos de convicción 
acreditan con suficiencia tanto el arraigo domiciliario, laboral y familiar de los investigados Cleto 
Marcelino Huayta Nina y Jorge Apaza Cari más aún si en audiencia su Defensa Técnica ha señalado la 
imposibilidad de poder aportar dichos elementos de convicción a efecto de acreditar suficientemente los 
arraigos de sus patrocinados , ausencia que se encuentra corroborado con la gravedad de la pena como 
criterio valido a efecto de evaluar el peligro de fuga dichos imputados, toda vez que el delito materia de 
acusación tiene una pena en su extremo mínimo de 15 años de pena privativa de libertad, en cuanto al 
peligro de obstaculización de la averiguación de la verdad, la fiscalía únicamente lo ha sustentado en 
argumentos genéricos señalando que los investigados no habrían proporcionado información respecto de 
Juan José Cruz Ilasaca, sin embargo estando aquí la declaración de un imputado está sujeto a la libertad 
de declarar y el principio de no auto incriminación debe desvirtuarse la presencia de este peligro, sin 
embargo habiéndose estimado la concurrencia del peligro de fuga es suficiente a efecto de que concurra 
el tercer presupuesto material estando la concurrencia de los presupuestos previstos en el artículo 268 
del código procesal penal tiene el carácter de copulativo concurren en el presente caso respecto de los 
investigados Jorge Apaza Cari y Cleto Marcelino Huayta Nina, mas no así respecto de  Amelia Huayta 
Nina por lo que debe estimarse el  requerimiento fiscal parcialmente en cuanto a los dos primeros 
nombrados desvirtuándose respecto de la última de las nombradas; en cuanto al plazo de prisión 
preventiva el Ministerio Público ha solicitado 9 meses de prisión preventiva y sin embargo estando que 
los hechos investigados se han iniciado en flagrancia delictiva, el Ministerio Público durante la 
investigación preliminar ha copiado diversos elementos de convicción no solo a efecto de formalizar la 
investigación preparatoria sino para solicitar la prisión preventiva y estando a lo señalado por el señor 
fiscal  y a la naturaleza de los hechos materia de investigación se requieren diversas diligencias de 
investigación entre de ellas el levantamiento del secreto bancario y bursátil , levantamiento del secreto de 
comunicación; los mismos que requieren mandato judicial previo tramite establecido en el código 
procesal penal, debe estimarse como plazo razonable el mandato de prisión preventiva dentro del plazo 
máximo establecido en el artículo 272 del código procesal penal de ocho meses,  el mismo que será 
computado desde el momento de la aprehensión y detención efectiva de los investigados hasta su 
vencimiento, en cuanto a la investigada Amelia Huayta Nina  en conformidad con lo establecido en el 
artículo 171 numeral 4 que establece “si el juez de investigación preparatoria no considera fundado el 
requerimiento de prisión preventiva optara por la medida de comparecencia restringida o simple según el 
caso y efecto de desvirtuar cualquier peligro de fuga”,  debe imponerse a dicha investigada el mandato 
de comparecencia con restricciones de conformidad a lo establecido en los artículos 287 y 288 con la 
siguientes restricciones la obligación de no variar de domicilio sin autorización judicial, la obligación de 
comparecer al juzgado personal y obligatoriamente el primer día hábil de cada mes a efecto  de justificar 
debidamente sus actividades y dado que en esta audiencia dicha investigada a acreditado con 
suficiencia su solvencia económica la imposición de una caución económica  en el monto de s/5000.00 
nuevos soles, la misma que será depositada a la orden de este juzgado dentro del plazo de tres días de 
realizado esta audiencia, bajo apercibimiento de que en caso de incumplimiento de cualquiera de dichas 
restricciones se revoque el mandato de comparecencia restringida disponiendo su internamiento en el 
establecimiento penal que designe el Instituto Nacional Penitenciario. 
   Consideraciones por la cuales; 
    SE RESUELVE:  
   PRIMERO: DECLARAR FUNDADO EN PARTE  REQUERIMIENTO DE 
PRISIÓN PREVENTIVA formulado por el Fiscal Provincial Penal Corporativa de la Ciudad de Juliaca en 
el proceso que se sigue A  JORGE APAZA CARI y otros, por el delito de EXTORSIÓN AGRAVADA y 
otros en agravio de Carlos Marin Alisaca y otro.  
   SEGUNDO: IMPONER la medida coercitiva personal de PRISIÓN 
PREVENTIVA a los investigados 1) CLETO MARCELINO HUAYTA NINA identificado con DNI N° 
02147360, sexo masculino, fecha de nacimiento 26 de abril de 1972, lugar de nacimiento Lampa, Lampa, 
Puno, nombre de padres Cirilo y Julia. Asícomo a 2) JORGE APAZA CARI identificado con DNI N° 
43299703, sexo masculino, fecha de nacimiento 07 de octubre de 1985, lugar de nacimiento Juliaca, San 
Román, Puno, nombre de padres Gregorio y María; por el plazo de ocho meses; el mismo que debe de 
ser computado desde que estos han sido efectivamente detenidos el mismo conforme al acta de 
detención policial ha ocurrido el día VEINTIDOS DE SETIEMBRE DEL AÑO DOS MIL CATORCE, hasta 
su vencimiento; disponiendo su internamiento en el Establecimiento Penal que designe el Instituto 
Nacional Penitenciario.  
   TERCERO: Dictar la medida coercitiva de COMPARECENCIA CON 
RESTRICCIONES en contra de AMELIA HUAYTA NINA, bajo las siguientes restricciones; 1) la 
obligación de no variar de domicilio sin autorización judicial conforme al domicilio acreditado en este acto, 
2) a obligación de comparecer personal y obligatoriamente al juzgado el primer día hábil de cada mes a 
efecto de justiciar debidamente sus actividades, 3) la imposición de una caución económica en el monto 
de cinco mil nuevos soles el mismo que deberá de ser depositado a la orden de este juzgado, dentro 
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del plazo de tres días de realizado esta audiencia, todo ello bajo apercibimiento de que en caso de 
incumplimiento de cualesquiera de las restricciones antes señaladas se revoque la medida coercitiva de 
comparecencia con restricciones y se imponga el mandato de  prisión preventiva  disponiendo su 
internamiento en el establecimiento penitenciario que designe el Instituto Nacional Penitenciario.  
   CUARTO: Se establece el plazo de prisión preventiva para los imputados  
JORGE APAZA CARI y CLETO MARCELINO HUAYTA NINA el plazo de OCHO MESES. TÓMESE 
RAZÓN Y HÁGASE SABER. 
22:01hrs. (60’) Juez: Se notifica la presente resolución a la representante del Ministerio Público y a 
los demás sujetos procesales.-------------------------------------------------------------------------- 
22:01hrs. (1:01’) Fiscal: Dijo en el extremo que declara fundada la prisión preventiva de Jorge Apaza 
Cari y Cleto Marcelino Huayta Nina conforme, y en el extremo en que se impone 
restricciones a la Amelia Huayta Nina interpone recurso de Apelación señor juez y 
voy a presentarlo en el plazo de ley------------------------------------------------------------------- 
22:02 hrs. (1:01’) Defensa Técnica de Jorge Apaza Cari y Cleto Marcelino Huayta Nina: Dijo no 
estar conforme e interpone recurso de apelación, solicitando el término de ley para 
fundamentarla.---------------------------------------------------------------------------------------------- 
Defensa Técnica de Amelia Huayta Nina: Dijo estar conforme----------------------------- 
22:03hrs. (1:01’) Juez: Al recurso de apelación interpuesto por el representante del ministerio publico 
en el extremo del mandato de comparecencia con restricciones dictada en contra de 
Amelia Huayta Nina y por el recurso de apelación interpuesto por la defensa técnica 
de Jorge Apaza Cari y Cleto Marcelino Huayta Nina en el extremo de la imposición de 
la media coercitivas de prisión preventiva en contra de sus patrocinados téngase por 
interpuesto dicho recurso concediendo el plazo de tres días puedan formalizar y 
fundamentarlas debidamente bajo apercibimiento de rechazo y archivo.------------------- 
 
22:05 hrs. (1:01’) Juez: Estando a la conformidad de los sujetos procesales presentes se da por 
concluida la presente audiencia y por cerrado el audio de grabación, procediendo a 
firmar el acta de registro de audiencia el señor Juez y el Especialista de Audiencias 




EXPEDIENTE : 01479-2012-44-2111-JR-PE-03. 
JUEZ : AMILCAR SURCO RIVAS 
AGRAVIADO(s) : MENOR DE INICIALES A.M.S.H. 
IMPUTADO (s) : RAÚL QUISPE PACORI   
DELITO (s) : VIOLACIÓN SEXUAL DE MENOR DE EDAD- 
ESPECIALISTA : PELAYO SATURNINO SALAZAR QUISPE- 
 




En Juliaca, SIENDO LAS DIECISÉIS HORAS DEL DÍA DIECISÉIS DE NOVIEMBRE  DEL 
AÑO DOS MIL DOCE, se constituye el Magistrado AMILCAR SURCO RIVAS, JUEZ 
ENCARGADO DEL TERCER JUZGADO DE INVESTIGACION PREPARATORIA – POR 
VACACIONES DEL TITULAR – Actuando el especialista de Audiencias Pelayo Saturnino 
Salazar Quispe; en la Sala de Audiencias del Módulo Penal de San Román-Juliaca, para llevar 
a cabo la Audiencia de Requerimiento de PRISION PREVENTIVA, seguida en el expediente 
número 1479-2012-44-2111-JR-PE-03, en contra de RAÚL QUISPE PACORI, a quien se le 
investiga como presunto autor del delito Contra la Libertad, en su modalidad de Violación de la 
Libertad sexual, en su forma de VIOLACIÓN SEXUAL DE MENOR DE EDAD, previsto y 
sancionado en el artículo 170° del Código Penal, en agravio de la menor de iníciales A.M.S.H.--
------------------------------------------------------------------------------------------------------------  
 
Se deja constancia que la audiencia será registrada mediante audio, cuya grabación 
demostrará el modo cómo se desarrollará la presente audiencia conforme así lo establece el 
inciso dos, del artículo trescientos sesenta y uno del Código Procesal Penal, pudiendo acceder 
a la copia de dicho registro.------------------------------------------------------------------------------------------  
 
16:01 hrs. (01´) ACREDITACION:  
 
1. REPRESENTANTE DEL MINISTERIO PUBLICO: Dr. EDWIN ROBERTO 
PAREDES DIAZ, Fiscal Adjunto Provincial de la Primera Fiscalía Provincial Penal 
Corporativa de San Román, con domicilio procesal  Plaza Zarumilla s.n, Edificio del 
Ministerio Publico segundo piso, con celular 951462061, con correo electrónico 
roberto@hotmail.com.pe--------------------- 
2. MENOR AGRAVIADA DE INICIALES A.M.S.H., DOMICILIO, salida de Puno, la 
Florida jirón Ciruelos 111...=========================================== 
3. ABOGADO DEFENSOR PUBLICO DEL IMPUTADO: RAUL QUISPE PACORI: 
Dr. OMAR JORGE OLAZABAL RODRIGO, con CAP 551, con domicilio procesal 
en Jirón Pumacahua 233 oficina 5, interior, con correo electrónico 
marioolazabalrodrigo@,hotmail.com, con celular 951535260.------------------------- 
4. IMPUTADO: RAUL QUISPE PACORI, de veinticuatro años de edad, con DNI 
45070586, con domicilio en la avenida Aviación No. 333 Urbanización Santa 
Adriana Juliaca. ------------------- 
 
16:03 hrs.  (02´) DESARROLLO DE LA AUDIENCIA 
 
16:03 hrs. (02´) Juez: Hace presente a los asistentes, habiéndose identificado las partes da por 
instalada válidamente la audiencia, y que la audiencia tendrá de carácter 
reservado por la característica del delito, por tanto da inicio a la etapa de 
debate en acto público, para ello concede el uso de la palabra al representante 
del Ministerio Público a efecto de que oralice su requerimiento.- 
16:04 hrs. (01´) Fiscal: Oraliza su requerimiento de prisión preventiva, En cuanto a la 
imputación de los medios probatorios del representante del Ministerio Público 
en audiencia ha precisado como hechos que se incriminan al imputado 
presente Raúl Quispe Pacori, que el día catorce del noviembre del dos mil doce 
al promediar las dieciséis treinta horas, hubo llamado por parte de su hijo 
Wilmar quien le indico, que al momento de llegar a su domicilio encontró a su 
hermana la agraviada de diecisiete años de edad, llorando y quejándose de 
haber sido víctima de abuso sexual en dichas circunstancias la madre de la 
menor se constituye al inmueble ubicado en el jirón los Ciruelos numero 111 
interior B de la urbanización la Florida de esta localidad, preguntándole lo 
sucedido a su menor hija quien le manifiesta en qué circunstancias, que se 
encontraba en el interior de su domicilio concretamente en la cocina 
ESCUCHANDO MÚSICA,  y al cuidado de su hermanita menor de cuatro años 
A.M.H. se percata que en patio de su casa se encontraba la persona a quien 
conoce con el nombre de Raúl Quispe Pacori, debido que dicha persona 
trabaja en una casa de venta de vidrios de la familia Paredes ubicada en la 
calle Huancané 575 de esta ciudad, mientras que la menor trabajo para esta 
familia en otra de sus tiendas de trajes autóctonos en el mismo domicilio de 
esta ciudad, que al reclamarla la agraviada, al imputado Raúl Quispe Pacori el 
motivo de la presencia en el interior de su casa, intenta sacarlo hacia la calle, 
este sujeto la agarro por la fuerza de los brazos tumbándolo al piso 
golpeándose la cabeza en una piedra, por lo que la agraviada perdió el 
conocimiento al momento, cuando reacciono se encontraba despojada de su 
pantalón de buzo y de su ropa interior y el imputado se encontraba mostrando 
sus partes intimas e introduciendo su dedo en la parte de la vagina que con 
esto vas a reaccionar, esto te gusta, dándose cuenta de que había sido 
ultrajada violentamente por lo que grito pidiendo ayuda procediendo el 
imputado a taparle la boca, dándole cachetadas, momento en que la agraviada 
forcejeaba con el imputado quien se encontraba encima de la agraviada sonó 
el celular y esta se levanto su mano derecho, el imputado se retira del domicilio 
no sin antes amenazarle que no cuente esto a nadie, indicándole que se había 
vaciado y que la agraviada había quedado embarazada, y que si hacia algo con 
su hijo la iba a matarla procediéndose a retirarse y llevarse consigo la prenda 
interior de la menor; se tiene de actuados de que el imputado después de 
haber perpetrado el ilícito ha llevado a cabo llamadas telefónicas reiteradas a la 
menor agraviada indicándole que lo perdone por lo que había realizado, estos 
son los elementos de convicción del Ministerio Público que sustenta su 
requerimiento de prisión preventiva con elementos de convicción para estimar 
razonablemente de la comisión del delito que vincula al imputado nombrando 
uno de ellos o por ejemplo uno de ellos el acta de inspección técnico policial, 
así mismo al acta única de entrevista única de la menor agraviada, la 
declaración testimonial de Elizabeth Humpiri Quispe, el certificado médico legal 
009237-G, así mismo certificado médico legal 093-2008, acta de recepción de 
prendas de vestir, el protocolo de pericia psicológica numero 9304-2012 
solicitando el Representante del Ministerio Público en merito a ellos se declare 
fundado el requerimiento de prisión preventiva, invocando el artículo 268 del 
Código Procesal Penal, así mismo ha sustentado cada unos de los 
presupuestos que contempla el requerimiento, siendo uno de ellos por ejemplo 
los graves elementos que vinculan al autor con la comisión o con los hechos 
que se investigan, así mismo el señor Representante del Ministerio Público ha 
sustentado el peligro o el artículo 170 del Código Penal primer párrafo que 
establece como pena privativa de libertad de seis a ocho años, en el caso de 
autos el Fiscal Provincial dice que se cumple el segundo requisito; en cuanto al 
tercer requisito precisa el peligro de fuga, precisando que el imputado no 
tendría un domicilio conocido toda vez que al realizar la inspección policial 
correspondiente en el domicilio indicado por el imputado ninguna persona ha 
atendido por lo que se tendría no tendría un domicilio conocido, no tiene un 
arraigo laboral toda vez que el contrato de trabajo del imputado no tendría 
forma correspondiente o un registro de SUNAT, en cuanto a su arraigo familiar 
de autos se evidencia que no obran alguno que ha concluir que este tenga 
familia, hijos que dependan de él, solicita el Fiscal Provincial se declare 
fundada el requerimiento por el plazo de nueve meses, detalles se encuentran 
registrados en audio.---------------------- 
16:20 hrs. (16´)  Juez: Concede el uso de la palabra al Abogado del imputado RAÚL QUISPE 
PACORI.---------------------------------------------------------------------------------------------- 
16:21 hrs.  (01´) Abogado del Imputado RAÚL QUISPE PACORI: Inicia su intervención solicita 
que se declare el requerimiento del señor Fiscal provincial infundado, toda vez 
en la denuncia verbal del catorce de noviembre del años dos mil doce precisa 
que ha sido realizado a las veintiún con treinta minutos, sin embargo el señor 
Fiscal Provincial ha precisado que los hechos se ha producido el día catorce a 
horas catorce con treinta lo que no es creíble, lo que se le imputa al imputado, 
así mismo precisa que de acuerdo a la constatación fiscal de folios ocho de la 
carpeta fiscal no existe evidencia ni lugar exacto donde habrían ocurrido los 
hechos de violación, objeta también el certificado médico legal expedido por 
Jimmy Paul Lipa Chancolla de fecha catorce de noviembre del años dos mil 
doce practicado a la agraviada que al examen realizado a esta posición 
ginecológica solamente presenta lesiones en las partes intimas de la menor 
mas no así en las demás partes del cuerpo de la referida agraviada por lo que 
solicitará más adelante otro examen médico en la menor agraviada, así mismo 
la defensa técnica o el Abogado del imputado hace su defensa en que, si bien 
es cierto el día catorce de noviembre ocurrieron los hechos, sin embargo su 
patrocinado el Ministerio Público niega los cargos toda vez que el referido día 
se había encontrado con otros dos amigos a efecto de libar licor junto a una 
persona de sexo femenino estos hechos son corroborados con la declaración 
Aurora Pacori Quispe quien viene a ser la madre y el hermano del imputado, el 
mismo ha logrado a identificar a una de las personas como con el cual ha 
tomado como Jonatan Humpiri y otra persona que es el chofer, 
consecuentemente para la defensa técnica del inculpado precisa que no 
existen graves elementos de convicción que vinculen a su patrocinado con los 
hechos imputados y formulados por el Representante del Ministerio Público, 
precisa que no existe el peligro de fuga toda vez que su patrocinado tiene 
arraigo domiciliario, tiene arraigo laboral, incluso para ello ha presentado un 
contrato de trabajo de su empleadora y que el mismo sí estaría rodeado de las 
formalidades correspondientes, así mismo indica que por ante el señor 
Ministerio Público ha solicitado la realización de diligencias como por ejemplo el 
resultado de la muestra tomado a la agraviada, una pericia psicológica del 
imputado, así mismo presenta en el acto de audiencia una documental, la 
misma que acredita que la menor se habría huido de su domicilio, esta copia 
certificada de denuncia la presenta en original y es expedido por el teniente de 
la Policía Nacional Comisario de la Comisaría de la Policía Nacional del Perú 
de Familia de Juliaca, de fecha dieciséis de noviembre del años dos mil doce, 
los demás detalles corre en audio.----------------------------------------------------------- 
16:45 hrs. (24´) Juez: Indica al Representante del Ministerio Público, para la REPLICA; y se le 
pone en conocimiento de los documentos presentados por la defensa técnica, 
ha subsanado todas las observaciones realizadas por la defensa técnica, 
precisando los hechos de violación habrían ocurrido en el patio del inmueble de 
la menor de la casa de la menor, así mismo el señor Representante del 
Ministerio Público, al formalizar su denuncia ha señalado diligencias que no 
solamente son de cargo sino también de descargo y a favor de la defensa del 
imputado, en cuanto a la acta de intervención técnico policial observado precisa 
que se ha realizado con su presencia y en con la presencia de la madre de la 
menor, y efectivos policiales, conforme aparece de la pagina siete del presente 
cuadernillo judicial, el señor Fiscal Provincial aclara respecto del certificado 
médico legal que ha sido cuestionado por la defensa técnica indicando que el 
Abogado ha leído solamente el segundo extremo de dicho certificado, sin 
mencionar el rubro referido al examen de integridad física de la menor 
agraviada, sino también ha hecho referencia al certificado médico legal número 
093-2008, practicado al imputado, los demás detalles corre en audio.-------------- 
17:03 hrs. (18´) Juez: Indica al señor Abogado de la defensa técnica, para la DUPLICA; reitera 
que el requerimiento Fiscal formulado por el señor Representante del Ministerio 
Público es vago, por lo que solicita se declare infundado, los demás detalles 
corre en audio.--------------------------------------------------------------------------------------  
17:06 hrs. (03´) Juez: Da por concluida la etapa de debate, solicita al señor Fiscal si es todo lo 
que tiene que decir, El Fiscal solicita que se tenga presente la aclaración de la 
adecuación de la tipicidad, Juez dicha subsanación pone en conocimiento de la 
defensa técnica para su pronunciamiento, quien luego de ello indica que va a 
expedir la resolución pertinente.------------------------------------------------------ 
17:10 hrs. (04´) El Juez: expide la Resolución correspondiente.------------ 
 
RESOLUCIÓN N° DOS 
 
Juliaca, dieciséis de noviembre  
del año dos mil doce.- 
 
VISTOS: Al escrito presentado por el Señor Representante del Ministerio 
Público el día de la fecha con conocimiento de la defensa técnica de la parte 
imputada, respecto a la modificación del tipo penal establecido el artículo 170º 
primer párrafo del Código Penal. EL JUZGADO: téngase presente y por 
modificado, se hace conocimiento de la presente resolución a los sujetos 
procesales. 
FISCAL: Conforme. 
ABOGADO DEFENSOR: conforme. 
 
RESOLUCIÓN NO. 03-2012. 
 
Juliaca, dieciséis de noviembre  
del año dos mil doce.- 
 
VISTOS Y OIDOS: en audiencia pública el requerimiento fiscal de prisión 
preventiva formulado por el Representante del Ministerio Publico el día de la 
fecha, por escrito que aparece en el presente cuadernillo judicial y que también 
ha sido sustentado en la presente audiencia con intervención de la defensa 
técnica de la parte imputada y con presencia del imputado, haciendo presente 
es realizado con la transparencia y publicidad del caso, y del debido proceso, 
haciendo presente la atingencia que esta audiencia ha sido llevada en privado 
dado la minoría de edad de la parte agraviada, y; CONSIDERANDO: 
PRIMERO.- premisas normativas: que el artículo 139º de la Constitución 
Política del Estado establece en su inciso tercero la observancia del debido 
proceso y la tutela jurisdiccional efectiva, así mismo indica que ninguna 
persona puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada por la Ley, el 
inciso 4to del Artículo 139, establece sobre la publicidad de los procesos salvo 
disposición contraria a ley, el inciso 5 está referida a la motivación escrita de 
las resoluciones judiciales en todas las instancias excepto los decretos de mero 
trámite con mención expresa de la ley aplicable de los fundamentos de hechos 
y derechos que lo sustentan. SEGUNDO.- el artículo 268 del Código Procesal 
Penal estable los tres Presupuestos de la prisión preventiva, 1.a) Que existen 
fundados y graves elementos de convicción para estimar razonablemente la 
comisión de un delito que vincule al imputado como autor o partícipe del 
mismo. b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena 
privativa de libertad; y c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y 
otras circunstancias del caso particular, permita colegir razonablemente que 
tratará de eludir la acción de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la 
averiguación de la verdad (peligro de obstaculización). El inciso 2) del mismo 
artículo. También será presupuesto material para dictar mandato de prisión 
preventiva, sin perjuicio de la concurrencia de los presupuestos establecidos en 
los literales a) y b) del numeral anterior, la existencia de razonables elementos 
de convicción acerca de la pertenencia del imputado a una organización 
delictiva o su reintegración a la misma, y sea del caso advertir que podrá 
utilizar los medios que ella le brinde para facilitar su fuga o la de otros 
imputados o para obstaculizar la averiguación de la verdad; estos 
presupuestos, deben concurrir en forma copulativa en forma concurrente, de no 
ser así el Juzgado puede dictar una medida menos gravosa, respecto al primer 
presupuesto materiales del artículo 268º del Código Procesal Penal, está 
constituida por dos reglas una objetiva y otra subjetiva, la primera referida a la 
existencia de mayor existencia de constitución, y la segunda en un juicio de 
verosimilitud, que permite que el imputado ha cometido el hecho como autor o 
participe con grande dosis de probabilidades de probabilidad, con el segundo 
presupuesto material, la pena de imponerse en caso de establecerse su 
responsabilidad sea superior a los cuatros años de pena privativa de libertad; el 
tercer presupuesto peligro procesal, es de carácter subjetivo, reconoce un gran 
margen de discrecionalidad del Juez, son dos peligros autónomamente que la 
ley reconoce, peligro de fuga y peligro de entorpecimiento, el primer peligro se 
traduce la situación cautelar, mientras que el segundo se traduce una función 
aseguradora, que así el artículo 269 del código procesal penal que para 
calificar el peligro de fuga el Juez tendrá en cuenta a). El arraigo en el país del 
imputado, determinado por el domicilio, residencia habitual, asiento de la 
familia y de sus negocios o trabajo y las facilidades para abandonar 
definitivamente el país o permanecer oculto; b). La gravedad de la pena que se 
espera como resultado del procedimiento; c) La importancia del daño resarcible 
y la actitud que el imputado adopta, voluntariamente, frente a él; d). El 
comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro procedimiento 
anterior, en la medida que indique su voluntad de someterse a la persecución 
penal, en concordancia con lo dispuesto por el artículo 270º del Código 
Procesal Penal citado determina que para calificar el peligro de obstaculización 
se tendrá en cuenta el riesgo razonable de que el imputado 1). Destruirá, 
modificará, ocultará, suprimirá o falsificará elementos de prueba. 2). Influirá 
para que coimputados, testigos o peritos informen falsamente o se comporten 
de manera desleal o reticente. 3). Inducirá a otros a realizar tales 
comportamientos. TERCERO.- En cuanto a la imputación de hecho y de los 
medios probatorios del representante del Ministerio Público en audiencia ha 
precisado como hechos que se incriminan al imputado presente Raúl Quispe 
Pacori, que el día catorce del noviembre del dos mil doce al promediar las 
dieciséis treinta horas, la denunciante recibió una llamada por parte de su hijo 
Dilmar de catorce años quien le indico, que al momento de llegar a su domicilio 
encontró a su hermana la agraviada de diecisiete años de edad, llorando y 
quejándose de haber sido víctima de abuso sexual, en dichas circunstancias la 
madre de la menor se constituye al inmueble ubicado en el jirón los Ciruelos 
numero 111 interior B de la urbanización la Florida de esta localidad, 
preguntándole lo sucedido a su menor hija quien le manifiesta en qué 
circunstancias, que se encontraba en el interior de su domicilio concretamente 
en la cocina ESCUCHANDO MÚSICA,  y al cuidado de su hermanita menor de 
cuatro años A.M.H. se percata que en patio de su casa se encontraba la 
persona a quien conoce con el nombre de Raúl Quispe Pacori, debido que 
dicha persona trabaja en una casa de venta de vidrios de la familia Paredes 
ubicada en la calle Huancané 575 de esta ciudad, mientras que la menor 
trabajo para esta familia en otra de sus tiendas de trajes autóctonos en el 
mismo domicilio de esta ciudad, que al reclamarla la agraviada, al imputado 
Raúl Quispe Pacori el motivo de su presencia en el interior de su casa, intenta 
sacarlo hacia la calle, este sujeto la agarro por la fuerza de los brazos 
tumbándolo al piso golpeándose la cabeza en una piedra, por lo que la 
agraviada perdió el conocimiento al momento, cuando reacciono se encontraba 
despojada de su pantalón de buzo y de su ropa interior y el imputado se 
encontraba mostrando sus partes intimas e introduciendo su dedo en la parte 
de la vagina que con esto vas a reaccionar, esto te gusta, dándose cuenta de 
que había sido ultrajada violentamente por lo que grito pidiendo ayuda 
procediendo el imputado a taparle la boca, dándole cachetadas, momento en 
que la agraviada forcejeaba con el imputado quien se encontraba encima de la 
agraviada sonó el celular de la misma y esta se levanto su mano derecho, el 
imputado se retira del domicilio no sin antes amenazarle que no cuente esto a 
nadie, indicándole que se había vaciado y que la agraviada había quedado 
embarazada, y que si hacia algo con su hijo la iba a matarla procediéndose a 
retirarse y llevarse consigo la prenda interior de la menor; se tiene de actuados 
de que el imputado después de haber perpetrado el ilícito ha llevado a cabo 
llamadas telefónicas reiteradas a la menor agraviada indicándole que lo 
perdone por lo que había realizado, estos son los elementos de convicción del 
Ministerio Público que sustenta su requerimiento de prisión preventiva con 
elementos de convicción para estimar razonablemente de la comisión del delito 
que vincula al imputado, nombrando uno de ellos o por ejemplo uno de ellos el 
acta de inspección técnico policial, así mismo al acta única de entrevista de la 
menor agraviada, la declaración testimonial de Elizabeth Humpiri Quispe, el 
certificado médico legal 009237-G, así mismo certificado médico legal 093-
2008, acta de recepción de prendas de vestir, el protocolo de pericia 
psicológica numero 9304-2012 solicitando el Representante del Ministerio 
Público en merito a ellos se declare fundado el requerimiento de prisión 
preventiva, invocando el artículo 268º del Código Procesal Penal, así mismo ha 
sustentado cada unos de los presupuestos que contempla el requerimiento, 
siendo uno de ellos por ejemplo los graves elementos que vinculan al autor con 
la comisión o con los hechos que se investigan, así mismo el señor 
Representante del Ministerio Público ha sustentado el peligro o el artículo 170º 
del Código Penal primer párrafo que establece como pena privativa de libertad 
de seis a ocho años, en el caso de autos el Fiscal Provincial dice que se 
cumple el segundo requisito; en cuanto al tercer requisito precisa el peligro de 
fuga, precisando que el imputado no tendría un domicilio conocido toda vez que 
al realizar la inspección policial correspondiente en el domicilio indicado por el 
imputado ninguna persona ha atendido, por lo que no tendría un domicilio 
conocido, no tiene un arraigo laboral toda vez que el contrato de trabajo del 
imputado no tendría forma correspondiente o un registro de SUNAT, en cuanto 
a su arraigo familiar de autos se evidencia que no obran alguno que ha concluir 
que este tenga familia, hijos que dependan de él, solicita el Fiscal Provincial se 
declare fundada el requerimiento por el plazo de nueve meses; a su turno el 
Abogado del imputado solicita que se declare el requerimiento del señor 
Fiscal provincial infundado, toda vez que de la denuncia verbal del catorce de 
noviembre del años dos mil doce precisa que ha sido realizado a las veintiún 
con treinta minutos, sin embargo el señor Fiscal Provincial ha precisado que los 
hechos se ha producido el día catorce a horas cuatro con treinta lo que no es 
creíble, lo que se le imputa al imputado, así mismo precisa que de acuerdo a la 
constatación fiscal de folios ocho de la carpeta fiscal no existe evidencia ni 
lugar exacto donde habrían ocurrido los hechos de violación, objeta también el 
certificado médico legal expedido por Jimmy Paul Lipa Chancolla de fecha 
catorce de noviembre del años dos mil doce practicado a la agraviada que al 
examen realizado a esta posición ginecológica solamente presenta lesiones en 
las partes intimas de la menor mas no así en las demás partes del cuerpo de la 
referida agraviada, por lo que solicitará más adelante otro examen médico en la 
menor agraviada, así mismo la defensa técnica o el Abogado del imputado 
hace su defensa en que, si bien es cierto el día catorce de noviembre 
ocurrieron los hechos, sin embargo su patrocinado al prestar declaración en el 
Ministerio Público niega los cargos toda vez que el referido día se había 
encontrado con otros dos amigos a efecto de libar licor junto a una persona de 
sexo femenino estos hechos son corroborados con la declaración Aurora 
Pacori Quispe quien viene a ser la madre y el hermano del imputado, el mismo 
ha logrado a identificar a una de las personas como con el cual ha tomado 
como Jonatan Humpiri y otra persona que es el chofer, consecuentemente para 
la defensa técnica del inculpado precisa que no existen graves elementos de 
convicción que vinculen a su patrocinado con los hechos imputados, y 
formulados por el Representante del Ministerio Público, precisa que no existe el 
peligro de fuga toda vez que su patrocinado tiene arraigo domiciliario, tiene 
arraigo laboral, incluso para ello ha presentado un contrato de trabajo de su 
empleadora y que el mismo sí estaría rodeado de las formalidades 
correspondientes, así mismo indica que por ante el señor Ministerio Público ha 
solicitado la realización de diligencias como por ejemplo el resultado de la 
muestra que se ha tomado a la agraviada, una pericia psicológica del imputado, 
así mismo presenta en el acto de audiencia una documental, la misma que 
acreditaría que la menor se habría huido de su domicilio, esta copia certificada 
de denuncia la presenta en original y es expedido por el teniente de la Policía 
Nacional Comisario de la Comisaría de la Policía Nacional del Perú de Familia 
de Juliaca, de fecha dieciséis de noviembre del años dos mil doce, a su turno 
el señor Representante del Ministerio Público, en su derecho de REPLICA 
ha subsanado todas las observaciones realizadas por la defensa técnica, 
precisando los hechos de violación habrían ocurrido en el patio del inmueble de 
de la casa de la menor, así mismo el señor Representante del Ministerio 
Público, al formalizar su denuncia ha señalado diligencias que no solamente 
son de cargo sino también de descargo y a favor de la defensa del imputado, 
en cuanto al acta de intervención técnico policial observado precisa que se ha 
realizado con su presencia y en con la presencia de la madre de la menor, y 
tres efectivos policiales, conforme aparece de la pagina siete del presente 
cuadernillo judicial, el señor Fiscal Provincial aclara respecto del certificado 
médico legal que ha sido cuestionado por la defensa técnica indicando que el 
Abogado ha leído solamente el segundo extremo de dicho certificado, sin 
mencionar el rubro referido al examen de integridad física de la menor 
agraviada, sino también ha hecho referencia al certificado médico legal número 
093-2008, practicado al imputado; a su turno la defensa técnica del 
imputado reitera que el requerimiento Fiscal formulado por el señor 
Representante del Ministerio Público es vago, por lo que solicita se declare 
infundado. CUARTO.- Fundamentos para la decisión judicial.-  
4.1.-  en relación a los fundamentos de graves elementos de convicción para 
estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como 
autor o participe del hecho, conforme a lo expresado por el señor 
Representante del Ministerio Público en esta audiencia y de los hechos 
narrados en su denuncia, efectivamente se tienen que, en fecha catorce de 
noviembre del dos mil doce al promediar la dieciséis con treinta horas la 
denunciante recibió una llamada de su menor hijo Dilmar quien indico que al 
momento de llegar a su domicilio encontró a su hermana la agraviada de 
iníciales A.M.S.H. de diecisiete años de edad llorando y quejándose de haber 
sido víctima de abuso sexual, frente a ello la denunciante se dirigen a la 
delegación policial a efecto de realizar la denuncia correspondiente, siendo 
aproximadamente las veintiuno con treinta del catorce de noviembre del año 
dos mil doce, es decir el mismo día en que habrían ocurrido los hechos, 
precisando, narrando lo que le habría ocurrido a la menor agraviada, es decir a 
su menor hija, frente a ello el señor Representante del Ministerio Público dentro 
de sus facultades dispone la realización de diligencias, siendo uno de ellos el 
certificado médico legal de fecha catorce de noviembre de años dos mil doce a 
horas veintidós con veinte emitido por el médico legista Jimmy Paul Lipa 
Chancolla, el mismo que aparece en copia certificada en la página veinticuatro 
del presente cuadernillo judicial, el que precisa en el punto primero examen de 
integridad física: equimosis rojo violácea de 2x1 centímetro en región cervical 
lateral derecho y otra en región lateral izquierda; equimosis rojo violácea de 1x1 
centímetro en cara interna de brazo izquierdo; equimosis rojo violáceo de 3x2 
centímetros en región dorsal medial a nivel de C10; equimosis con fondo 
escopriativo de 3x2 centímetros en rodilla derecha; escoriación de de 4x0.1 
centímetros en cara externa en muslo derecho; en el punto segundo: al 
segundo de integridad sexual: a posición ginecológica; región genital presenta 
lesiones escoriativas de de 0.4 centímetros en cara interna de labios menores 
en horas “III” y “IX”; vestíbulo eritematoso y con rasgos de sangre; himen: de 
tipo anular, orificio himeneal de 1.5 centímetros, horma delgada de coloración 
rosada con algunos rasgos de sangre; se evidencia desgarro completo reciente 
en horas “III” y “IX”; posición genupectoral: ano de tipo oval, eutónico, pliegues 
anales simétricos, no presenta lesiones. CONCLUSIONES: 1.- HIMEN: 
presenta signos de desfloración himeneal reciente con lesiones traumáticas 
recientes en genitales externos. 2.- ANO: no presenta signos de contra natura; 
3.- Por las lesiones presentadas en el examen físico amerita de un día, e 
incapacidad medica legal seis días salvo complicaciones; este certificado 
médico legal es coherente con los hechos narrados por la menor agraviada en 
la entrevista, en cámara gesel, el mismo que aparece en la pagina veintitrés y 
siguientes del presente cuadernillo judicial realizado por la Psicólogo 
Guillermina Sonia Aco Coaguila en presencia del presencia del Representante 
del Ministerio Público, la menor y su representante en el cual la menor 
agraviada narra pormenorizadamente los hechos de agresión sexual que ha 
sufrido por parte del imputado presente, precisando que ha sido jaloneada de 
los brazos inclusive ha sido tumbado al piso habiéndose chancado la cabeza, 
para que el imputado proceda al acceso carnal, consecuentemente como se ha 
acreditado el certificado médico legal, la manifestación de la agraviada guardan 
coherencia, así mismo se tiene el certificado el certificado médico legal 
otorgado al propio imputado 009308 del quince de noviembre del años dos mil 
doce, que al examen presenta: en labio inferior cara dental presenta erosión de 
0.5 centímetros x 0.3 centímetros y de 0.3 centímetros x 0.2 con equimosis 
violácea circundante de 2 centímetros por 1 centímetro con tumefacción 
perilesional, resto sin lesiones traumáticas recientes, concluye dicho certificado 
médico: Lesión ocasionado por agente contuso compresivo (mordida); 
conclusión uno guarda relación con OBS uno; por lo que amerita atención 
facultativa un día, en incapacidad médico  legal uno, salvo complicaciones; 
también el órgano jurisdiccional considera que este certificado médico legal a 
las lesiones que presenta el referido inculpado en el labio de su boca, 
guardaría relación con los hechos de la narración realizado por la agraviada 
que imputa directamente al imputado los hechos de violación sexual, así mismo 
se tiene de autos la declaración de la denunciante Elizabeth Humpiri Quispe de 
cuarenta años de edad quien al responder la sexta pregunta precisa que si 
conoce al imputado de vista porque trabaja junto a su hija Ana para la familia 
Paredes, así mismo se tiene la declaración de la persona de Manuel Quispe 
Pacori de treinta y un años de edad el mismo que la declaración que aparece 
en la página diecinueve al veintiuno, refiere respondiendo a la tercera pregunta 
que el primero de los nombrados es mi hermano menor y la otra persona la 
conozco de vista desde el día catorce de noviembre del años del dos mil doce 
la vi cuando estaba embriagada a horas a doce y treinta a trece horas 
aproximadamente, así mismo se tiene de dichas declaraciones se aprecian o 
así también se tiene la declaración de la madre del imputado Aurora Pacori de 
Quispe de sesenta y cuatro años de edad que aparece a veintidós y veintitrés 
que se puede observar que entre el imputado o los familiares de este y con la 
agraviada no ha existido ninguna enemistad que haga prever que la menor 
agraviada pueda sindicar por acto de venganza u otro similar la comisión del 
hecho de agresión sexual, por el contrario la declaración de esta es coherente 
y que está rodeado de ciertas corroboraciones periféricas, como son el 
certificado médico legal que se le ha practicado a la propia agraviada, así 
mismo el certificado médico legal practicado al inculpado, y la entrevista en la 
cámara gesel, además de otras diligencias practicadas por el señor 
Representante del Ministerio Público como el acta de registro domiciliario, el 
acta de inspección técnico policial por el que ha indicado el señor Fiscal 
Provincial que en dicho inmueble existe una abertura que facilita la apertura de 
la chapa de la mencionada puerta, por lo que sería de fácil acceso inclusive al 
propio imputado, tanto mas que ha precisado que conoce a la agraviada de un 
tiempo atrás, inclusive dice que la menor sea su enamorada, por lo que el 
Juzgado considera que existen suficientes elementos de convicción que hacen 
prever para estimar razonablemente la comisión del delito y que vinculan 
directamente al imputado como autor del mismo, dada la sindicación directa por 
la menor agraviada.  
4.2.- Respecto a que la sanción a imponerse sea superior a los cuatro 
años de pena privativa de la libertad.- Conforme aparece del escrito 
subsanado del señor Representante del Ministerio Público, que esta signado 
con digitalización 24344-2012, formaliza investigación preparatoria en contra 
del imputado Raúl Quispe Pacori por la comisión del delito contra la libertad, en 
la modalidad de violación de la libertad sexual, en su forma de violación sexual 
previsto y penado en el primer párrafo del artículo 170º del Código Penal, en 
agravio de la menor de iníciales A.N.S.H, en concordancia con el acuerdo 
plenario 01-2012-CJ-116 del veintiséis de julio del años dos mil doce, dicho 
dispositivo penal establece una pena no menor de seis ni mayor de ocho años 
de pena privativa de libertad por lo que el Juzgado considera este segundo 
requisito en una probable prognosis de pena a que se imponga al imputado al 
momento de emitir la resolución final superaría ampliamente los cuatro años de 
pena privativa de libertad.  
4.3.- con relación al tercer presupuesto procesal peligro de fuga, en 
relación a este punto conforme lo ha expresado el representante del Ministerio 
Público, efectivamente no aparecen elementos contundentes que el imputado 
en libertad eluda la acción de justicia, por lo que toda vez como lo ha referido el 
señor Fiscal Provincial al realizar la diligencia de constatación domiciliaria por 
parte del Fiscal y los efectivos policiales, ninguna persona ha sido atendido el 
referido domicilio por lo que no existe que el imputado tenga un domicilio 
conocido, en cuanto al arraigo laboral si bien es cierto existe un contrato de 
trabajo presentado por la defensa técnica del imputado, sin embargo este 
documento no sería suficiente para acreditar que el imputado no trate de eludir 
la acción de la justicia; en cuanto al arraigo laboral tampoco existe documental 
que haga prever que el imputado tenga una familia constituida que haga 
realmente hagan prever al Órgano Jurisdiccional que este no eluda la acción de 
la justicia o que fugue, o que hagan ver que el imputado por la calidad o por la 
intensidad del arraigo familiar tenga que permanecer en su domicilio en el país; 
a esto se tiene que agregar la resolución administrativa 325-2011-P-PJ, circular 
sobre prisión preventiva de trece de septiembre del años dos mil once, que en 
su parte pertinente precisa que es perfectamente posible aplicar la prisión a 
una persona que tiene familia su domicilio conocido, cuando dicha situación no 
evaluada en términos de ponderación, no es suficiente para concluir 
fundadamente que el desarrollo del proceso penal, es igualmente factible con 
domicilio conocido o trabajo muestre una conducta renuente en el proceso, por 
lo tanto se entiende que en este caso la calidad de arraigo no es suficiente para 
enervar el peligro procesal, sin embargo por la experiencia de que existen 
personas hay posibilidades de abandonar el país, porque cuentan con 
situaciones económicos, suelen tener domicilios, propiedades, atendiendo la 
comisión de los hechos, el tipo penal por el cual se ha formalizado 
investigación preparatoria el artículo 170º primer párrafo las penas oscilan 
entre seis como mínimo y ocho como máximo, dada la edad, el Juzgado, 
considera que el imputado presente en libertad obviamente tratará de eludir a 
la acción de la justicia. QUINTO.- en cuanto al peligro de obstaculización, 
conforme se tiene de lo actuado el imputado presente si bien es cierto ha 
negado los cargos según su defensa técnica que se imputa por parte del señor 
Representante del Ministerio Público, precisando que en autos habría que el 
día de los hechos ha estado libando licor con otras dos personas uno de ellos 
de nombre Jonathan, el chofer y con la menor agraviada, sin embargo a la 
fecha no se ha alcanzado la identidad o no se ha logrado identificar a la 
persona de Jonathan, menos al chofer con quienes presuntamente el referido 
día habría estado libando licor por lo que, el Juzgado considera este hecho 
perturbatorio o de obstaculización para que realice el Ministerio Público o en 
contra del imputado, por lo que existe un peligro latente de fuga del procesado 
presente, dada la gravedad de los hechos, y en libertad tendría que eludir la 
acción de justicia con peligro de obstaculización de la investigación, por lo que 
en el caso de autos se debe tener en cuenta que el imputado en el presente 
proceso es de capital importancia su concurrencia al menos facilitará el juicio y 
la ejecución y la estación procesal en cierto modo de la eficacia y 
materialización del IUS PUNIENDI, por esta estas consideraciones y al amparo 
268º del Código Procesal Penal. RESUELVE: DECLARAR FUNDADO LA 
SOLICTUD DEL REQUERIMIENTO DE PRISIÓN PREVENTIVA formulado por 
el señor representante del Ministerio Público de la primera Fiscalía Provincial 
Penal corporativa de San Román Juliaca, en contra de RAUL QUISPE 
PACORI, de veinticuatro años de edad, natural de Juliaca, nacido el dieciocho 
de agosto de mil novecientos ochenta y seis, hijo de Vicente Quispe y Aurora 
Pacori, estadio civil soltero, con grado de instrucción quinto de secundaria, 
ocupación empleado, con documento de identidad 45070586, domiciliado en la 
avenida Aviación 333 de la Urbanización Santa Adriana de esta ciudad de 
Juliaca, por la presunta comisión del delito contra la libertad, en la modalidad 
de violación de la libertad sexual, en su forma de Violación Sexual, previsto en 
el artículo 170º primer párrafo del Código Penal, en agravio de la menor de 
iníciales A.M.S.H. por el plazo de NUEVE MESES. En consecuencia, ordeno 
su inmediato ingreso al establecimiento penitenciario de Juliaca, para cuyo 
efecto deberá realizar las comunicaciones correspondiente, la prisión durara 
nueve meses, se contara a partir de la fecha en que el imputado fue 
aprehendido, precisando que este tiene derecho a solicitar posteriormente la 
cesación de prisión preventiva cuando nuevos elementos de convicción 
demuestren que no concurren los motivos que determinaron su imposición y 
resulte necesario sustituir por una medida menos gravosa, se hace saber a las 
partes la emisión de la resolución. REGÍSTRESE Y HÁGASE SABER. 
 
17:53 hrs. (43´) Juez: Notifica a los presentes con la resolución expedida.----------------------------- 
17:53 hrs. (43´) Fiscal: Expresa su conformidad.-------------------------------------------------------------- 
17:54 hrs. (01´) Abogado del imputado RAUL QUISPE PACORI: Interpone recurso de 
apelación.----------------------------------- 
17:54 hrs. (01´) Juez: Da por interpuesto el recurso de Apelación, concediendo el plazo de ley 
a fin de que pueda fundamentar el recurso, bajo apercibimiento de declararse 
la inadmisibilidad del mismo. Seguidamente el señor Juez da por concluida la 
presente audiencia, siendo las dieciocho horas con quince minutos y se ordena 
el cierre de la grabación de audio. Firmando el señor Juez, el Especialista de 
audiencia, de que doy fe.----------------------------------------------------------------------- 
 
 
 
 
 
 
 
 
